
Santo Domingo • Distrito Nacional • República Dominicana

Fundado el 31 de agosto de 1910

Suprema Corte de Justicia
PODER JUDICIAL

BOLETÍN JUDICIAL

1952
Abril

Año 43º

Boletín Judicial Núm. 501



XLII Abril, 1952 	 N° 501 
sación interpuesto por Servio Gómez Lamarche, pág. 716.— Recurso de ca-
sación interpuesto por Marino Arvelo González, pág. 720.— Recurso de casa-
ción interpuesto por Daniel Matos, pág. 726.— Recurso de casación inter-
puesto por Andrés María Mejía, pág. 730.— Recurso de casación interpuesto 
por Marcelino Piña, pág. 734.— Recurso de casación interpuesto pm' :Bogan° 
E. Morbán Díaz. pág. 738.— Recurso de casación interpuesto por la Hanover 
Fire Insurance Company, pág. 743.— Recurso de casación interpuesto por Mi-
guel Lahoz y Santiago Pool. pág. 755.— Recurso de casación interpuzsto por 
Octaviano Oviedo Berrera, pág. 762.— Recurso de casación interpuesto por 
Pedro Brito. pág. 763.— Recurso de casación interpuesto por Julio C. Mora-
les Carbuccia. pág. 775.— Recurso de casación interpuesto por Juan Agustín 
Vargas. pág. 782.— Recurso de casación interpuesto por Pablo Bruzaud Yu-
mar, pág. 789.— Recurso de casación interptitsto por Juan Eustaquio Alcán-
tara, pág. 794.— Recurso de revisión interpuesto por Antonio Mbntás, pág. 
805.— Labor de la Suprema Corte de Justicia durante el mes de abril de 
1952, pág. 810. 

BOLETIN JUDICIAL 
°ROANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910 

DIRECCION: 

ECRETARIA GRAL. DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
30 de noviembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-

lación de Santiago; Tomás Alvarez. Abogado: Dr. Pablo 

Juan Brugal Muñoz; Domingo Santos y Donaciano Var-

gas. Abogados: Lics. Leopoldo Reyes y Juan Tomás 
Lithgow. 



614 	 BOLETÍN JUDICIAL 
BOLETÍN JUDICIAL 	 615 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por lol Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, hoy día cuatro del mes de abril de mil nove-
cientos cincuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9 

 de la Restauración y 229  de la Era de Trujillo, dicta en 

audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

tencia: 
Sobre los recursos de casación interpuestos por el Ma-

gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de 
Santiago; por Tomás Alvarez, dominicano, mayor de edad, 
agricultor, domiciliado y residente en Palma Picada, sec-
ción de Altamira, de la provincia de Puerto Plata, portador 
de la cédula personal de identidad número 3840, serie 39, 
renovada con el sello de R. I. 339876; por Domingo Santos, 
dominicano, mayor de edad, chófer, domiciliado en Imbert, 
de la provincia de Puerto Plata, portador de la cédula 
personal número 4804, serie 38, renovada con el sello No. 
78524, y por Donaciano Vargas, dominicano, mayor de 
edad, hacendado, domiciliado y residente en Altamira de 
la provincia de Puerto Plata, portador de la cédula per-
sonal número 1, serie 39, renovada con el sello No. 327, 
contra sentencia correccional de la Corte de Apelación de 
Santiago, de fecha treinta de noviembre de mil novecien-
tos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vistas las actas de declaración de los mencionados re- 
rsos levantadas en la secretaría de la Corte a quo, a re-

querimiento de los respectivos recurrentes, en el plazo 
señal   \aridsoto  peolr mlaemleoyri; 

al de casación suscrito en fecha siete 
de febrero de mil novecientos cincuenta y dos, por los Li-
cenciados Leopoldo Reyes, portador de la cédula personal 
número 18, serie 37, sello número 1215 y Juan Tomás Lith-
gow, portador de la cédula personal número 2158, serie 
31, sello número 4136, abogados del recurrente Donaciano 
dVa 

 
Vargas; gaevib  

srseo el memorial de casación suscrito en fecha doce 
ro de mil novecientos cincuenta y dos, por el Dr. 

Visto  

Pablo Juan Brugal Muñoz, portador de la cédula personal 
número 14705, serie 37, renovada con el sello número 2686, 
abogado del recurrente Tomás Alvarez; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículo 3o.. la. parte y letra e y párra-
fo IV del mismo artículo, de la Ley 2022, del año 1949; 180 
a 211 del Código de Procedimiento Criminal; 1315 y 1384 
del Código Civil; 130, 133 y 141 del Código de Procedi-
miento Civil, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue: A), que en fecha treinta de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y uno, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Puerto Plata dictó una sentencia con 
este dispositivo: "PRIMERO: que debe declarar y declara 
al nombrado Domingo Santos, de generales anotadas, no 
culpable del delito de golpes involuntarios en perjuicio de 
Tomás Alvarez, Eduardo Vargas y Pedro Tomás Hernán-
dez, que se le imputa, y en consecuencia, lo descarga de 
toda responsabilidad penal, por no haberse probado falta 
alguna de su parte; SEGUNDO: que debe declarar y declara 
la incompetencia de este Tribunal para estatuir sobre la 
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reclamación de Tomás Alvarez, contra la parte civilment e 
 responsable, señor Donaciano Vargas, porque dicha recla-

mación se basa en circunstancias extrañas a la prevención 

que se le imputa al prevenido; TERCERO: que debe con-
denar y condena a la parte civil que sucumbe al pago de 
las costas civiles, y declara de oficio las costas penales"; 
B), que Tomás Alvarez, parte civil constituída, así como el 
Magistrado Procurador General de la Corte de Apelación 
de Santiago, interpusieron sendos recursos de alzada contra 
el fallo dicho, y la Corte de Apelación de Santiago conoció 
de tales recursos en audiencia pública del veintiocho de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y uno, en la que 
el abogado de Tomás Alvarez, parte civil, pidió la revoca-
ción total del fallo impugnado y la condenación de Dona-
ciano Vargas, parte civilmente responsable, a pagar a su 
defendido la suma de dos mil pesos, a título de indemniza-
ción, y al pago de las costas con distracción en favor del 
abogado que formulaba tales conclusiones; los abogados 
del prevenido Domingo Santos y de la persona civilmente 
responsable pidieron el descargo del prevenido; y en cuan-
to a la persona perseguida como civilmente responsable, 
que también se pronunciase su descargo o que se rechaza-
ran las conclusiones de la parte civil para que los alegara 
"en otra jurisdicción" y se condenase a dicha parte civil 
al pago de las costas; y el Ministerio Público concluyó, en 
su dictamen, de este modo: "lro.: que se admitan en la 
forma, los recursos de apelación; 2do.: que en cuanto al 
fondo, se revoque la sentencia apelada en todas sus partes, 
y que la Corte, obrando por contrario imperio, declare al 
prevenido Domingo Santos, culpable del delito de golpes 
involuntarios, previsto por la Ley No. 2022, en su artículo 
3o. acápite a, b y d, considerando que los golpes dejaron 
lesión permanente en una de las víctimas Tomás Alvarez, 
y se le condene a nueve meses de prisión correccional, y 
doscientos pesos oro de multa; 3o. se  le cancele la licencia 

para conducir vehículos de acuerdo con el párrafo 4 del 
artículo 3o. de la misma Ley, por el término de un año, a 
partir de la extinción de la pena principal; 4o. que en lo 
que se refiere a los intereses civiles, deja la solución final 
del asunto a la soberana apreciación de la Corte, y, 5o. que 
se condene, además, al prevenido al pago de las costas 
penales"; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia ahora 
impugnada es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite 
en la forma los recursos de apelación; SEGUNDO: Revoca 
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Inátancia 
del Distrito Judicial de Puerto Plata, el treinta de agosto 

año en curso (1951), impuganadá por los presentes re-
cur -:os de alzada, y, juzgando de nuevo el caso: a)— Decla- 

nombrado Domingo Santos, de generales anotadas, 
Jable del delito de golpes involuntarios en perjuicio de 
ruís Alvarez, Eduardo Vargas Rojas y Pedro Tomás 
iández, curables, respectivamente, después de los vein- 
n los diez y antes de los diez días;---- b) Condena al re- 
:o Domingo Santos, aplicando el principio del no cú-

,. de penas, a seis me.ses de prisión correccional, cien 
pesos de multa y pago de las costas penales, por el mencio-
nado delito de golpes involuntarios; y c)— Cancela por el 
término de seis meses, a partir de la extinción de la pena 

„impuesta al prevenido, la licencia elles le fué concedida 

para el manejo de vehículos de motor; TERCERO: Decla-
ra su competencia para conocer de la reclamación en da-
-os y perjuicios y, en consecuencia; a)— Condena al señor 
Donaciano Vargas, persona civilmente responsable, al pa-
g de una indemnización de cuinientos pesos, en favor del 

señor Tomás Alvarez, parte civil constituída, por los daños 
materiales y morales, sufridos :por éste, a consecuencia del 
hecho atribuído a su empleado Domingo Santos; b)— Con-
dena, además, al señor Donaciano Vargas, al pago de las 
costas civiles de ambas instancias, con distracción de ellas 
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en provecho del Doctor Pablo Juan Brugal Muñoz, quien 
afirma haberlas avanzado"; 

Considerando que el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de Santiago expresó, en el acta 
de declaración de su recurso lo siguiente: "que interpone 
este recurso por no estar conforme con la pena impuesta a 
Domingo Santos, específicamente, en razón de que, ha-
biéndose establecido con la lectura del certificado médico 
que obra en el expediente, suscrito por el Dr. Luis P. Men-
doza P., y con la comparecencia personal de una de las 
víctimas del hecho, Tomás Alvarez, quien se presentó a 
audiencia apoyado en una muleta, que los golpes que reci-
bió Tomás Alvarez en el accidente le dejaron lesión per-
manente, la pena con que debió ser sancionado el hecho a 
cargo de Domingo Santos, es la prevista en el artículo 3ro. 
acápite D de la Ley No. 2022, y no la del acápite C. del 
referido artículo;" y en cuanto a los demás recurrentes, 
estos no púsieron límites a sus recursos, en las declaracio-
nes correspondientes; 

Considerando, en cuanto al recurso del Magistrado 
Procurador General de la Corte a qua: que la Corte de 
Apelación de la que procede el fallo impugnado establece, 
en su quinto considerando, lo que sigue: "que hay en el 
expediente dos certificados médicos en uno de los cuales 
se certifica que los golpes sufridos por el señor Tomás 
Alvarez dejaron lesión permanente y otro en el cual no se 
certifica que dichos golpes, después de curados, dejaran 
esa clase de lesión, pero los jueces al ver en la audiencia 
al señor Tomás Alvarez, aunque usaba una muleta, pudie-
ron observar que los movimientos en su pierna lesionada 
eran normales y que afincaba el pie sin denunciar, en sus 
distintos movimientos, ninguna anquilosis en el miembro 
golpeado, razón por la cual no puede considerarse el caso 
del inculpado como de golpes o heridas que dejaron lesión 
permanente, sino de golpes que curaron después de los  

veinte días"; que con lo expresado, dicha Corte hizo uso 
de la facultad soberana que corresponde a los jueces del 
fondo, para el establecimiento de los hechos, mediante la 
ponderación de los medios de prueba sometidos al debate, 
sin incurrir en desnaturalización alguna; que, por lo tanto, 
el recurso que se viene examinando en primer término 
carece de fundamento; 

Considerando, respecto del recurso del prevenido Do-
mingo Santos: que en los considerandos segundo, tercero 
y cuarto del fallo impugnado establece la Corte a qua, con 
toda claridad y precisión los hechos que por las comproba-
ciones del proceso y las de la audiencia resultan a cargo 
de dicho recurrente, inclusive los que constituían las faltas 
del mismo; que en tales comprobaciones de hecho, la repe-
tida Corte a qua hizo uso de las facultades soberanas que 
para ello corresponden a los jueces del fondo, sin que se 
revele que se hubiera incurrido en desnaturalización algu-
na; que en los hechos comprobados existen los elementos 
legales del delito por el cual fué condenado, como autor, el 
recurrente; que la pena que a éste fué impuesta, se en-
cuentra dentro de los límites señalados, para el caso, por 
los cánones legales que fueron aplicados, y que, finalmen-
te, la sentencia impugnada no contiene, en el aspecto exa-
minado, ninguna violación de la ley que justifique su casa-
ción; que, consecuentemente, el recurso de que se trata 
no tiene fundamento alguno; 

Considerando, sobre el recurso de Donaciano Vargas, 
parte civilmente responsable: que éste, después de presen-
tar su recurso con carácter general, según su declaración 
en la Secretaría de la Corte a qua, alega, en el memorial 
que luego remitió, que en el fallo de que se trata se incu-
rrió en los vicios señalados en estos dos medios: lo. "Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil"; 
2o. "Falta de base legal. Violación del artículo 1315 del 
Código Civil y 141 del Código de Procedimiento Civil en 
otro aspecto"; 
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ron observar que los movimientos en su pierna lesionada 
eran normales y que afincaba el pie sin denunciar, en sus 
distintos movimientos, ninguna anquilosis en el miembro 
golpeado, razón por la cual no puede considerarse el caso 
del inculpado como de golpes o heridas que dejaron lesión 
permanente, sino de golpes que curaron después de los  

veinte días"; que con lo expresado, dicha Corte hizo uso 
de la facultad soberana que corresponde a los jueces del 
fondo, para el establecimiento de los hechos, mediante la 
ponderación de los medios de prueba sometidos al debate, 
sin incurrir en desnaturalización alguna; que, por lo tanto, 
el recurso que se viene examinando en primer término 
carece de fundamento; 

Considerando, respecto del recurso del prevenido Do-
mingo Santos: que en los considerandos segundo, tercero 
y cuarto del fallo impugnado establece la Corte a qua, con 
toda claridad y precisión los hechos que por las comproba-
ciones del proceso y las de la audiencia resultan a cargo 
de dicho recurrente, inclusive los que constituían las faltas 
del mismo; que en tales comprobaciones de hecho, la repe-
tida Corte a qua hizo uso de las facultades soberanas que 
para ello corresponden a los jueces del fondo, sin que se 
revele que se hubiera incurrido en desnaturalización algu-
na; que en los hechos comprobados existen los elementos 
legales del delito por el cual fué condenado, como autor, el 
recurrente; que la pena que a éste fué impuesta, se en-
cuentra dentro de los límites señalados, para el caso, por 
los cánones legales que fueron aplicados, y que, finalmen-
te, la sentencia impugnada no contiene, en el aspecto exa-
minado, ninguna violación de la ley que justifique su casa-
ción; que, consecuentemente, el recurso de que se trata 
no tiene fundamento alguno; 

Considerando, sobre el recurso de Donaciano Vargas, 
parte civilmente responsable: que éste, después de presen-
tar su recurso con carácter general, según su declaración 
en la Secretaría de la Corte a qua, alega, en el memorial 
que luego remitió, que en el fallo de que se trata se incu-
rrió en los vicios señalados en estos dos medios: lo. "Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil"; 
2o. "Falta de base legal. Violación del artículo 1315 del 
Código Civil y 141 del Código de Procedimiento Civil en 
otro aspecto"; 
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Considerando, en cuanto al primer medio: que el recu-
rrente aduce en éste que el artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil fué violado por "desnaturalización de los 
hechos y documentos de la causa", porque "la Corte a-qua 
no tuvo en cuenta al decidir el caso el acto de sometimien-
to hecho por el Jefe de Puesto de la Común de Altamira, 
de fecha 28 de febrero de 1951, que en su primer párrafo, 
infine, dice: 'habiendo dicha camioneta desobedecido a los 
frenos inclinándose las ruedas traseras sobre la barranca 
y yéndose al precipicio', y "en efecto, el prevenido alegó 
como se comprueba por la hoja de audiencia que figura 
en el expediente que a causa de la ruptura de los frenos 
y la varilla del guía la camioneta que conducía se fué por 
el precipicio en el lugar relatado en el expediente, la Corte 
debió ponderar este documento que servía de principio de 
prueba a aquéllos alegatos, no desmentidos en el plenario 
ni por ningún otro documento"; porque "la Corte a-qua 
hace una afirmación categórica, en relación con las ma-
niobras del retroceso realizado por el prevenido, de que 
éllas tuvieron lugar en la parte de la carretera que tiene 
una anchura aproximada de treinta metros, cuando es un 
hecho cierto que ninguna carretera de la República Domi-
nicana tiene tales dimensiones", y porque "la Corte saca 
una consecuencia de ese hecho que carece de fundamento, 
cuando dice, al referirse al traslado a los lugares ordena-
dos por el Juez a-quo, que explica éste en su sentencia, que 
un carro que dicho Juez ordenó hacer maniobras en el mis-
mo lugar, la realizó en un solo tiempo, mientras que el 
chófer de la camioneta necesitó hacer tres maniobras, de-
duciendo de eso la impericia del prevenido, en vez de haber 
deducido lo que dedujo el Juez a-quo al hacer la compara-
ción entre uno y otro movimiento, para llegar al conven-
cimiento de que un caso fortuito fué la causa que originó 

la volcadura"; pero 
Considerando que el examen de la sentencia impugna-

da evidencia que lo que hace la Corte a qua, en tal fallo,  

ara llegar a la conclusión de que "el accidente se produjo 
r torpeza del chófer en el manejo del vehículo, y que, 
r consiguiente, él es autor del delito de golpes involun-

tarios" etc., es ponderar el sentido y el valor de los medios 
de  prueba sometidos al debate, en uso de las facultades 
soberanas de que para ello gozan los jueces del fondo, sin 
incurrir en las desnaturalizaciones alegadas por el recu-
rrente; que en efecto: a) el "acta de sometimiento" a que 
se refiere dicho recurrente, es la comunicación del vein-
tiocho de febrero de mil novecientos cincuenta y uno, por 
la que el sargento de la Policía Nacional que se encontraba 
en Altamira como Jefe de Puesto, informa por escrito al 
Juez de Paz de Altamira del suceso, del cual, le había dado 
aviso el día anterior, compareciendo ante dicho Juez de 
Paz; y ni en el mencionado informe escrito, que figura en 
el expediente, ni en el relato verbal, copiado en el cuerpo 
de la decisión atacada, se expresa que el citado Jefe de 
Puesto hubiese hecho personalmente comprobaciones que 
pudieran resultar contradichas por la Corte a qua; b), las 
actas de audiencia, que son partes del expediente, ponen 
de manifiesto que fué el mismo prevenido quien manifestó 
a la Corte a qua "que donde hizo la maniobra, la carretera 
tiene treinta metros de ancho", por lo cual carece de fun-
damento el alegar que, al aceptar lo mismo, dicha Corte 
hubiese incurrido en la desnaturalización de los hechos; 
e), la circunstancia de que el juez del primer grado de ju-
risdicción hubiese interpretado los resultados de la manio-
bra que hizo realizar con un carro, de modo diferente a 
como lo hizo la Corte de Apelación de Santiago, sólo es la 
consecuencia de la libertad de apreción de que gozaba di-
cha Corte y en nada revela la existencia del vicio de que 
se trata en este primer medio; d), que en los considerandos 
tercero y cuarto del fallo impugnado es donde la Corte 
a qua expone la soberana apreciación, que de los hechos 
de la causa realizó, para formar su convicción sobre la cul-
pabilidad del prevenido, y allí no se revela la desnatura- 



620 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 621 
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mo lugar, la realizó en un solo tiempo, mientras que el 
chófer de la camioneta necesitó hacer tres maniobras, de-
duciendo de eso la impericia del prevenido, en vez de haber 
deducido lo que dedujo el Juez a-quo al hacer la compara-
ción entre uno y otro movimiento, para llegar al conven-
cimiento de que un caso fortuito fué la causa que originó 

la volcadura"; pero 
Considerando que el examen de la sentencia impugna-

da evidencia que lo que hace la Corte a qua, en tal fallo,  

ara  llegar a la conclusión de que "el accidente se produjo 
r torpeza del chófer en el manejo del vehículo, y que, 
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currir en las desnaturalizaciones alegadas por el recu- 
ente; que en efecto: a) el "acta de sometimientó" a que 

se refiere dicho recurrente, es la comunicación del vein-
tiocho de febrero de mil novecientos cincuenta y uno, por 
la que el sargento de la Policía Nacional que se encontraba 
en Altamira como Jefe de Puesto, informa por escrito al 
Juez de Paz de Altamira del suceso, del cual le había dado 
aviso el día anterior, compareciendo ante dicho Juez de 
Paz; y ni en el mencionado informe escrito, que figura en 
el expediente, ni en el relato verbal, copiado en el cuerpo 
de la decisión atacada, se expresa que el citado Jefe de 
Puesto hubiese hecho personalmente comprobaciones que 
pudieran resultar contradichas por la Corte a qua; b), las 
actas de audiencia, que son partes del expediente, ponen 
de manifiesto que fué el mismo prevenido quien manifestó 
a la Corte a qua "que donde hizo la maniobra, la carretera 
tiene treinta metros de ancho", por lo cual carece de fun-
damento el alegar que, al aceptar lo mismo, dicha Corte 
hubiese incurrido en la desnaturalización de los hechos; 
e), la circunstancia de que el juez del primer grado de ju-
risdicción hubiese interpretado los resultados de la manio-
bra que hizo realizar con un carro, de modo diferente a 
como lo hizo la Corte de Apelación de Santiago, sólo es la 
consecuencia de la libertad de apreción de que gozaba di-
cha Corte y en nada revela la existencia del vicio de que 
se trata en este primer medio; d), que en los considerandos 
tercero y cuarto del fallo impugnado es donde la Corte 
a qua expone la soberana apreciación, que de los hechos 
de la causa realizó, para formar' su convicción sobre la cul-
pabilidad del prevenido, y allí no se revela la desnatura- 
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lización aducida por el recurrente; que, por todo lo dicte 
el primer medio del memorial de Donaciano Vargas de 

ser desestimado; 
Considerando, en lo relativo al segundo medio de dicte 

memorial: que el recurrente inicia el desenvolvimiento d 
dicho medio con estas expresiones: "la Corte a qua recha 
el certificado médico legal que señala que las lesiones su. 
fridas por Tomás Alvarez tienen un carácter permanente y 
para hacerlo se vale de conjeturas puramente personales 
que no tienen de ninguna manera un carácter jurídico"; 
que luego, el repetido recurrente presenta varias conside-
raciones sobre lo mismo, pero que como la apreciación de 

la Corte a qua, aludida en tales consideraciones, sobre la 
no existencia, en la víctima del suceso, de lesiones que tu-
viesen un "carácter permanente", en nada perjudicaba 
recurrente, no se ve en qué pueda consistir el interés d 
ésta en lo que alega, ni cómo pudiera ello conducir a ca 
racterizar los vicios señalados en este medio, el cual carece 
de fundamento lo mismo que el anterior; 

Considerando, en cuanto al aspecto general con que 
éste recurso fué declarado que al haberse establecido por 
la Corte de Santiago, soberanamente en cuanto a los hechos 
y correctamente en cuanto al derecho, la culpabilidad del 
empleado de Donaciano Vargas; al haber aceptado éste, 
expresa o implícitamente, su condición de amo o comiten-
te, y que el hecho ocurrió en el ejercicio, por parte del in-
culpado, de las funciones que le habían sido encomendadas; 
al ser de la soberana apreciación de los jueces del fondo 
el establecer el monto de las indemnizaciones, debidas por 
quien resulte civilmente responsable del daño correcta-
mente comprobado, y al no encontrarse, en el fallo, vicio 
de género alguno del que pudiera quejarse el mencionado 
Donaciano Vargas, el recurso de éste, debe ser rechazado 

íntegramente; 
Considerando, acerca del recurso de Tomás Alvarez, 

también declarado con carácter general en la Secretaría  

de la Corte a qua, y respecto del cual alega dicho recurren-
te, en el memorial que luego remitió su abogado a la Su-
prema Corte, que la sentencia impugnada se encuentra 
"falta de base legal" y "consecuencialmente" incurrió en 
la "violación del artículo 1382 del Código Civil en un as-
pecto": que en dicho medio se queja el recurrente de lo 
mismo que presentaba, como fundamento de su recurso, el 
Magistrado Procurador General de la Corte de Santiago, 
y a dicho medio son aplicables las consideraciones hechas 
sobre dicho recurso, en otro lugar del presente fallo; que 
la hipotética existencia del vicio de falta de base legal no 
puede consistir en la mera circunstancia de que un recu-
rrente aprecie los hechos de modo distinto de como lo ha-
yan realizado, soberanamente, los jueces del fondo, como 
ocurre en la especie, ni se revela en forma alguna cómo 
puede haber sido violado, como mera consecuencia de esa 
apreciación soberana, el artículo 1382 del Código Civil; 
que por todo lo dicho y por no encontrarse, en el fallo de 
que se trata, vicios alegables válidamente por el recurren-
te, el recurso de éste no tiene fundamento; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el Magistrado Procurador General de 
la Corte de Apelación de Santiago, contra sentencia de 
dicha Corte, de fecha treinta de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
otro lugar del presente fallo, y declara las costas de oficio; 
SEGUNDO: rechaza el recurso de casación interpuesto con-
tra el mismo fallo, por Domingo Santos, y, en consecuen-
cia, lo condena al pago de las cosas; y TERCERO: rechaza 
igualmente los recursos interpuestos contra el referido fa-
llo por Tomás Alvarez, parte civil constituída, y Donaciano 
Vargas, persona civilmente responsable, y compensa entre 
dichas partes, las cosas de sus respectivos recursos. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo- 
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lización aducida por el recurrente; que, por todo lo dicho 
el primer medio del memorial de Donaciano Vargas de 

ser desestimado; 
Considerando, en lo relativo al segundo medio de dich 

memorial: que el recurrente inicia el desenvolvimiento de 
dicho medio con estas expresiones: "la Corte a qua rechaza 
el certificado médico legal que señala que las lesiones su-
fridas por Tomás Alvarez tienen un carácter permanente y 
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recurrente, no se ve en qué pueda consistir el interés de 
ésta en lo que alega, ni cómo pudiera ello conducir a ca-
racterizar los vicios señalados en este medio, el cual carece 
de fundamento lo mismo que el anterior; 

Considerando, en cuanto al aspecto general con que 
éste recurso fué declarado que al haberse establecido por 
la Corte de Santiago, soberanamente en cuanto a los hechos 
y correctamente en cuanto al derecho, la culpabilidad del 
empleado de Donaciano Vargas; al haber aceptado éste, 
expresa o implícitamente, su condición de amo o comiten-
te, y que el hecho ocurrió en el ejercicio, por parte del in-
culpado, de las funciones que le habían sido encomendadas; 
al ser de la soberana apreciación de los jueces del fondo 
el establecer el monto de las indemnizaciones, debidas por 
quien resulte civilmente responsable del daño correcta-
mente comprobado, y al no encontrarse, en el fallo, vicio 
de género alguno del que pudiera quejarse el mencionado 
Donaciano Vargas, el recurso de éste, debe ser rechazado 

íntegramente; 
Considerando, acerca del recurso de Tomás Alvarez, 

también declarado con carácter general en la Secretaría  

de la Corte a qua, y respecto del cual alega dicho recurren-
te, en el memorial que luego remitió su abogado a la Su-
prema Corte, que la sentencia impugnada se encuentra 
"falta de base legal" y "consecuencialmente" incurrió en 
la  "violación del artículo 1382 del Código Civil en un as-
pecto": que en dicho medio se queja el recurrente de lo 
mismo que presentaba, como fundamento de su recurso, el 
Magistrado Procurador General de la Corte de Santiago, 
y a dicho medio son aplicables las consideraciones hechas 
sobre dicho recurso, en otro lugar del presente fallo; que 
la hipotética existencia del vicio de falta de base legal no 
puede consistir en la mera circunstancia de que un recu-
rrente aprecie los hechos de modo distinto de como lo ha-
yan realizado, soberanamente, los jueces del fondo, como 
ocurre en la especie, ni se revela en forma alguna cómo 
puede haber sido violado, como mera consecuencia de esa 
apreciación soberana, el artículo 1382 del Código Civil; 
que por todo lo dicho y por no encontrarse, en el fallo de 
que se trata, vicios alegables válidamente por el recurren-
te, el recurso de éste no tiene fundamento; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el Magistrado Procurador General de 
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(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo- 
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rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en l a 

 audiencia pública del día, mes y añó en él expreesados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certificado.—(Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia: impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 3 de Septiembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Bernardo Pérez, parte civilmente responsable, en 
la causa seguida a Antonio de Jesús Padilla. Abogado: 

Lic. J. R. Cordero Infante. 

Interviniente: Silvia María Nova. Abogado: Lic. Héctor León 

Sturla. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de San- 

to Domingo, hoy día cuatro del mes de abril de mil nove-
cientos cincuenta y dos, años 109° de la Independencia, 89 9 

 de la Restauración y 229  de la Era de Trujillo, dita en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia : 

Sobre el recurso de casación interpuesto como parte 
civilmente responsable, por Bernardo Pérez, español, co-
merciante, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, portador de la cédula personal de 
identidad número 3397, serie lra. renovada con el sello de 
R. I. No. 68, contra sentencia penal de la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal de fecha tres de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia des-
pués; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. J. R. Cordero Infante, portador de la cé-

dula personal número 214, serie lra., renovada con el sello 
de R. I. No. 113, abogado del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Lic. Héctor León Sturla, portador de la cédula 
número 2433, serie lra., renovada con el sello No. 10353, 
abogado de la parte interviniente Silvia María Nova, do-
minicana, ocupada en sus quehaceres domésticos, domici-
liada y residente en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, portadora de la cédula número 24501, serie lra., 
renovada con el sello No. 342322, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del ya 
mencionado abogado del recurrente, en fecha once de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y uno; 

Visto el memorial contentivo de medios del recurso, 
presentado por el repetido abogado del recurrente el vein-
tinueve de febrero de mil novecientos cincuenta y dos; 
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Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
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to Domingo, hoy día cuatro del mes de abril de mil nove-
cientos cincuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9 

 de la Restauración y 229  de la Era de Trujillo, dista en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto como parte 
civilmente responsable, por Bernardo Pérez, español, co-
merciante, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, portador de la cédula personal de 
identidad número 3397, serie Ira. renovada con el sello de 
R. I. No. 68, contra sentencia penal de la Corte de Apela-

. ción de San Cristóbal de fecha tres de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia des-
pués; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. J. R. Cordero Infante, portador de la cé-

dula personal número 214, serie Ira., renovada con el sello 
de R. L No. 113, abogado del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Lic. Héctor León Sturla, portador de la cédula 
número 2433, serie Ira., renovada con el sello No. 10353, 
abogado de la parte interviniente Silvia María Nova, do-
minicana, ocupada en sus quehaceres domésticos, domici-
liada y residente en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, portadora de la cédula número 24501, serie Ira., 
renovada con el sello No. 342322, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del ya 
mencionado abogado del recurrente, en fecha once de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y uno; 

Visto el memorial contentivo de medios del recurso, 
presentado por el repetido abogado del recurrente el vein-
tinueve de febrero de mil novecientos cincuenta y dos; 
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rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expreesados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certificado.—(Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia: impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 3 de Septiembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Bernardo Pérez, parte civilmente responsable, en 
la causa seguida a Antonio de Jesús Padilla. Abogado: 

Lic. J. R. Cordero Infante. 

Interviniente: Silvia María Nova. Abogado: Lic. Héctor León 

Sturla. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de San- 

tu Domingo, hoy día cuatro del mes de abril de mil nove-
cientos cincuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89° 
de la Restauración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto como parte 
civilmente responsable, por Bernardo Pérez, español, co-
merciante, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, portador de la cédula personal de 
identidad número 3397, serie lra. renovada con el sello de 
R. I. No. 68, contra sentencia penal de la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal de fecha tres de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia des-
pués; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. J. R. Cordero Infante, portador de la cé-

dula personal número 214, serie ira., renovada con el sello 
de R. I. No. 113, abogado del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Lic. Héctor León Sturla, portador de la cédula 
número 2433, serie lra., renovada con el sello No. 10353, 
abogado de la parte interviniente Silvia María Nova, do-
minicana, ocupada en sus quehaceres domésticos, domici-
liada y residente en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, portadora de la cédula número 24501, serie ira., 
renovada con el sello No. 342322, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del ya 
mencionado abogado del recurrente, en fecha once de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y uno; 

Visto el memorial contentivo de medios del recurso, 
presentado por el repetido abogado del recurrente el vein-
tinueve de febrero de mil novecientos cincuenta y dos; 
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Visto el escrito de intervención presentado, en nombre 

de Silvia María Nova, parte gananciosa en la sentencia im-
pugnada, en fecha veintinueve de febrero de mil novecien-

tos cincuenta y dos; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1384 del Código Civil; 194 y 
195 del Código de Procedimiento Criminal; lo., 27, 66 y 71 
de la Ley Sobre Procedimeinto de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: a) que con motivo de un accidente automovi-
lístico ocurrido en Ciudad Trujillo, en el cual el menor 
Roberto Castellanos sufrió heridas que le ocasionaron la 
muerte, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de . Primera 

Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo dictó, el 
cinco de septiembre de mil novecientos cuarenta y nueve, 
una sentencia con este dispositivo: "Falla: PRIMERO: be-
clara culpables a los nombrados Antonio de Jesús Padilla, 
y Juan Antonio Henríquez, de generales conocidas, del 
delito de homicidio involuntario en perjuicio de Roberto 
Castellanos o Nova y de golpes y heridas involuntarias en 
perjuicio de los nombrados Boanerge Henríquez, Vetilio 
Arcadio Henríquez, Elba Laline Peña o Altagracia Idalina 
Peña y Abelardo Henríquez, y, en consecuencia, condena 
al prevenido Antonio de Jesús Padilla a sufrir la pena de 
un año, dos meses y doce días de prisión correccional en la 
Cárcel Pública de Ciudad Trujillo, y pagar una multa de 
sesenta pesos oro (RD$60.00)compensables en caso de insol-
vencia, a razón de un día de prisión correccional por cada 
peso no pagado, porque la falta a cargo de este inculpado 
es proporcional a la culpa total en las tres quintas partes; 
al prevenido Juan Antonio Henríquez a sufrir la pena de 
nueve meses y diez y ocho días de prisión correccional y 
a pagar una multa de cuarenta pesos oro, (RD$40.00), com-
pensables, en caso de insolvencia, a razón de un día de 
prisión correccional por cada peso dejada de pagar, porque 
la falta a cargo de este inculpado es proporcional a la culpa 

total en las dos quintas partes; SEGUNDO: Declara buenas 
y válidas las constituciones en partes civiles hecha por la 
señora Silvia María Nova, en su calidad de madre del occi-
so Roberto Castellanos o Nova, en contra del señor Bernar-
do Pérez, propietario de la Casa Pérez, de esta ciudad; y a 
la hecha por los nombrados Boanerges Henríquez, Vetilio 
Arcadio Henríquez, Elba Laline Peña o Altagracia Idalina 
Peña, representada por su padre Jesús Peña, y Abelardo 
Henríquez, en contra de los señores Fernando Gómez Oli-
ver y Bernardo Pérez, de esta ciudad, "conjunta y separa-
damente, en calidad de personas civilmente responsables" 
de los daños causados por sus empleados; TERCERO: Con-
dena a los nombrados Juan Bautista Henríquez y Bernardo 
Pérez al pago solidario de una indemnización en favor de 
la nombrada Silvia María Nova, de Un Mil Seiscientos Pe-
sos Oro (RD$1,600.00), para resarcirla de las dos quintas 
partes de los daños morales y materiales sufridos por ella, 
como consecuencia .de la muerte de su hijo Roberto Caste-
llanos o Nova, que es la parte proporcional de que deben 
responder el inculpado Juan Antonio Henríquez y el señor 
Bernardo Pérez, parte civilmente responsable; CUARTO: 
Condena a los nombrados Fernando Gómez Oliver y Ber-
nardo Pérez a pagar solidaria y proporcionalmente a las 
faltas de sus empleados' Antonio de Jesús Padilla y Juan 
Antonio Henríquez que es de tres y dos quintas respecti-
amente, la suma de Trescientos Cincuenta Pesos Oro 

1RD$350.00), en favor de los agraviados Boanerges Henrí-
quez, Vetilio Arcadio Henríquez, Elba Laline Peña o Al-

gracia Idalina Peña y Abelardo Henríquez, en la propor-
ón de Cien Pesos Oro (RD$100.00), para los tres primeros 
Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00), para el último, para 
arcirlos de los daños morales y materiales sufridos; y 

UINTO: Condena a los procesados Antonio de Jesús Pa-
la y Juan Antonio Henríquez, al pago solidario de las 
stas penales; a los nombrados Bernardo Pérez y Juan 
tonio Henríquez al pago solidario de las dos quintas 
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Visto el escrito de intervención presentado, en nombre 
de Silvia María Nova, parte gananciosa en la sentencia im-
pugnada, en fecha veintinueve de febrero de mil novecien-

tos cincuenta y dos; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1384 del Código Civil; 194 y 
195 del Código de Procedimiento Criminal; lo., 27, 66 y 71 
de la Ley Sobre Procedimeinto de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: a) que con motivo de un accidente automovi-
lístico ocurrido en Ciudad Trujillo, en el cual el menor 
Roberto Castellanos sufrió heridas aue le ocasionaron la 
muerte, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de,Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo dictó, el 
cinco de septiembre de mil novecientos cuarenta y nueve, 
una sentencia con este dispositivo: "Falla: PRIMERO: lie-
clara culpables a los nombrados Antonio de Jesús Padilla, 
y Juan Antonio Henríquez, de generales conocidas, del 
delito de homicidio involuntario en perjuicio de Roberto 
Castellanos o Nova y de golpes y heridas involuntarias en 
perjuicio de los nombrados Boanerge Henríquez, Vetilio 
Arcadio Henríquez, Elba Laline Peña o Altagracia Idalina 
Peña y Abelardo Henríquez, y, en consecuencia, condena 
al prevenido Antonio de Jesús Padilla a sufrir la pena de 
un año, dos meses y doce días de prisión correccional en la 
Cárcel Pública de Ciudad Trujillo, y .a pagar una multa de 
sesenta pesos oro (RD$60.00)compensables en caso de insol-
vencia, a razón de un día de prisión correccional por cada 
peso no pagado, porque la falta a cargo de este inculpado 
es proporcional a la culpa total en las tres quintas partes; 
al prevenido Juan Antonio Henríquez a sufrir la pena de 
nueve meses y diez y ocho días de prisión correccional y 
a pagar una multa de cuarenta pesos oro, (RD$40.00), com-
pensables, en caso de insolvencia, a razón de un día de 

prisión correccional por cada peso dejado de pagar, porque 
la falta a cargo de este inculpado es proporcional a la culpa 

total en las dos quintas partes; SEGUNDO: Declara buenas 
y válidas las  constituciones en partes civiles hecha por la 
señora Silvia María Nova, en su calidad de madre del occi-
so Roberto Castellanos o Nova, en contra del señor Bernar-
do Pérez, propietario de la Casa Pérez, de esta ciudad; y a 
la hecha por los nombrados Boanerges Henríquez, Vetilio 
Arcadio Henríquez, Elba Laline Peña o Altagracia Idalina 
Peña, representada por su padre Jesús Peña, y Abelardo 
Henríquez, en contra de los señores Fernando Gómez Oli-
ver y Bernardo Pérez, de esta ciudad, "conjunta y separa-
damente, en calidad de personas civilmente responsables" 
de los daños causados por sus empleados; TERCERO: Con-
dena a los nombrados Juan Bautista Henríquez y Bernardo 
Pérez al pago solidario de una indemnización en favor de 
la nombrada Silvia María Nova, de Un Mil Seiscientos Pe-
sos Oro (RD$1,600.00), para resarcirla de las dos quintas 
partes de los daños morales y materiales sufridos por ella, 
como consecuencia de la muerte de su hijo Roberto Caste-
llanos o Nova, que es la parte proporcional de que deben 
responder el inculpado Juan Antonio Henríquez y el señor 
Bernardo Pérez, parte civilmente responsable; CUARTO: 
Condena a los nombrados Fernando Gómez Oliver y Ber-
nardo Pérez a pagar solidaria y proporcionalmente a las 
faltas de sus empleados Antonio de Jesús Padilla y Juan 
Antonio Henríquez que es de tres y dos quintas respecti-
amente, la suma de Trescientos Cincuenta Pesos Oro 
RD$350.00), en favor de los agraviados Boanerges Henrí-
quez, Vetilio Arcadio Henríquez, Elba Laline Peña o Al-
tagracia Idalina Peña y Abelardo Henríquez, en la propor-

ón de Cien Pesos Oro (RD$100.00), para los tres primeros 
Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00), para el último, para 

rcirlos de los daños morales y materiales sufridos; y 
INTO: Condena a los procesados Antonio de Jesús Pa-
a y Juan Antonio Henríquez, al pago solidario de las 

stas penales; a los nombrados Bernardo Pérez y Juan 
tonio Henríquez al pago solidario de las dos quintas 
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partes de las costas civiles causadas con motivo de los pro.. 
• cedimientos hechos en ocasión del homicidio involuntario 
en perjuicio de Roberto Castellanos o Nova, ordenando 
la distracción en favor de los Licenciados Néstor Contín 

Ay-bar y Héctor León Sturla, auienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad; a los nombrados Fernando Gó-
mez Oliver, Antonio de Jesús Padilla, Bernardo Pérez y 
Juan Antonio Henríquez, a pagar solidaria y respectiva-
mente, los dos primeros, las tres auintas partes. y los dos 
últimos las dos quintas partes de las costas civiles ocasio-
nadas por los procedimientos seguidos por los nombrados 
Beanerges Henríquez, Vetilio Arcadio Henríquez, Elba La-
line Peña o Altagracia Idalina Peña y Abelardo Henríquez, 
ordenando su distracción en favor del abogado Dr.Fernando 
A. Silié Gatón, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad"; b) que el prevenido Juan Bautista Henríquez Ga-
tón y la persona perseguida como civilmente responsable 
Bernardo Pérez, así como otras nartes extrañas respecto 
del presente recurso, apelaron contra dicho fallo y la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, debidamente apoderada 
del asunto, dictó acerca del mismo el primero de diciem- 
bre de mil novecientos cuarenta y nueve, una sentencia 
por la cual condenó principalmente a Antonio de Jesús 
Padilla y Juan Bautista Henríquez por el hecho de que se 
trataba y revocó el fallo que era impugnado, en cuanto a 
Bernardo Pérez; condenó a la parte civil al pago de las 
costas, en que hubiera incurrido el mencidnado Bernardo 
Pérez, y dictó otras disposiciones que no tienen que ver 
con el presente. recurso; c), que esta decisión fué casada en 
lo que concernía a Bernardo Pérez y Silvia María Nova, 
por decisión de fecha veintiuno de mayo de mil novecien- 
tos cincuenta y uno que terminaba con este dispositivo: 
"Por tales motivos, PRIMERO: casa en lo que se refiere 
únicamente al recurso de casación interpuesto por Silvia 
María Nova, la sentencia de la Corte de Apelación de Ciu- 
dad Trujillo de fecha primero de diciembre de mil nove - 

cientos cuarenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo, y envía el, asunto ante la 
Corte de Apelación de San Cristóbal; SEGUNDO: condena 
solidariamente al pago de las costas a Bernardo Pérez y 
Juan Bautista Henríquez, distrayéndolas en provecho de 
los Licdos. Néstor Contín ,Aybar y Héctor León Sturla, 
abogados de la parte civil constituida, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad; TERCERO: rechaza el 
recurso de casación interpuesto por Fernando Gómez Oli-
ver contra la misma sentencia, y lo condena al pago de las 
costas; d) que la Corte de Apelación de San Cristóbal cono-
ció del caso en audiencia del dieciocho de julio de mil no-
vecientos cincuenta y uno, en la que los abogados de Silvia 
María Nova, parte civil, presentaron estas conclusiones: 
"Por las razones expuestas, Honorables Magistrados, y por 
las demás que sin duda suplirá vuestro ilustrado criterio 
jurídico, y en provecho de la equidad y la justicia, y en 
méritos de los Arts. 1382, 1384 del Código Civil, 3, 130 y 

iwp133 del Código de Procedimiento Civil y en virtud del 
rincipio de la solidaridad en materia penal, la señora Sil-

via María Nova, ?le calidades anotadas, os pide muy respe-
tuosamente, porque os plazca fallar: PRIMERO: Declaran-
do bueno y válido su recurso de apelación interpuesto Con-
tra la sentencia rendida por la Segunda Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, en sus atribuciones de lo correccional, 
y de fecha cinco de septiembre del año mil novecientos 
cuarentinueve; SEGUNDO: Revocando la sentencia apela-
da en lo que se refiere a la cuantía de la indemnización 
acordada en favor de la concluyente, y juzgando por con-
trario imperio ésta Honorable Corte de Apelación: conde-
nando a los señores Juan Bautista Henríquez Gatón y Ber-
nardo Pérez, éste último persona civilmente responsable 
del hecho cometido por su empleado Juan Bautista Henrí-
quez Gatón, juzgando ya de manera irrevocable por homi-
cidio involuntario de que se trata, a pagar solidariamente 
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partes de las costas civiles causadas con motivo de los pr 
cedimientos hechos en ocasión del homicidio involuntario 
en perjuicio de Roberto Castellanos o Nova, ordenando 
la distracción en favor de los Licenciados Néstor cont' 
Aybar y Héctor León Sturla, auienes afirman haberl 
avanzado en su totalidad; a los nombrados Fernando G 
mez Oliver, Antonio de Jesús Padilla, Bernardo Pérez 
Juan Antonio Henríquez, a pagar solidaria y respectiva 
mente, los dos primeros, las tres auintas partes y los dol 
últimos las dos quintas partes de las costas civiles ocasi 
nadas por los procedimientos seguidos Por los nombrados 
Boanerges Henríquez, Vetilio Arcadio Henríquez, Elba La-
line Peña o Altagracia Idalina Peña y Abelardo Henríquez, 
ordenando su distracción en favor del abogado Dr.Fernando 
A. Silié Gatón, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad"; b) que el prevenido Juan Bautista Henríquez Ga-
tón y la persona perseguida como civilmente responsable 
Bernardo Pérez, así como otras nartes extrañas respecto 
del presente recurso, apelaron contra dicho fallo y la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, debidamente apoderada 
del asunto, dictó acerca del mismo el primero de diciem-
bre de mil novecientos cuarenta y nueve, una sentencia 
por la cual condenó principalmente a Antonio de Jesús 
Padilla y Juan Bautista Henríquez por el hecho de que se 
trataba y revocó el fallo que era impugnado, en cuanto a 
Bernardo Pérez; condenó a la parte civil al pago de las 
costas, en que hubiera incurrido el menciaado Bernardo 
Pérez, y dictó otras disposiciones aue no tienen que ver 
con el presente. recurso; c), que esta decisión fué casada en 
lo que concernía a Bernardo Pérez y Silvia María Nova, 
por decisión de fecha veintiuno de mayo de mil novecien - 

tos cincuenta y uno que terminaba con este dispositivo: 
"Por tales motivos, PRIMERO: casa en lo aue se refiere 
únicamente al recurso de casación interpuesto por Silvia 
María Nova, la sentencia de la Corte de Apelación de Ciu- 
dad Trujillo de fecha primero de diciembre de mil nove - 

cientos cuarenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo, y envía el, asunto ante la 
Corte de Apelación de San Cristóbal; SEGUNDO: condena 
solidariamente al pago de las costas a Bernardo Pérez y 
Juan Bautista Henríquez, distrayéndolas en provecho de 
los Licdos. Néstor Con tín Aybar y Héctor León Sturla, 
abogados de la parte civil constituída, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad; TERCERO: rechaza el 
recurso de casación interpuesto por Fernando Gómez Oli-
ver contra la misma sentencia, y lo condena al pago de las 
costas; d) que la Corte de Apelación de San Cristóbal cono-
ció del caso en audiencia del dieciocho de julio de mil no-
vecientos cincuenta y uno, en la que los abogados de Silvia 
María Nova, parte civil, presentaron estas conclusiones: 
"Por las razones expuestas, Honorables Magistrados, y por 
las demás que sin duda suplirá vuestro ilustrado criterio 
jurídico, y en provecho de la equidad y la justicia, y en 
méritos de los Arts. 1382, 1384 del Código Civil, 3, 130 y 
133 del Código de Procedimiento Civil y en virtud del 
principio de la solidaridad en materia penal, la señora Sil-

4wvia María Nova, calidades anotadas, os pide muy respe-
tuosamente, porque os plazca fallar: PRIMERO: Declaran-

VL  do bueno y válido su recurso de apelación interpuesto con-
tra la sentencia rendida por la Segunda Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, en sus atribuciones de lo correccional, 
y de fecha cinco de septiembre del año mil novecientos 
cuarentinueve; SEGUNDO: Revocando la sentencia apela-
da en lo que se refiere a la cuantía de la indemnización 
acordada en favor de la concluyente, y juzgando por con-
trario imperio ésta Honorable Corte de Apelación: conde-
nando a los señores Juan Bautista Henríquez Gatón y Ber-
nardo Pérez, éste último persona civilmente responsable 
del hecho cometido por su empleado Juan Bautista Henrí-
quez Gatón, juzgando ya de manera irrevocable por homi-
cidio involuntario de que se trata, a pagar solidariamente 

ij 
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a la concluyente, una indemnización de Diez Mil Pesos 
(RD$10,000.00) moneda de curso legal, como -justa repara-

ción de los dañas y perjuicios morales y materiales irro-
gados a la exponente por la muerte de su hijo Roberto Cas-
tellanos Nova o Roberto Nova, en ocasión del accidente a 
cargo del chofer señor Juan Bautista Henríquez Gatón, 

mientras manipulaba la guagüita Pickout, placa No. 6846. 
TERCERO: Condenando igualmente al señor Juan Bautista 
Henríquez Gatón así como al señor Bernardo Pérez, al pa-
go solidario de las costas de ambas instancias, con distrae-, 
ción de las mismas, en provecho de los abogados infras-
critos, por haberles avanzado en su totalidad"; el abogado . 

 de Bernardo Pérez, demandado como persona civilmente 
responsable, concluyó de la manera Siguiente: "Por esas 
razones y por las que sin duda supliréis con vuestra cultura 
y sentido jurídico, el exponente concluye pidiendo, con el 
respeto que merecéis: PRIMERO: En cuanto a la forma: 
que admitáis su apelación contra la sentencia de la Segun-
da Cámara Penal de fecha 9 de septiembre del año en cur-
so por ser correcta en su forma; SEGUNDO: En cuanto al 
fondo: que, ex\ el presente caso se trata/de un accidente 
generado específicamente por el hecho de una cosa inani-
mada, y, en este caso, como lo reconoce unánimernemente 
la doctrina y la jurisprudencia, sólo podrían aplicarse' los 
principios que rigen la responsabilidad civil por el hecho 
de las cosas, inanimadas, o lo que es lo mismo, la responsa-
bilidad no podría ser puesta a cargo sino exclusivamente 
del guardián de la cosa inanimada en virtud del artículo 
1384, párrafo lo., del Código Civil; y, consecuentemente, el 
tribunal represivo debe declararse incompetente para co-
nocer, accesoriamente a la acción pública, de la acción en 
responsabilidad que se pretende derivar en el presente ca-
so contra el propietario del vehículo aue se pretende fué 

la causa del daño, ya que, las únicas personas que pueden 

ser llamadas al proceso penal y ser partes como civilmente 
responsables, no son sino las enumeradas limitativamente 

or el artículo 1384 del Código Civil, al cual reenvía el 
artículo 74 del Código Penal, (Véase tesis de Capita« D. 
H. 1930, pág. 31, Crónica. Cass. Civ. 10 enero 1936. D. a 
1936, 99.— Cass. 21 enero 1941. 5. 101. Mazeaud et Ma-
zeaud. t. 2, ed. 1934, No. 2039. Savatier, 5. 2, No. 680, ed. 
1939. Goldman; TERCERO: Y de manera subsidiaria: que 
desestiméis las demandas de la señora Silvia María Nova, 
de una parte, por improcedentes y mal fundadas, en razón 
'de que la responsabilidad civil del concluyente en la pre-
endida calidad de persona civilmente responsable, no se 

encuentra comprometida cuando el hecho imputado al se-
ñor Juan Bautista Henríquez Gatón, pudiese comprometer 
la responsabilidad penal' de éste, a) porque si es cierto que 
Juan Bautista Henríquez Gatón es un Prepose del cónclu- 
yente, éste, el día domingo 5 de junio del año 1949, no esta-
ba a su servicio, y por tanto, no se encontraba en el ejer-
cio de las funciones para aue éste estaba o está empleado; 
b) porque el indicado día domingo 5 de junio de 1949, de 
acuerdo con las leyes del trabajo, fué un día libre, de des-
canso dominical para el señor Juan B. Henríquez Gatón, 
y éste usó indebidamente de la guagua picout hasta un sitio 
en que construye Juan B. Henríquez Gatón, una casa; y 
el propietario de un vehículo deja de tener la guarda ma-
terial de la cosa inanimada desde que otro hace uso de ella 
y tiene un control y dirección, y las víctimas no pueden 
prevalerse de lartículo 1384, aún cuando esa otra persona 
sea la del Prepose; si éste se sirve de ella, .sin autorización 
del propietario, éste pierde la guarda, Colman, de la De 
terminación del Guardián Responsable del hecho de cosas 
inanimadas, ed. 1947, pág. 165 y siguiente: Mazeaud, ed. 
1949, t. 2, No. 1172 y nota 3 bis, en que señala jurispru-
dencia hasta 1947; Savatier, ed. 1939, t. 1. No. 359; Lalou, 
ed. 1949, t. 1. No. 359; Lalou, ed. 1949 pág. 701, No. 1227 
dice: "la guarda por esencie,es un hecho material. (V. ade-
más, los Nos. 1219, 1220 de esta obra). CUARTO:_Subsi-
diariamente, que, en el caso de que se considere que proce- 
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a la concluyente, una indemnización de Diez Mil Pesos, 
(RD$10,000.00) moneda de curso legal, como -justa repara_ 

ción de los dañas y perjuicios morales y materiales irro-
gados a la exponente por la muerte de su hijo Roberto Cas-
tellanos Nova o Roberto Nova, en ocasión del accidente a 
cargo del chofer señor Juan j3autista Henríquez Gatón, 
mientras manipulaba la guagüita Pickout, placa No. 6846. 
TERCERO: Condenando igualmente al señor Juan Bautista 
Henríquez Gatón así como al señor Bernardo Pérez, al pa-
go solidario de las costas de ambas instancias, con distrae-, 
ción de las mismas, en provecho de los abogados infras-
critos, por habérlas avanzado en su totalidad"; el abogado 
de Bernardo Pérez, demandado como persona civilmente, 
responsable, concluyó de la manera siguiente: "Por esas, 
razones y por las que sin duda supliréis con vuestra cultura 
y sentido jurídico, el exponente concluye pidiendo, con el 
respeto que merecéis: PRIMERO: En cuanto a la forma: 
que admitáis su apelación contra la sentencia de la Segun-
da Cámara Penal de fecha 9 de septiembre del año en cur-
so por ser correcta en su forma; SEGUNDO: En cuanto al 

fondo: que, en\  el presente caso se trata/de un accidente 
generado específicamente por el hecho de una cosa inani-
mada, y, en este caso, como lo reconoce unánimememente 
la doctrina y la jurisprudencia, sólo podrían aplicarse los 
principios que rigen la responsabilidad civil por el hecho 
de las cosas inanimadas, o lo que es lo mismo, la responsa-
bilidad no podría ser puesta a cargo sino exclusivamente 
del guardián de la cosa inanimada en virtud del artículo 
1384, párrafo lo., del Código Civil; y, consecuentemente, el 
tribunal represivo debe declararse incompetente para co-
nocer, accesoriamente a la acción pública, de la acción en 
responsabilidad que se pretende derivar en el presente ca-
so contra el propietario del vehículo aue se pretende fué 
la causa del daño, ya que, las únicas personas que pueden 
ser llamadas al proceso penal y ser partes como civilmente 
responsables, no son sino las enumeradas limitativamente 

or el artículo 1384 del Código Civil, al cual reenvía el 
artículo 74 del Código Penal, (Véase tesis de Capitant, D. 
H. 1930, pág. 31, Crónica. Cass. Civ. 10 enero 1936. D. H. 
1936, 99.— Cass. 21 enero 1941, 5. 101. Mazeaud et Ma-
zeaud. t. 2, ed. 1934, No. 2039. Savatier, 5. 2, No. 680, ed. 
1939. Goldman; TERCERO: Y de manera subsidiaria: que 
desestiméis las demandas de la señora Silvia María Nova, 
de una parte, por improcedentes y mal fundadas, en razón 
de que la responsabilidad civil del concluyente en la pre-
tendida calidad de persona civilmente responsable, no se 
encuentra comprometida cuando el hecho imputado al se-
ñor Juan Bautista Henríquez Gatón, pudiese comprometer 
la responsabilidad penal' de éste, a) porque si es cierto que 
Juan Bautista Henríquez Gatón es un Prepose del conclu-

ente, éste, el día domingo 5 de junio del año 1949, no esta-
a a su servicio, y por tanto, no se encontraba en el ejer-

cio de las funciones para aue éste estaba o está empleado; 
b) porque el indicado día domingo 5 de junio de 1949, de 
acuerdo con las leyes del trabajo, fué un día libre, de des-
anso dominical para el señor Juan B. Henríquez Gatón, 

y éste usó indebidamente de la guagua picout hasta un sitio 
en que construye Juan B. Henríquez Gatón, una casa; .  y 
el propietario de un vehículo deja de tener la guarda ma-
terial de la cosa inanimada desde aue otro hace uso de ella 
y tiene un control y dirección, y las víctimas no pueden 
prevalerse de lartículo 1384, aún cuando esa otra persona 
sea la del Prepose; si éste se sirve de ella, *sin autorización 
del propietario, éste pierde la guarda, Colman, de la De-
terminación del Guardián Responsable del hecho de cosas 
inanimadas, ed. 1947, pág. 165 y siguiente: Mazeaud, ed. 
1949, t. 2, No. 1172 y nota 3 bis, en que señala jurispru-
dencia hasta 1947; Savatier, ed. 1939. t. 1. No. 359;' Lalou, 
ed. 1949, t. 1. No. 359; Lalou, ed. 1949 pág. 701, No. 1227 
dice: "la guarda por esencia,es un hecho material. (V. ade-
más, los Nos. 1219, 1220 de esta obra). CUARTO:____Subsi-
diariamente, que, en el caso de que se considere que proce- 
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de la aplicación del artículo 1384-2, se considere que el con-
cluyente no puede ser declarado responsable, en razón de 
que el accidente se produjo fuera del ejercicio regular y 
normal de las funciones del señor Juan B. Henríquez, como 
preposé del concluyente, y un día en el que, por ser do-
mingo, no estaba ejerciendo sus funciones. QUINTO:—que 
pongáis las costas a cargo de la parte civil constituída"; y 
el Ministerio Público concluyó, en su dictamen, en estos 
términos: "Somos de opinión: "PRIMERO:—Que sean ad-
mitidas en cuanto a la forma las apelaciones hechas por, 
la señora Silvia María Nova, parte civil constituída y por 
el señor Bernardo Pérez, persona civilmente responsable; 
SEGUNDO:—que sea acogida la acción civil de la señora 
Silvia María Nova, en la medida en que la Honorable Corte 
la crea equitativa, contra dicha persona civilmente respon-
sable, por considerar que existía entre el señor Bernardo 
Pérez y el prevenido Juan Bautista Henríquez Gatón, la 
relación de comitente á empleado en el hecho cometido por 
el último, por aplicación del artículo 1384 del Código Ci-
vil; TERCERO:—Que las costas sean puestas a cargo de la 

persona que sucumba"; 
Considerando que, en fecha tres de septiembre de mil 

novecientos cincuenta y uno, la repetida Corte de Apela-
ción de San Cristóbal pronunció, en audiencia pública, la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "Falla: PRIMERO:—Modifica el ordinal ter-
cero de la sentencia dictada en fecha cinco de septiembre 
del año mil novecientos cuarentinueve por la Segunda Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, cuyo dispositivo apa-
rece copiado en otro lugar del presente fallo; y, obrando 
por propia autoridad, condena a los señores Juan Bautista 
Henríquez Gatón y Bernardo Pérez, este último como per-
sona civilmente responsable del hecho cometido por el pri-
mero, a pagar solidariamente la suma de tres mil pesos 
oro (RD$3,000.00), a título de indemnización, en provecho 
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de la señora Silvia María Nova, parte civil constituída, 
como justa  reparación de los daños y perjuicios sufridos 
por ella, por la meurte de su hijo Roberto Castellanos Nova 
o Roberto Nova, a consecuencia del accidente de que se 
trata; SEGUNDO:--Condena igualmente a Juan Bautista 
Henríquez Gatón y Bernardo Pérez, al pago solidario de 
las costas de ambas instancias, con distracción de las mis-
mas en favor de los Licenciados Héctor León Sturla y Nés-
tor Contín Aybar, abogados de la parte civil constituída, 
por haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la parte civil recurrente alega, en 
el memorial que presentó el veintinueve de febrero de mil 
novecientos cincuenta y uno, que en la decisión impug-
nada se incurrió en los vicios señalados en estos dos me-
dios: "Primer medio: Omisión de Estatuír.— Admisibilidad 
de este medio en virtud de lo que preceptúa el artículo 27 
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación. Ausencia de 
motivación: Artículo 195, Código Procedimiento Penal; 
Segundo medio:— Violación del artículo 1384 del Código 
Civil;',' 

Considerando, en lo que concierne al primer medio: 
que en éste alega el recurrente que la Corte a qua omitió 
estatuír sobre el pedimento del ordinal segundo de las 
conclusiones de dicho recurrente y no dió motivos para 
proceder así; 

Considerando que el pedimento del ordinal segundo 
de las conclusiones del recurrente ante la Corte a qua, al 
cual ahora se refiere dicho recurrente, fué el siguiente, tal 
como figura en la sentencia impugnada: "Segundo: En 
cuanto al fondo del recurso: que, en el presente caso se 
trata de un accidente generado específicamente por el he-
cho de que una cosa inanimada, y, en este caso, como lo 
reconoce unánimemente la doctrina y la jurisprudencia, 
sólo podrían aplicarse los principios que rigen la responsa-
bilidad civil por el hecho de las cosas inanimadas, o lo que 
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de la aplicación del artículo 1384-2, se considere que el con-
cluyente no puede ser declarado responsable, en razón de 
que el accidente se produjo fuera del ejercicio regular y 

normal de las funciones del señor Juan B. Henríquez, como 
preposé del concluyente, y un día en el que, por ser do-
mingo, no estaba ejerciendo sus funciones. QUINTO:—que 
pongáis las costas a cargo de la parte civil constituida"; y 

el Ministerio Público concluyó, en su dictamen, en estos 
términos: "Somos de opinión: "PRIMERO:—Que sean ad-
mitidas en cuanto a la forma las apelaciones hechas por, 
la señora Silvia María Nova, parte civil constituida y por 
el señor Bernardo Pérez, persona civilmente responsable; 
SEGUNDO:—que sea acogida la acción civil de la señora 
Silvia María Nova, en la medida en que la Honorable Corte 
la crea equitativa, contra dicha persona civilmente respon-
sable, por considerar que existía entre el señor Bernardo 
Pérez y el prevenido Juan Bautista Henríquez Gatón, la 
relación de comitente á empleado en el hecho cometido por 
el último, por aplicación del artículo 1384 del Código Ci-
vil; TERCERO:—Que las costas sean puestas a cargo de la 
persona que sucumba"; 

Considerando que, en fecha tres de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y uno, la repetida Corte de Apela-
ción de San Cristóbal pronunció, en audiencia pública, la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "Falla: PRIMERO:—Modifica el ordinal ter-
cero de la sentencia dictada en fecha cinco de septiembre 
del año mil novecientos cuarentinueve por la Segunda Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, cuyo dispositivo apa-
rece copiado en otro lugar del presente fallo; y, obrando 
por propia autoridad, condena a los señores Juan Bautista 
Henríquez Gatón y Bernardo Pérez, este último como per-
sona civilmente responsable del hecho cometido por el pri-
mero, a pagar solidariamente la suma de tres mil pesos 
oro (RD$3,000.00), a título de indemnización, en provecho 

BOLETÍN JUDICIAL 	 633 

de la señora Silvia María Nova, parte civil constituída, 
como justa reparación de los daños y perjuicios sufridos 
por ella, por la meurte de su hijo Roberto Castellanos Nova 
o Roberto Nova, a consecuencia del accidente de que se 
trata; SEGUNDO:—Condena igualmente a Juan Bautista 
Henríquez Gatón y Bernardo Pérez, al pago solidario de 
las costas de ambas instancias, con distracción de las mis-
mas en favor de los Licenciados Héctor León Sturla y Nés-
tor Contín Aybar, abogados de la parte civil constituída, 
por haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la parte civil recurrente alega, en 
el memorial que presentó el veintinueve de febrero de mil 
novecientos cincuenta y uno, que en la decisión impug-
nada se incurrió en los vicios señalados en estos dos me-
dios: "Primer medio: Omisión de Estatuír.— Admisibilidad 
de este medio en virtud de lo que preceptúa el artículo 27 
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación. Ausencia de 
motivación: Artículo 195, Código Procedimiento Penal; 
Segundo medio:— Violación del artículo 1384 del Código 

Considerando, en lo que concierne al primer medio: 
que en éste alega el recurrente que la Corte a qua omitió 
estatuír sobre el pedimento del ordinal segundo de las 
conclusiones de dicho recurrente y no dió motivos para 
proceder así; 

Considerando que el pedimento del ordinal segundo 
de las conclusiones del recurrente ante la Corte a qua, al 
cual ahora se refiere dicho recurrente, fué el siguiente, tal 
como figura en la sentencia impugnada: "Segundo: En 
cuanto al fondo del recurso: que, en el presente caso se 
trata de un accidente generado específicamente por el he-
cho de que una cosa inanimada, y, en este caso, como lo 
reconoce unánimemente la doctrina y la jurisprudencia, 
sólo podrían aplicarse los principios que rigen la responsa-
bilidad civil por el hecho de las cosas inanimadas, o lo que 



634 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 633 

es lo mismo, la responsabilidad no podría ser puesta a cal.- 
go sino exclusivamente del guardián de la cosa inanimada 
en virtud del artículo 1384, párrafo 10., del Código, Civil; 
y, consecuentemente, el tribunal represivo debe declarar-
se incompetente para conocer, accesoriamente a la acción 
pública, de la acción en responsabilidad que se pretende ' 
derivar en el presente caso contra el propietario del ve-
hículo que se pretende fué la causa del daño, ya que, las 
únicas personas que puéden ser llamadas al proceso penal 
y ser partes como civilmente responsables, no son sino las 
enumeradas limitativamente por el. artículo 1384 del Có-
digo Civil, al cual reenvía el artículo 74 del Código 'Pe-
nal"; y 

Considerando que la sentencia impugnada, después de 
hacer una relación de los hechos de la causa, expresa en sus 
considerandos quinto y' séptimo lo que sigue: "que esta 
Corte de envío admite, al igual que la Corte de Ciudad 
Trujillo, que el accidente se produjo por el exceso de ve-
locidad que llevaban ambos vehículos al ocurrir la colisión 
y por la circunstancia de que ninguno de 'los dos tocó boci-
na, ni redujo la marcha, al acercarse a la esquina en donde 
se produjo el choque, por lo que violaron los artículos 3, 
número 4, apartado 2, letra (a), y 10, letra (ñ), de la Ley 
sobre Tránsito de Vehículos; que esa violación de la ley 
cometida por los prevenidos constituye, además, una im-
prudencia susceptible de comprometer la responsabilidad 
penal de sus autores;" "que, en el presente caso, es criterio 
de la Corte, tal como lo ha proclamado en su sentencia la 
Suprema Corte de Justicia, que el prevenido Juan Bautista 
Henríquez Gatón cometió un abuso de sus funciones al uti-
lizar la guagua destinada al reparto de comestibles un día 
no laborable, para usarla en un interés particular, circuns-
tancia, esta última, que no era ni podía ser conocida por la 
víctima; que asimismo, la Corte estima que el señor Ber-
nardo Pérez incurrió en una negligencia que compromete 
su responsabilidad, al dejar a disposición de su empleado 

Juan Bautista Henríquez Gatón, los días no laborables, la 
guagua destinada al reparto de comestibles; que en tal 
virtud, Bernardo Pérez, en su calidad de comitente de su 
empleado Juan Bautista Henríquez Gatón, debe respon-
der a la parte civil constituída de los daños causados por 
el hecho de dicho empleado, de acuerdo con lo que dis-
pone el artículo 1384 del Cdigo Civil"; que en lo que que-
da copiado la Corte a qua, al establecer que, era el hecho 
personal, e imprudente de Juan Bautista Henríquez Ga-
tón (uno de los chóferes de los vehículos que chocaron) / 
la causa de la responsabilidad penal del repetido Juan Bau-
tista Henríquez Gatón y lo que comprometía la respon-
sabilidad civil de Bernardo Pérerz "por el hecho" de su 
"empleado", con ello desechó la tesis presentada por Ber-
nardo Pérez, de que se tratara de un hecho de la cosa 
inanimada y, consecuentemente, rechazó el pedimento so-
bre incompetencia fundido ,exclusivamente, en la tesis 
que no era admitida, y presentó los motivos de su de-
cisión en tal sentido, aunque no mencionase el pedimen-
to segundo de las conclusiones del actual recurrente; que 
si bien "toda demanda -  en declinatoria se juzgará suma-
riamente, sin que pueda acumularse a lo principal" de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 del Có-
digo de Procedimiento Civil, lo alegado de modo primor-
dial en el párrafo segundo de las conclusiones de Bernar-
do Pérez, y que debía ser solucionado, era que "en el 
presente caso se trata de un accidente generado especí-
ficamente por el hecho de una cosa inanimada", y só-
lo como consecuencia de ésto podía considerarse también 
como alegada la cuestión de incompetencia, dada la forma 
en que fué presentada; que al estar mezclada la cuestión 
'de declinatoria con la de fondo concerniente así se tra-
taba , como lo pretendía el actual recurrente, del hecho 
de la cosa inanimada previsto en el primer párrafo del 
artículo 1384 del Código Civil, hasta el punto de que la 
solución previa de la segunda fuese indispensable para 
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es lo mismo, la responsabilidad no podría ser puesta a car 
go sino exclusivamente del guardián de la cosa inanimad 
en virtud del artículo 1384, párrafo lo., del Código, Civil; 
y, consecuentemente, el tribunal represivo debe declarar.. 
se incompetente para conocer, accesoriamente a la acción 
pública, de la acción en responsabilidad que se pretende 
derivar en el presente caso contra el propietario del ve-
hículo que se pretende fué la causa del daño, ya que, las 
únicas personas que pueden ser llamadas al proceso penal 
y ser partes como civilmente responsables, no son sino las 
enumeradas limitativamente por el artículo 1384 del Có-
digo Civil, al cual reenvía el artículo 74 del Código 'Pe-
nal"; y 

Considerando que la sentencia impugnada, después de 
hacer una relación de los hechos de la causa, expresa en sus 
considerandos quinto y' séptimo lo que sigue: "que esta 
Corte de envío admite, al igual que la Corte de Ciudad 
Trujillo, que el accidente se produjo por el exceso de ve-
locidad que llevaban ambos vehículos al ocurrir la colisión 
y por la circunstancia de que ninguno de 'los dos tocó boci-
na, ni redujo la marcha, al acercarse a la esquina en donde 
se produjo el choque, por lo que violaron los artículos 3, 
número 4, apartado 2, letra (a), y 10, letra (ñ), de la Ley 
sobre Tránsito de Vehículos; que esa violación de la ley 
cometida por los prevenidos constituye, además, una im-
prudencia 'susceptible de comprometer la responsabilidad 
penal de sus autores;" "que, en el presente caso, es criterio 
de la Corte, tal como lo ha proclamado en su sentencia la 

'Suprema Corte de Justicia, que el prevenido Juan Bautista 
Henríquez Gatón cometió un abuso de sus funciones al uti-
lizar la guagua destinada al reparto de comestibles un día 
no laborable, para usarla en un interés particular, circuns-
tancia, esta última, que no era ni podía ser conocida por la 
víctima; que asimismo, la Corte estima que el señor Ber-
nardo Pérez incurrió en una negligencia que compromete 
su responsabilidad, al dejar a disposición de su empleado  

an Bautista Henríquez Gatón, los días no laborables, la 
gua destinada al reparto de comestibles; que en tal 
ud, Bernardo Pérez, en su calidad de comitente de su 

pleado Juan Bautista Henríquez Gatón, debe respon- 
r a la parte civil constituída de los daños causados por 

el hecho de dicho empleado, de acuerdo con lo que dis- 
pone el artículo 1384 del Cdigo Civil"; que en lo que que- 
da copiado la Corte a qua, al establecer que , era el hecho 
personal, e imprudente de Juan Bautista Henríquez Ga- 
tón (uno de los chóferes de los vehículos que chocaron) / 
la causa de la responsabilidad penal del repetido Juan Bau- 
tista Henríquez Gatón y lo que comprometía la respon- 
sabilidad civil de Bernardo Pérez "por el hecho" de su 
empleado", con ello desechó la tesis presentada por Ber- 

nardo Pérez, de que se tratara de un hecho de la cosa 
inanimada y, consecuentemente, rechazó el pedimento so- 
bre incompetencia fundido ,exclusivamente, en la tesis 
que no era admitida, y presentó los motivos de su de- 
cisión en tal sentido, aunque no mencionase el pedimen- 

segundo de las conclusiones del actual recurrente; que 
,si bien "toda demanda en declinatoria se juzgará suma- 
riamente, sin que pueda acumularse a lo principal" de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 del Có- 
digo de Procedimiento Civil, lo alegado de modo primor- 
dial en el párrafo segundo de las conclusiones de Bernar- 
do Pérez, y que debía ser solucionado, era que "en el 
presente caso se trata de un accidente generado especí- 
ficamente por el hecho de una cosa inanimada", y só- 
lo como consecuencia de ésto podía considerarse también 
como alegada la cuestión de incompetencia, dada la forma 
en que fué presentada; que al estar mezclada la cuestión 
'de declinatoria con la de fondo concerniente así se tra- 
taba, como lo pretendía el actual recurrente, del hecho 
de la cosa inanimada previsto en el primer párrafo del 
artículo 1384 del Código Civil, hasta el punto de que la 
solución previa de la segunda fuese indispensable para 
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fallar sobre la primera, el `artículo 172 del Código de Pro. 
cedimiento Civil, cuya invocación podría considerarse com.. 
prendida dentro de los térr ninos generales en que fué de- 
clarado el presente recurso, era y es inaplicable al caso; 
que, por todo lo dicho, el Plrimer medio del recurso carece 
de fundamento; 

Considerando acerca del segundo y último medio, en 
el cual alega el recurrente ue el artículo 1384 del Código 
Civil fué violado porque, egún su criterio, "en la espe-
cie, el hecho reprensible, delictuoso o cuasi delictuoso, 
ocurrió en momentos en q e el proposé no esta_ ba en el 
ejercicio de sus funciones' ; pero, 

Considerando que lo 
cuentra contestado, suficie 
séptimo del fallo atacado, q 
el primer medio, por lo cu 
mar el que ahora se exami. 
presado; que, por lo tanto, 
rechazado; 

Considerando que la s 
ne vicio alguno, de forma 
rrente y que pudiera ser e. 

Por tales motivos: PR 
niente en el presente recurs 
vil constituida; SEGUNDO 
ción interpuesto por Bernar 
Corte de Apelación de San 
tiembre de mil noveciento. 
sitivo se encuentra copiado 
llo y condena al recurrente 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. lastro Rivera.— J. A. Morel.— 
G. A. Díaz.— Damián Báez B.— A. Alvarez Aybar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, 'en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y 
fué firmada, leída.  y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel Hijo. 

Naretria: Penal. 

Recurrente: Ramón Olivero. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus• 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día cuatro 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 22 9  de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Olivero, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, 

legado en este medio se en-
temente, en el considerando 

e ha sido copiado al ponderarse 
1 es innecesario, para desesti-
a, repetir lo que ya se ha ex-
dicho segundo medio debe ser , 

ntencia impugnada no contie-
de fondo, perjudicial al recu-
aminado de oficio 

ER0:—Admite como intervi-
a Silvia María Nova, parte ci-

-Rechaza el recurso de casa-
o Pérez, contra sentencia de la 

Cristóbal, de fecha tres de sep 
cincuenta y uno, cuyo dispo-

en otro lugar del presente fa-
Bernardo Pérez al pago de las 
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fallar sobre la primera, el artículo 172 del Código de Pro. 
cedimiento Civil, cuya invocación podría considerarse c om. 
prendida dentro de los términos generales en que fu( de.. 
clarado el presente recurso, era y es inaplicable al caso; 
que, por todo lo dicho, el primer medio del recurso care ce 

 de fundamento; 

Considerando acerca del segundo y último medio, e n 
 el cual alega el recurrente que el artículo 1384 del Código 

Civil fué violado porque, según su criterio, "en la espe-
cie, el hecho reprensible, delictuoso o cuasi delictuoso, 
ocurrió en momentos en que el proposé no estaba en el 
ejercicio de sus funciones"; pero, 

Considerando que lo alegado en este medio se en-
cuentra contestado, suficientemente, en el considerando 
séptimo del fallo atacado, que ha sido copiado al ponderarse 
el primer medio, por lo cual es innecesario, para desesti-
mar el que ahora se examina, repetir lo que ya se ha ex-
presado; que, por lo tanto, dicho segundo medio debe ser 
rechazado; 

Considerando que la sentencia impugnada no contie-
ne vicio alguno, de forma o de fondo, perjudicial al recu-
rrente y que pudiera ser examinado de oficio 

Por tales motivos: PRIMERO:—Admite como intervi-
niente en el presente recurso a Silvia María Nova, parte ci-
vil constituída; SEGUNDO:—Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Bernardo Pérez, contra sentencia de la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha tres de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispo-
sitivo se encuentra copiado én otro lugar del presente fa-
llo y condena al recurrente Bernardo Pérez al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.- 
, Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castl'o Rivera.— J. A. Morel.— 

G. A. Díaz.— Damián Báez B.— A. Alvarez Aybar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, 'en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y 
fué firmada, leídá y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel Hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

3 de diciembre de 1951. 

retria: Penal. 

Recurrente: Ramón Olivero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

E 	En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día cuatro 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099 de la Independencia, 89 de la Restauración y 22 9  de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Olivero, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, do- 
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44111•■•now.., 

La preser te sentencia ha sido dada y firmada por los 
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, 'en la 

?ncia pública del día, mes y año en él expresado, y 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
certifico. (Firmado) Ernesto Curiel Hijo. 

fallar sobre la primera, el artículo 172 del Código de Pro. 
cedimiento Civil, cuya invocación podría considerarse com_ 
prendida dentro de los términos generales en que fué de-
clarado el presente recurso, era y es inaplicable al caso; 
que, por todo lo dicho, el primer medio del recurso car 
de fundamento; 

Considerando acerca del segundo y último medio, en 
el cual alega el recurrente que el artículo 1384 del Código 
Civil fué violado porque, según su criterio, "en la espe. 
cie, el hecho reprensible, delictuoso o cuasi delictuoso, 
ocurrió en momentos en que el proposé no estaba en el 
ejercicio de sus funciones"; pero, 

Considerando que lo alegado en este medio se en-
cuentra contestado, suficientemente, en el considerando 
séptimo del fallo atacado, que ha sido copiado al ponderarse 
el primer medio, por lo cual es innecesario, para desesti-
mar el que ahora se examina, repetir lo que ya se ha ex-
presado; que, por lo tanto, dicho segundo medio debe ser , 
rechazado; 

Considerando que la sentencia impugnada no contie-
ne vicio alguno, de forma o de fondo, perjudicial al recu-
rrente y que pudiera ser examinado de oficio 

Por tales motivos: PRIMERO:—Admite como intervi-
niente en el presente recurso a Silvia María Nova, parte ci-
vil constituida; SEGUNDO:—Rechaza el recurso de casa- • 
ción interpuesto por Bernardo Pérez, contra sentencia de la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha tres de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispo-
sitivo se encuentra copiado en otro lugar del presente fa 
llo y condena al recurrente Bernardo Pérez al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía 
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— J. A. Morel.— 
G. A. Díaz.— Damián Báez B.— A. Alvarez Aybar.— Er-

nesto Curiel hijo, Secretario General. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
3 de diciembre de 1951. 

marezria: Pena]. 

Recurrente: Ramón Olivero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día cuatro 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099 de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 22 9  de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Oliver°, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, do- 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952. 



BOLETÍN JUDICIAL 	 639 638 	 BOLETÍN JUDICIAL 

miciliado y residente en la común de Cabral de la P , 
vincia de Barahona, portador de la cédula personal de id, 
tidad número 1921, serie 19, cuyo sello .de renovación nc, 
consta, contra sentencia correccional de la Corte de Ap_- 
lación de La Vega, de fecha tres de diciembre de mil no. 
vecientos cincuentiuno; cuyo dispositivo se copia más 
lante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene - n1 

de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la secretaría de la Corte a qua, en fecha seis de diciembre 
de mil novecientos cincuentiuno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
2§11 

liberado, y vistos los artículos 3, párrafos 1, 2, 3 y 4, letra 
d, de la Ley No. 2022 del año 1949 y 1 9  y 71 de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que en fecha diez y siete de agosto del año mil novecientos 
cincuentiuno, el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Barahona dictó una sentencia con .el dispo-
sitivo siguiente: "Falla: PRIMERO: que debe, Declarar y 
Declara, al nombrado Ramón Olivero, de generales anota-
das, culpable del delito de violación a la ley 2022 en perjui-
cio del que en vida se llamó Quirino Pérez, y en consecuen-
cia lo Condena, a sufrir Seis Meses de Prisión Correccional 
en la Cárcel Pública de esta ciudad y a pagar RD$250.00 
(Doscientos Cincuenta Pesos Oro de Multa); por serle im-
putable una falta a Quirino Pérez; SEGUNDO: Que debe 
Descargar y Descarga, al nombrado Carlos Corniel del de-
lito de violación a la ley 2022 que se le imputa, por no 
haberlo cometido; Tercero: que debe, Ordenar y Oordena, 
la cancelación de la licencia para manejar vehículos de mo-
tor del nombrado Ramón Olivero, por un término de Un 

Año  y Seis Meses; y, Cuarto: que debe, Condenar y Con-
dena, al nombrado Ramón Olivero, al pago de las cos-

tas"; 
Considerando que sobre los recursos de apelación inter- 

puestos por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de Barahona y por Ramón Olivero, la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, pronunció la sentencia ahora 
impugnada cuyo dispositivo se copia a continuación; "Fa-
lla: Primero: DECLARA regulares y válidos, en cuanto a la 
forma, los presentes recursos de apelación; SEGUNDO: 
Confirma la sentencia contra la cual se apela, dictada en fe- e 

 cha diez y siete (17) de agosto del año en curso (1951) por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Barahona, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: que 
debe, Declarar y Declara, al nombrado Ramón Olivero, 
de generales anotadas, culpable del delito de violación a 
la ley 2022 en perjuicio del que en vida se llamó Quirino 
Pérez, y en consecuencia lo Condena, a sufrir Seis Meses 
de Prisión Correccional en la Cárcel Pública de esta Ciu-
dad y a pagar RD$250.00 (Doscientos Cincuenta Pesos Oro 
de Multa:) por serle imputable una falta a Quirino Pérez; 
Segundo: que debe, Descargar y Descarga, al nombrado 
Carlos Corniel del delito de violación a la ley 2022 que 
se le imputa, por no haberlo cometido; TERCERO: que de-
de, Ordenar y Ordena, la cancelación de la licencia para 
manejar vehículos de motor del nombrado Ramón Olivero, 
por un término de Un Año y Seis Meses; y CUARTO: que 
debe, Condenar y Condena, al nombrado Ramón Olivero 
al Pago de las costas; y TERCERO: Condena a Ramón Oli-
vero al pago de las costas de su recurso"; 
I. Considerando que no habiendo expuesto el recurrente 
ningún medio determinado, al intentar su recurso de ca-
sación, procede examinar la sentencia impugnada en todo 
cuanto concierna a su interés; 

Considerando que, en la especie, la Corte de Apelación 
de San Cristóbal da por establecido, como resultado de 
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miciliado y residente en la común de Cabral de la Pro-
vincia de Barahona, portador de 11 cédula personal de idee_ 
tidad número 1921, serie 19, cuyo sello .de renovación n o 

 consta, contra sentencia correccional de la Corte de Ape-
lación de La Vega, de fecha tres de diciembre de mil no_ 
vecientos cincuentiuno; cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene] .11 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la secretaría de la Corte a qua, en fecha seis de diciemb,'e 
de mil novecientos cincuentiuno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber u -
liberado, y vistos los artículos 3, párrafos 1, 2, 3 y 4, le 
d, de la Ley No. 2022 del año 1949 y 1° y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que en fecha diez y siete de agosto del año mil novecientos 
cincuentiuno, el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Barahona dictó una sentencia con .el dispo-
sitivo siguiente: "Falla: PRIMERO: que debe, Declarar y 
Declara, al nombrado Ramón Olivero, de generales anota-
das, culpable del delito de violación a la ley 2022 en perjui-
cio del que en vida se llamó Quirino Pérez, y en consecuen-
cia lo Condena, a sufrir Seis Meses de Prisión Correccional 
en la Cárcel Pública de esta ciudad y a pagar RD$250.00 
(Doscientos Cincuenta Pesos Oro de Multa); por serle im-
putable una falta a Quirino Pérez; SEGUNDO: Que debe 
Descargar y Descarga, al nombrado Carlos Corniel del de-
lito de violación a la ley 2022 que se le imputa, por no 
haberlo cometido; Tercero: que debe, Ordenar y Oordena, 
la cancelación de la licencia para manejar vehículos de mo-
tor del nombrado Ramón Olivero, por un término de Un  

- o  y Seis Meses; y, Cuarto: que debe, Condenar y Con-
ena, al nombrado Ramón Olivero, al pago de las cos- 
s” ;  

Considerando que sobre los recursos de apelación inter- 
puestos por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de Barahona y por Ramón Olivero, la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, pronunció la sentencia ahora 
impugnada cuyo dispositivo se copia a continuación; "Fa-
lla: Primero: DECLARA regulares y válidos, en cuanto a la 
forma, los presentes recursos de apelación; SEGUNDO: 
Confirma la sentencia contra la cual se apela, dictada en fe-' 
cha diez y siete (17) de agosto del año en curso (1951) por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Barahona, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: que 
debe, Declarar y Declara, al nombrado Ramón Olivero, 
de generales anotadas, culpable del delito de violación a 
la ley 2022 en perjuicio del que en vida se llamó Quirino 
Pérez, y en consecuencia lo Condena, a sufrir Seis Meses 
de Prisión Correccional en la Cárcel Pública de esta Ciu-
dad y a pagar RD$250.00 (Doscientos Cincuenta Pesos Oro 
de Multa:) por serle imputable una falta a Quirino Pérez; 
Segundo: que debe, Descargar y Descarga, al nombrado 
Carlos Corniel del delito de violación a la ley 2022 que 
se le imputa, por no haberlo cometido; TERCERO: que de-
de, Ordenar y Ordena, la cancelación de la licencia para 
manejar vehículos de motor del nombrado Ramón Olivero, 
por un término de Un Año y Seis Meses; y CUARTO: que 
debe, Condenar y Condena, al nombrado Ramón Olivero 
al pago de las costas; y TERCERO: Condena a Ramón Oli-
Vero al pago de las costas de su recurso"; 

Considerando que no habiendo expuesto el recurrente 
ningún medio determinado, al intentar su recurso de ca-
sación, procede examinar la sentencia impugnada en todo 
cuanto concierna a su interés; 

Considerando que, en la especie, la Corte de Apelación 
de San Cristóbal da por establecido, como resultado de 
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la ponderación de las pruebas que fueron administrad as 
 legalmente en la instrucción de la causa, lo siguiente. 

a) "que en fecha 3 del mes de julio del año 1951, en l as 
 primeras horas de la mañana, el prevénido, Carlos Cor-

niel, condujo la camioneta placa No. 11,857, de la ciudad 
de Barahona, con destino a Jimaní, llevando en el m en_ 
cionado vehículo a los pasajeros Bartolo Florián, Ros a 

 Méndez de Novas, Julia Pérez Jiménez y Julián lVIedrano"- 
b) "que dos kilómetros antes de llegar al poblado de Ca-
chón, venía en sentido contrario, también con pasajeros 

da guagua placa No. 11921, procedente de Salinas, con des-
tino a Barahona y conducida por el prevenido Ramón Oli-
vero"; c) "que en una curva de la carretera se produjo 
un roce violento entre ambos vehículos, en el lugar y a 

 mencionado, muriendo en este accidente Quirino Pérez, 
quien iba de pies en el estribo izauierdo de la camioneta 
conducida por dicho prevenido Corniel"; d) "que la causa 
eficiente,  de la muerte de Quirino Pérez se establece en 
la circunstancia de a ue Ramón Olivero, quien también 
afirmó con absoluta idoneidad aue vió a Quirino Pérez 
en el estribo del vehículo contraria, ante's del roce des-
crito ,no fué lo suficientemente diestro', ya que, en tales 
condiciones, y frente a un accidente previsible, pudo evi-
tarlo si hubiese parado la guagua que conducía o, al me-
nos reducir su velocidad dentro de los límites aconseja-
dos por la prudencia y la experiencia, maniobra aue pudo 
haber practicado Ramón Olivero en razón de que Cor-
niel iba a su derecha"; e) "que, en tal Virtud, la impre-
visión y a la imprudencia son las faltas imputat les al pre-

venido Olivero y que, con relación de causa a efecto, de-
terminaron la muerte de Quirino Pérez; y f) "que a la 
víctima le es imputable la falta de haber ido er la camio-
neta en la forma expresada"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, están ca-
racterizados los elementos del delito de golpes y heridas 

i nvoluntarios' causados con el manejo o conducción de un 
vehículo de motor que ocasionaron la muerte de la vícti-
ma , puesto a cargo del recurrente; que, por otra parte, al 
condenar a éste a seis meses de prisión correccional, al pa-
go de una multa de doscientos cincuenta pesos oro y or-
denar la cancelación de su licencia para manejar vehícu 
los de motor por el' término de un año y seis meses, te-
niendo en cuenta que a la víctima le era imputable una 
falta, tal como lo expresa el fallo impugnado, los jue-
ces del fondo no han hecho más que aplicarle al prevenido 
las sanciones establecidas en la ley; que, en consecuencia, 
el fallo atacado, que en sus demáá aspectos no contiene 
ningún vicio que justifique su casación, se ha 'ajustado 
a las disposiciones del artículo 3, párrafos 1, 2, 3 y 4, letra 
d, de la Ley No. 2022, de 1949, en lo concerniente a las 
condenaciones penales pronunciadas contra el recurrente; 

111 
Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de ca- 

sación interpuesto por Ramón Olivero contra sentencia de 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha tres de 
diciembre de mil novecientos cincuentiuno, cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo, y SEGUNDO: 
condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rd.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y pubicada por mí, Secretario Gene-
ra, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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01.  

la ponderación de las pruebas que fueron administrad as 
 legalmente en la instrucción de la causa, lo siguiente. 

a) "que en fecha 3 del mes de julio del año 1951, en l as. 
 primeras horas de la mañana, el Drevénido, Carlos Col.._ 
 niel, condujo la camioneta placa No. 11,857, de la ciudad 

de Barahona, con destino a Jimaní, llevando en el men- 
cionado vehículo a los pasajeros Bartolo Florián, Ros a  
Méndez de Novas, Julia Pérez Jiménez y Julián Medrano". 
b) "que dos kilómetros antes de llegar al poblado de Ca-
chón, venía en sentido contrario, también con pasajeros, 

,la guagua placa No. 11921, procedente de Salinas, con des-
tino a Barahona y conducida por el prevenido Ramón Oli-
vero"; c) "que en una curva de la carretera se produjo 
un roce violento entre ambos vehículos, en el lugar ya 
mencionado, muriendo en este accidente Quirino Pérez, 
quien iba de pies en el estribo izquierdo de la camioneta 
conducida por dicho prevenido Corniel"; d) "que la causa 
eficiente' de la muerte de Quirino Pérez se establece en 
la circunstancia de aue Ramón Olivero, quien también 
afirmó con absoluta idoneidad aue vió a Quirino Pérez 
en el estribo del vehículo contrario?, antes del 'roce des-
crito ,no fué lo suficientemente diestro', ya que, en tales 
condiciones, y frente a un accidente previsible, pudo evi-
tarlo si hubiese parado la guagua que conducía o, al me-
nos reducir su velocidad dentro de los límites aconseja-
dos por la prudencia y la experiencia, maniobra que pudo 
haber practicado Ramón Olivero en razón de que Cor-
niel iba a su derecha"; e) "que, en tal virtud, la impre-
visión y a la imprudencia son las faltas imputables al pre-
venido Olivero y que, con relación de causa a efecto, de-
terminaron la muerte de Quirino Pérez; y f) "que a la 
víctima le es imputable la falta de haber ido en la camio-
neta en la forma expresada"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, están ca-
racterizados los elementos del delito de golpes y heridas 

involuntarios' causados con el manejo o conducción de un 
vehículo de motor que ocasionaron la muerte de la vícti-
ma , puesto a cargo del recurrente; que, por otra parte, al 
condenar a éste a seis meses de prisión correccional, al pa-
go de una multa de doscientos cincuenta pesos oro y or-
denar la cancelación de su licencia para manejar vehícu 
los de motor por el' término de un año y seis meses, te-
niendo en cuenta que a la víctima le era imputable una 
falta, tal como lo expresa el fallo impugnado, los jue-
ces del fondo no hati hecho más que aplicarle al prevenido 
las sanciones establecidas en la ley; que, en consecuencia, 
el fallo atacado, que en sus demáS aspectos no contiene 
ningún vicio que justifique su casación, se ha 'ajustado 
a las disposiciones del artículo 3, párrafos 1, 2, 3 y 4, letra 
d, de la Ley No. 2022, de 1949, en lo concerniente a las 
condenaciones penales pronunciadas contra el recurrente; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón Olivero contra sentencia de 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha tres de 
diciembre de mil novecientos cincuentiuno, cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo, y SEGUNDO: 
condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
B.-- Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y pubicada por mí, Secretario Gene-
ra, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fe 
19 de diciembre de 1951. 

Recurrente: Alberto Castillo, parte civil constituida en la Ca 
seguida a Ramón Padilla Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte d 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen 
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay-
bar, Damián Báez B. y Néstor Contin Aybar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día cuatro del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 109° de la Independencia, 89 9  de la Restaura-
ción y 22° de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alberto 
Castillo, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
domiciliado y residente en La Piña, jurisdicción de la 
común de La Vega, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 4530, serie 49, parte civil constituída en 
la causa seguida a Ramón Padilla Castillo, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de La Vega de fecha diecinue-
ve de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo 
dispositivo se indica más adelante; 

Oído el Magiátrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la 
Vista elacta ta del recurso de casación, levantada en 

secretaría de la Corte a qua, en fecha dieciséis de ene-
de mil novecientos cincuenta y dos, en la cual se ale-
la violación del artículo 355, parte in-fine, del Código 

nal; 
La Supresa Corte de Justicia, después de haber deli-

erado, y vistos los artículos 355, parte in-fine, del Código 
Penal, y 1 9, 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 

ación; 
 Considerando que en la sentencia impugnada colis- 

a) que en fecha veinte de septiembre de mil novecien- 
cincuenta y uno el señor Alberto Castillo, presentó 

erella contra el nombrado Ramón Padilla Castillo ante 
el Cabo de la Policía Nacional, destacado en la sección  
cle Jima Abajo, jurisdicción de la común de. La Vega, por 
cl hecho de sustracción de la menor de dieciséis años Pi- 

Castillo; b) que la Cámara Penal del Juzgado de Pri- 
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega conoció 
nel caso en fecha veintitrés de octubre de mil novecien- 
tos cincuenta y uno, y en la misma fecha dictó sentencia 

n el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Que debe decla- 
como en efecto declara al nombrado Ramón Padilla 

astillo, no culpable del delito de sustracción de la me- 
r Pilar Castillo y en consecuencia lo descarga del re-
rido hecho por, insuficiencia de pruebas, declarándose 
s costas de oficio; SEGUNDO: Que debe ,declarar como 

efecto declara regular la constitución en parte civil 
(1-1 señor Alberto Castillo en contra del señor Ramón Pa-
dilla  y en consecuencia debe rechazar y recha-
za, la reclamación en daños y perjuicios por improceden-
te y mal fundada; TERCERO: Que debe condenar como en 

cto condena al referido Alberto Castillo parte civil que 
s ,zeumbe al pago de las costas civiles"; 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952. 

Materia: Penal. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fe 

19 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Alberto Castillo, parte civil constituida en la causa 
seguida a Ramón Padilla Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay-
bar, Damián Báez B. y Néstor Confin Aybar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día cuatro del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restaura-
ción y 229  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alberto 
Castillo, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
domiciliado y residente en La Piña, jurisdicción de la 
común de La Vega, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 4530, serie 49, parte civil constituida en 
la causa seguida a Ramón Padilla Castillo, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de La Vega de fecha diecinue-
ve de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo 
dispositivo se indica más adelante; 

Oído el Magiátrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la 
Vista
R e p ú belli c 

acta 
 c; 

ta del recurso de casación, levantada en 
secretaría de la Corte a qua, en fecha dieciséis de ene-

ro  de mil novecientos cincuenta y dos, en la cual se ale-
ga  la violación del artículo 355, parte in-fine, del Código 
penal; 

La Supresa Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355, parte in-fine, del Código 
Penal, y 1 9, 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación ;   on  

Considerando que en la sentencia impugnada cons- 
ta: a) que en fecha veinte de septiembre de mil novecien- 
tas cincuenta y uno el señor Alberto Castillo, presentó 

erella contra el nombrado Ramón Padilla Castillo ante 
cl Cabo de la Policía Nacional, destacado en la sección 
(c Jima Abajo, jurisdicción de la común de. La Vega, por 
(.1 hecho de sustracción de la menor de dieciséis años Pi- 

Castillo; b) que la Cámara Penal del Juzgado de Pri- 
ra Instancia del Distrito Judicial de La Vega conoció 

1 caso en fecha veintitrés de octubre de mil novecien- 
os cincuenta y uno, y 'en la misma fecha dictó sentencia 

ccoi el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Que debe deda- 
1 ir como en efecto declara al nombrado Ramón Padilla 
astillo, no culpable del delito de sustracción de la me- 
r Pilar Castillo y en consecuencia lo descarga del re-
rido hecho por, insuficiencia de pruebas, declarándose 
s costas de oficio; SEGUNDO: Que debe ,declarar como 

n efecto declara regular la constitución en parte civil 
del señor Alberto Castillo en contra del señor Ramón Pa-
siilla Castillo y en consecuencia debe rechazar y recha-
za, la reclamación en daños y perjuicios por improceden- 

Y mal fundada; TERCERO: Que debe condenar como en 
c Lcto condena al referido Alberto Castillo parte civil que 
sucumbe al pago de las costas civiles"; 

ít 
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Considerando que sobre el recurso de alzada de la 
parte civil, Alberto Castillo, la Corte de Apelación de La 
Vega, dispuso por la sentencia ahora impugnada: "PRI_ 
MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma, 
el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Declara al 
prevenido Ramón Padilla Castillo, autor responsable del 
delito de sustracción momentánea, en agravio de la jo-
ven Pilar Castillo, de quince años de edad, en el momen-
to del hecho; TERCERO: Revoca la sentencia apelada, 
la cual ha sido dictada en fecha veintitrés del mes de 
octubre del año mil novecientos cincuenta y uno, nor la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, én cuanto se refiere a los inte-
reses de la parte civil constituída, señor Alberto Castillo, 
padre de la joven agraviada y actuando por propia auto-
ridad, declara admisible la constitución en parte civil del 
expresado Alberto Castillo, en su mencionada calidad, y, 
en consecuencia, condena al prevenido Ramón Padilla Cas-
tillo, al pago de la cantidad de cien pesos en provecho 
de dicha parte civil, a título de justa reparación por los 
daños y perjuicios que le irrogara con su hecho el proce-
sado mencionado, al sustraer a su hija Pilar Castillo, me-
nor de edad; y CUARTO: Condena al ore-indicado Ra-
món Padilla Castillo, al pago de las costas civiles de am-
bas instancias"; 

Considerando que para fundamentar su fallo la Cor-
te a qua estableció mediante pruebas legalmente admisi-
bles y regularmente administradas, que mientras la jo-
ven agraviada iba a una diligencia, el prevenido le sa-
lió al encuentro, y la apartó de su destino, la sedujo y 
tuvo con ella contacto carnal regular e ilícito; que la 
joven tenía en la época de la sustracción la edad de quin-

ce años; 
Considerando que aunque la Corte a qua comprobó 

la existencia del delito puesto a cargo del prevenido, no 
pudo imponerle sanción penal, limitándose, en buen de- 

recho, a condenarlo al pago de una indemnización de 
cien pesos en favor de la parte civil, en vista de que la 
sentencia sobre la acción pública había adquirido la autori-
dad de la cosa juzgada, por no haber apelado el minis-
terio público; 

Considerando que de conformidad con la parte in-fine 
del artículo 355 del Código Penal que sanciona el delito 
de que se trata, tanto la multa como la indemnización 
a que fuere condenado el culpable serán compensadas con 
prisión a razón de un día por cada peso dejado de pa-
gar, lo que debe expresarse en la sentencia de condena-
ción; 

Considerando que a tal exigencia de la ley, cuya fi-
nalidad es manifiesta, no se le dió acatamiento, pues di-
cha mención no consta ni en el dispositivo ni en ninguno 
de los motivos de la sentencia impugnada; que esta omi-
sión inválida en este aspecto, la sentencia impugnada; 

Por tales motivos, PRIMERO: casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de La Vaga de fecha diecinueve de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo, y en-
vía el asunto ante la Corte de Apelación de Santiago, y 
SEGUNDO: condena al prevenido Ramón Padilla Castillo, 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.-- 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rd.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresa-
dos, y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario 
General, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que sobre el recurso de alzada de la 
parte civil, Alberto Castillo, la Corte de Apelación de La 
Vega, dispuso por la sentencia 'ahora impugnada: "PRI_ 
MERO: Declara regular y válidS en cuanto a la form a) 

 el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Declara al 
prevenido Ramón Padilla Castillo, autor responsable d el 
delito de sustracción momentánSa, en agravio de la jo.. 
ven Pilar Castillo, de quince arids de edad, en el momen-
to del hecho; TERCERO: Revoca la sentencia apelada, 
la cual ha sido dictada en fecha veintitrés del mes d e 

 octubre del año mil novecientos cincuenta y uno, por la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis- * 

 tritq Judicial de La Vega, én cu nto sé refiere a los inte-
reses de la parte civil constituida, señor Alberto Castillo, 
padre de la joven agraviada Y actuando por propia auto-
ridad, declara admisible la constitución en parte civil del 
expresado Alberto Castillo, en u mencionada calidad, y, 
en consecuencia, condena al prev nido Ramón Padilla Cas-
tillo, al pago de la cantidad ds cien pesos en provecho 
de dicha parte civil, a título dei justa reparación por los 
daños y perjuicios que le irrogaba con su hecho el proce-
sado mencionado, al sustraer a . u hija Pilar Castillo, me-
nor de edad; y CUARTO: Con clena al ore-indicado Ra-
món Padilla Castillo, al pago dEt las costas civiles de am-
bas instancias"; 

Considerando que para fundamentar su fallo la Cor-
te a qua estableció mediantei_ PTuebas legalmente, admisi-
bles y regularmente administrltdas, que mientras la jo-
ven agraviada iba a una dil igSncia, el prevenido le sa-
lió al encuentro, y la apartó d e su destino, la sedujo y 
tuvo con ella contacto carnal regular e ilícito; que la 
joven tenía en la época de la sustracción la edad de quin-
ce años; 

Considerando que aunque la Corte a qua comprobó 
la existencia del delito puesto a cargo del prevenido, no 
pudo imponerle sanción penal, limitándose, en buen de- 

recho, a condenarlo al pago de una indemnización de 
cien pesos en favor de la parte civil, en vista de que la 
sentencia sobre la acción pública había adquirido la autori-

dad de la cosa juzgada, por no haber apelado el minis-
terio público; 

Considerando que de conformidad con la parte in-fine 
del artículo 355 del Código Penal que sanciona el delito 
de que se trata, tanto la multa como la indemnización 
a que fuere condenado el culpable serán compensadas con 
prisión a razón de un día por cada peso dejado de pa-
gar, lo que debe expresarse en la sentencia de condena-
ción; 

Considerando que a tal exigencia de la ley, cuya fi-
nalidad es manifiesta, no se le dió acatamiento, pues di-
cha mención no consta ni en el dispositivo ni en ninguno 
de los motivos de la sentencia impugnada; que esta omi-
sión inválida en este aspecto, la sentencia impugnada; 

Por tales motivos, PRIMERO: casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de La Vaga de fecha diecinueve de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo, y en-
vía el asunto ante la Corte de Apelación de Santiago, y 
SEGUNDO: condena al prevenido Ramón Padilla Castillo, 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresa-
dos, y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario 
General, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 



BOLETÍN JUDICIAL 	 647 6.46 	 BOLETÍN JUDICIAL 

-SENTENCIA DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. 

de Santiago Rodríguez, en grado de apelación de fecha 11 

diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Elías Estévez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la 'República, la Suprema Corte 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Lic 
ciados H. Herera Billini, Presidente; Juan Tomás Mej 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Ber 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivér 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez AY 
bar, Damián Báez B., y Néstor C9ntín Aybar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día cuatro del més de abril de mil novecientos cin-
cuenta y dos, años 109 de la Independencia, 89 de la 

Restauración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en audien -

cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Elías Estévez, dominicano, casado, agricultor, domicilia-
do y residente en la Sección de El Guanal, jurisdicció 
fle la Común de Santiago Rodríguez, portador de la c 
dula personal de identidad número 1969, serie 46, contr 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago Rodríguez de fecha once de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositi7 

vo se copia más adelante; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repú-
blica; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo en fecha trece de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber de 
liberado, y vistos los artículos 2y 14 de la Ley No. 1688 
de 1948, reformados por la Ley No. 1746 también de 1948, 
y los artículos 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 
a) que en fecha veintinueve de agosto de mil novecientos 
cincuenta y uno el Inspector de Agricultura Manuel Mo-
rel levantó un acta en la cual se expresa que ha compro-
bado que Ramón Elías Estévez, domiciliado y residente 
en la Sección "El Guanal", jurisdicción de lá Provincia 
de Santiago Rodríguez, ha cometido una violación a la 
Ley No. 1688 sobre Conservación Forestal, consistente en 
el hecho de haber efectuado un desmonte en la ribera iz-
quierda del arroyo "Baniquita" sin observar la distancia 
establecida por la ley; b) que sometido a la acción de la 

justicia el prevenido Ramón Elías Estévez, el Juzgado 
de Paz de Santiago Rodríguez dictó sentencia en fecha 
cinco de noviembre de mil novecientos cincuenta y uno 
condenando al dicho prevenido a las penas de treinta días 
de prisión correccional, veinticinco pesos de multa y al 
pago de las costas, como autor del delito previsto y san-
cionado por los artículos 2, apartado b) y 14 de lá Ley 
1668 de año 1948, reformados, que incriminan los desmon-
tes, talas, quemaciones y cultivos en las riberas de todos 
los ríos y arroyos, en una faja de treinta metros a cada 
lado; e) que sobre la apelación interpuesta por el preve-
nido, el Juzgado a quo dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara, bueno y válido el recurso de apelación 
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-SENTENCIA DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. 

de Santiago Rodríguez, en grado de apelación de fecha 11 
diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Elías Estévez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Lic 
ciados H. Herera Billini, Presidente; Juan Tomás Mej 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Ber 

Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro River 

Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez A 
bar, Damián Báez B., y Néstor C9ntín Aybar, asisti 
del Secretario General, en la gala donde celebra sus 'a 
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Doming 
hoy día cuatro del mes de abril de mil novecientos cin 

cuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9  de la 

Restauración y 229  de la Era de Trujillo, dicta en audien 
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramo 
Elías Estévez, dominicano, casado, agricultor, domicilia 
do y residente en la Sección de El Guanal, jurisdicción 
de la Común de Santiago Rodríguez, portador de la c 
dula personal de identidad número 1969, serie 46, cont 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrit 
Judicial de Santiago Rodríguez de fecha once de dicie 
bre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositi7 

vo se copia más adelante; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repú-
blica; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo en fecha trece de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber de. 
liberado, y vistos los artículos 2 y 14 de la Ley No. 1688 
de 1948, reformados por la Ley No. 1746 también de 1948, 
y los artículos 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 
a ) que en fecha veintinueve de agosto de mil novecientos 
cincuenta y uno el Inspector de Agricultura Manuel Mo-
re! levantó un acta en la cual se expresa que ha compro-
bado que Ramón Elías Estévez, domiciliado y residente 
en la Sección "El Guanal", jurisdicción de la Provincia 
de Santiago Rodríguez, ha cometido una violación a la 
Ley No. 1688 sobre Conservación Forestal, consistente en 
el hecho de haber efectuado un desmonte en la ribera iz-
quierda del arroyo "Baniquita" sin observar la distancia 
establecida por la ley; b) que sometido a la acción de la 

Justicia el prevenido Ramón Elías Estévez, el Juzgado 
de Paz de Santiago Rodríguez dictó sentencia en fecha 
cinco de noviembre de mil novecientos cincuenta y uno 
condenando al dicho prevenido a las penas de treinta días 
de prisión correccional, veinticinco pesos de multa y al 
pago de las costas, como autor del delito previsto y san-
cionado por los artículos 2, apartado b) y 14 de lá Ley 
1668 de año 1948, reformados, que incriminan los desmon-
tes, talas, quemaciones y cultivos en las riberas de todos 
los ríos y arroyos, en una faja de treinta metros a cada 
lado; e) que sobre la apelación interpuesta por el preve-
nido, el Juzgado a quo dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara, bueno y válido el recurso de apelación 
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interpuesto por el señor Ramón Elías Estévez, de genera-
les que constan, en fecha cinco (5) de noviembre del año 
mil novecientos cincuenta y uno, contra sentencia de esa 
misma fecha del Juzgado de Paz de Santiago Rodríguez, 
que lo condenó a treinta )(lías (30) de prisión correccional, 
multa de RD$25.00 y al pago de las costas, por su delito 
de violación a la Ley No. 1746 Sobre Tumba de Arboles, 
por haber sido hecho en tiempo hábil; SEGUNDO: que debe 
confirmar y confirma en todas sus partes la antes expre-
sada sentencia, y en consecuencia obrando por propia au-
toridad, condena al nombrado Ramón Elías Estevez, al pa-
go de una multa de RD$25.00, 30 días de prisión correccio-
nal y al pago de las costas de la presente alzada; 

Considerando que el Juez a quo, fundándose en prue-
bas regularmente producidas en la instrucción de la causa, 
dió por comprobado que el prevenido Ramón Elías Este-
vez realizó en la Sección "El Guanal", jurisdicción de la 
Provincia de Santiago Rodríguez, un desmonte en una de 
las riberas del arroyo "Baniquita", sin observar la distan-
cia legal de treinta metros de ancho en dicha ribera; 

Considerando que todos los elementos del delito de 
desmonte en la zona descrita en el apartado b) del artícu-
lo 2 de la Ley 1688, reformado por la Ley 1746, se en-
cuentran reunidos en los hechos que el Juez a quo com-
probó y admitió de la manera antes indicada; y que al 
calificarlo de ese modo e imponer al inculpado las penas 
mencionadas, la sentencia impugnada hizo una correcta 
aplicación de la ley; 

Considerando (pos ere-sus demás aspectos el fallo no 
contiene vicio alguno que justifique" -  su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO:. Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Ramón Elías Estévez contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santiago Rodríguez de fecha once de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se 

copia en otra parte del presente fallo, y SEGUNDO: Con-
dena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan Tomás Mejía. 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-

ro', G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, de fecha 13 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José del Carmen Rodríguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen T 

 ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
cuatro del mes de abril de mil novecientos cincuenta y 
dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración 
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interpuesto por el señor Ramón Elías Estévez, de genera-
les que constan, en fecha cinco (5) de noviembre del año 
mil novecientos cincuenta y uno, contra sentencia de esa 
misma fecha del Juzgado de Paz de Santiago Rodríguez, 
que lo condenó a treinta ,días (30) de prisión correccional, 
multa de RD$25.00 y al pago de las costas, por su delito 
de violación a la Ley No. 1746 Sobre Tumba de Arboles, 
por haber sido hecho en tiempo hábil; SEGUNDO: que debe 
confirmar y confirma en todas sus partes la antes expre-
sada sentencia, y en consecuencia obrando por propia au-
toridad, condena al nombrado Ramón Elías Estevez, al pa-
go de una multa de RD$25.00, 30 días de prisión correccio-
nal y al pago de las costas de la presente alzada; 

Considerando que el Juez a quo, fundándose en prue-
bas regularmente producidas en la instrucción de la causa, 
dió por comprobado que el prevenido Ramón Elías Este-
vez realizó en la Sección "El Guanal", jurisdicción de la 
Provincia de Santiago Rodríguez, un desmonte en una de 
las riberas del arroyo "Baniquita", sin observar la distan-
cia legal de treinta metros de ancho en dicha ribera; 

Considerando que todos los elementos del delito de 
desmonte en la zona descrita en el apartado b) del artícu-
lo 2 de la Ley 1688, reformado por la Ley 1746, se en-
cuentran reunidos en los hechos que el Juez a quo com-
probó y admitió de la manera antes indicada; y que al 
calificarlo de ese modo e imponer al inculpado las penas 
mencionadas, la sentencia impugnada hizo una correcta 
aplicación de la ley; 

Considerando gula usos demás aspeetoa el fallo no 
contiene vicio alguno que justifique" su casación; 

Por tales motivos, PRIMEII0:,Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Ramón Elías Estévez contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santiago Rodríguez de fecha once de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se 

copia en otra parte del presente fallo, y SEGUNDO: Con-
dena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan Tomás Mejía. 
— Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.-- G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los Seriores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, de fecha 13 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José del Carmen Rodríguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen T 

 ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segunda Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
cuatro del mes de abril de mil novecientos cincuenta y 
dos, añcs 1099  de la Independencia, 899  de la Restauración 

ir 
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interpuesto por el señor Ramón Elías Estévez, de genera. 
les que constan, en fecha cinco (5) de noviembre del año 
mil novecientos cincuenta y uno, contra sentencia de esa 
misma fecha del Juzgado de Paz de Santiago Rodríguez, 
que lo condenó a treinta días (30) de prisión correccional, 
multa de RD$25.00 y al )pago de las costas, por su delito 
de violación a la Ley No. 1746 Sobre Tumba de Arboles, 
por haber sido hecho en tiempo hábil; SEGUNDO: que debe 
confirmar y confirma en todas sus partes la antes expre-
sada sentencia, y en consecuencia obrando por propia au-
toridad, condena al nombrado Ramón Elías Estevez, al pa-
go de una multa de RD$25.00, 30 días de prisión correccio-
nal y al pago de las costas de la presente alzada; 

Considerando que el Juez a quo, fundándose en prue-
bas regularmente producidas en la instrucción de la causa, 
dió por comprobado que el prevenido Ramón Elías Este-
vez realizó en la Sección "El Guanal", jurisdicción de la 
Provincia de Santiago Rodríguez, un desmonte en una de 
las riberas del arroyo "Baniquita", sin observar la distan-
cia legal de treinta metros de ancho en dicha ribera; 

Considerando que todos los elementos del delito de 
desmonte en la zona descrita en el apartado b) del artícu-
lo 2 de la Ley 1688, reformado por la Ley 1746, se en-
cuentran reunidos en los hechos que el Juez a quo com-
probó y admitió de la manera antes indicada; y que al 
calificarlo de ese modo e imponer al inculpado las penas 
mencionadas, la sentencia impugnada hizo una correcta 
aplicación de la ley; 

Considerando conw esraus demás aspectos el fallo no 
contiene vicio alguno que justifique-  su casación; 

Por tales motivos., PRIMERO: _Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Ramón Elías Estévez contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-

dicial de Santiago Rodríguez de fecha once de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se  

copia en otra parte del presente fallo, y SEGUNDO: Con-
dena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan Tomás Mejía. 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-

rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, de fecha 13 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José del Carmen Rodríguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen 7 

 ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
cuatro del mes de abril de mil novecientos cincuenta y 
dos, años 1099  de la Independencia, 899  de la Restauración 

• 
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y 224  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José del 
Carmen Rodríguez, dominicano, mayor de edad, soltero, 
comerciante, domiciliado y residente en la ciudad de San 
Pedro de Macorís, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 19349, serie 23, con sello número 10141, con-
tra sentencia de 'la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, de fecha trece de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en 

la secretaría de la Corte a qua en fecha vlinte de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte 'de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 312 del Código Civil y 1 9,• 

24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta: a) 
que con motivo de la querella presentada por Josefa Pau-
lino de Córdova contra José del Carmen Rodríguez, por 
violación de la Ley No. 2402, en perjuicio de una menor 
procreada con ella, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, apoderado del 
caso después de haberse agotado infructuosamente los trá-
mites conciliatorios ante el Juzgado de Paz de la común 
de San Pedro de Macorís, dictó una sentencia en fecha 
veintiuno de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
uno, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Que 
debe declarar como en efecto declara, al nombrado José 
del Carmen Rodríguez, de generales anotadas, padre de 
la menor Gladys Paulino, procreada con la señora Jose-
pa Paulino de Córdova; SEGUNDO: Que lo debe declarar 
como en efecto lo declara, culpable del delito de viola- 

eiod a  la Ley No. 2402, sobre asistencia obligatoria de los 
hijos menores de dieciocho años, en perjuicio de una me-
nor que tiene procreada con la señora Josefa Paulino de 
Córdova, y en consecuencia, lo debe condenar, como en 

efdiffascr, como en efecto fija, la suma de diez pesos oro (RD$- 
Iao 

 lo condena, por dicho delito a sufrir la pena de 
años de prisión correccional; TERCERO: Que debe 

elr°ne  1)1 s' entencia a la madre querellante, señora Josefa Pau- 

mensuales, que deberá pasar el inculpado José del 
n Rodríguez, por adelantado y a partir de la pre- 

sente, 

 de Córdova, para atender las necesidades de la menor 
'eGlacdys Paulino; CUARTO: que debe ordenar, como al 

tb ordena, la ejecución provisional de la presente sen-
tenci a,  

aCondenar, como en efecto condena, a José del Car-
no obstante cualquier recurso; y QUINTO: Que 

debe eene 

Rodríguez, al pago de las costas procesales"; b) que 
contra esta sentencia interpuso el prevenido recurso de 
apelat:ión,  

en tiempo oportuno; 
Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 

el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válido en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por el inculpado José del Carmen Rodrí-
guez, 

contra la sentencia rendida por el Juzgado de Prime-
r In

stancia del Distrito Judicial de San Pedro de Maco-
rís,  atribuciones correccionales, de fecha 21 de septiem-
bre dS1 año en curso, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar, como en efecto declara, al 

ano-tadas, 

 nombrado José del Carmen Rodríguez, de generales ano- 
padre de la menor Gladys Paulino, procreada con 

la  señora Josefa Paulino de Córdova; SEGUNDO: Que 
1° debe declarar, como en efecto lo declara, culpable del 
delito    d 

e violación a la Ley No. 2402, sobre asistencia obli-
gatoria los hijos menores de dieciocho años, en perjui-
cio de 

una menorque tiene procreada con la señora Jo-
sefa Piaulino de Córdova, y en consecuencia lo debe con-
denar, como en efecto lo condena, por dicho delito a su- 

epa 
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y 224  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José del 
Carmen Rodríguez, dominicano, mayor de edad, soltero, 
comerciante, domiciliado y residente en la ciudad de San 
Pedro de Macorís, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 19349, serie 23, con sello número 10141, con-
tra sentencia de 'la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, de fecha trece de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en 

la secretaría de la Corte a qua en fecha vlinte de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte 'de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 312 del Código Civil y 1 9, 
24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta: a) 
que con motivo de la querella presentada por Josefa Pau-
lino de Córdova contra José del Carmen Rodríguez, por 
violación de la Ley No. 2402, en perjuicio de una menor 
procreada con ella, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, apoderado del 
caso después de haberse agotado infructuosamente los trá-
mites conciliatorios ante el Juzgado de Paz de la común 
de San Pedro de Macorís, dictó una sentencia en fecha 
veintiuno. de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
uno, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Que 
debe declarar como en efecto declara, al nombrado José 
del Carmen Rodríguez, de generales anotadas, padre de 
la menor Gladys Paulino, procreada con la señora Jose-
pa Paulino de Córdova; SEGUNDO: Que lo debe declarar 
como en efecto lo declara, culpable del delito de viola- 

ció/1  a la Ley No. 2402, sobre asistencia obligatoria de los 
hijos menores de dieciocho años, en perjuicio de una me-
nor  que tiene procreada con la señora Josefa Paulino de 
Córdova, y en consecuencia, lo debe condenar, como en 
efecto lo condena, por dicho delito a sufrir la pena de 
dos años de prisión correccional; TERCERO: Que debe 
fijar, como en efecto fija, la suma de diez pesos oro (RD$- 
10.00), mensuales, elle deberá pasar el inculpado José del 
Carmen Rodríguez, por adelantado y a partir de la pre-
sente sentencia a la madre querellante, señora Josefa Pau-
lino de Córdova, para atender las necesidades de la menor 
Gladys Paulino; CUARTO: que debe ordenar, como al 
'efecto ordena, la ejecución provisional de la presente sen-
tencia, no obstante cualquier recurso; y QUINTO: Que 
debe condenar, como en efecto condena, a José del Car-
men Rodríguez, al pago de las costas procesales"; b) que 
contra esta sentencia interpuso el prevenido recurso de 
apelación, en tiempo oportuno; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válido en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por el inculpado José del Carmen Rodrí-
guez, contra la sentencia rendida por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Maco-
rís, en atribuciones correccionales, de fecha 21 de septiem-
bre del año en curso, cuyo dispositivo dice así: "PALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar, como en efecto declara, al 
nombrado José del Carmen Rodríguez, de generales ano-
tadas, padre de la menor Gladys Paulino, procreada con 
la señora Josefa Paulino de Córdova; SEGUNDO: Que 
I() debe declarar, como en efecto lo declara, culpable del 
cielito de violación a la Ley No. 2402, sobre asistencia obli-
ga toria de los hijos menores de dieciocho años, en perjui-
cio de una menor que tiene procreada con la señora Jo-
sefa Paulino de Córdova, y en consecuencia lo debe con-
denar, como en efecto lo condena, por dicho delito a su- 
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frir la pena de dos años de prisión correccional; TERCE-
RO: Que debe fijar, como en efecto fija, la suma de di ez 

 pesos oro (RD$10.00) mensuales, que deberá pasar el in-
culpado José del Carmen Rodríguez, por adelantados y a 

 partir de la presente sentencia a la madre querellante, se, 
ñora Josefa Paulino de Córdova, para atender a las ne-
cesidades de la menor Gladys Paulino; CUARTO:, Que de-
be ordenar, como al efecto ordena, la ejecución provisio-
nal de la presente sentencia, no obstante cualquier recur-
so; y QUINTO: Que debe condenar, como en efecto con-
dena, a José del Carmen Rodríguez, al pago de las costas 
procesales"; SEGUNDO: Modifica la sentencia apelada, en 
cuanto a la pensión fijada, y, obrando por propia autori-
dad, fija en la suma de seis pesos oro (RD$6.00), la pen-
sión mensual que dicho inculpado José del Carmén Ro-
dríguez, deberá pasar a la querellante, señora Josefa Pau-
lino de Córdova, para la manutención de su hija menor 
Gladys Paulino, procreada con ella; y TERCERO: Conde-
na al inculpado José del Carmen Rodríguez, al pago de 

las costas"; 
Considerando que al interponer su recurso de casación 

el prevenido declaró que no estaba conforme con la expre-
sada sentencia y que oportunamente depositaría un me-
morial en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, 
a ló cual no ha dado cumplimiento 

Considerando que la presunción legal de paternidad 
consagrada en el artículo 312 del Código Civil, que esta-
blece que el hijo concebido durante el matrimonio se re-

puta hijo del marido, es una presunción irrefragable, que 

sólo puede ser destruída mediante la acción en desconoci-
miento de la paternidad regulada por el mismo Código; 
que si, excepcionalmente, la Suprema Corte de Justicia 
ha admitido que el principio consagrado por ese texto le-

gal, deja de tener aplicación cuando se trata de estable -
cer la paternidad del prevenido para los fines de la Ley 

2402, (antigua Ley 1051), caso en el cual la atribución de 

la  paternidad produce efectos restringidos, ello es a con-
dición de que se compruebe, en hecho, que la separación 
de los cónyuges, por su larga y continua duración, aparen-
ta ser definitiva y a que la esposa haya mantenido vida 
en público concubinato con otro hombre; 

Considerando que la sentencia impugnada da por com-
probado que la madre querellante Josefa Paulino está ca-
sada con Octavio Córdova; que dichos esposos se encuen-
tran en un estado de separación de hecho desde hace diez 
años, residiendo el marido en Ciudad Trujillo y la esposa 
en San Pedro de Macorís, y finalmente, afirma, que la hi-
ja de nombre Gladys, de 8 años de edad, que tiene la es-
posa no es hija del marido de ésta, sino del prevenido 
José del Carmen Rodríguez, quien la procreó con ella 
"subrepticiamente", en la casa de la madre de dicha es-
posa; lo que sirvió de fundamento a los jueces del fondo 
para condenar al prevenido, penal y civilmente, por vio-
lación de la Ley 2402; 

Considerando que, en el presente caso, los hechos pre-
cedentemente expuestos revelan que no se encuentran re-
unidos los elementos constitutivos de la situación excep-
cional a que se ha hecho referencia, puesto que, aparte de 
que la niña dió lugar a la discusión de la paternidad hubo 
de ser procreada un poco más de un año a partir de la 
separación de los cónyuges, tampoco las relaciones de la 
esposa y el prevenido se manifestaron en forma de con-
cubinato público; que, en tales condiciones, es evidente que 
para aplicar la Ley 2402, la Corte a qua ha violado el citado 
artículo 312 del Código Civil; 

Por tales motivos, PRIMERO: casa la sentencia de 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís de fecha 
trece de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, 
y envía el asunto ante la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, y SEGUNDO: declara las costas de oficio. 

i. 
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frir la pena de dos años de prisión correccional; TERCE_ 
RO: Que debe fijar, como en efecto fija, la suma de die z 

 pesos oro (RD$10.00) mensuales, que deberá pasar el in
-culpado José del Carmen Rodríguez, por adelantados y a 

 partir de la presente sentencia a la madre querellante, se_ 

ñora Josefa Paulino de Córdova, para atender a las n e_ 
cesidades de la menor Gladys Paulino; CUARTO:. Que de-
be ordenar, como al efecto ordena, la ejecución provisio-
nal de la presente sentencia, no obstante cualquier recur-
so; y QUINTO: Que debe condenar, como en efecto con-
dena, a José del Carmen Rodríguez, al pago de las costas 
procesales"; SEGUNDO: Modifica la sentencia apelada, en 
cuanto a la pensión fijada, y, obrando por propia autori 
dad, fija en la suma de seis pesos oro (RD$6.00), la pen-
sión mensual que dicho inculpado José del Carmén Ro-
dríguez, deberá pasar a la querellante, señora Josefa Pau-
lino de Córdova, para la manutención de su hija menor 
Gladys Paulino, procreada con ella; y TERCERO: Conde-
na al inculpado José del Carmen Rodríguez, al pago de 

las costas"; 
Considerando que al interponer, su recurso de casación 

el prevenido declaró que no estaba conforme con la expre-
sada sentencia y que oportunamente depositaría un me-
morial en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, 
a 16 cual no ha dado cumplimiento 

Considerando que la presunción legal de paternidad 
consagrada en el artículo 312 del Código Civil, que esta-
blece que el hijo concebido durante el matrimonio se re-
puta hijo del marido, es una presunción irrefragable, que 
sólo puede ser destruída mediante la acción en desconoci-
miento de la paternidad regulada por el mismo Códi,L;(); 
que si, excepcionalmente, la Suprema Corte de Justicia 
ha admitido que el principio consagrado por ese texto le-
gal, deja de tener aplicación cuando se trata de estable-
cer la paternidad del prevenido para los fines de la Ley 
2402, (antigua Ley 1051), caso en el cual la atribución de 
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la  paternidad produce efectos restringidos, ello es a con-
dición de que se compruebe, en hecho, que la separación 
de los cónyuges, por su larga y continua duración, aparen-
ta ser definitiva y a que la esposa haya mantenido vida 
en público concubinato con otro hombre; 

Considerando que la sentencia impugnada da por com-
probado que la madre querellante Josefa Paulino está ca-
sada con Octavio Córdova; que dichos esposos se encuen-
tran en un estado de separación de hecho desde hace diez 
años, residiendo el marido en Ciudad Trujillo y la esposa 
en San Pedro de Macorís, y finalmente, afirma, que la hi-
ja de nombre Gladys, de 8 años de edad, que tiene la es-
posa no es hija del marido de ésta, sino del prevenido 
José del Carmen Rodríguez, quien la procreó con ella 
"subrepticiamente", en la casa de la madre de dicha es-
posa; lo que sirvió de fundamento a los jueces del fondo 
para condenar al prevenido, penal y civilmente, por vio-
lación de la Ley 2402; 

Considerando que, en el presente caso, los hechos pre-
cedentemente expuestos revelan que no se encuentran re-
unidos los elementos constitutivos de la situación excep-
cional a que se ha hecho referencia, puesto que, aparte de 
que la niña dió lugar a la discusión de la paternidad hubo 
de ser procreada un poco más de un año a partir de la 
separación de los cónyuges, tampoco las relaciones de la 
esposa y el prevenido se manifestaron en forma de con-
cubinato público; que, en tales condiciones, es evidente que 
para aplicar la Ley 2402, la Corte a qua ha violado el citado 
artículo 312 del Código Civil; 

Por tales motivos, PRIMERO: casa la sentencia de 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís de fecha 
trece de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, 
y envía el asunto ante la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, y SEGUNDO: declara las costas de oficio. 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 1\1(,- 
rel.— G. A. Díaz.— Damián Báez B.— A. Alvarez Aybar. 
— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta- 

rio General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en l a 

 audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 17 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-

gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día cua-
tro del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, 

años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 

224  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 

corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Mateo, dominicano, mayor de edad, sastre, casado, domi-
ciliado y residente en la ciudad de San Cristóbal, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 19449, se-
rie 2, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal de fecha diez y siete de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha diecisiete de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 355 y 463, escala 6 9, del 
Código Penal y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada cons-
ta: a) que en fecha doce de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y uno, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo, dictó una sentencia cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe 
declarar y declara, al nombrado Rafael Mateo, de genera-
les anotadas, culpable de haber cometido el delito de sus-
tracción de la menor Fresa Antonia Nina, mayor de 16 
menor de 18 años de edad; SEGUNDO: que debe conde-
nar y condena al nombrado Rafael Mateo a sufrir seis me-
ses de prisin correccional y a pagar una multa de cien 
Pesos oro (RD$100.00), compensable con un día de pris'ión 
por cada peso dejado de pagar; y, TERCERO; que debe 
condenarlo, y lo condena, además, al pago de las costas"; 
b) que contra este fallo interpuso el prevenido recurso de 
apelación, en tiempo oportuno; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re- 

Recurrente: Rafael Mateo. 

*II 

11 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— Damián Báez B.— A. Alvarez Aybar. 
— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta- 
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-

neral. que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. .41». 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 17 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Mateo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día cua-
tro del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, 
años 109 de la Independencia, 89 de la Restauración y 

224  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 
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" Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
'lateo, dominicano, mayor de edad, sastre, casado, domi-
ciliado y residente en la ciudad de San Cristóbal, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 19449, se-
rie 2, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal de fecha diez y siete de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copla más ade-
lante 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

retaría de la Corte a qua en fecha diecisiete de diciem-
re de mil novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 355 y 463, escala 6 1, del 
Código Penal y 11 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada cons-
ta: a) que en fecha doce de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y uno, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo, dictó una sentencia cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe 
declarar y declara, al nombrado Rafael Mateo, de genera-
les anotadas, culpable de haber cometido el delito de sus-
tracción de la menor Fresa Antonia Nina, mayor de 16 
y menor de 18 años de edad; SEGUNDO: que debe conde-
nar y condena al nombrado Rafael Mateo a sufrir seis me-
ses de prisin correccional y a pagar una multa de cien 
pesos oro (RD$100.00), compensable con un día de -pris'ión 
por cada peso dejado de pagar; y, TERCERO; que debe 
condenarlo, y lo condena, además, al pago de las costas"; 
b) que contra este fallo interpuso el prevenido recurso de 
apelación, en tiempo oportuno; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re- 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— Damián Báez B.— A. Alvarez Aybar. 
— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-

rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada poi los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-

neral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Mateo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día cua-
tro del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, 
años 109° de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 

229  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
gateo, dominicano, mayor de edad, sastre, casado, domi-
ciliado  y residente en la ciudad de San Cristóbal, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 19449, se-
rie 2, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal de fecha diez y siete de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

secretaría de la Corte a qua en fecha diecisiete de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 355 y 463, escala 6 1, del 
Código Penal y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada cons-
ta: a) que en fecha doce de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y uno, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo, dictó una sentencia cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe 
declarar y declara, al nombrado Rafael Mateo, de genera-
les anotadas, culpable de haber cometido el delito de sus-
tracción de la menor Fresa Antonia Nina, mayor de 16 
y menor de 18 años de edad; SEGUNDO: que debe conde-
nar y condena al nombrado Rafael Mateo a sufrir seis me-
ses de prisin correccional y a pagar una multa de cien 
pesos oro (RD$100.00), compensable con un día de briSión 
por cada peso dejado de pagar; y, TERCERO; que debe 
Condenarlo, y lo condena, además, al pago de las costas"; 
b) que contra este fallo interpuso el prevenido recurso de 
apelación, en tiempo oportuno; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re- 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 17 de diciembre de 1951. 
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gular y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso 
 de apelación; SEGUNDO: Modifica, en cuanto a la pena 

 impuesta, la sentencia contra la cual se apela y cuyo dis-
positivo figura copiado en otro lugar del presente fallo 
dictada en fecha doce (12) de septiembre del año en curso 
(1951) por el Juzgado de Primera Instancia del Distrit o 

 Judicial de Trujillo, y, obrando por propia autoridad, con-
dena al nombrado Rafael Mateo, de generales expresadas, a 
sufrir dos meses de prisión correccional y a pagar cien 
pesos oro (RD$100.00) de multa, compensable ésta con pri-
sión a razón de un día por cada peso dejado de pagar, 
en caso de insolvencia, oor el delito de sustracción en 
perjuicio de Fresa Antonia Nina, mayor de diez y seis 
años y menor de diez y ocho, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; y TERCERO: Condena a Rafael 
Mateo, al pago de las costas del presente recurso"; 

Considerando que el presente recurso de casación, al 
no haber sido limitado por el prevenido tiene un alcance 
general en todo cuanto concierna a su interés; 

Considerando que la Corte a qua ha comprobado so-
beranamente, mediante la ponderación de los elementos 
de prueba sometidos al debate, que la noche del veintiuno 
de abril de mil novecientos cincuenta y uno, la joven Fre-
sa Antonia Nina, mayor de 16 y menor de 18 años, fué 
sustraída de la casa de su guardián en San Cristóbal, 
siendo llevada luego a Ciudad Trujillo, donde sostuvo con 
ella vida marital durante unos veinte días; 

Considerando que los jueces del fondo le han dado a 
los hechos así comprobados su verdadera calificación le-

gal; que, por otra parte, al condenar al prevenido a las pe-
nas de dos meses de prisión correccional y cien pesos de 
multa, lá Corte a qua le impuso una sanción ajustada a 
los artículos 355 y 463 del Código Penal; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos no presenta ningún vicio susceptible de ha-
cerla anulable; 
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Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Rafael Mateo contra sentencia de 
la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha dietisiete 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y 
SEGUNDO: condena a dicho recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras. 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—

A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y . 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Montecristi, como Tribunal de Trabajo de segundo. 

grado, de fecha 12 de septiembre de 1950. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Agustín Jerez. Abogado: Dr. Manuel de Jesús Vargas 
Polanco.' 

Intimado: José S. Socias. Abogado: Dr. Jacobo D. Helú B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
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guiar y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso 
de apelación; SEGUNDO: Modifica, en cuanto a la p ena 

 impuesta, la sentencia contra la cual se apela y cuyo dis. 
positivo figura copiado en otro lugar del presente fallo, 
dictada en fecha doce (12) de septiembre del año en curs o 

 (1951) por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Trujillo, y, obrando por propia autoridad, con_ 
llena al nombrado Rafael Mateo, de generales expresadas, a 

 sufrir dos meses de prisión correccional y a pagar cien  
pesos oro (RD$100.00) de multa, compensable ésta con pri-
sión a razón de un día por cada peso dejado de pagar, 
en caso de insolvencia, por el delito de sustracción en 
perjuicio de Fresa Antonia Nina, mayor de diez y seis 
años y menor de diez y ocho, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; y TERCERO: Condena a Rafael 
Mateo, al pago de las costas del presente recurso"; 

Considerando que el presente recurso de casación al 
no haber sido limitado por el prevenido tiene un alcance 
general en todo cuanto concierna a su interés; 

Considerando que la Corte a qua ha comprobado so-
beranamente, mediante la ponderación de los elementos 
de prueba sometidos al debate, que la noche del veintiuno 
de abril de mil novecientos cincuenta y uno, la joven Fre-
sa Antonia Nina, mayor de 16 y menor de 18 años, fué 
sustraída de la casa de su guardián en San Cristóbal, 
siendo llevada luego a Ciudad Trujillo, donde sostuvo con 
ella vida marital durante unos veinte días; . 

Considerando que los jueces del fondo le han dado a 
los hechos así comprobados su verdadera calificación le-
gal; que, por otra parte, al condenar al prevenido a las pe-
nas de dos meses de prisión correccional y cien pesos de 
multa, la Corte a qua le impuso una sanción ajustada a 
los artículos 355 y 463 del Código Penal; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos no presenta ningún vicio susceptible de ha-

cerla anulable; 
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Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Rafael Mateo contra sentencia de 
la  Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha diecisiete 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y 
SEGUNDO: condena a dicho recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras. 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—

A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y . 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

ri SENTENCIA DE FECHA 4 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Montecristi, como Tribunal de Trabajo de segundo 

grado, de fecha 12 de septiembre de 1950. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Agustín Jerez. Abogado: Dr. Manuel de Jesús Vargas 
Polanco.' 

Intimado: José S. Socias. Abogado: Dr. Jacobo D. Helú B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
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guiar y válido, en cuanto a la forma, el presente recur so 
 de apelación; SEGUNDO: Modifica, en cuanto a la pena 

 impuesta, la sentencia contra la cual se apela y cuyo dis-
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Judicial de Trujillo, y, obrando por propia autoridad, co n. 
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A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y . 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segund o 
 Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 1■40, 

ret Gustavo A. Díaz, A. Alvarez Aybar, Damián Báez B 
y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario General . 

 en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trn: 
jillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día cuatro del m es 

 de abril de mil novecientos cincuenta y dos, años 1090 
de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 22 9  de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Agustín 
Jerez, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, do-
miciliado y residente en la ciudad de Montecristi, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 2770, serie 
41, sello número 429054, contra sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia .  del Distrito Judicial de Montecristi, dic-
tada en sus atribuciones de Tribunal de Trabajo, en fe"- 
cha doce de septiembre de mil novecientos cincuenta, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el licenciado Federico C. Alvarez, portador de 

la cédula personal de identidad número 4041, serie 1, se-
llo número 182, en representación del doctor Jacobo D. 
Helú, portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 18501, serie .31, sello número 2406, abogado del in-
timado, en la lectura de sus conclusioná; , 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación presentado por el Dr. 

Manuel de Jesús Vargas Polanco, portador de la cédula 
personal de identidad número 323, serie 40, sello número 
179838, abogado de la parte intimante, en el cual se ale-
gan las violaciones de la ley que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el Dr. 
Jacobo D. Helú B., abogado de la parte intimada, José 
S. Socías, dominicano, mayor de edad, casado, industrial ,  

domiciliado y residente en la ciudad de Montecristi, por-
tador de la cédula personal de identidad número 79, se-
rie 41, sello número 1684; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 9  y 48 de la ,Ley No. 
637, del año 1944, sobre Contratos de Trabajo; 141 del 
Código de Procedimiento Civil, y 1 9, 24 y 71 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
tres de diciembre de mil novecientos cuarenta y nueve, 
con motivo de la querella presentada por Agustín Jerez 
contra José S. Socias, por violación de las disposiciones 
de la Ley sobre Contratos de Trabajo, No. 637, del año 
1944, comparecieron ambas partes por ante la oficina del 
Inspector de Trabajo en Montecristi, y no pudieron llegar 
a un acuerdo sobre el' caso; b) que con motivo de la de-
manda intentada por, Agustín Jerez a este respecto, el 
Juzgado de Paz de la común de Montecristi dictó en fe-
cha veinticinco de marzo de mil novecientos cincuenta 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: en pri-
mera instancia, PRIMERO: que debe declarar y al efec-
to se declara, incompetente para conocer y fallar la deman-
da intentada por el señor Agustín Jerez, contra José S. 
Socias, en reclamación de pago por violación a la Ley 
No. 637 sobre Contratos de Trabajo, por no ser de nuestra 
competencia; SEGUNDO: que debe compensarse y al efec-
to se compensan entre las partes, las costas del procedi-
miento"; e) que contra esta sentencia interpuso recurso 
de apelación Agustín Jerez por acto de alguacil de fecha 
veintidós de abril del mismo año mil novecientos cincuen-
ta y dos; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: que debe 
acoger y acoge el recurso de apelación interpuesto por el 
señor Agustín Jerez contra sentencia dictada por el Juz- 
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Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segu ndo 
 Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo.. 
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dor de la cédula personal de identidad número 2770, serie 
41, sello número 429054, contra sentencia del Juzgado de 
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tada en sus atribuciones de Tribunal de Trabajo, en fe-
cha doce de septiembre de mil novecientos cincuenta, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el licenciado Federico C. Alvarez, portador de 

la cédula personal de identidad número 4041, serie 1, se-
llo número 182, en representación del doctor Jacobo D. 
Helú, portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 18501, serie .31, sello número 2406, abogado del in-
timado, en la lectura de sus conclusioneá; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación presentado por el Dr. 

Manuel de Jesús Vargas Polanco, portador de la cédula 
personal de identidad número 323, serie 40, sello número 
179838, abogado de la parte intimante, en el cual se ale-
gan las violaciones de la ley que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el Dr. 
Jacobo D. Helú B., abogado de la parte intimada, José 
S. Socías, dominicano, mayor de edad, casado, industrial, 
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domiciliado y residente en la ciudad de Montecristi, por-
tador de la cédula personal de identidad número 79, se-
rie 41, sello número 1684; 

La Suprema Corte de Justicia, después de' haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 9  y 48 de la .Ley No. 
637, del año 1944, sobre Contratos de Trabajo; 141 del 
Código de Procedimiento Civil, y 1 9, 24 y 71 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
tres de diciembre de mil novecientos cuarenta y nueve, 
con motivo de la querella presentada por Agustín Jerez 
contra José S. Socias, por violación de las disposiciones 
de la Ley sobre Contratos de Trabajo, No. 637. del año 
1944, comparecieron ambas partes poi. ante la oficina del 
Inspector de Trabajo en Montecristi, y no pudieron llegar 
a un acuerdo sobre el' caso; b) que con motivo de la de-
manda intentada por, Agustín Jerez a este respecto, el 
Juzgado de Paz de la común de Montecristi dictó en fe-
cha veinticinco de marzo de mil novecientos cincuenta 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: en pri-
mera instancia, PRIMERO: que debe declarar y al efec-
to se declara, incompetente para conocer y fallar la deman-
da intentada por el señor Agustín Jerez, contra José S. 
Socias, en reclamación de pago por violación a la Ley 
No. 637 sobre Contratos de Trabajo, por no ser de nuestra 
competencia; SEGUNDO: que debe compensarse y al efec-
to se compensan entre las partes, las costas del procedi-
miento"; e) que contra esta sentencia interpuso recurso 
de apelación Agustín Jerez por acto de alguacil de fecha 
veintidós de abril del mismo año mil novecientos cincuen-
ta y dos; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: que debe 
acoger y acoge el recurso de apelación interpuestO por el 
señor Agustín Jerez contra sentencia dictada por el Juz- 
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gado de Paz de Montecristi, en funciones de Tribunal de 
Trabajo de Primer Grado, en fecha veinticinco (25) del 
mes de marzo del año mil novecientos cincuenta (1950) 
por haber sido intentada en tiempo hábil; SEGUNDO: que 
debe declarar y declara su incompetencia para el cono-
cimiento de la demanda intentada por el señor Agustín 
Jerez contra José S. Socias, y en consecuencia confirma 
la sentencia del Juzgado de Paz de Montecristi en sus 
funciones de Tribunal de Trabajo de fecha veinticinco (25) 
del mes de marzo del año corriente, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: en primera instancia, PRIMERO: 
Que debe declararse y al efecto se declara incompetente 
para conocer y fallar la demanda intentada por el señor 
Agustín Jerez, contra José S. Socias, en reclamación de 
pago por violación a la Ley No. 637 sobre Contratos de 
Trabajo, por no ser de nuestra competencia; SEGUNDO: 
Que deben compensarse y al efecto se compensan entre 
las partes, las costas del procedimiento"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación los siguientes medios contra el fallo im-
pugnado: PRIMER MEDIO: Violación de los artículos 1 9 

 y 48 de la Ley sobre Contratos de Trabajo No. 637, y de 
las reglas concernientes a la competencia en esta materia. 
SEGUNDO MEDIO: Violación del artículo 141 del Código 
de Procedimiento Civil y falta de base legal, los cuales 
serán reunidos para su examen por la relación que tie-

nen entre sí; 
Considerando que el recurrente funda su recurso de 

casación en que él sometió tanto al juez del primer gra-
do como al juez de la apelación una Libreta de Cotiza-
ciones de la Caja Dominicana de Seguros Sociales, expedi-
da el diez de junio de mil novecientos cuarenta y ocho, 
en la que figura como obrero Agustín Jerez y como patro -

no José S. Socias, con el propósito de dejar establecido 
que entre las partes existía un contrato de trabajo de 
conformidad con la citada Ley No. 637, y que, no obs- 
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tante eso, la sentencia impugnada no ha examinado ni 
ha dado motivos de ninguna clase sobre el valor proba-
torio de dicho documento, a fin de poder determinar si 
los Tribunalees de Trabajo eran competentes o no para 
conocer de la demanda de que se trata; y aporta como 
prueba de que este documento le fué sometido al juez 
a qua, el inventario de las piezas que fué suscrito por el 
Secretario del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Montecristi, en fecha cuatro de julio de mil 
novecientos cincuenta; 

Considerando que, ciertamente, el juez a quo ha de-
clarado que los tribunales de trabajo eran incompetentes 
para conocer de la demanda intentada por Agustín Jerez 
contra José S. Socias y no ha dado motivo alguno sobre el 
valor probatorio de la Libreta sobre Cotizaciones de la 
Caja Dominicana de Seguros Sociales, documento que le 
fué sometido como prueba de que entre las partes existía 
un contrato de trabajo que está regulado por la ley de 
la materia; 

Considerando que la circunstancia de que el juez a quo 
haya declarado en su sentencia que ha formado su con-
vicción sobre la naturaleza del contrato en "las afirmacio-
nes de las partes y de los demás documentos de la causa", 
tal expresión no implica, como lo pretende la parte inti-
mada, que el documento en referencia se tuviera en cuen-
ta para ello, puesto que los términos de este documento 
ofrecen una prueba contraria a sus pretensiones; que, tam-
poco se ha examinado en dicha sentencia, si, como lo afir-
ma la parte intimada en su memorial, ella fué conminada 
a asegurarse "en virtud a una errónea voluntad, creyendo 
que el artículo 1 9  de la Ley de aseguro obligaba a ase-
gurar a los contratistas, sub-contratistas y ajusteros, pero 
solamente para los efectos de ella"; que todo lo expuesto 
precedentemente revela que la sentencia atacada no con-
tiene motivos suficientes que justifiquen su dispositivo; 
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tante eso, la sentencia impugnada no ha examinado ni 
ha dado motivos de ninguna clase sobre el valor proba-
torio de dicho documento, a fin de poder determinar si 
los  Tribunalees de Trabajo eran competentes o no para 
conocer de la demanda de que se trata; y aporta como 
prueba de que este documento le fué sometido al juez 
a qua, el inventario de las piezas que fué suscrito por el 
Secretario del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Montecristi, en fecha cuatro de julio de mil 
novecientos cincuenta; 

Considerando que, ciertamente, el juez a quo ha de-
clarado que los tribunales de trabajo eran incompetentes 
para conocer de la demanda intentada por Agustín Jerez 
contra José S. Socías y no ha dado motivo alguno sobre el 
valor probatorio de la Libreta sobre Cotizaciones de la 
Caja Dominicana de Seguros Sociales, documento que le 
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ta para ello, puesto que los términos de este documento 
ofrecen una prueba contraria a sus pretensiones; que, tam-
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ma la parte intimada en su memorial, ella fué conminada 
a asegurarse "en virtud a una errónea voluntad, creyendo 
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. Por tales motivos, PRIMERO: casa la sentencia d ei 
.Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Mo n, 
tecristi, dictada en sus atribuciones de Tribunal de Trabajo 
de segundo grado, en fecha doce de septiembre de mil 
novecientos cincuenta, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo, y envía el asunto por ante la cá_ 
mara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 

,del Distrito Judicial de Santiago; y SEGUNDO: condena 
a la parte intimada al pago de las costas, distrayéndol as 

 en favor del doctor Manuel de Jesús Vargas Polanco, quien 
afirma estarlas avanzando en su mayor parte. 

(Firmados): H. Herrera Billini. J. Tomás Mejía.— Feo. 
Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. G. 
A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curíel hijo. Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE. ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 9 de noviembre de 1951, 

Materia: Penal. 

Recurrente: Benito Pérez Díaz, parte civil constituida en la 

causa seguida a Francisco Bodré Brea, Joaquín Ramírez Alvarez 

y Dámaso Rosario. Abogado: Dr. Fernando A. Silié Gatón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen- 

ciados  H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. More!, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay-
bar. Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del 

Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día cuatro del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 1099  de la Independencia, 899  de la Restaura-
ción  y 229  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como 'corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Benito 
Pérez Díaz, dominicano, mayor de edad, agricultor, ca-
sado, domiciliado y residente en "Santana", Distrito Mu-
nicipal de Nizao, común de Baní, Provincia Trujillo Val-
dez, portador de la cédula personal de identidad número 
2748, serie 3, renovada con sello número 105195, parte ci-
vil constituida en la causa seguida a Francisco Bodré 
Brea, Joaquín Ramírez Alvarez y Dámaso Rosario, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal 
de fecha nueve de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el doctor Fernando A. Silié Gatón, portador 

de la cédula personal de identidad número 26797, serie 1, 
sello número 1542, abogado de la parte recurrente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

. 1" Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista elacta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha diez de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y uno; 

Visto el memorial de casación presentado por el Dr. 
Fernando A. Silié Gatón, abogado del recurrente, en el 
cual se \ invocan los medios de casación que luego se in- 
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. Por tales motivos, PRIMERO: casa la sentencia d el 
-Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Mo ri, 
tecristi, dictada en sus atribuciones de Tribunal de Trabajo 
de segundo grado, en fecha doce de septiembre de mil 
novecientos cincuenta, cuyo dispositivo se copia en otro  
lugar del presente fallo, y envía el asunto por ante la cá.. 
mara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 

del Distrito Judicial de Santiago; y SEGUNDO: condena 
a la parte intimada al pago de las costas, distrayéndola s 

 en favor del doctor Manuel de Jesús Vargas Polanco, quien 
afirma estarlas avanzando en su mayor parte. 

(Firmados): H. Herrera Billini. J. Tomás Mejía.— Feo. 
Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. G. 
A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE. ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 9 de noviembre de 1951, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen- 
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ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay-
bar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día cuatro del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restaura-
ción y 229  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como 'corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Benito 
Pérez Díaz, dominicano, mayor de edad, agricultor, ca-
sado, domiciliado y residente en "Santana", Distrito Mu-
nicipal de Nizao, común de Baní, Provincia Trujillo Val-
dez, portador de la cédula personal de identidad número 
2748, serie 3, renovada con sello número 105195, parte ci-
vil constituida en la causa seguida a Francisco Bodré 
Brea, Joaquín Ramírez Alvarez y Dámaso Rosario, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal 
de fecha nueve de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oí 	Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el doctor Fernando A. Silié Gatón, portador 

de la cédula personal de identidad número 26797, serie 1, 
sello número 1542, abogado de la parte recurrente, en 
la lectura de sus conclusiones; 
/- Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista elacta del recurso de casación, levantada en .  la  
secretaría de la Corte a qua en fecha diez de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y uno; 

Visto el memorial de casación presentado por el Dr. 
Fernando A. Silié Gatón, abogado del recurrente, en el 
cual se\ invocan los medios de casación que luego se in-
dican; 

Materia: Penal. 

Recurrente: Benito Pérez Díaz, parte civil constituida en la 

causa seguida a Francisco Bodré Brea, Joaquín Ramírez Alvarez 

y Dámaso Rosario. Abogado: Dr. Fernando A. Silié Gatón. 
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Por tales motivos, PRIMERO: casa la sentencia d el 
-Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de M on_ 
tecristi, dictada en sus atribuciones de Tribunal de Trabajo 
de segundo grado, en fecha doce de septiembre de mil 
novecientos cincuenta, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo, y envía el asunto por ante la Cá-
mara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago; y SEGUNDO: condena 
a la parte intimada al pago de las costas, distrayéndola s 

 en favor del doctor Manuel de Jesús Vargas Polanco, quien 

 afirma estarlas avanzando en su mayor parte. 
(Firmados): H. Herrera Billini. J. Tomás Mejía.— Fco. 

Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. G. 
A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo. Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen- 

ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay-
bar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día cuatro del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restaura-
ción y 229  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como 'corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Benito 
Pérez Díaz, dominicano, mayor de edad, agricultor, ca-
sado, domiciliado y residente en "Santana", Distrito Mu-
nicipal de Nizao, común de Baní, Provincia Trujillo Val-
dez, portador de la cédula personal de identidad número 
2748, serie 3, renovada con sello número 105195, parte ci-
vil constituida en la causa seguida a Francisco Bodré 
Brea, Joaquín Ramírez Alvarez y Dámaso Rosario, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal 
de fecha nueve de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el doctor Fernando A. Silié Gatón, portador 

de la cédula personal de identidad número 26797, serie 1, 
sello número 1542, abogado de la parte recurrente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

t 1 ' . 	Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista elacta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha diez de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y uno; 

Visto el memorial de casación presentado por el Dr. 
Fernando A. Silié Gatón, abogado del recurrente, en el 
cual se invocan los medios de casación que luego se in-
dican; 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE. ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 9 de noviembre de 1951, 

Materia: Penal. 

Recurrente: Benito Pérez Díaz, parte civil constituida en la 
causa seguida a Francisco Bodré Brea, Joaquín Ramírez Alvarez 

y Dámaso Rosario. Abogado: Dr. Fernando A. Silié Gatón. 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell. 
berado, y vistos los artículos 1382, 1383 y 1384 del Có-
digo Civil; 130 y 133 reformado, del Código de Procedi-

miento Civil, y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimient o 
 de Casación; 

Considerando que en el rallo impugnado consta lo . 
siguiente: a) que en fecha quince de mayo de mil novecien-
tos cincuenta y uno, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo Valdez, dictó una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que de-
be declarar, como al efecto declara, a los nombrados Fran-
cisco Bodré Brea ,y Joaquín 'Ramírez Alvarez, de genera-
les conocidas, no culpables de los delitos de homicidio 
y heridas involuntarias, en perjuicio de Huáscar Bienve-
nido Pérez (muerto) y Víctor Manuel Pérez, y en conse-
cuencia los descarga por insuficiencia de pruebas; SEGUN-
DO: que debe declarar, como al efecto declara, al nom-
brado Dámaso Rosario, de generales anotadas, no culpable 
de los delitos de homicidio y heridas involuntarias, en 
perjuicio de Huáscar Bienvenido Pérez (muerto) y Víctor 
Manuel Pérez, y en consecuencia lo descarga, de dichos 
delitos, por no haberlos cometido; TERCERO: Que debe 
declarar, como al efecto declara, las costas penales de ofi-
cio; CUARTO: Que debe declarar, como al efecto decla-
ra, buena y válida en cuanto a la forma, la constitución 
en parte civil hecha por el señor Benito Pérez Díaz, por 
órgano de su abogado constituído, Dr. Fernando A. Silié 
Gatón; QUINTO: Que debe dar, como al efecto da, acta 
al Licenciado Freddy Prestol Castillo, de su constitución 
como abogado constituido de la Compañía Anónima de Ex-
plótaciones Industriales; SEXTO: Que debe declarar, co-
mo al efecto declara, que este Tribunal .es incompetente 
para decidir sobre las reclamaciones interpuestas por la 
parte civil constituída, señor Benito Pérez Díaz, contra 
la Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, por 
considerar que en el caso de la especie se trata de un 

  

Accidente del Trabajo; SEPTIMO: Que debe reservar, co-
'zno al efecto reserva, las costas"; b) que contra este fallo 
interpusieron en tiempo oportuno recurso de apelación tan-
to la parte civil constituida, Benito Pérez Díaz, como el 
Magistrado) Procurador General de la Corte de Apelación 
de Sán Cristóbal;.  

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regulares y válidos, en cuanto a la 
forma, los presen,tes recursos de apelación; SEGUNDO: 
Confirma los ordinales primero, segundo, tercero, cuarto, 
quinto y sexto de la sentencia contra la cual se apela y 

.cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar del presente 
-fallo, dictada en fecha quince (15) de mayo del año en 
curso (1951) por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Trujillo Valdez; TERCERO: Rovoca el or-
dinal séptimo de la mencionada sentencia; y CUARTO: 
Condena a Benito Pérez Díaz, parte civil constituida, que 
sucumbe, al pago de las costas de ambas instancias, distra-
yendo las correspondientes a esta alzada en provecho del 
Lic. Freddy Prestol Castillo, abogado de la persona ci-
vilmente responsable, Compañía Anónima de Explotacio-
nes Industriales, por afirmar haberlas avanzado"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
ria de casación la Corte a quo ha violado, por omisión, los 
artículos 3 del Código de Procedimiento Criminal y 1382, 
1383 y 1384 del Código Civil; 130 y 133, reformado, del 
Código de Procedimiento Civil y ha hecho una falsa apli-
cación del artículo 1 9  de la Ley sobre Accidentes de Tra-
bajo; 

Considerando que, esencialmente, el recurrente sostie-
ne en su memorial de casación que tanto el tribunal del 
primer grado como la Corte de Apelación eran competen-
tes para conocer de la acción civil intentada por él, porque 
el incendio ocurrido en el Ingenio Caei y en el cual per-
dió la vida. Huáscar Bienvenido Pérez y sufrió quemadu- 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1382, 1383 y 1384 del Có-
digo Civil; 130 y 133 reformado, del Código de Procedí_ 

miento Civil, y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimient o 
 de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo 
siguiente: a) que en fecha quince de mayo de mil novecien-
tos cincuenta y uno, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo Valdez, dictó una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que de-
be declarar, como al efecto declara, a los nombrados Fran-
cisco Bodré Brea y Joaquín Ramírez Alvarez, de genera-
les conocidas, rio culpables de los delitos de homicidio 
y heridas involuntarias, en perjuicio de Huáscar Bienve-
nido Pérez (muerto) y Víctor Manuel Pérez, y en conse-
cuencia los descarga por insuficiencia de pruebas; SEGUN-
DO: que debe declarar, como al efecto declara, al nom-
brado Dámaso Rosario, de generales anotadas, no culpable 
de los delitos de homicidio y heridas involuntarias, en 
perjuicio de Huáscar Bienvenido Pérez (muerto) y Víctor 
Manuel Pérez, y en consecuencia lo descarga, de dichos 
delitos, por no haberlos cometido; TERCERO: Que debe 
declarar, como al efecto declara, las costas penales de ofi-
cio; CUARTO: Que debe declarar, como al efecto decla-
ra, buena y válida en cuanto a la forma, la constitución 
en parte civil hecha por el señor Benito Pérez Díaz, por 
órgano de su abogado constituido, Dr. Fernando A. Silié 
Gatón; QUINTO: Que debe dar, como al efecto da, acta 
al Licenciado Freddy Prestol Castillo, de su constitución 
como abogado constituído de la Compañía Anónima de Ex-
plbtaciones Industriales; SEXTO: Que debe declarar, co-
mo al efecto declara, que este Tribunal .es incompetente 
para decidir sobre las reclamaciones interpuestas por la 
parte civil constituida, señor Benito Pérez Díaz, contra 
la Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, por 
considerar que en el caso de la especie se trata de un 

Accidente del Trabajo; SEPTIMO: Que debe reservar, co-
rno  al efecto reserva, las costas"; b) que contra este fallo 
interpusieron en tiempo oportuno recurso de apelación tan-
to la parte civil constituida, Benito Pérez Díaz, como el 
Magistrada Procurador General de la Corte de Apelación 
de Sán Cristóbal; . 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regulares y válidos, en cuanto a la 
forma, los presentes recursos de apelación; SEGUNDO: 
Confirma los ordinales primero, segundo, tercero, cuarto, 
quinto y sexto de la sentencia contra la cual se apela y 
cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar del presente 
fallo, dictada en fecha quince (15) de mayo del año en 
curso (1951) por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Trujillo Valdez; TERCERO: Rovoca el or-
dinal séptimo de la mencionada sentencia; y CUARTO: 
Condena a Benito Pérez Díaz, parte civil constituída, que 
sucumbe, al pago de las costas de ambas instancias, distra-
yendo las correspondientes a esta alzada en provecho del 
Lic. Freddy Prestol Castillo, abogado de la persona ci-
vilmente responsable, Compañía Anónima de Explotacio-
nes Industriales, por afirmar haberlas avanzado"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
ria de casación la Corte a quo ha violado, por omisión, los 
artículos 3 del Código de Procedimiento Criminal y 1382, • 
1383 y 1384 del Código Civil; 130 y 133 reformado, del 
Código de Procedimiento Civil y ha hecho una falsa apli-
cación del artículo 1 9  de la Ley sobre Accidentes de Tra-
bajo; 

Considerando que, esencialmente, el recurrente sostie-
ne en su memorial de casación que tanto el tribunal del 
primer grado como la Corte de Apelación eran competen-
tes para conocer de la acción civil intentada por él, porque 
el incendio ocurrido en el Ingenio Caei y en el cual per-
dió la vida Huáscar Bienvenido Pérez y sufrió quemadu- 
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ras graves su hermano Víctor Manuel, no fué un accidente 
de trabajo, "sino un acto deliberado, intencional, provoca-
do u ordenado por un agente del mismo Ingenio" 

Considerando que, en la especie, la Corte a qua ha 
comprobado soberanamente mediante las pruebas regular-
mente sometidas al debate, que en la mañana del diecisiete 
de enero de mil novecientos cincuenta y uno, se le dió 
fuego en el Ingenio Caei, a un cañaveral, con el propósi-
to de facilitar un corte de caña; que este incendio se pro-
longó hasta el día siguiente; que los hermanos Huáscar 
Bienvenido y Víctor Manuel Pérez, eran cortadores de ca-
ña al servicio de dicho ingenio, y recibían como pago la 
suma de sesenticinco centavos por cada tonelada de caña; 
que estos trabajadores suspendieron momentáneamente su 
trabajo para irse a desayunar y, en el trayecto, se vieron 
envueltos por el incendio, causando este suceso la muerte 
del primero y quemaduras graves al segundo; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1 9 
 de la Ley No. 385, del año 1932, sobre Accidente del Tra-

bajo, constituye un accidente del trabajo toda lesión cor-
poral que sufra el obrero o trabajador o empleado con 
ocasión o por consecuencia del trabajo que ejecute por 
cuenta agena; que, en este orden de ideas, es evidente, co-
mo lo reconocieron los jueces del fondo, que las lesiones 
sufridas por los hermanos Pérez lo fueron en un acciden-
te sobrevenido en ocasión de sus labores, toda vez aue ellos 
se encontraban en los lugares y durante el tiempo del tra-
bajo y que de no haber sido trabajadores del ingenio, el 
accidente que ellos sufrieron no se hubiera producido; 

Considerando que según consta en el mismo fallo im-
pugnado la compañía demandada tenía una póliza de se-
guro, de acuerdo con la citada ley, que cubría el acciden-
te del trabajo que sufrieron sus cortadores de caña: que, 
por otra parte, estableciendo la misma ley un procedi-
miento especial para la reparación del perjuicio que reci-
ban los obreros en un accidente del trabajo, la Corte a qua  

ha  hecho una correcta aplicación del derecho al declarar 
la incompetencia suya y la del tribunal de primer grado, 
para conocer de la acción en daños y perjuicios intentada 
por Benito Pérez Díaz. 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, no contiene vicio alguno que lo haga 
anulable; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Benito Bérez Díaz, parte civil cons-
tituida en la causa seguida a Francisco Bodré Brea, Joa-
quín Ramírez Alvarez y Dámaso Rosario, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha 
nueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fa-
llo, y Segundo: condena a dicho recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.—Juan A. Moret. 
— G. Á. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.—
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por . 
los Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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ras graves su hermano Víctor Manuel, no fué un accident e 
 de trabajo, "sino un acto deliberado, intencional, provoca-

do u ordenado por un agente del mismo Ingenio" 
Considerando que, en la especie, la Corte a qua ha 

comprobado soberanamente mediante las pruebas regular-
mente sometidas al debate, que en la mañana del diecisiete 
de enero de mil novecientos cincuenta y uno, se le dió 
fuego en el Ingenio Caei, a un cañaveral, con el propósi-
to de facilitar un corte de caña; que este incendio se pr o.. 
longó hasta el día siguiente; que los hermanos Huáscar 
Bienvenido y Víctor Manuel Pérez, eran cortadores de ca-
ña al servicio de dicho ingenio, y recibían como pago la 
suma de sesenticinco centavos por cada tonelada de caña; 
que estos trabajadores suspendieron momentáneamente su 
trabajo para irse a desayunar y, en el trayecto, se vieron 
envueltos por el incendio, causando este suceso la muerte 
del primero y quemaduras graves al segundo; 

Considerando que de conformidad con el artículo 19 
de la Ley No. 385, del año 1932, sobre Accidente del Tra-
bajo, constituye un accidente del trabajo toda lesión cor-
poral que sufra el obrero o trabajador o empleado con 
ocasión o por consecuencia del trabajo que ejecute por 
cuenta agena; que, en este orden de ideas, es evidente, co-
mo lo reconocieron los jueces del fondo, que las lesiones 
sufridas por los hermanos Pérez lo fueron en un acciden-
te sobrevenido en ocasión de sus labores, toda vez que ellos 
se encontraban en los lugares y durante el tiempo del tra-
bajo y que de no haber sido trabajadores del ingenio, el 
accidente que ellos sufrieron no se hubiera producido; 

Considerando que según consta en el mismo fallo im-
pugnado la compañía demandada tenía una póliza de se-
guro, de acuerdo con la citada ley, que cubría el acciden-
te del trabajo que sufrieron sus cortadores de caña; que, 
por otra parte, estableciendo la misma ley un procedi-
miento especial para la reparación del perjuicio que reci-
ban los obreros en un accidente del trabajo, la Corte a qua  

ha  hecho una correcta aplicación del derecho al declarar 
la incompetencia suya y la del tribunal de primer grado, 
para conocer de la acción en daños y perjuicios intentada 
por Benito Pérez Díaz. 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 

sus demás aspectos, no contiene vicio alguno que lo haga 
anulable; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Benito Bérez Díaz, parte civil cons-
tituida en la causa seguida a Francisco Bodré Brea, Joa-
quín Ramírez Alvarez y Dámaso Rosario, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha 
nueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fa-
llo, y Segundo: condena a dicho recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados): H. Herrera Bíllini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.—Juan A. Moret. 
— G. Á. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.—
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SIENTE. 
NICIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952 

So:ab:ocia ir 
dr Trujillo, apugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. j, 

como Tribunal de Trabajo de segundo grado, d e  

fecha 20 de agosto de 1951. 

Materia: Th 

. iiecarrente: abajo. 
Armando Díaz Figueroa. Abogado: Lic. Eurípides 

R. Roques Román. 

- 	 T1 
Joatiufn ie griell Company' (West Indies) Limited. Abogados: 

Ramírez de la Rocha. Lic. Julio Ortega Frier y 

Dr. Eduardo Paradas Veloz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En No 
Justicia , rembre de la República, la Suprema Corte de 

ciados  fgularmente constituida por los Jueces Licen-

primer sullerrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 

Segundo slituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 

Juan A.  mustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 

bar  Damiiorel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay-

de/  secretain Báez B. y Néstor Confin Aybar, asistidos 

dieocias eirio General, en la Sala donde celebra sus au-

hoy ,día' do Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 

cincuenta  .,eciocho del mes de abril de mil novecientos 

la 
Restaury dos, años 1099  de la Independencia, 89° de 

diencia púlición  y 229  de la Era de Trujillo, dicta en au-

)lica, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre 
do Díaz 1nel recurso de casación interpuesto por Arman- 

do comeregueroa, norteamericano, mayor de edad, casa- 

;dio' Distr iante, domiciliado y residente en Ciudad Tru- 

personal 
di o de Santo Domingo, portador de la cédula 

e identidad número 26150, serie la, renovada 
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con el sello No. 467, contra sentencia dictada, como tri-
bunal de trabajo de segundo grado, por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo el veinte 
de  agosto de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dis-
positivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. Eurípides R. Roques Román, portador 

de la cédula personal número 40345, serie la, renovada 
ron el sello No. 171, abogado de la parte demandante, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Joaquín Ramírez de la Rocha, portador 
'de la cédula personal número 40345, strie la, renovada 
,con el sello No. 150, quien en su propio nombre y en el 
, del Lic. Julio Ortega Frier y Dr. Eduardo Paradas Ve-
loz, abogados, todos, de la parte demandada, The Shell 
Company (Wtst Indies) Limited, en la lectura de sus con-
clusiones 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Visto el memorial de casación presentado el veinte 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y uno, por 
el Lic. Eurípides R. Roques Román, abogado del recu-
rrente, memorial en que se alegan las violaciones de la 
ley que luego se señalan; 

Visto el memorial de defensa presentado, el dieciséis 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y uno, por 
el Licenciado Julio Ortega Frier, portador de la cédula 
número 3941, serie la, renovada con el sello No. 3, y 
por los Drs. Joaquín Ramírez de la Rocha y Eduardo Pa-
radas Veloz, portadores, el primero, de la cédula ya es-
pecificada, y el segundo. de la cédula número 39565, se-
rie la, renovada con el sello No. 512, abogados de la par-
te recurrida, The Shell Company ( West Indies) Limited, 
sociedad comercial organizada con arreglo a las leyes de 
la Gran Bretaña y con domicilio establecido en Ciudad 

' Trujillo, República Dominicana; 



abirriái JITTICTAL 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del 11 j . 

 rle• Trujillo, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, de 
fecha 20 de agosto de 1951. 

Ittateria: Trabajo. 

Mtecurrente: Armando Díaz Figueroa. Abogado: Lic.  Eurípides 

R. Roques Román. 

i1 	do: The Shell Company (West Indies) Límited. Abogados: 

Dr. Joaquín Ramírez de la Rocha, Lic. Julio Ortega Frier 

Dr. Eduardo Paradas Veloz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 

Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay-

bar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos 

del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 

hoy día dieciocho del mes de abril de mil novecientos 

cincuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89° de 

la Restauración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Arman-

do Díaz Figueroa, norteamericano, mayor de edad, casa-

do, comerciante, domiciliado y residente en Ciudad Tru-
jillo, Distrito de Santo Domingo, portador de la cédula 

personal de identidad número 26150, serie 1a, renovada 
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con el sello No. 467, contra sentencia dictada, como tri-
bunal de trabajo de segundo grado, por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo el veinte 
de agosto de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dis-
positivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. Eurípides R. Roques Román, portador 

de la cédula personal número 40345, serie 1/, renovada 
con el sello No. 171, abogado de la parte demandante, 
ten la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Joaquín Ramírez de la Rocha, portador 
de la cédula personal número 40345, strie 1/, renovada 
'con el sello No. 150, quien en su propio nombre y en el 
,del Lic. Julio Ortega Frier y Dr. Eduardo Paradas Ve-
loz, abogados, todos, de la parte demandada, The Shell 
Company (Wtst Indies Limited, en la lectura de sus con-
clusiones 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Visto el memorial de casación presentado el veinte 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y uno, por 
el Lic. Eurípides R. Roques Román, abogado del recu-
rrente, memorial en que se alegan las violaciones de la 
ley que luego se señalan; 

Visto el memorial de defensa presentado, el dieciséis 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y uno, por 
el Licenciado Julio Ortega Frier, portador de la cédula 
número 3941, serie 1/, renovada con el sello No. 3, y 
por los Drs. Joaquín Ramírez de la Rocha y Eduardo Pa-
radas Veloz, portadores, el primero, de la cédula ya es-
pecificada, y el segundo, de la cédula número 39565, se- 

• • rie 1/, renovada con el sello No. 512, abogados de la par-
te recurrida, The Shell Company (West Indies) Limited, 
sociedad comercial organizada con arreglo a las leyes de 
la Gran Bretaña y con domicilio establecido en Ciudad 
Trujillo, República Dominicana; 
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Vistos los escritos de ampliación y réplicas de las 

partes; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1 y 9 de la Ley 1075, del 
año 1946, sobre Jornada de Trabajo; 1, 2, 4 y 12 de la 
Ley No. 637, del año 1944, sobre Contratos de Trabajo; 
1134 y 1135 del Código Civil; 141 del Código de Proce-
dimiento Civil, y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento 

de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo que sigue: A ), que en fecha veintiséis de febrero de 
mil novecientos cuarenta y nueve, Armando Díaz Figue-
roa demandó a The Shell Company (West Indies) Limited 
ante el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción dt1 
Distrito de Santo Domingo, para que oyera lo que así ex-
presaba el alguacil en su acto: "PRIMERO: Condenar a mi 
requerida al pago inmediato en favor de mi requerimiento 
de la cantidad de dos mil ochocientos veinte pesos oro 
con siete centavos (RDS2,820.071, que le adeuda por con-
cepto de mil quinientas ochenticinco horas extras trabaja-
das por mi requeriente en favor de mi requerid, durante 
e lperíodo comprendido entre el mes de enero de 1947 al 
mes de marzo de 1948; SEGUNDO: Condenar a mi reque-
rida The Shell (West Indies) Limited a pagar, además, 
a mi requeriente señor Armando Díaz Figueroa, como da-
ños y perjuicios compensatorios, el interés legal del uno 
por ciento (1`,) sobre la suma adeudada, mensualmente, 
a partir de la fecha de la presente demanda; TERCERO: 
La condenación de mi requerida al pago de las costas; 
CUARTO: Subsidiariamente: para el caso de que mi re-
querida The Shell Company (West Indies) Limited, ne-
gare la existencia del Cartel de Horario de Trabajo a 
que se ha hecho referencia, registrado en la Secretaría 
de Estado del Trabajo con el No. 1262, y depositado por 
mi requerida en dicha Secretaría de Estado, donde está 
a la disposición de la Jurisdicción de Juicio, ordenar pre- 

viamente al fallo del fondo, a la Secretaría de Estado del 
Trabajo el depósito en el Tribunal amparado de la presen-
te contestación del prealudido Cartel de Horario de Tra-
bajo de The Shell Company (West Indies) Limited, regis-
trado con el No. 1262; y para el caso más improbable 
aún de que The Shell (West Indies) Ltd, en esta ocasión 
y contrariamente a la confesión de que mi requeriente 
trabajó las horas extras por él alegadas que se deriva 
de los alegatos de mi requerida ante el Conciliador de la 
Secretaría de Estado del Trabajo, negare aue el señor 
Armando Díaz Figueroa trabajó en su provecho las ho-
ras extras reclamadas, ordenar también previaríiente al 
fallo del fondo, la celebración de un informativo tendiente 
a probar las horas extras trabajadas; QUINTO: que para 
el caso de que sea ordenada una de las medidas previas 
solicitadas o las dos, reservar las costas, bajo las más ex-
presas reservas de derecho"; b) que el citado Juzgado de 
Paz, después de conocer de la demanda, dictó, el catorce 
de mayo de mil novecientos cuarenta y nueve, una sen-
tencia que ordenaba la celebración de "informativo" y un 
"contrainformativo" que debería tener lugar el ocho de 
junio siguiente c) que después de cumplida la medida así 
ordenada, el repetido Juzgado de Paz dictó, el diecisiete 
de septiembre de mil novecientos cuarenta y nueve, una 
decisión con este dispositivo: "Falla: 1 ro. Que debe recha-
zar la demanda interpuesta por Armando Díaz Figueroa, 
en fecha veinte y seis del mes de febrero del año mil 
novecientos cuarenta y nueve contra "The Shell Company 
( Weste Indies ) Limited, por improcedente y mal fundada, 
y en consecuencia declara que la The Shell Company 
(West Indies) Limited no ha incurrido en ninguna respon-
sabilidad. 2do. Que debe condenar y condena, al señor 
Armando Díaz Figueroa, parte demandante que sucumbe, 
al pago de las costas"; d) que Armando Díaz Figueroa 
interpuso contra este fallo recurso de alzada y la Cáma-
ra de los Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins- 
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Vistos los escritos de ampliación y réplicas de las 

partes; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1 y 9 de la Ley 1075, d el 

año 1946, sobre Jornada de Trabajo; 1, 2, 4 y 12 de la 
Ley No. 637, del año 1944, sobre Contratos de Trabajo; 
1134 y 1135 del Código Civil; 141 del Código de Proce-
dimiento Civil, y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento 

de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo que sigue: A ), que en fecha veintiséis de febrero de 
mil novecientos cuarenta y nueve, Armando Díaz Figue-
roa demandó a The Shell Company (West Indies) Limited 
ante el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción dtl 
Distrito de Santo Domingo, para que oyera lo que así ex-
presaba el alguacil en su acto: "PRIMERO: Condenar a mi 
requerida al pago inmediato en favor de mi requerimiento 
de la cantidad de dos mil ochocientos veinte pesos oro 
con siete centavos (RD$2,820.07), que le adeuda por con-
cepto de mil quinientas ochenticinco horas extras trabaja-
das por mi requeriente en favor de mi requerid, durante 
e lperíodo comprendido entre el mes de enero de 1947 al 
mes de marzo de 1948; SEGUNDO: Condenar a mi reque-
rida The Shell (West Indies) Limited a pagar, además, 
a mi requeriente señor Armando Díaz Figueroa, como da-
ños y perjuicios compensatorios, el interés legal del uno 
por ciento (1%) sobre la suma adeudada, mensualmente, 
a partir de la fecha de la presente demanda; TERCERO: 
La condenación de mi requerida al pago de las costas; 
CUARTO: Subsidiariamente: para el caso de que mi re-
querida The Shell Company (West Indies) Limited, ne-
gare la existencia del Cartel de Horario de Trabajo a 
que se ha hecho referencia, registrado en la Secretaría 
de Estado del Trabajo con el No. 1262, y depositado por 
mi requerida en dicha Secretaría de Estado, donde está 
a la disposición de la Jurisdicción de Juicio, ordenar pre- 
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viamente al fallo del fondo, a la Secretaría de Estado del 
Trabajo el depósito en el Tribunal amparado de la presen-
te contestación del prealudido Cartel de Horario de Tra-
bajo de The Shell Company (West Indies) Limited, regis-
trado con el No. 1262; y para el caso más improbable 
aún de que The Shell (West Indies) Ltd, en esta ocasión 
y contrariamente a la confesión de que mi requeriente 
trabajó las horas extras por él alegadas aue se deriva 
de los alegatos de mi requerida ante el Conciliador de la 
Secretaría de Estado del Trabajo, negare aue el señor 
Armando Díaz Figueroa trabajó en su provecho las ho-
ras extras reclamadas, ordenar también previaníiente al 
fallo del fondo, la celebración de un informativo tendiente 
a probar las horas extras trabajadas; QUINTO: que para 
el caso de que sea ordenada una de las medidas previas 
solicitadas o las dos, reservar las costas, bajo las más ex-
presas reservas de derecho"; b) que el citado Juzgado de 
Paz, después de conocer de la demanda, dictó, el catorce 
de mayo de mil novecientos cuarenta y nueve, una sen-
tencia que ordenaba la celebración de "informativo" y un 
"contrainformativo" que debería tener lugar el ocho de 
junio siguiente c) que después de cumplida la medida así 
ordenada, el repetido Juzgado de Paz dictó, el diecisiete 
de septiembre de mil novecientos cuarenta y nueve, una 
decisión con este dispositivo: "Falla: 1ro. Que debe recha-
zar la demanda interpuesta por Armando Díaz Figueroa, 
en fecha veinte y seis del mes de febrero del año mil 
novecientos cuarenta y nueve contra "The Shell Company 
( Weste Indies) Limited, por improcedente y mal fundada, 
y en consecuencia declara que la The Shell Company 
(West Indies) Limited no ha incurrido en ninguna respon-
sabilidad. 2do. Que debe condenar Y condena, al señor 
Armando Díaz Figueroa. parte demandante que sucumbe, 
al pago de las costas"; d) que Armando Díaz Figueroa 
interpuso contra este fallo recurso de alzada y la Cáma-
ra de los Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins- 
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tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo conoció del 
caso, y falló sobre el mismo, en fecha veinticuatro de 
marzo de mil novecientos cincuenta, revocando la sen-
tencia que era impugnada y acogiendo parcialmente la 
demanda; e) que esta sentencia fué casada por decisión 
de la Suprema Corte de Justicia de fecha veinticuatro de 
abril de mil novecientos cincuenta y uno, que acogió un re-
curso de la actual demanda y envió el asunto al Juzgado 
de Primea Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; f) 
que este último Juzgado de Primera Instancia conoció del 
caso en audiencia de fecha dos de junio de mil novecien-
tos cincuenta y uno, en la que el abogado que estaba 
apoderado de la defensa del demandante originario con-
cluyó de este modo: "Por todas esas razones, por las más 
valiosas qué en mérito a la Justicia tengáis a bien suplir, 
el señor Armando Díaz Figueroa, muy respetuosamente 
concluye por mediación del abogado infrascrito, pidién-
dolos: PRIMERO: que admitáis como bueno y válido el pre-
sente recurso de apelación; SEGUNDO: que revoquéis en 
consecuencia, la sentencia apelada, dictada por el Juzgado 
de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo, en atribuciones de Tribunal de 
Trabajo de Primer Grado, de fecha 17 de septiembre del 
año 1949; y que en consecuencia condenéis a The Shell 
Company (West Indies) Limited al pago inmediato en su 
favor ,de la cantidad de Dos Mil Ochocientos Veinte Pe-
sos Oro, con Siete Centavos (RD$2,820.07)que le adeuda 
por concepto de las mil quinientas ochenticinco horas ex-
traordinarias por él trabajadas en favor de la expresada 
Compañía, de acuerdo con el Estado copiado en el cuerpo 
de esta defensa, durante el período comprendido entre 
el mes de enero del año 1947 y el mes de marzo de 1948; 
suma que comprende el 30% de aumento en el precio, de 
acuerdo con el Art. 9 de la Ley 1075 sobre Jornada de \  

Trabajo; TERCERO: que condenéis a la expresada Compa- 
ñía The Shell Company (West Indies) Limited, al pago 

en su favor y a título de daños y perjuicios compensatorios, 
del interés legal del uno por ciento mensual ( 1 % ) men-
sual sobre la condenación principal, a partir del día de 
la demanda; y CUARTO: que, condenéis a la expresada 
Compañía al pago de las costas"; y los apoderados de la ac-
tual demandada presentaron estas conclusiones: "Por todas 
esas rzones, Honorable Magistrado, The Shell Company 
(West Indies) Limited, por conducto de sus abogados y apo-
derados especiales, infrascritos, solicita muy respetuosa-
mente que os plazca: PRIMERO: Rechazar por improce-
dentes e infundada la demanda en cobro de horas extraor-
dinarias de trabajo incoada por el señor Armando Díaz Fi-
gueroa contra The Shell Company ( West Indies) Limited, 
confirmando en todas sus partes la sentencia de fecha 17 de 
septiembre del año 1949, pronunciada por el Juzgado de 
Paz ele la Primera Circunscripción del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, en funciones de Tribunal de Trabajo 
de Primer Grado, que rechazó totalmente la enunciada de-
manda. SEGUNDO: Condenar al señor Armando Díaz Fi-
gueroa al pago de las costas de la presente instancia, así co-
mo de las que la han precedido"; 

Considerando que el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Trujillo pronunció, en fecha vein-
te de agosto de mil novecientos cincuenta y uno, la sen-
tencia ahora impugnada, con el dispositivo siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: que debe Rechazar, y Rechaza, el presen-
te recurso de apelación, por infundado; SEGUNDO que de-
be Confirmar, y Confirma, en todas sus partes, la sentencia 
objeto de este recurso de apelación, cuyo dispositivo ha si-
do transcrito en el curepo de este fallo; y, TERCERO: que • 
debe Condenar, y Condena, al señor Armando Díaz Fi-
gueroa , recurrente que sucumbe, al pago de las costas"; • 

Considerando que la parte demandante ahora en ca-sación alega, en apoyo de su recurso, que en la senten-
cia impugnada se incurrió en los vicios que señala en 
estos 'medios: "PRIMER MEDIO: Violación de los artículos 
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tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo conoció del 
caso, v falló sobre el mismo, en fecha veinticuatro de 
marzo de mil novecientos cincuenta, revocando la sen-
tencia que era impugnada y acogiendo parcialmente la 
demanda; e) que esta sentencia fué casada por decisión 
de la Suprema Corte de Justicia de fecha veinticuatro de 
abril de mil novecientos cincuenta y uno, que acogió un re-
curso de la actual demanda y envió el asunto al Juzgado 
de Primea Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; f) 
que este último Juzgado de Primera Instancia conoció del 
caso en audiencia de fecha dos de junio de mil novecien-
tos cincuenta y uno, en la que el abogado que estaba 
apoderado de la defensa del demandante originario con-
cluyó de este modo: "Por todas esas razones, por las más 
valiosas que en mérito a la Justicia tengáis a bien suplir, 
el señor Armando Díaz Figueroa, muy respetuosamente 
concluye por mediación del abogado infrascrito, pidién-
dolos: PRIMERO: que admitáis como bueno y válido el pre-
sente recurso de apelación; SEGUNDO: que revoquéis en 
consecuencia, la sentencia apelada, dictada por el Juzgado 
de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo, en atribuciones de Tribunal de 
Trabajo de Primer Grado, de fecha 17 de septiembre del 
año 1949; y que en consecuencia condenéis a The Shell 
Company (West Indies) Limited al pago inmediato en su 
favor de la cantidad de Dos Mil Ochocientos Veinte Pe-
sos Oro con Siete Centavos (RDS2,820.07)aue le adeuda 
por concepto de las mil quinientas ochenticinco horas ex-
traordinarias por él trabajadas en favor de la expresada 
Compañía, de acuerdo con el Estado copiado en el cuerpo 
de esta defensa, durante el período comprendido entre 
el mes de enero del año 1947 y el mes de marzo de 1948; 
suma que comprende el 30', de aumento en el precio, de 
acuerdo con el Art. 9 de la Ley 1075 sobre Jornada de 
Trabajo; TERCERO: que condenéis a la expresada Compa- 
ñía The Shell Company (West Indies) Limited, al pago 

en su favor y a título de daños y perjuicios compensatorios, 
del interés legal del uno por ciento mensual 11', I men-
sual sobre la condenación principal, a partir del día de 
la demanda; y CUARTO: que condenéis a la expresada 
Compañía al pago de las costas"; y los apoderados de la ac-
tual demandada presentaron estas conclusiones: "Por todas 
esas rzones, Honorable Magistrado, The Shell Company 
(West Indies) Limited, por conducto de sus abogados y apo-
derados especiales, infrascritos, solicita muy respetuosa-
mente que os plazca: PRIMERO: Rechazar por improce-
dentes e infundada la demanda en cobro de horas extraor-
dinarias de trabajo incoada por el señor Armando Díaz Fi-
gueroa contra The Shell Company ( West Indies ) Limited, 
confirmando en todas sus partes la sentencia de fecha 17 de 
septiembre del año 1949, pronunciada por el Juzgado de 
Paz 'de la Primera Circunscripción del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, en funciones de Tribunal de Trabajo 
de Primer Grado, que rechazó totalmente la enunciada de-
manda. SEGUNDO: Condenar al señor Armando Díaz Fi-
gueroa al pago de las costas de la presente instancia, así co-
mo de las que la han precedido"; 

Considerando que el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Trujillo pronunció, en fecha vein-
te de agosto de mil novecientos cincuenta y uno, la sen-
tencia ahora impugnada, con el dispositivo siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: que debe Rechazar, y Rechaza, el presen-
te recurso de apelación, por infundado; SEGUNDO que de-
be Confirmar, y Confirma, en todas sus partes, la sentencia 
objeto de este recurso de apelación, cuyo dispositivo ha si-
do transcrito en el curepo de este fallo; y, TERCERO: que 
debe Condenar, y Condena, al señor Armando Díaz Fi-
gueroa, recurrente que sucumbe, al pago de las costas"; 

Considerando que la parte demandante ahora en ca-
sación alega, en apoyo de su recurso, que en la senten-
cia impugnada se incurrió en los vicios que señala en 
estos medios: "PRIMER MEDIO: Violación de los artículos 
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números 1y 9 de la Ley número 1075 sobre Jornad a 
 de Trabajo, por errada interpretación y falsa aplicación 

de sus disposiciones. Falta de base legal; SEGUNDO Mg. 
DIO: Violación de los artículos números 1, 2, 4 y 1134 y 1135 
del Código Civil; TERCER MEDIO: Violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, por desnaturaliza-
ción de hechos y documentos de la causa"; 

Considerando, respecto del primer medio: que en és-
te se pretende que en los vicios en él señalados se incu-
rrió, en primer lugar, porque "de la combinación de los 
artículos 1 y 9 de la Ley No. 1075 sobre Jornada de Tra-
bajo, se desprende que si bien los que desempeñan fun-
ciones de dirección y de inspección pueden hacer una jor-
nada mayor que la establecida por el Art. 1 9 , esa jorna-
da ha de serles pagada de conformidad a las disposicio-
nes del Art. 9, ya que es éste uno de los casos autoriza-
dos por la Ley, en los cuales puede trabajarse en horas 
extraordinarias"; en segundo lugar, porque no podría "pre-
tenderse como lo hace el Tribunal a quo, que el hecho 
de ser el Jefe de Contabilidad de la Compañía, sin te-
ner que ver en absoluto con el desenvolvimiento mismo 
de dicha Compañía, es decir, sin ser representante directo 
de la misma, sin poder emplear, retirar o de algún modo 
dirigir las funciones mercantiles de la empresa, obligándo-
la civilmente por sus gestiones, pueda ser considerado el 
señor Armando Díaz Figueroa como un empleado cuya 
jornada de trabajo estuviera autorizada en una extensión 
mayor a la jornada legal de ocho horas diarias, por disposi-
ciones expresas del Art. 1 de la Ley No. 1075 sobre Jor-
nada de Trabajo"; y por último, porque "aún en el me-
ro caso en que el señor Díaz Figueroa fuera un empleado 
que tuviera un puesto de dirección o de inspección, co-
mo lo hemos demostrado, el Juez a ano ha hecho una erra-
da interpretación y una falsa aplicación de las disposicio-
nes de la Ley sobre Jcrnada de Trabajo, no determinando 
en sus mtoivos absolutamente nada que permita a esta 

flonorable Suprema Corte de Justicia, determinar si real-
/riente los citados artículos 1 y 9 de la Ley No. 1075, han 
sido  aplicados legalmente, conllevando ello la falta legal 
requerida en la sentencia recurrida por este memorial de 
casación"; pero, 

Considerando, A) que el examen de la última parte 
del artículo 1 9  de la Ley sobre Jornada de Trabajo, vi-
gente en lo que al presente litigio se refiere, evidencia 
que su sentido es el de excluir de sus disposiciones, en 
todos sus aspectos, y no en uno sólo como lo pretende 
el demandante en casación, a "las personas que ocupan un 
puesto de inspeccin o de dirección"; que sería poner en 
contradicción con dicho canon legal el artículo 9 de la 
misma ley, el atribuir a éste el propósito de abarcar en 
sus términos a quienes ya estaban excluidos por el ar-
tículo 1 9, en cuanto expresa: "en todos los casos de trabajo 
en horas extraordinarias autorizadas por esta Ley, cada 
hora o fracción de hora trabajada en exceso de la duración 
normal del trabajo prevista en los artículos 1 y 2, será pa-
gada, etc." pues si para "las personas que ocupen un pues-
to de inspección o de dirección" no son apicables las dis-
posiciones sobre duración del trabajo, tales personas no 
podrían, legalmente, reclamar pagos adicionales por horas 
extraordinarias de trabajo, pues para ellos serán ordina-
rias todas las horas, como lo entendió el juez a quo, con 
todo fundamento, y no incurriendo en el error que aduce 
el recurrente; B) que sería agregar a la ley lo que ella 
no dispone ni expresa ni implícitamente, el pretender que 
con los términos "personas que ocupen un puesto de ins-
pección o de dirección", el artículo primero, invocado en 
este medio, se está refiriendo, únicamente, a quien sea 
el "representante de la empresa misma", como lo quiere 
el demandante, pues no se necesita tener esta última ca-
lidad para ser director, o inspector, de un ramo de las 
actividades de un patrón o de un aspecto de los mismos; 
C), que para situarse dentro del criterio legal que acaba 
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números 1y 9 de la Ley número 1075 sobre Jornada 
de Trabajo, por errada interpretación y falsa aplicació n 

 de sus disposiciones. Falta de base legal; SEGUNDO ME.. 
DIO: Violación de los artículos números 1. 2, 4 y 1134 y 1135 
del Código Civil; TERCER MEDIO: Violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, por desnaturaliza-
ción de hechos y documentos de la causa"; 

Considerando, respecto del primer medio: que en és-
te se pretende que en los vicios en él señalados se incu-
rrió, en primer lugar, porque "de la combinación de los 
artículos 1 y 9 de la Ley No. 1075 sobre Jornada de Tra-
bajo, se desprende que si bien los que desempeñan fun-
ciones de dirección y de inspección pueden hacer una jor-
nada mayor que la establecida por el Art. 1 9 , esa jorna-
da ha de serles pagada de conformidad a las disposicio-
nes del Art. 9, ya que es éste uno de los casos autoriza-
dos por la Ley, en los cuales puede trabajarse en horas 
extraordinarias"; en segundo lugar, porque no podría "pre-
tenderse como lo hace el Tribunal a quo, que el hecho 
de ser el Jefe de Contabilidad de la Compañía, sin te-
ner que ver en absoluto con el desenvolvimiento mismo 
de dicha Compañía, es decir, sin ser representante directo 
de la misma, sin poder emplear, retirar o de algún modo 
dirigir las funciones mercantiles de la empresa, obligándo-
la civilmente por sus gestiones, pueda ser considerado el 
señor Armando Díaz Figueroa como un empleado cuya 
jornada de trabajo estuviera autorizada en una extensión 
mayor a la jornada legal de ocho horas diarias, por disposi-
ciones expresas del Art. 1 de la Ley No. 1075 sobre Jor-
nada de Trabajo"; y por último, porque "aún en el me-
ro caso en que el señor Díaz Figueroa fuera un empleado 
que tuviera un puesto de dirección o de inspección, co-
mo lo hemos demostrado, el Juez a ano ha hecho una erra-
da interpretación y una falsa aplicación de las disposicio-
nes de la Ley sobre Jornada de Trabajo, no determinando 
en sus mtoivos absolutamente nada que permita a esta  

honorable Suprema Corte de Justicia, determinar si real-
mente los citados artículos 1 y 9 de la Ley No. 1075, han 
sido  aplicados legalmente, conllevando ello la falta legal 
requerida en la sentencia recurrida por este memorial de 
casación"; pero, 

Considerando, A) que el examen de la última parte 
del artículo 1 9  de la Ley sobre Jornada de Trabajo, vi-
gente en lo que al presente litigio se refiere, evidencia 
que su sentido es el de excluir de sus disposiciones, en 
todos sus aspectos, y no en uno sólo como lo pretende 
el demandante en casación, a "las personas que ocupan un 
puesto de inspeccin o de dirección"; que sería poner en 
contradicción con dicho canón legal el artículo 9 de la 
misma ley, el atribuir a éste el propósito de abarcar en 
sus términos a quienes ya estaban excluidos por el ar-
tículo 1 9, en cuanto expresa: "en todos los casos de trabajo 
en horas extraordinarias autorizadas por esta Ley, cada 
hora o fracción de hora trabajada en exceso de la duración 
normal del trabajo prevista en los artículos 1 y 2, será pa-
gada, etc." pues si para "las personas que ocupen un pues-
to de inspección o de dirección" no son apicables las dis-
posiciones sobre duración del trabajo, tales personas no 
podrían, legalmente, reclamar pagos adicionales por horas 
extraordinarias de trabajo, pues para ellos serán ordina-
rias todas las horas, como lo entendió el juez a quo, con 
todo fundamento, y no incurriendo en el error que aduce 
el recurrente; B) que sería agregar a la ley lo que ella 
no dispone ni expresa ni implícitamente, el pretender que 
con los términos "personas que ocupen un puesto de ins-
pección o de dirección", el artículo primero, invocado en 
este medio, se está refiriendo, únicamente, a quien sea 
el "representante de la empresa misma", como lo quiere 
el demandante, pues no se necesita tener esta última ca-
lidad para ser director, o inspector, de un ramo de las 
actividades de un patrón o de un aspecto de los mismos; 
C), que para situarse dentro del criterio legal que acaba 
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de externarse y fallar como lo hizo, el Juzgado a quo pre-
sentó todos los hechos necesarios para que la Suprema 
Corte de Justicia verifícase si la ley ha sido bien aplica-
da, como es el caso, o violada, como se alega en este medio; 
D), que por todo lo dicho, tal medio carece de fundamento; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, que en 
los vicios en éste alegados incurrió el fallo atacado, según 
el recurrente, porque dió al contrato de trabajo interveni-
do entre demandante y demandada, un sentido contrario 
al que para el mismo establecía un "cartel de horario, 
debidamente firmado por The Shell Company (West In-
dies) Limited que determina que el señor Armando Díaz 
Figueroa podía prestar sus servicios fuera de las horas 
estipuladas en dicho cartel de horario aunque limitado a 
ocho horas diarias"; que en el considerando séptimo de 
la sentencia que es objeto del presente recurso se expresa 
que: "en las medidas de instrucción llevadas a cabo an-
te el Juzgado de Paz que dictó la sentencia recurrida, se 
estableció por los testimonios de las personas oídas a re-
querimiento de las partes, que "la cláusula establecida 
a favor de Díaz y de él" (José Antonio Grullón) "me pa-
rece que fué por una consulta que hizo la compañía al 
Departamento de trabajo"; que "la razón de la cláusula 
era porque éramos" (Grullón y Díaz Figueroa) "los em-
pleados que por la naturaleza de nuestras funciones tenía-
mos que trabajar fuera del horario normal"; que "yo no 
recuerdo" ( Grullón) ' "pero sí sé que la sugerencia salió del 
departamento de trabajo, lo de la cláusula insertada en el 
cartel de horario", y que "conforme a esa cláusula yo en-
tendía" (Grullón) "que ella no me daba derecho a cobrar 
las horas extras que trabajaba en la compañía en razón 
de la naturaleza de mis funciones"; que "yo" (José Silve- 
rio Bobadilla Román) "trabajé horas extras porque me 
las ordenaba el señor Díaz", y "el señor Díaz no incluía 
en el reporter las horas extras trabajadas por él"; que 
"yo" (Enrique Adolfo León del Castillo) "le reportaba 
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/pis horas extras al señora Díaz, y el señor Díaz nunca re- 
portó a ningún departamento sus horas extras; el señor 
'Díaz en conversación decía que él no tenía horas extras; 
la idea de la nota era que como ellos" (Grullón yDíaz Fi-
gueroa) "eran Jefes de oficina podían los inspectores encon-
trarlos trabajando fuera de las horas regulares; Díaz por 
su  posición podía quedarse trabajando fuera de las horas 
normales, como lo hizo muchas veces; las cláusulas inser-
tadas en el cartel no era con el propósito de que Díaz y 
Grullón cobraran las horas°  extras"; y que "estos hechos, 
así comprobados, evidencian que el señor Armando Díaz 
Figueroa tenía conocimiento de la nota arriba transcrita y 
del contenido de la misma, y es necesario convenir, ade-
más, que él sabía, al igual que sus demás compañeros de 
labores, especialmente como el señor José Antonio Gru-
llón, que esa nota insertada en el Cartel de Horario de la 
Compañía demandada tenía un propósito acomodaticio a 
su situación dentro de la empresa frente a los funciona-
rios encargados de supervigilar el cumplimiento de las 
leyes del trabajo, y que la referida nota, como también 
se ha comprobado, fué el resultado de una consulta de 
The Shell Company con el Departamento del Trabajo, 
siendo la razón de la existencia de ella el hecho de que 
él, igual que el señor Grullón, eran los empleados que 
por la naturaleza de sus funciones tenían que trabajar fue-
ra del horario normal"; que con lo que queda transcrito, el 
Juzgado a quo interpretó soberanamente, sin desnatura-
lización alguna, el contrato que ligaba las partes, en cuan-
to a lo discutido por éstas; que por tanto el segundo medio 
no presenta mejor fundamento que el primero; 

Considerando, sobre el tercero y último medio en 
el cual se alega que en el fallo de que se trata se incurrió 
en la violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil, "por desnaturalización de hechos y docu-
mentos de la causa": que esto se refiere a la interpreta-
ción soberana dada en el Juzgado a quo al contrato de 
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de externarse y fallar como lo hizo, el Juzgado a quo pre-
sentó todos los hechos necesarios para que la Suprema 
Corte de Justicia verifícase si la ley ha sido bien aplica. 
da, como es el caso, o violada, como se alega en este medio; 
D), que por todo lo dicho, tal medio carece de fundamento; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, que en 
los vicios en éste alegados incurrió el fallo atacado, según 
el recurrente, porque dió al contrato de trabajo interveni-
do entre deniandante y demandada, un sentido contrario 
al que para el mismo establecía un "cartel de horario, 
debidamente firmado por The Shell Company (West In-
dies) Limited que determina que el señor Armando Díaz 
Figueroa podía prestar sus servicios fuera de las horas 
estipuladas en dicho cartel de horario aunque limitado a 
odio horas diarias"; que en el considerando séptimo de 
la sentencia que es objeto del presente recurso se expresa 
que: "en las medidas de instrucción llevadas a cabo an-
te el Juzgado de Paz que dictó la sentencia recurrida, se 
estableció por los testimonios de las personas oídas a re-
querimiento de las partes, que "la cláusula establecida 
a favor de Díaz y de él" (José Antonio Grullón) "me pa-
rece que fué por una consulta que hizo la compañía al 
Departamento de trabajo"; que "la .razón de la cláusula 
era porque éramos" (Grullón y Díaz Figueroa) "los em-
pleados que por la naturaleza de nuestras funciones tenía-
mos que trabajar fuera del horario normal"; que "yo no 
recuerdo" (Grullón)' "pero sí sé que la sugerencia salió del 
departamento de trabajo, lo de la cláusula insertada en el 
cartel de horario", y que "conforme a esa cláusula yo en-
tendía" (Grullón) "que ella no me daba derecho a cobrar 
las horas extras que trabajaba en la compañía en razón 
de la naturaleza de mis funciones"; que "yo" (José Silve-
rio Bobadilla Román) "trabajé horas extras porque me 
las ordenaba el señor Díaz", y "el señor Díaz no incluía 
en el reporter las horas extras trabajadas por él"; que 
"yo" (Enrique Adolfo León del Castillo) "le reportaba 

Ir i s  horas extras al señora Díaz, y el señor Díaz nunca re- 
portó a ningún departamento sus horas extras; el señor 
Díaz en conversación decía que él no tenía horas extras; 
la idea de la nota era que cómo ellos" (Grullón yDíaz Fi 
gueroa) "eran Jefes de oficina podían los inspectores encon-
trarlos trabajando fuera de las horas regulares; Díaz por 
su  posición podía quedarse trabajando fuera de las horas 
normales, como lo hizo muchas veces; las cláusulas inser-
tadas en el cartel no era con el propósito de que Díaz y 
Grullón cobraran las horas°  extras"; y que "estos hechos, 
así comprobados, evidencian que el señor Armando Díaz 
Figueroa tenía conocimiento de la nota arriba transcrita y 
del contenido de la misma, y es necesario convenir, ade-
más, que él sabía, al igual que sus demás compañeros de 
labores, especialmente como el señor José Antonio Gru-
llón, que esa nota insertada en el Cartel de Horario de la 
Compañía demandada tenía un propósito acomodaticio a 
su situación dentro de la empresa frente a los funciona-
rios encargados de supervigilar el cumplimiento de las 
leyes del trabajo, y que la referida nota, como también 
se ha comprobado, fué el resultado de una consulta de 
The Shell Company con el Departamento del Trabajo, 
siendo la razón de la existencia de ella el hecho de que 
él, igual que el señor Grullón, eran los empleados que 
por la naturaleza de sus funciones tenían que trabajar fue-
ra del horario normal"; que con lo que queda transcrito, el 
Juzgado a quo interpretó soberanamente, sin desnatura-
lización alguna, el contrato que ligaba las partes, en cuan-
to a lo discutido por éstas; que por tanto el segundo medio 
no presenta mejor fundamento que el primero; 

Considerando, sobre el tercero y último medio en 
el cual se alega que en el fallo de que se trata se incurrió 
en la violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil, "por desnaturalización de hechos y docu-
mentos de la causa": que esto se refiere a la interpreta-
ción soberana dada en el Juzgado a quo al contrato de 
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las partes, señalada en el examen del segundo m edio . 
y como en tal examen se ha puesto de m
no existe la pretendida desnaturalización, el ' apresente

nif i e sto qrnueel. 

dio no debe acogerse; 

Por tales motivos, rechaia el recurso del casación in_ 
terpuesto por Armando Díaz Figueroa cont i.a sentencia 
dictada, en grado de apelación, por el Juzgad o  de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Trujillo e fecha vein- il  

te de agosto de mil novecientos cincuenta ry  uno, cuyo  

dispositivo sé encuentra copiado en otro lugar del presen- 
te fallo, y condena a dicho recurrente al pago de las cos- 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. T° Ilnás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo- 
rel.— G. A. Díqz.— A. Alvarez Aybar.— -/l'amián Báez  

B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel Dijo, Secreta- 

rio General. 

La presente sentencia ha sido dáda y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezarhiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él1 expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, S5cretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo.  
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Damián Báez B. y Néstor Con-
tín Aybar, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día dieciocho del mes de abril 
pendencia, 899  de la Restauración y 22 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, ión, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de oposición interpuesto por Carmen 
Chabebe de Haché, dominicana, mayor de edad, de queha-
ceres domésticos, casada, portadora de la cédula personal 
de identidad no. 329,' de la serie 23, sello No. 851202, pa-
ra el 1951, quien actúa debidamente asistida y autorizada 
por su legítimo esposo, señor Simón M. Haché, libanés, 
mayor de edad, comerciante, domiciliado y residente en 
la ciudad de San Pedro de Macorís, portador de la cédula 
personal de identidad No. 318, serie 23, sello No. 00874, 
para el año 1951, contra sentencia de la Suprema Corte 
de Justicia, de fecha catorce de agosto de mil novecientos 
cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"Primero: casa la sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís de 
fecha lro. de agosto de 1950, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia, y Segundo: condena a la parte civil constituída 
Carmen Chabebe de Haché, al pago de las costas, distra-
yéndolas en favor del Doctor Luis Eduardo Martí Guzmán, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

tas. 
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las partes, señalada en el examen del segundo medio; 
y como en tal examen se ha puesto de manifiesto q ue 

 no existe la pretendida desnaturalización, el presente me_ 

dio no debe acogerse; 

Por tales motivos, rechaZa el recurso de casación in-
terpuesto por Armando Díaz Figueroa contra sentencia 
dictada, en grado de apelación, por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Trujillo en fecha vein-
te de agosto de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo 

dispositivo sé encuentra copiado en otro lugar del presen-
te fallo, y condena a dicho recurrente al pago de las cos- 

tas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Dí4z.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta- 

rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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República Dominicana. 
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H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
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Moret, Gustavo A. Díaz, Damián Báez B. y Néstor Con-
tín Aybar, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día dieciocho del mes de abril 
pendencia, 899  de la Restauración y 22 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de oposición interpuesto por Carmen 
Chabebe de Haché, dominicana, mayor de edad, de queha-
ceres domésticos, casada, portadora de la cédula personal 
de identidad •No. 329,' de la serie 23, sello No. 851202, pa-
ra el 1951, quien actúa debidamente asistida y autorizada 
por su legítimo esposo, señor Simón M. Haché, libanés, 
mayor de edad, comerciante, domiciliado y residente en 
la ciudad de San Pedro de Macorís, portador de la cédula 
personal de identidad No. 318, serie 23, sello No. 00874, 
para el año 1951, contra sentencia de la Suprema Corte 
de Justicia, de fecha catorce de agosto de mil novecientos 
cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"Primero: casa la sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís de 
fecha lro. de agosto de 1950, cuyo dispositivo se copia 

- en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia, y Segundo: condena a la parte civil constituída 
Carmen Chabebe de Haché, al pago de las costas, distra-
yéndolas en favor del Doctor Luis Eduardo Martí Guzmán, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

1 . 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el licenciado Quírico Elpidio Pérez B., portador 

de la cédula personal de identidad No. 3726, serie 1, sello 

N9  6139, en representación del Dr. Luis Silvestre Nina 
Mota, portador de la cédula personal de identidad No. 
22398, serie 23, sello No. 3302, abogado de la oponente, 

en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el Dr. Luis E. Marty Guzmán, portador de a 

cédula personal de identidad No. 17591, serie 23, sello 
No. 3400, abogado del prevenido Ramón Antonio Montás, 
portador de la cédula personal de identidad No. 1936, se-
rie 27, sello No. 123852, en la lectura de sus conclusio- 

nes; 
Oído el dictamen del Magistra-do Procurador General 

de la República; 
Visto el escrito de oposición de fecha treinta y uno de 

octubre de mil novecientos cincuenta y uno, presentado 
por el abogado de la oponente, en el cual concluye del si-
guiente modo: "PRIMERO: Declarando regular y válido 
en la forma y justo en el fondo, el presente recurso de opo-
sición interpuesto por la concluyente contra vuestra sen-
tencia dictada en fecha 14 de agosto de 1951, en favor del 
señor Ramón Antonio Montás; SEGUNDO: Revocando, en 
consecuencia, el ordinal segundo de dicha sentencia en 
cuanto condenó a la concluyente al pago de las costas 
del recurso y ordenó su distracción en favor del Doctor 
Luis Eduardo Martí Guzmán; y obrando por vuestra pro-
pia autoridad, declaréis de oficio las costas de dicho re-
cúrso; y TERCERO: que condenéis al prevenido recurren-

te, intimado en el presente recurso de oposición, señor 

Ramón Antonio Montás, al pago de las costas causadas 

en este recurso"; 
Visto el escrito de fecha nueve de noviembre de mil 

novecientos cincuenta y uno, presentado por el abogado 

de la parte intimada, el cual contiene las siguientes con- 
clusiones: "PRIMERO: Rechazar por improcedente y mal 

fundado el recurso de oposición, formado por la señora 
Carmen Chabebe de Haché, contra el ordinal segundo de 
la sentencia de esta Honorable Corte de Casación, de fecha 
catorce (14) de agosto del año mil novecientos cincuenta 
y uno (1951), que la condenó al pago de los costos, los 
cuales fueron distraídos en provecho del abogado suscri-
biente. SEGUNDO: Mantener el Ordinal segundo de dicha 
sentencia, por ser justo y procedente. TERCERO: Conde-
nar al pago de los costos de la presente oposición, a la se-
ñora Carmen Chabebe de Haché, distrayéndolos igualmen-
te a favor del infrascrito abogado Doctor Luis Eduardo 
Marty Guzmán, por haberlos avanzado en su totalidad"; 

Vista la réplica depositada por el abogado de la opo-
nente, de fecha seis de febrero del corriente año; 

Vista el acta levantada en la secretaría de esta Corte, 
a requerimiento del Dr. Luis Silvestre Nina Mota; por- 
tador de la cédula personal de identidad No. 22398, se-
rie 23, sello No. 3302, abogado, quien actúa a nombre y 
en representación de Carmen Chabebe de Haché, la cual 
copiada textualmente dice .así: "En Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, Capital de la República, a los 
veintiocho días del mes de septiembre del año mil nove-
cientos cincuenta y uno, siendo las nueve horas y. dieciocho 
minutos de la mañana, por ante mí, Ernesto Curiel hijo, Se 
cretario General de la Suprema Corte de Justicia, compa-
reció el Doctor Luis Silvestre Nina y Mota, dominicano, 
abogado, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 22398, serie 23, sello número 03302, para el presente 
año, quien me declaró: 'que actuando a nombre y en re-
presentación de la señora doña Carmen Chabebe de .1Ia-
-che, dominicana, mayor de edad, de quehaceres dornésri-
:cos, domiciliada y residente kin San Pedro de Macorís, 
Portadora de la cédula personal de identidad número 350, 
serie 23, sello número 117028, quien actúa a Su vez Alis-
-tida y autorizada por su legítimo esposo don Simón M. 
Haché, ciudadano libanés, comerciante, domiciliado y re- 



680 BOLETÍN JUDICIAL 
BOLETÍN JUDICIAL 	 681 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el licenciado Quírico Elpidio Pérez B., portador 

de la cédula personal de identidad No. 3726, serie 1, sello 
N• 6139, en representación del Dr. Luis Silvestre Nina 
Mota, portador de la cédula Personal de identidad No. 
22398, serie 23, sello No. 3302, abogado de la oponente, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Luis E. Marty Guzmán, portador de a 
cédula personal de identidad No. 17591, serie 23, sello 
No. 3400, abogado del prevenido Ramón Antonio Montás, 
portador de la cédula personal de identidad No. 1936, se-
rie 27, sello No. 123852, en la lectura de sus conclusio- 

nes; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el escrito de oposición de fecha treinta y uno de 

octubre de mil novecientos cincuenta y uno, presentado 
por el abogado de la oponente, en el cual concluye del si-
guiente modo: "PRIMERO: Declarando regular y válido 
en la forma y justo en el fondo, el presente recurso de opo-
sición interpuesto por la concluyente contra vuestra sen-
tencia dictada en fecha 14 de agosto de 1951, en favor del 
señor Ramón Antonio Montás; SEGUNDO: Revocando, en 
consecuencia, el ordinal segundo de dicha sentencia en 
cuanto condenó a la concluyente al pago de las costas 
del recurso y ordenó su distracción en favor del Doctor 
Luis Eduardo Martí Guzmán; y obrando Por vuestra pro-
pia autoridad, declaréis de oficio las costas de dicho re-
curso; y TERCERO: que condenéis al prevenido recurren-
te, intimado en el presente recurso de oposición, señor 
Ramón Antonio Montás, al pago de las costas causadas 

en este recurso"; 
Visto el escrito de fecha nueve de noviembre de mil 

novecientos cincuenta y uno, presentado por el abogado 
de la parte intimada, el cual contiene las siguientes con- 
clusiones: "PRIMERO: Rechazar por improcedente y mal 

fundado el recurso de oposición, formado por la señora 
Carmen Chabebe de Haché, contra el ordinal segundo de 
la sentencia de esta Honorable Corte de Casación, de fecha 
catorce (14) de agosto del año mil novecientos cincuenta 
y uno (1951), que la condenó al pago de los costos, los 
"cuales fueron distraídos en provecho del abogado suscri-
biente. SEGUNDO: Mantener el Ordinal segundo de dicha 
sentencia, por ser justo y procedente. TERCERO: Conde-
nar al pago de los costos de la presente oposición, a la se-
ñora Carmen Chabebe de Haché, distrayéndolos igualmen-
te a favor del infrascrito abogado Doctor Luis Eduardo 
Marty Guzmán, Por haberlos avanzado en su totalidad"; 

Vista la réplica depositada por el abogado de la opo-
nente, de fecha seis de febrero del corriente año; 

Vista el acta levantada en la secretaría de esta Corte, 
a requerimiento del Dr. Luis Silvestre Nina Mota; por-
tador de la cédula personal de identidad No. 22398, se-
rie 23, sello No. 3302, abogado, quien actúa a nombre y 
en representación de Carmen Chabebe de Haché, la cual 
copiada textualmente dice así: "En Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, Capital de la República, a los 
veintiocho días del mes de septiembre del año mil nove-
cientos cincuenta y uno, siendo las nueve horas y.dieciocho 
minutos de la mañana, por ante mí, Ernesto Curiel hijo, Se 
cretario General de la Suprema Corte de Justicia, compa-
reció el Doctor Luis Silvestre Nina y Mota. dominicano, 
abogado, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 22398, serie 23, sello número 03302, para el presente 
año, quien me declaró: 'que actuando a nombre y en re-
presentación de la señora doña Carmen Chabebe de Ha-
ché, dominicana, mayor de edad, de quehaceres domésti-
cos, domiciliada y residente en San Pedro de Macorís, 
Portadora de la cédula personal de identidad número 350, 
serie 23, sello número 117028, quien actúa a su vez asis-
tida y autorizada por su legítimo esposo don Simón M. 
Haché, ciudadano libanés, comerciante, domiciliado y re- 
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sidente en San Pedro de Macorís, cédula número 3184, 
 serie 23, sello número 115054, por medio de la presente 

declaración recurría doña Carmen Chabebe de Haché, asis-
tida y autorizada como se ha dicho, en oposición contra 
la sentencia dictada por esta Suprema Corte de Justicia 
en fecha catorce de agosto de mil novecientos cincuenta y 
uno, y por cuyo dispositivo se falló: "Por tales motivos, 
Primero: casa la sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís de 
fecha primero de agosto de mil novecientos cincuenta, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, 
y envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Altagracia, y Segundo: conde-
na a la parte civil constituida, Carmen Chabebe de Haché, 
al pago de las costas, distrayéndolas en favor del doctor 
Luis Eduardo Marty Guzmán"; declarándome además, que 
el presente recurso de oposición tiene su fundamento en 
que la recurrente fué condenada al pago de las costas del 
recurso de casación sin que ella interniviera en el mismo; 
que considera la sentencia en defecto por la circunstan-
cia de que ella no Propuso conclusión alguna, ni compare-
ció en la instancia; que finalmente, y en cuanto al fondo 
de la condenación, la recurrente considera que la misma 
debe ser revocada por no haber ella intervenido en la ins-
tancia ni haber revelado interés alguno en el rechazo del 
recurso de haber propuesto, por consiguiente, conclusión 
alguna a esos fines que permita considerarla como sucum- 
biente en la instancia de casación al tenor del artículo 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación. Ha declarado 
además, el compareciente, actuando en su calidad expre- 
sada, que él actuó en idéntica calidad por ante en Juzgado 
que dictó la sentencia que fué casada por la recurrida; 
y que, en razón de que el presente recurso no está especí- 
ficamente reglamentado en su procedimentación, en la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, artículos 19,38 y 44, so- 
licitaba por este medio de la Honorable Suprema Corte 

de  Justicia, dictar la forma del procedimiento a seguir 
para el juicio de este recurso". En fe de lo cual se redacta 
le  presente acta, la que después de leída al exponente, 
dijo estar conforme, firmando junto conmigo, Secretario 
General que certifica. (Idos.): Dr. Luis Silvestre Nina y Mo-
ta.— Ernesto Curiel hijo"; 

Vista la sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de 
fecha veintidós de octubre de mil novecientos cincuenta 
y uno que contiene el dispositivo siguiente: "Primero: De- 
clarar que en la especie ha lugar a la determinación del 
procedimiento judicial, que deberá seguirse para instruir 
el recurso de oposición a que se refiere el acta más arriba 
trascrita, sin que ello implique ningún prejuicio en cuan- 
to al fundamento de mencionado recurso; Segundo: De- 
terminar el siguiente procedimiento que deberán observar 
las partes interesadas en la presente instancia: 1.— El 
abogado de la oponente Carmen Chabebe de Haché deberá 
notificarle al abogado del recurrente Ramón Antonio Mon-
tás, en el plazo de ocho días francos, contados desde la 
fecha de la presente resolución, el escrito que contenga 
los medios de la oposición; 2.— En el término de ocho 
días francos, contados desde la fecha de la notificación 
del escrito de oposición, el intimado notificará al oponen-
te su escrito de defensa. 3.— El escrito que contenga los 
medios de oposición y el escrito de defensa, así como los 
originales de las actas de notificación de los mismos, se 
depositarán en secretaría, dentro del plazo de ocho días 

\francos, contados desde la fecha en que 'fueron notificados. 
4.— Se reputará en estado el asunto cuando el intimante 

el intimado hayan depositado sus respectivos escritos 
de oposición y de .  defensa, junto con los originales de las 
actas de notificación de los mismos, o cuando haya trans-
currido el plazo especificado en el párrafo anterior. 5.—
Luego se procederá con arreglo a lo dispuesto en los ar-
tículos 10, 11, 13, 14, 16 y 18 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación"; 
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sidente en San Pedro de Macorís, cédula número 3184, 
serie 23, sello número 115054, por medio de la presente 
declaración recurría doña Carmen Chabebe de Haché, asis-
tida y autorizada como se ha dicho, en oposición contra 
la sentencia dictada por esta Suprema Corte de Justicia 
en fecha catorce de agosto de mil novecientos cincuenta y 
uno, y por cuyo dispositivo se falló: "Por tales motivos, 
Primero: casa la sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís de 
fecha primero de agosto de mil novecientos cincuenta, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, 
y envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Altagracia, y Segundo: conde-
na a la parte civil constituida, Carmen Chabebe de Haché, 
al pago de las costas, distrayéndolas en favor del doctor 
Luis Eduardo Marty Guzmán"; declarándome además, que 
el presente recurso de oposición tiene su fundamento en 
que la recurrente fué condenada al pago de las costas del 
recurso de casación sin que ella interniviera en el mismo; 
que considera la sentencia en defecto por la circunstan-
cia de que ella no propuso conclusión alguna, ni compare-
ció en la instancia; que finalmente, y en cuanto al fondo 
de la condenación, la recurrente considera que la misma 
debe ser revocada por no haber ella intervenido en la ins-
tancia ni haber revelado interés alguno en el rechazo del 
recurso de haber propuesto, por consiguiente, conclusión 
alguna a esos fines que permita considerarla como sucum-
biente en la instancia de casación al tenor del artículo 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación. Ha declarado 
además, el compareciente, actuando en su calidad expre-
sada, que él actuó en idéntica 'calidad por ante en Juzgado 
que dictó la sentencia que fué casada por la recurrida; 
y que, en razón de que el presente recurso no está especí-
ficamente reglamentado en su procedimentación, en la Ley 
sobre Procedimiento de Casación,, artículos 19,38 y 44, so-
licitaba por este medio de la Honorable Suprema Corte 
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de  Justicia, dictar la forma del procedimiento a seguir 
para el juicio de este recurso". En fe de lo cual se redacta 
la  presente acta, la que después de leída al exponente, 
dijo estar conforme, firmando junto conmigo, Secretario 
General que certifica. (fdos.): Dr. Luis Silvestre Nina y Mo-
ta.— Ernesto Curiel hijo"; 

Vista la sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de 
fecha veintidós de octubre de mil novecientos cincuenta 
y uno que contiene el dispositivo siguiente: "Primero: De- 
clarar que en la especie ha lugar a la determinación del 
procedimiento judicial, que deberá seguirse para instruir 
el recurso de oposición a que se refiere el acta más arriba 
trascrita, sin que ello implique ningún prejuicio en cuan- 
to al fundamento de mencionado recurso; Segundo: De- 
terminar el siguiente procedimiento que deberán observar 
las partes interesadas en la presente instancia: 1.— El 
abogado de la oponente Carmen Chabebe de Haché deberá 
notificarle al abogado del recurrente Ramón Antonio Mon-
tás, en el plazo de ocho días francos, contados desde la 
fecha de la presente resolución, el escrito que contenga 
los medios de la oposición; 2.— En el término de ocho 
días francos, contados desde la fecha de la notificación 
del escrito de oposición, el intimado notificará al oponen-
te su escrito de defensa. 3.— El escrito que contenga los 
medios de oposición y el escrito de defensa, así como los 
originales de las actas de notificación de los mismos, se 
depositarán en secretaría, dentro del plazo de ocho días 
\francos, contados desde la fecha en que 'fueron notificados. 
4.— Se reputará en estado el asunto cuando el intimante 
y el intimado hayan depositado sus respectivos escritos 
de oposición y de .  defensa, junto con los originales de las 
actas de notificación de los mismos, o cuando haya trans-
currido el plazo especificado en el párrafo anterior. 5.—
Luego se procederá con arreglo a lo dispuesto en los ar-
tículos 10, 11, 13, 14, 16 y 18 de la Ley sobre Procedimien- 
to de Casación"; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber 
liberado, y vistos los artículos 66 y 71 de la Ley sobre 
eeclimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con las disposi 
nes del artículo 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
sación, toda parte que sucumba en un recurso de e 
ción, será condenada al pago de las costas; que, por co 
siguiente, la condenación en costas sólo puede imponer 
le a las personas que habiendo sido partes en la instan 
de casación, hayan sucumbido; 

Considerando que cuando se trata de un recurso 
casación interpuesto en materia penal por el prevenido, 
parte civil constituida ante los jueces del fondo no pue 
reputarse parte en la instancia en casación, a menos 
haya intervenido en dicha instancia o que haya sido pu 
én causa; que, en efecto, al disponer el artículo 66 de ' 
Ley sobre Procedimiento de Casación que en materia 
nal puede intervenir la parte civil cuando tuviere inte 
y hubiere figurado en la sentencia objeto del recurso, le es 
negando su calidad de parte en la instancia en casació 
pues es obvio que el derecho de intervenir en una con 
tación judicial, sólo puede consagrarse en provecho de 
tercero, extraño a un proceso, y no en beneficio de aqu 
líos que han figurado en la instancia en calidad de p 
tes; 

Considerando que, en tales condiciones, Carmen Cha 
bebe de Haché, constituida en parte civil en la causa 
Buida contra el prevenido Ramón Antonio Montás, no 
bió ser condenada al pago de las costas causadas en 
sación, con motivo del recurso interpuesto por dicho p 
venido, contra la sentencia correccional del Juzgado de 
mera Instancia de San Pedro de Macorís, del primero ' 
-agosto de mil -novecientos cincuenta, puesto que, si bi 

el prevenido obtuvo ganancia de causa, por el contr 
la oponente no fué parte, ni estuvo representada en di" 
instancia, ni tampoco intervino en ella; 
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Por tales motivos, PRIMERO: Declara regular en la 
ma el concurso de oposición interpuesto por Carmen Cha-
' ebe de Haché, contra sentencia dictada por la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha catorce de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; SEGUNDO: Revoca el ordinal se-
gundo de dicha sentencia, en cuanto condena a Carmen Cha-
bebe de Haché al Pago de las costas del recurso de casa-
ción interpuesto por el prevenido Ramón Antonio Montás, 
el dos de agosto de mil novecientos cincuenta, contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Pedro de Macorís, de fecha primero del mis-
mo mes y año; y, juzgando contradictoriamente el caso, de-
clara de oficio dichas costas; y TERCERO: Condena a la 
parte intimada en el presente recurso, al pago de las costas 
de la oposición; 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 
— G. A. Díaz.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar. 
— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firrhada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber 
liberado, y vistos los artículos 66 y 71 de la Ley sobre , 
eedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con las disposieia 
nes del artículo 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, toda parte que sucumba en un recurso de ca sa_ 
ción, será condenada al pago de las costas; que, por C on_ 
siguiente, la condenación en costas sólo puede imponerse-
le a las personas que habiendo sido partes en la instancia 
de casación, hayan sucumbido; 

Considerando que cuando se trata de un recurso de 
casación interpuesto en materia penal por el prevenido, la 
parte civil constituida ante los jueces del fondo no puede 
reputarse parte en la instancia en casación, a menos que 
haya intervenido en dicha instancia o Que haya sido puesta 
én causa; que, en efecto, al disponer el artículo 66 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación que en materia pe-
nal puede intervenir la parte civil cuando tuviere interés 
y hubiere figurado en la sentencia objeto del recurso, le está 
negando su calidad de parte en la instancia en casación, 
pues es obvio que el derecho de intervenir en una contes-
tación judicial, sólo puede consagrarse en provecho de un 
tercero, extraño a un proceso, y no en beneficio de aqué-
llos que han figurado en la instancia en calidad de par-
tes; 

Considerando que, en tales condiciones, Carmen Cha-
bebe de Haché, constituida en parte civil en la causa se-
guida contra el prevenido Ramón Antonio Montás, no de-
bió ser condenada al pago de las costas causadas en ca-
sación, con motivo del recurso interpuesto por dicho pre-
venido, contra la sentencia correccional del Juzgado de Pri -
mera Instancia de San Pedro de Macorís, del primero de 
-agosto de mil novecientos cincuenta, puesto que, si bien 
el prevenido obtuvo ganancia de causa, por el contrario 
-la oponente no fué parte, ni estuvo representada en dicha 
instancia, ni tampoco intervino en ella; 
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Por tales motivos, PRIMERO: Declara regular en la 
roa el concurso de oposición interpuesto por Carmen Cha- 
'sebe de Haché, contra sentencia dictada por la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha catorce de agosto de mil nove- 
cientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; SEGUNDO: Revoca el ordinal se- 
gundo de dicha sentencia, en cuanto condena a Carmen Cha- 

w: bebe de Haché al Pago de las costas del recurso de casa- 
' ción interpuesto por el prevenido Ramón Antonio Montás, 

el dos de agosto de mil novecientos cincuenta, contra sen- 
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- 
dicial de San Pedro de Macorís, de fecha primero del mis- 
mo mes y año; y, juzgando contradictoriamente el caso, de- 
clara de oficio dichas costas; y TERCERO: Condena a la 
parte intimada en el presente recurso, al pago de las costas 
de la oposición; 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 
— G. A. Díaz.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar. 
— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

14a presente sentencia ha sido dada y fintada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en grado de 

apelación, de fecha 7 de marzo de 1'951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ruperto Eugenio James. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rive-
ra, Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay- 

• bar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día dieciocho del mes de abril de mil novecientos cincuen-
ta y dos, años 1099  de la Independencia, 899  de la Restau-
ración y 22• de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ruper-
to Eugenio James, de 45 años de edad, casado, chófer, de 
este domicilio y residencia, portador de la cédula personal 
de identidad No. 9329, serie 1, contra sentencia correccio-
hal dictada en grado de apelación por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo, en fecha siete de marzo de mil 
novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría del tribunal a quo, el mismo día del fallo, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casa-
ción; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 16, párrafos a) y e), y 20 
de la Ley de Carreteras y Tránsito, No. 1132, de 1946, 
modificado este último por la Ley No. 1871, de 1949; 154 
del Código de Procedimiento Criminal, 1 y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que en fecha diez de septiembre de mil 
novecientos cincuenta, Ovidio Fernández, miembro de la 
Policía de Carreteras, P. N., levantó un acta comprobato-
ria por violación de la Ley de Carreteras, que copiada 
textualmente dice así: "Acta comprobatoria.— En Ciudad 
Trujillo, D. S. D., a los 10 días del mes de septiembre 
del año 1950, siendo la una y 44 horas de la P. M., y 
minutos, Yo Cabo Ovidio Fernández, P. N., de la Policía 
Nacional, he sorprendido al nombrado Ruperto Eugenio 
James, nacionalidad americana, ocupación motorista, resi-
dente en 'calle Delmonte y Tejada, común de Ciudad Tru-
jillo D. S. D., cédula No. 9329, serie lra., Licencia No. 
15678, violando el artículo... párrafo... de la Ley de 
Carreteras y Tránsito por las mismas mientras conducía 
el carro placa No. 1626, por el hecho de transitar en el 
citado carro por la calle Salcedo esquina Padre García, de 
esta ciudad, conduciendo el citado carro después de haber 
ingerido bebidas alcohólicas, según consta en el certifica-
do médico anexo. En fe de lo cual levanto la presente ac-
ta comprobatoria para los fines de la Ley. Doy fe". (f do.) 
"Ovidio Fernández"; — 2) que apoderado del hecho el 
Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del Distri-
to de Santo Domingo, dictó sentencia en fecha once de' 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en grado de 

apelación, de fecha 7 de marzo de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ruperto Eugenio James. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rive-
ra, Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay-
bar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día dieciocho del mes de abril de mil novecientos cincuen-
ta y dos, años 1099  de la Independencia, 899  de la Restau-
ración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ruper-
to Eugenio James, de 45 años de edad, casado, chófer, de 
este domicilio y residencia, portador de la cédula personal 
de identidad No. 9329, serie 1, contra sentencia correccio-
hal dictada en grado de apelación por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo, en fecha siete de marzo de mil 
novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de secretaría

laRe 	el República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en 

la 

 
tribunal a quo, el mismo día del fallo, en 

la cual no se invoca ningún medio determinado de casa-
ción; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 16, párrafos a) y e), y 20 
de la Ley de Carreteras y Tránsito, No. 1132, de 1946, 
modificado este último por la Ley No. 1871, de 1949; 154 
del Código de Procedimiento Criminal, 1 y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que en fecha diez de septiembre de mil 
novecientos cincuenta, Ovidio Fernández, miembro de la 
Policía de Carreteras, P. N., levantó un acta comprobato-
ria por violación de la Ley de Carreteras, que copiada 
textualmente dice así: "Acta comprobatoria.— En Ciudad 
Trujillo, D. S. D., a los 10 días del mes de septiembre 
del año 1950, siendo la una y 44 horas de la P. M., y 
minutos, Yo Cabo Ovidio Fernández, P. N., de la Policía 
Nacional, he sorprendido al nombrado Ruperto Eugenio 
James, nacionalidad americana, ocupación motorista, resi-
dente encalle Delmonte y Tejada, común de Ciudad Tru-
jillo D. S. D., cédula No. 9329, serie ira., Licencia No. 
15678, violando el artículo... párrafo... de la Ley de 
Carreteras y Tránsito por las mismas mientras conducía 
el carro placa No. 1626, por el hecho de transitar en el 
citado carro por la calle Salcedo esquina Padre García,' de 
esta ciudad, conduciendo el citado carro después de haber 
ingerido bebidas alcohólicas, según consta en el certifica-
do médico anexo. En fe de lo cual levanto la presente ac-
ta comprobatoria para los fines de la Ley. Doy fe". (fdo.) 
"Ovidio Fernández"; — 2) que apoderado del hecho el 
Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del Distri-
to de Santo Domingo, dictó sentencia en fecha once de» 
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septiembre de mil novecientos cincuenta. condenando al 
prevenido a las penas de diez días de prisión correcci c, 
nal y veinticinco pesos de multa, por el delito de inge ri r 

 bebidas alcohólicas, mientras manejaba el automóvil pla-
ca No. 1626; y 31 que sobre apelación interpuesta por el 
prevenido, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri_ 
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo 
dictó la sentencia ahora impugnada, la cual contiene el 
dispositivo siguiente: "Falla: PRIMERO: Que debe &Tia-
rar, como al efecto declara, regular y válido el recurso 
de apelación interpuesto por el nombraddiRuperto Euge-
nio James, contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz 
de la Segunda Circunscripción de este Distrito Judicial, 
que lo condenó a sufrir la pena de diez días de prisión 
correccional, y al pago de una multa de veinticinco pesos, 
por el delito de violación a la Ley de Carreteras, por ha-
ber sido intentado en tiempo hábil y forma legal; SEGUN-
DO: Que debe confirmar, como al efecto confirma, en todas 
sus partes la anterior sentencia; TERCERO: Que debe con-
denar, como al efecto condena, al mencionado prevenido 
al pago de las costas en esta alzada"; 

Considerando que al declarar los jueces del fondo al 
prevenido Ruperto Eugenio James, culpable del delito de 
ingerir bebidas alcohólicas mientras manejaba el automó-
vil placa No. 1626, previsto por el artículo 16, inciso a) 
de la Ley de Carreteras, No. 1132, de 1946, vigente cuan-
do el hecho fué cometido, se fundaron en el acta compro-
batoria de la infracción levantada el diez de septiembre 
de mil novecientos cincuenta, por el agente de la Policía 
de Carreteras, P. N., Ovidio Fernández, la cual hace fe 
hasta inscripción en falsedad, de los hechos materiales 
constitutivos de la infracción, comprobados personalmente 

por el redactor del acta; 
Considerando que el juez a quo ha admitido correcta- 

mente que los hechos así comprobados caracterizan el de- 

. lito puesto a cargo del prevenido Ruperto Eugenio James, 

y al declararlo culpable del referido delito y condenarlo, 

consecuentemente, a las penas de diez días de prisión co-
rreccional y veinticinco pesos de multa, le impuso una san-
ción ajustada al artículo 20 de la antes mencionada ley, 
entonces vigente; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
rus demás aspectos no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; 

' 	Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Ruperto Eugenio James, contra 
sentencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de 
fecha siete de marzo de mil novecientos cincuenta y uno, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, 
y SEGUNDO: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini. —Fco. Elpidio Beras.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,. 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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septiembre de mil novecientos cincuenta, condenando al 
prevenido a las penas de diez días de prisión correccio_ 
nal y veinticinco pesos de multa, por el delito de ingerir 
bebidas alcohólicas, mientras manejaba el automóvil pla-
ca No. 1626; y 3) que sobre apelación interpuesta por el 
prevenido, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri.. 
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dispositivo siguiente: "Falla: PRIMERO: Que debe decla-
rar, como al efecto declara, regular y válido el recurso 
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que lo condenó a sufrir la pena de diez días de prisión 
correccional, y al pago de una multa de veinticinco pesos, 
por el delito de violación a la Ley de Carreteras, por ha-
ber sid) intentado en tiempo hábil y forma legal; SEGUN-
DO: Que debe confirmar, como al efecto confirma, en todas 
sus partes la anterior sentencia; TERCERO: Que debe con-
denar, como al efecto condena, al mencionado prevenido 
al Pago de las costas en esta alzada"; 

Considerando que al declarar los jueces del fondo al 
prevenido Ruperto Eugenio James, culpable del delito de 
ingerir bebidas alcohólicas mientras manejaba el automó-
vil placa No. 1626, previsto por el artículo 16, inciso a) 
de la Ley de Carreteras, No. 1132, de 1946, vigente cuan-
do el hecho fué cometido, se fundaron en el acta compro-
batoria de la infracción levantada el diez de septiembre 
de mil novecientos cincuenta, por el agente de la Policía 
de Carreteras, P. N., Ovidio Fernández, la cual hace fe 
hasta inscripción en falsedad, de los hechos materiales 
constitutivos de la infracción, comprobados personalmente 
por el redactor del acta; 

Considerando que el juez a quo tia -admitido correcta-
mente que los hechos así comprobados caracterizan el de-

lito puesto a cargo del prevenido Ruperto Eugenio James, 
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al declararlo culpable del referido delito y condenarlo, 
nsecuentemente, a las penas de diez días de prisión co-

rreccional y veinticinco pesos de multa, le impuso una san-
ción ajustada al artículo 20 de la antes mencionada ley, 
entonces vigente; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Ruperto Eugenio James, contra 
sentencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri 
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de 
fecha siete de marzo de mil novecientos cincuenta y uno, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, 
y SEGUNDO: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini. —Fco. Elpidio Beras.— 
11af. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia Pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,. 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1 952, 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado -d e 
 Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, dictada en grado 

 de apelación, en fecha 10 de Diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Leoncio Santos C. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día die-
ciocho del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, 
años 1099  de la Independencia, 894  de la Restauración y 
229  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leoncio 
Santos C., dominicano, casado, chófer, de 40 años de edad, 
domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, en la casa No. 
83 de la calle 4ta., de Villa Duarte, portador de la cédula 
personal de identidad No. 13551, serie 1, contra sentencia 
correccional dictada en grado de apelación por la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, en fecha diez de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo 
se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del Tribunal a quo, en fecha catorce de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 3, párrafo e), número 1, de 
la Ley No. 1453, de 1947, que modifica el capítulo II de 
la Ley No. 1132, de Carreteras y Tránsito por las mismas, 
de 1946; 16, párrafo e) y 20, de la misma ley, modificado 
este último por la Ley No. 1871 de 1949; 154 del Código 
de Procedimiento Criminal; y 1 y 71 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que en fecha seis de noviembre de mil no-
vecientos cincuenta Ramón María Fernández, miembro de 
la Policía de Carreteras, P. N., levantó un acta comproba-
toria por violación de la Ley de Carreteras, en la cual 
consta que el chófer Leoncio Santos, fué sorprendido a 
las siete horas y -treinta minutos, "mientras transitaba en 
el camión placa No. 8328 por la carretera Rincón-Macorís, 
conduciendo una carga de 150 fundas de cemento de 94 
lbs. cada una haciendo un total de 14,100 libras, estando 
matriculado para cargar 4,000 lbs"; 2) Que apoderado del 
hecho el Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción del 
Distrito de Santo Domingo, dictó sentencia en fecha cinco 
de marzo de mil novecientos cincuenta y uno, condenan-
do al prevenido a las penas de diez días de prisión correc-
cional y veinticinco pesos de multa, por el delito de don-
dueir exceso de - Carga en el camión placa 8328; y 3) Que 
sobre apelación interpuesta por el prevenido, la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santo Domingo, dictó la sentencia ahora im- 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952, Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del Tribunal a quo, en fecha catorce de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 
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la Ley No. 1453, de 1947, que modifica el capítulo II de 
la Ley No. 1132, de Carreteras y Tránsito por las mismas, 
de 1946; 16, párrafo e) y 20, de la misma ley, modificado 
este último por la Ley No. 1871 de 1949; 154 del Código 
de Procedimiento Criminal; y 1 y 71 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que en fecha seis de noviembre de mil no-
vecientos cincuenta Ramón María Fernández, miembro de 
la Policía de Carreteras, P. N., levantó un acta comproba-
toria por violación de la Ley de Carreteras, en la cual 
consta que el chófer Leoncio Santos, fué sorprendido a 
las siete horas y -treinta minutos, "mientras transitaba en 
el camión placa No. 8328 por la carretera Rincón-Macorís, 
conduciendo una carga de 150 fundas de cemento de 94 
lbs. cada una haciendo un total de 14,100 libras, estando 
matriculado para cargar 4,000 lbs"; 2) Que apoderado del 
hecho el Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción del 
Distrito de Santo Domingo, dictó sentencia en fecha cinco 
de marzo de mil novecientos cincuenta y uno, condenan-
do al prevenido a las penas de diez días de prisión correc-
cional y veinticinco pesos de multa, por el delito de don-
dueir exceso decarga en el camión placa 8328; y 3) Que 
sobre apelación interpuesta por el prevenido, la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santo Domingo, dictó la sentencia ahora im- 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

   

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente: Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día die-
ciocho del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, 
años 1099  de la Independencia, 899  de la Restauración y 
229  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
-corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leoncio 
Santos C., dominicano, casado, chófer, de 40 años de edad, 
domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, en la casa No. 
83 de la calle 4ta., de Villa Duarte, portador de la cédula 
personal de identidad No. 13551, serie 1, contra sentencia 
correccional dictada en grado de apelación por la Segunda 
•Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, en fecha diez de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo 
se copia después; 
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pugnada, la cual contiene el dispositivo siguiente: FALLA: 
PRIMERO: Que debe Declarar, como al efecto Declara, re-
gular y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de 
apelación, por haber sido interpuesto en tiempo hábil; SE-
GUNDO: Que debe Confirmar, y al efecto Confirma, en to-
das sus partes, la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de 
la Cuarta Circunscripción del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, de fecha cinco del mes de marzo del año mil no-
vecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo dice así: PRI-
MERO: que debe condenar y condena al nombrado Leoncio 
Santos C., de generales anotadas, a sufrir la pena de Diez 
Días de Prisión Correccional, que cumplirá en la Cárcel 
Pública de Ciudad Trujillo, y al pago de una multa de 
RD$ Veinticinco Pesos Oro ,Dominicano, por el hecho de 
conducir el camión placa No. 8328, llevando exceso de car-
ga; se dispone que en caso de insolvencia la multa sea 
compensada con prisión a razón de un día por cada peso. 
SEGUNDO: que debe condenar y condena al referido incul-
pado al pago de las costas del procedimiento", por haber 
hecho el Juez de Paz a quo, una buena apreciación de los 
hechos y una correcta aplicación del derecho; Tercero: Que 
debe Condenar, como Condena, al apelante Leoncio San-
tos C., al pago de las costas de la presente alzada"; 

Considerando que al declarar los jueces del fondo al 
prevenido Leoncio Santos, culpable del delito de conducir 
en el camión placa 8328, una cantidad de carga superior 
a la indicada en su matrícula, previsto por el artículo 3, 
párrafo e) número 1, de la Ley No. 1453, de 1947, vigente 
en el momento del hecho, se fundaron en el acta compro-
batoria de la infracción levantada el seis de Noviembre de 
mil novecientos cincuenta, por el agente de la Policía de 
Carreteras raso Ramón M. Fernández, P. N., y la cual 
hace fe hasta inscripción en falsedad, de los hechos mate-
riales constitutivos de la infracción, comprobados perso 
nalmente por el redactor del acta; 

Considerando que el juez a quo ha admitido correcta-
mente que los hechos así comprobados caracterizan el de-
lito puesto a cargo del prevenido Leoncio Santos, y al de-
clararlo culpable del referido delito y condenarlo, .conse-
cuentemente, a las penas de diez días de prisión correc-
cional y veinticinco pesos de multa, le impuso una sanción 
ajustada al artículo 20 de la antes mencionada ley, entonces 
vigente; 

Considerando, por otra parte, que no obstante haber 
aplicado erróneamente el juez a quo la Ley No. 2556, sobre 
Tránsito de Vehículos, publicada el 25 de noviembre de 
1950, y la cual, por tanto, no estaba en vigor el día 6 de 
Noviembre de 1950, fecha en que fué perpetrada la in-
fracción, la sentencia impugnada no puede ser casada, pues 
la pena está justificada, en vista de que las disposiciones 
de ambas leyes son idénticas en lo concerniente a la cali-
ficación del delito puesto a cargo del recurrente y a las pe-
nas establecidas para sancionarlo y, finalmente, a la fuer-
za probatoria de las actas relativas a la comprobación de 
la infracción; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Leoncio Santos C. contra sentencia 
de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito de Santo Domingo, de fecha diez de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispo-
sitiva se copia en otro lugar del presente fallo; y SEGUN-
DO:: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía, 
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Moret. 
— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.—
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 
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pugnada, la cual contiene el dispositivo siguiente: FALLA: 
PRIMERO: Que debe Declarar, como al efecto Declara, re-
gular y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de 
apelación, por haber sido interpuesto en tiempo hábil; SE-
GUNDO: Que debe Confirmar, y al efecto Confirma, en to-
das sus partes, la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de 
la Cuarta Circunscripción del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, de fecha cinco del mes de marzo del año mil no-
vecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo dice así: PRI-
MERO: que debe condenar y condena al nombrado Leoncio 
Santos C., de generales anotadas, a sufrir la pena de Diez 
Días de Prisión Correccional, que cumplirá en la Cárcel 
Pública de Ciudad Trujillo, y al pago de una multa de 
RD$ Veinticinco Pesos Oro ,Dominicano, por el hecho de 
conducir el camión placa No. 8328, llevando exceso de car-
ga; se dispone que en caso de insolvencia la multa sea 
compensada con prisión a razón de un día por cada peso. 
SEGUNDO: que debe condenar y condena al referido incul-
pado al pago de las costas del procedimiento", por haber 
hecho el Juez de Paz a quo, una buena apreciación de los 
hechos y una correcta aplicación del derecho; Tercero: Que 
debe Condenar, como Condena, al apelante Leoncio San-
tos C., al pago de las costas de la presente alzada"; 

Considerando que al declarar los jueces del fondo al 
prevenido Leoncio Santos, culpable del delito de conducir 
en el camión placa 8328, una cantidad de carga superior 
a la indicada en su matrícula, previsto por el artículo 3, 
párrafo e) número 1, de la Ley No. 1453, de 1947, vigente 
en el momento del hecho, se fundaron en el acta compro-
batoria de la infracción levantada el seis de Noviembre de 
mil novecientos cincuenta, por el agente de la Policía de 
Carreteras raso Ramón M. Fernández, P. N., y la cual 
hace fe hasta inscripción en falsedad, de los hechos mate-
riales constitutivos de la infracción, comprobados perso 
nalmente por el redactor del acta; 

Considerando que el juez a quo ha admitido correcta-
mente que los hechos así comprobados caracterizan el de-
lito puesto a cargo del prevenido Leoncio Santos, y al de-
clararlo culpable del referido delito y condenarlo, conse-
cuentemente, a las penas de diez días de prisión correc-
cional y veinticinco pesos de multa, le impuso una sanción 
ajustada al artículo 20 de la antes mencionada ley, entonces 
vigente; 

, 	Considerando, por otra parte, que no obstante haber 
aplicado erróneamente el juez a quo la Ley No. 2556, sobre 
Tránsito de Vehículos, publicada el 25 de noviembre de 
1950, y la cual, por tanto, no estaba en vigor el día 6 de 
Noviembre de 1950, fecha en que fué perpetrada la in-
fracción, la sentencia impugnada no puede ser casada, pues 
la pena está justificada, en vista de que las disposiciones 
de ambas leyes son idénticas en lo concerniente a la cali-
ficación del delito puesto a cargo del recurrente y a las pe-
nas establecidas para sancionarlo y, finalmente, a la fuer-
za probatoria de las actas relativas a la comprobación de 
la infracción; 

, 	Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Leoncio Santos C. contra sentencia 
de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito de Santo Domingo, de fecha diez de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispo-
sitiva se copia en otro lugar del presente fallo; y SEGUN-
DO:: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 

- G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.—
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo s 
 Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

 audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952. 
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Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 

Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, dictada en grado 

de apelación, en fecha 23 de febrero de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Juan Solano Rosa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
dieciocho del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 1099  de la Independencia, 899  de la Restaura-

ción y 229  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan So-
lano Rosa, de 29 años de edad, casado, chófer, de este 
domicilio y residencia, portador de la cédula personal de 
identidad No. 34564, serie 1, sello No. 33043, contra sen-
tencia correccional dictada en grado de apelación por la 

Friolera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha veinti-
trés de febrero de mil novecientos cincuenta y uno, cu-
yo  dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría del tribunal a quo, el mismo día del fallo, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 16, párrafos a) y e), y 20 
de la Ley de Carreteras y Tránsito, No. 1132, de 1946, mo-
dificado este último por la Ley No. 1871, de 1949; 154 del 
Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 71 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que en fecha veintirés de noviembre de 
mil novecientos cincuenta, Juan J. Gómez D., miembro 
de la Policía de Carreteras, P. N., levantó un acta com-
probatoria por violación de la Ley de Carreteras, que co-
piada textualmente dice así: "Acta comprobatoria por vio-
lación a la Ley de Carreteras.— En Ciudad Trujillo, calle 
Jacinto de la Concha, a los 23 días del mes de noviembre 
del año 1950, siendo las 5 horas de la a. m. y minutos. 
Yo, Juan J. Gómez D., Miembro de la Policía de Carrete-
ras, P. N., he sorprendido a Juan Solano Rosa, dominica-
no, residente en Fco. Henríquez y Carvajal No. 32, Común 
de C. Trujillo, cédula No. 34564, serie 1, Licencia No. 13834, 
violando el artículo 16, párrafo A,. de la Ley No. 1132, de 
Carreteras, de fecha 15 de marzo de 1946, modificada por 
la Ley No.... , mientras transitaba en carro, placa No. 
2105, por el sitio mencionado arriba: conduciendo el re-
ferido vehículo después de haber ingerido bebidas alcohó-
licas. En fe de lo cual levanto la presente acta compro- 
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primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha veinti-
trés de febrero de mil novecientos cincuenta y uno, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

.!; Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría del tribunal a quo, el mismo día del fallo, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 16, párrafos a) y e), y 20 
de la Ley de Carreteras y Tránsito, No. 1132, de 1946, mo-
dificado este último por la Ley No. 1871, de 1949; 154 del 
Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 71 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que en fecha veintirés de noviembre de 
mil novecientos cincuenta, Juan J. Gómez D., miembro 
de la Policía de Carreteras, P. N., levantó un acta com-
probatoria por violación de la Ley de Carreteras, que co-
piada textualmente dice así: "Acta comprobatoria por vio-
lación a la Ley de Carreteras.— En Ciudad Trujillo, calle 
Jacinto de la Concha, a los 23 días del mes de noviembre 
del año 1950, siendo las 5 horas de la a. m. y minutos. 
Yo, Juan J. Gómez D., Miembro de la Policía de Carrete-
ras, P. N., he sorprendido a Juan Solano Rosa, dominica-
no, residente en Fco. Henríquez y Carvajal No. 32, Común 
de C. Trujillo, cédula No. 34564, serie 1, Licencia No. 13834, 
violando el artículo 16, párrafo A, de la Ley No. 1132, de 
Carreteras, de fecha 15 de marzo de 1946, modificada por 
la Ley No.... , mientras transitaba en carro, placa No. 
2105, por el sitio mencionado arriba: conduciendo el re-
ferido vehículo después de haber ingerido bebidas alcohó-
licas. En fe de lo cual levanto la presente acta compro- 
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Recurrente: Juan Solano Rosa. 

   

         

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

  

         

En nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Dístrito de Santo Domingo, hoy día 
dieciocho del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restaura-

ción y 229  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-

blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan So-

lano Rosa, de 29 años de edad, casado, chófer, de este 
domicilio y residencia, portador de la cédula personal de 
identidad No. 34564, serie 1, sello No. 33043, contra sen-
tencia correccional dictada en grado de apelación por la 

 

          

          

          

          

          

          

          

          

          

                

                



        

694 	 BOLETÍN JUDICIAL 

   

BOLETÍN JUDICIAL 	 695 

                 

       

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
'Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, e n  la 

 audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene.. 
ral, que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

 

primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha veinti-
trés de febrero de mil novecientos cincuenta y uno, cu-
yo  dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

0110W Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría del tribunal a quo, el mismo día del fallo, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 16, párrafos a) y e), y 20 
de la Ley de Carreteras y Tránsito, No. 1132, de 1946, mo-
dificado este último por la Ley No. 1871, de 1949; 154 del 
Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 71 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que en fecha veintirés de noviembre de 
mil novecientos cincuenta, Juan J. Gómez D., miembro 
de la Policía de Carreteras, P. N., levantó un acta com-
probatoria por violación de la Ley de Carreteras, que co-
piada textualmente dice así: "Acta comprobatoria por vio-
lación a la Ley de Carreteras.— En Ciudad Trujillo, calle 
Jacinto de la Concha, a los 23 días del mes de noviembre 
del año 1950, siendo las 5 horas de la a. m. y minutos. 

.Yo, Juan J. Gómez D., Miembro de la Policía de Carrete-
ras, P. N., he sorprendido a Juan Solano Rosa, dominica-
no, residente en Feo. Henríquez y Carvajal No. 32, Común 
de C. Trujillo, cédula No. 34564, serie 1, Licencia No. 13834, 
violando el artículo 16, párrafo A, de la Ley No. 1132, de 
Carreteras, de fecha 15 de marzo de 1946, modificada por 
la Ley No.... , mientras transitaba en carro, placa No. 
2105, por el sitio mencionado arriba: conduciendo el re-
ferido vehículo después de haber ingerido bebidas alcohó-
licas. En fe de lo cual levanto la presente acta compro- 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

  

          

          

        

En nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
dieciocho del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9  de la Restaura-

ción y 229  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan So-
lana Rosa, de 29 años de edad, casado, chófer, de este 
domicilio y residencia, portador de la cédula personal de 
identidad No. 34564, serie 1, sello No. 33043, contra sen-
tencia correccional dictada en grado de apelación por la 
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batoria en presencia del infractor y le he entregado u na 
 copia para los fines de Ley. Doy fe." (Firmado): "J. J. G6. 

mez"; 2) que apoderado del hecho el Juzgado de Paz d e 
 la Primera Circunscripción del Distrito de Santo Domin-

go, dictó sentencia -en fecha veintitrés de noviembre de 
mil novecientos cincuenta, condenando al prevenido a las 
penas de diez días de prisión correccional y veinticinco 
pesos de multa, por el delito de ingerir bebidas alcohó-
licas, mientras manejaba el automóvil placa No. 2105; y 
3) que sobre apelación interpuesta por el prevenido, la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó la sentencia 
ahora impugnada, la cual contiene el dispositivo siguiente: 
"falla: PRIMERO: que debe declarar, como al efecto de-
clara, regular y válido el recurso de apelación interpuesto 
por el nombrado Juan Solano Rosa, de generales anota-
das, contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de 
la Primera Circunscripción de este Distrito Judicial en 
fecha 23 del mes de noviembre del año 1950, la cual lo 
condenó a sufrir la pena de diez (10) días de prisión co-
rreccional; al pago de una multa de veinticinco pesos oro 
(RD$25.00) y pago de las costas, por el delito de viola-
ción a la Ley No. 1132 (haber conducido el carro placa 
No. 2105, ingiriendo bebidas alcohólicas), por haberse in-
tentado en tiempo hábil y en forma legal; SEGUNDO: 
que debe confirmar, como al efecto confirma, en todas sus 
partes la mencionada sentencia; TERCERO: que debe con-
denar, como al efecto condena, al mencionado prevenido 
al pago de las costas"; 

Considerando que al declarar los jueces del fondo 
al prevenido Juan Solano Rosa, culpable del delito de in-
gerir bebidas alcohólicas mientras manejaba el automóvil 
placa No. 2105, previsto por el artículo 16, inciso a) de la 
Ley de Carreteras, No. 1132, de 1946, vigente cuando el 
hecho fué cometido, se fundaron en el acta comprobato-
ria de la infracción levantada el veintirés de noviembre 

de  mil novecientos cincuenta, por el agente de la Policía 
de Carreteras, P. N., Juan J. Gómez D., la cual hace fe 
hasta inscripción en falsedad, de los hechos materiales 
constitutivos de la infracción, comprobados personalmente 
por el redactor del acta; 

Considerando que el juez a quo ha admitido correcta-
mente que los hechos así comprobados caracterizan el de-
lito puesto a cargo del prevenido Juan Solano Rosa, y al de-
clararlo culpable del referido delito y condenarlo, conse-
cuentemente, a las penas de diez días de prisiórí correccio-
nal y veinticinco pesos de multa, le impuso una sanción 
ajustada al artículo 20 de la antes mencionada ley, enton-
ces vigente; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Solano Rosa contra sentencia 
de la Primera Cámara del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha veinti-
trés de febrero de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y 
SEGUNDO: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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mez"; 2) que apoderado del hecho el Juzgado de Paz d e 
 la Primera Circunscripción del Distrito de Santo Don-un_ 

go, dictó sentencia -en fecha veintitrés de noviembre de 
mil novecientos cincuenta, condenando al prevenido a las 
penas de diez días de prisión correccional y veinticinco 
pesos de multa, por el delito de ingerir bebidas alcohó-
licas, mientras manejaba el automóvil placa No. 2105; y 
3) que sobre apelación interpuesta por el prevenido, la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó la sentencia 
ahora impugnada, la cual contiene el dispositivo siguiente: 
"falla: PRIMERO: que debe declarar, como al efecto de-
clara, regular y válido el recurso de apelación interpuesto 
por el nombrado Juan Solano Rosa, de generales anotk 
da%, contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de 
la Primera Circunscripción de este Distrito Judicial en 
fecha 23 del mes de noviembre del año 1950, la cual lo 
condenó a sufrir la pena de diez (10) días de prisión co-
rreccional; al pago de una multa de veinticinco pesos oro 
(RD$25.00) y pago de las costas, por el delito de viola-
ción a la Ley No. 1132 (haber conducido el carro placa 
No. 2105, ingiriendo bebidas alcohólicas), por haberse in-
tentado en tiempo hábil y en forma legal; SEGUNDO: 
que debe confirmar, como al efecto confirma, en todas sus 
partes la mencionada sentencia; TERCERO: que debe con-
denar, como al efecto condena, al mencionado prevenido 
al pago de las costas"; 

Considerando que al declarar los jueces del fondo 
al prevenido Juan Solano Rosa, culpable del delito de in-
gerir bebidas alcohólicas mientras manejaba el automóvil 
placa No. 2105, previsto por el artículo 16, inciso a) de la 
Ley de Carreteras, No. 1132, de 1946, vigente cuando el 
hecho fué cometido, se fundaron en el acta comprobato-
ria de la infracción levantada el veintirés de noviembre 

de  mil novecientos cincuenta, por el agente de la Policía 
de  Carreteras, P. N., Juan J. Gómez D., la cual hace fe 
hasta inscripción en falsedad, de los hechos materiales 

constitutivos de la infracción, comprobados personalmente 
por el redactor del acta; 

Considerando que el juez a quo ha admitido correcta-
mente que los hechos así comprobados caracterizan el de-
lito puesto a cargo del prevenido Juan Solano Rosa, y al de-
clararlo culpable del referido delito y condenarlo, conse-
cuentemente, a las penas de diez días de prisión: correccio-
nal y veinticinco pesos de multa, le impuso una sanción 
ajustada al artículo 20 de la antes mencionada ley, enton-
ces vigente; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Solano Rosa contra sentencia 
de la Primera Cámara del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha veinti-
trés de febrero de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y 
SEGUNDO: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí. Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. d e  
Barahona, dictada en grado de apelación el 28 de n o . 
viembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Enrique Urbáez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tómás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día dieciocho 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 22 9  de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Enrique Urbáez, mayor de edad, dominicano, soltero, chó-
fer, domiciliado y residente en la común de Cabral, provin-
cia de Barahona, portador de la cédula personal de iden-
tidad de Barahona, pirtador de la cédula personal de iden-
tidad No. 3463, serie 19, sello No. 525539, contra sentencia 
correccional dictada en grado de apelación por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en 
fecha veintiocho de noviembre de mil novecientos cincuen-
ta y uno, cuyo dispositivo se copia después; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la se-

cretaría del tribunal a quo, en fecha veintiocho de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 6, párrafo b), 152, y 170 de 
la Ley sobre Tránsito de Vehículos, No. 2556, de 1950; 154 
del Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que en fecha seis de octubre de mil nove-
cientis cincuenta y uno, Juan J. Gómez D., miembro de la 
Policía de Carreteras, P. N., levantó un acta comprobato-
ria por violación de la Ley sobre Tránsito de Vehículos, que 
copiada textualmente dice así: "Acta comprobatoria, por 
violación a la Ley de Carreteras.— En la ciudad de Ba-
rahona, Carretera Enriquillo, kilómetro 6, a los 6 días del 
mes de octubre del año 1951, siendo las 6 horas de la tar-
de y minutos, Yo, Juan J. Gómez D., Miembro de la Poli-
cía de Carreteras, P. N., he sorprendido a Ramón Enrique 
Urbáez, dominicano, residente en Cabral, común de Ca-
bral, cédula No. 3463, serie 19, Licencia No. 16490, violan-
do el Art. 6 párrafo b, de la Ley No. 2556 sobre tránsito de 
vehículos modificada por la ley No....., mientras tran-
sitaba en camión, placa No. 11779, por el sitio mencio-
nado arriba: y conduciendo el referido vehículo a una ve-
locidad de 80 kilómetros por hora comprobado por el ve-
locímetro del motocicleta placa No. 202, al servicio de la 
Policía de Carreteras, P. N., y conducido por el suscrito.—
En fe de lo cual levanto la presente acta comprobatoria 
en presencia del infractor Ramón E. Urbáez y le he entre-
gado una copia para los fines de Ley.— Doy fe". (Firma-
do): "J. J. Gómez D,"; 2) que apoderado del hecho el Juz- 
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Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de  
Barahona, dictada en grado de apelación el 28 de no-
viembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Enrique Urbáez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tómás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día dieciocho 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 229  de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Enrique Urbáez, mayor de edad, dominicano, soltero, chó-
fer, domiciliado y residente en la común de Cabral, provin-
cia de Barahona, portador de la cédula personal de iden-
tidad de Barahona, pirtador de la cédula personal de iden-
tidad No. 3463, serie 19, sello No. 525539, contra sentencia 
correccional dictada en grado de apelación por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en 
fecha veintiocho de noviembre de mil novecientos cincuen-
ta y uno, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de  la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la se-

cretaría del tribunal a quo, en fecha veintiocho de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 6, párrafo b), 152, y 170 de 
la Ley sobre Tránsito de Vehículos, No. 2556, de 1950; 154 
del Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que en fecha seis de octubre de mil nove-
cientis cincuenta y uno, Juan J. Gómez D., miembro de la 
Policía de Carreteras, P. N., levantó un acta comprobato-
ria por violación de la Ley sobre Tránsito de Vehículos, que 
copiada textualmente dice así: "Acta comprobatoria, por 
violación a la Ley de Carreteras.— En la ciudad de Ba-
rahona, Carretera Enriquillo, kilómetro 6, a los 6 días del 
mes de octubre del año 1951, siendo las 6 horas de la tar-
de y minutos, Yo, Juan J. Gómez D., Miembro de la Poli-
cía de Carreteras, P. N., he sorprendido a Ramón Enrique 
Urbáez, dominicano, residente en Cabral, común de Ca-
bral, cédula No. 3463, serie 19, Licencia No. 16490, violan-
do el Art. 6 párrafo b, de la Ley No. 2556 sobre tránsito de 
vehículos modificada por la ley No....., mientras tran-
sitaba en camión, placa No. 11779, por el sitio mencio-
nado arriba: y conduciendo el referido vehículo a una ve-
locidad de 80 kilómetros por hora comprobado por el ve-
locímetro del motocicleta placa No. 202, al servicio de la 
Policía de Carreteras, P. N., y conducido por el suscrito.—
En fe de lo cual levanto la presente acta comprobatoria 
en presencia del infractor Ramón E. Urbáez y le he entre-
gado una copia para los fines de Ley.— Doy fe". (Firma-
do): "J. J. Gómez D."; 2) que apoderado del hecho el Juz- 

. 
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gado de Paz de la común de Barahona, dictó sentencia en 
fecha ocho de octubre de mil novecientos cincuenta y uno 
condenando al prevenido a las penas de diez días de pri-
sión sión correccional y veinticinco pesos de multa, por el de- 

-. lito de mane  jar el camión placa 11779, .a una velocidad 
superior el limité señalado por el artículo 6, párrafo b), de 
la Ley sobre Tránsito de Vehículos; 3) que sobre apelación 
interpuesta por el prevenido, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Barahona, dictó la senten- 

'` da ahora impugnada, la cual contiene el siguiente dispo-
‘-aitivoz, 'PALLA: PRIMERO: que debe, declarar y decla-

ra, regular en la forma, el recurso de apelación interpues-
to por el nombrado. Ramón Enrique Urbáez, contra la sen-
tencia dictada par. el Juzgado de Paz de la común de Ba-
rahona,, en fecha 8 de octubre de 1951, que lo condenó a 
sufrir , la pena de diez días de prisión y a pagar RD$25.00 
de multa y las costas, por el hecho de conducir el camión 
placa No. 11779, a una velocidad de 80 kilómetros por ho-
ra; SEGUNDO: que en cuanto al fondo, rechaza el men-
cionado recurso y confirma en todas sus partes la referida 
sentencia, condenando al prevenido, al pago de las cos- 
tas"; 

Considerando que al declarar los jueces del fondo al 
prevenido Ramón Enrique Urbáez, culpable del delito de 
manejar el camión placa 11779, a una velocidad superior 
al límite señalado por la ley, se fundaron en el acta com-
probatoria de la infracción levantada el seis de octubre de 
mil novecientos cincuenta y uno, por el agente de la Po-
licía de Carreteras Juan J. Gómez D., P. N., la cual hace 
fe hasta inscripción en falsedad de los hechos materiales 
constitutivos de la infracción, comprobados personalmente 
por el redactor del acta; 

Considerando que el juez a quo ha admitido correcta-
mente que los hechos así comprobados, caracterizan el de-
lito puesto a cargo del recurrente, y al declararlo culpable 
del referido delito,, y condenarlo, consecuentemente, a las 

penas ya indicadas, le impuso una sanción ajustada al ar-
tículi 170 de la Ley antes mencionada; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Ramón Enrique Urbáez, contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona de fecha veintiocho de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se co-
pia en otro lugar del presente fallo, y SEGUNDO: conde-
na a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 
— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.—
Néstor Contin Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
12 de diciembre del año 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pablo Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
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gado de Paz de la común de Barahona, dictó sentencia en 
fecha ocho de octubre de mil novecientos cincuenta y uno , 
condenando al prevenido a las penas de diez días de pri-
sióncorreccional y veinticinco pesos de multa, por el de- 

' lit° de manejar el camión placa 11779, .a una velocidad 
superior; al límite señalado poi- el artículo 6, párrafo b), de 

- la Ley sobre Tránsitó de Vehículos; 3) que sobre apelació n 
 interpuesta por el prevenido, el Juzgado de Primera Ins-

tancia del Distrito Judicial de Barahona, dictó la senten- 
', cia ahora impugnarla, la cual contiene el siguiente dispo-

sitivo; :VALLA: PRIMERO: que debe, declarar y decla-
ra, regular en la forma, el recurso de apelación interpues-
to por el nombrado,  Ramón Enrique Urbáez, contra la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Paz de la común de Ba-
rahona,, en fecha 8 de octubre de 1951, que lo condenó a 
sufrir , 

la pena de diez días de prisión y a pagar RD$25.00 
de multa y,las costas, por el hecho de conducir el camión 
placa No. 11779, a una velocidad de 80 kilómetros por ho-
ra; SEGUNDO: que en cuanto al fondo, rechaza el men-
cionado recurso y confirma en todas sus partes la referida 
sentencia, condenando al prevenido, al pago de las cos- 
tas"; 

Considerando que al declarar los jueces del fondo al 
prevenido Ramón Enrique Urbáez, culpable del delito de 
manejar el camión placa 11779, a una velocidad superior 
al límite señalado por la ley, se fundaron en el acta com-
probatoria de la infracción levantada el seis de octubre de 
mil novecientos cincuenta y uno, por el agente de la Po-

licia de Carreteras Juan J. Gómez D., P. N., la cual hace 

fe hasta inscripción en falsedad de los hechos materiales 
constitutivos de la infracción, comprobados personalmente 
por el redactor del acta; 

Considerando que el juez a quo ha admitido correcta-
mente que los hechos así comprobados, caracterizan el de-
lito puesto a cargo del recurrente, y al declararlo culpable 
del referido delito,, y condenarlo, consecuentemente, a las 

penas ya indicadas, le impuso una sanción ajustada al ar-
tículi 170 de la Ley antes mencionada; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Ramón Enrique Urbáez, contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona de fecha veintiocho de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se co-
pia en otro lugar del presente fallo, y SEGUNDO: conde-
na a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 
— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.—
Néstor Contin Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
12 de diciembre del año 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pablo Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
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gado de Paz de la común de Barahona, dictó sentencia en 
fecha ocho de octubre de mil novecientos cincuenta y uno, 
condenando al prevenido a las penas de diez días de pri-
sión correccional y veinticinco pesos de multa, por el de-
lito de manejar el camión placa 11779, .a una velocidad 
superior al límite señalado por el artículo 6, párrafo b), de 
la Ley sobre Tránsito de Vehículos; 3) que sobre apelación 
interpuesta por el prevenido, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Barahona, dictó la senten- 

' aria ahora impugnada, la cual contiene el siguiente dispo- 
tivo; :"FALLA: PRIMERO: que debe, declarar y decla-

ra, regular en la forma, el recurso de apelación interpues-

to por el nombrado Ramón Enrique Urbáez, contra la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Paz de la común de Ba-
rahona, en fecha 8 de octubre de 1951, que lo condenó a 
sufrir la pena de diez días de prisión y a pagar RD$25.00 
de multa, y las costas, por el hecho de conducir el camión 
placa No. 11779, a una velocidad de 80 kilómetros por ho-
ra; SEGUNDO: que en cuanto al fondo, rechaza el men-
cionado recurso y confirma en todas sus partes la referida 
sentencia, condenando al prevenido, al pago de las cos-

tas"; 
Considerando que al declarar los jueces del fondo al 

prevenido Ramón Enrique Urbáez, culpable del delito de 
manejar el camión placa 11779, a una velocidad superior 

al límite señalado por la ley, se fundaron en el acta com-
probatoria de la infracción levantada el seis de octubre de 

mil novecientos cincuenta y uno, por el agente de la Po-
licía de Carreteras Juan J. Gómez D., P. N., la cual hace 
fe hasta inscripción en falsedad de los hechos materiales 
constitutivos de la infracción, comprobados personalmente 

por el redactor del acta; 
Considerando que el juez a quo ha admitido correcta-

mente que los hechos así comprobados, caracterizan el de-
lito puesto a cargo del recurrente, y al declararlo culpable 
del referido delito, y condenarlo, consecuentemente, a las 
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penas ya indicadas, le impuso una sanción ajustada al ar-
tículi 170 de la Ley antes mencionada; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Ramón Enrique Urbáez, contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona de fecha veintiocho de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se co-
pia en otro lugar del presente fallo, y SEGUNDO: conde-
na a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Bíllini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 
— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.—
Néstor Confin Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
12 de diciembre del año 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pablo Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
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H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Prime r 
 Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 

Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. M o_ 

rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián, 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día dieciocho del 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, años 
109° de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 22 9 

 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre al recurso de casación interpuesto por Pablo Ro-
sario, mayor de edad, casado, agricultor, domiciHado y re-
sidente en la sección de San Bartolo, jurisdicción de la 
común de La Vega, portador de la cédula personal de iden-
tidad No. 12804, serie 47, contra sentencia correccional de 
la Corte de Apelación de La Vega, de fecha doce de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido, en cuanto a la forma, el presente re-
curso de apelación, SEGUNDO: Confirma la sentencia dic-
tada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, del treinta de julio de 
mil novecientos cincuenta y uno, que condenó al apelante 
Pablo Rosario, de generales conocidas, a Dos Años de pri-
sión correccional y, al pago de las costas por el delito de 
violación a la Ley No. 2402 en perjuicio del menor Andrés 
Jiménez, y fijó en la suma de Seis Pesos la pensión men-
sual que dicho prevenido deberá pasar a la madre que-
rellante para la manutención del referido menor, a partir 
del día 16 de junio de 1951, fecha de la quere'la; y orde-
na la ejecución de esta sentencia no obstante cualquier 
recurso; y Tercero: Condena al referido Pablo Rosario, al 
pago de las costas de esta instancia"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído Id dictamen del Magistrado Procurador General 
de lavRisetp: pública; 

'el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha diez y nueve de di-
ciembre de. mil novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
dliebe1r9a5d0o:  l 

1, 40 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 

y 
vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, 

Casación; 

cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que Sxceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuvieren presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Cwsiclerando que el recurrente fué condenado a la 
pena de cicIs años de prisión correccional; que en el expe-
diente no ihay constancia de aue dicho recurrente se en-
cuentre prsso, ni tampoco de que haya obtenido su libertad 
provisional bajo fianza o la suspensión de la ejecución de 
la pena, dS conformidad con los artículos 7 y 8 de la Ley 
No. 2402, 1e 1950; que, por tanto, el presente recurso no 
puede ser admitido;  

Por ta les motivos, PRIMERO: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Pablo Rosario, contra 

ga, de fecha doce de diciembre de mil novecientos cincuen- 
ta y uno; las costas. SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de 

(Firro;dos): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fcó. Elpid ro  Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo- 
rel.— G. k. Díaz, A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B., 
Néstor Cor tín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 

Consic erando que el artículo 40 de la Ley sobre Pro- 

sentencia c orreccional de la Corte de Apelación de La Ve- 

neral. 



Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha diez y nueve de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, 

, „de 1950; y 1, 40 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
4  Casación; 

Considerando que el artículo 40 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuvieren presos o en 

' 1  libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que en el expe-
diente no hay constancia de que dicho recurrente se en-
cuentre preso, ni tampoco de que haya obtenido su libertad 
provisional bajo fianza o la suspensión de la ejecución de 
la pena, de conformidad con los artículos 7 y 8 de la Ley 
No. 2402, de 1950; que, por tanto, el presente recurso no 
puede ser admitido; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible el 
•recurso de casación interpuesto por Pablo Rosario,, contra 
;.,sentencia correccional de la Corte de Apelación de La Ve-
ga, de fecha doce de diciembre de mil novecientos cincuen-
ta y úno; SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de 

!''las costas. 

• 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fee. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz, A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B., 

.• Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral: • 

1 
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H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. M0.. 
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día dieciocho del 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 22 9 

 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre al recurso de casación interpuesto por Pablo Ro-
sario, mayor de edad, casado, agricultor, domiciliado y re-
sidente en la sección de San Bartolo, jurisdicción de la 
común de La Vega, portador de la cédula personal de iden-
tidad No. 12804, serie 47, contra sentencia correccional de 
la Corte de Apelación de La Vega, de fecha doce de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido, en cuanto a la forma, el presente re-
curso de apelación, SEGUNDO: Confirma la sentencia dic-
tada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, del treinta de julio de 
mil novecientos cincuenta y uno, que condenó al apelante 
Pablo Rosario, de generales conocidas, a Dos Años de pri-
sión correccional y, al pago de las costas por el delito de 
violación a la Ley No. 2402 en perjuicio del menor Andrés 
Jiménez, y fijó en la suma de Seis Pesos la pensión men-
sual que dicho prevenido deberá pasar a la madre que-
rellante para la manutención del referido menor, a partir 
del día 16 de junio de 1951, fecha de la querella; y orde-
na la ejecución de esta sentencia no obstante cualquier 
recurso; y Tercero: Condena al referido Pablo Rosario, al 
pago de las costas de esta instancia"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en el expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 

Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en grado de 

apelación, de fecha 6 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Juan Antonio García. 

Dios, Patria Y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día .  die-

ciocho del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, 

años 1099  de la Independencia, 89° de la Restauración y 

22° de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan An-

tonio García, dominicano, mayor de edad, soltero, de este 
domicilio y residencia, portador de la cédula personal 

de 

identidad No. 23522, serie 23, sello No. 11586 para el ario 
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1951, contra sentencia correccional dictada ezi grado de 
apelación por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
en fecha seis de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y uno, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la. República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del tribunal a quo el mismo día del fallo, en la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 8, 152 y 170 de la Ley So-
bre Tránsito de Vehículos, No. 2556, de 1950; 154 del Có-digo de Procedimiento Civil, y 1 y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) Que en fecha quince de enero de mil no-
vecientos cincuenta y uno, Porfirio Lara, miembro de la 
Policía de Carreteras, P. N., levantó un acta comprobato-
ria por violación a la Ley sobre Tránsito de Vehículos, que 
copiada textualmente dice así: "Acta Comprobatoria, por 
violación a la Ley de Carreteras. En la Ciudad Trujillo Ca-
rretera Mella kilómetro 5 1/2 a los 15 días del mes de 
Enero del año 1951, siendo las 4 horas de la tarde y 55 
minutos. Yo, Porfirio Lara, Miembro de la Policía de Ca-rreteras, P. N., he sorprendido al Nombrado Juan Antonio 
García, residente en 4 1, Villa Duarte 32, Común de Vi-lla 

Duarte, Cédula No. 23522, Serie 23, Licencia No. 60,110, 
violando el Art. ... párrafo..., de la Ley No. 1132, de ., 
Carreteras, de fecha 15 de Marzo de 1946, modificada 
Por la Ley No...., mientras transitaba en guagua, placa 
No. 4115, por el sitio mencionado arriba: Por el hecho de 

estar matriculado para (18) dieciocho pasajeros con sus ayudantes y carga Veintidós (22) Pasajeros en exceso con 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en el expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 

Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en grado de 
apelación, de fecha 6 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Juan Antonio García. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día die-
ciocho del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, 

años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 

229  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan An-
tonio García, dominicano, mayor de edad, soltero, de este 
domicilio y residencia, portador de la cédula personal de 
identidad No. 23522, serie 23, sello No. 11586 para el año  

1951, contra sentencia correccional dictada en grado de 
apelación por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
en fecha seis de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y uno, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del tribunal a quo el mismo día del fallo, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 8, 152 y 170 de la Ley So-
bre Tránsito de Vehículos, No. 2556, de 1950; 154 del Có-
digo de Procedimiento Civil, y 1 y 71 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) Que en fecha quince de enero de mil no-
vecientos cincuenta y uno, Porfirio Lara, miembro de la 
Policía de Carreteras, P. N., levantó un acta comprobato-
ria por violación a la Ley sobre Tránsito de Vehículos, que 
copiada textualmente dice así: "Acta Comprobatoria, por 
violación a la Ley de Carreteras. En la Ciudad Trujillo Ca-
rretera Mella kilómetro 5 1/ 2 a los 15 días del mes de 
Enero del año 1951, siendo las 4 horas de la tarde y 55 
minutos. Yo, Porfirio Lara, Miembro de la Policía de Ca-
rreteras, P. N., he sorprendido al Nombrado Juan Antonio 
García, residente en 4P, Villa Duarte 32, Común de Vi-
lla Duarte, Cédula No. 23522, Serie 23, Licencia No. 60,110, 
violando el Art. ... párrafo..., de la Ley No. 1132, de 
Carreteras, de fecha 15 de Marzo de 1946, modificada 
por la Ley No...., mientras transitaba en guagua, placa 
No. 4115, por el sitio mencionado arriba: Por el hecho 
de estar matriculado para (18) dieciocho pasajeros con sus 
ayudantes y carga Veintidós (22) Pasajeros en exceso con 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en el expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 

Primera Insta,ncia del D. J. de Santo Domingo, en grado de 

apelación, de fecha 6 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Juan Antonio García. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 

H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día die-
ciocho del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, 

años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 

229  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan An-
tonio García, dominicano, mayor de edad, soltero, de este 
domicilio y residencia, portador de la cédula personal de 
identidad No. 23522, serie 23, sello No. 11586 para el año  

1951, contra sentencia correccional dictada en grado de 
apelación por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
en fecha seis de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y uno, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del tribunal a quo el mismo día del fallo, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 8, 152 y 170 de la Ley So-
bre Tránsito de Vehículos, No. 2556, de 1950; 154 del Có-
digo de Procedimiento Civil, y 1y 71 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) Que en fecha quince de enero de mil no-
vecientos cincuenta y uno, Porfirio Lara, miembro de la 
Policía de Carreteras, P. N., levantó un acta comprobato-
ria por violación a la Ley sobre Tránsito de Vehículos, que 
copiada textualmente dice así: "Acta Comprobatoria, por 
violación a la Ley de Carreteras. En la Ciudad Trujillo Ca-
rretera Mella kilómetro 5 1/2 a los 15 días del mes de 
Enero del año 1951, siendo las 4 horas de la tarde y 55 
minutos. Yo, Porfirio Lara, Miembro de la Policía de Ca-
rreteras, P. N., he sorprendido al Nombrado Juan Antonio 
García, residente en 4P, Villa Duarte 32, Común de Vi-
lla Duarte, Cédula No. 23522, Serie 23, Licencia No. 60,110, 
violando el Art. ... párrafo ..., de la Ley No. 1132, de 
Carreteras, de fecha 15 de Marzo de 1946, modificada 
por la Ley No.... , mientras transitaba en guagua, placa 
No. 4115, por el sitio mencionado arriba: Por el hecho 
de estar matriculado para (18) dieciocho pasajeros con sus 
ayudantes y carga Veintidós (22) Pasajeros en exceso con 
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cuatro (4) pasajeros, en fe de lo cual levanto la presente 
acta comprobatoria en presencia del infractor ... y le he 
entregado una copia para los fines de Ley. Doy fe, Porfi-
rio Lara, Miembro Carretera, P. N."; 2) Que apoderado 
del hecho el Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción 
del Distrito de Santo Domingo, dictó sentencia en fecha 28 
de marzo de 1951, condenando al prevenido a la pena de 
diez días de prisión correccional y veinticinco pesos de 
multa, por el delito de transportar en la guagua placa 4115 
un número de pasajeros mayor al indicado por su matrí-
cula, previsto por el artículo 8 de la Ley Sobre Tránsito 
de Vehículos; 3) Que sobre apelación interpuesta por el 
prevenido, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri- 

• mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
pronunció la sentencia ahora impugnada, la cual contiene 
el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
Declarar, y al efecto Declara, bueno y válido, en cuanto 
a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el nom-
brado Juan Antonio García, de generales expresadas, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscrip-
ción del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha vein-
tiocho del mes de marzo del año mil novecientos cincuen-
ta y uno, cuyo dispositivo dice así: PRIMERO: que debe 
condenar y condena al nombrado Juan Antonio García, de 
generales anotadas, a sufrir la pena de Diez días de Pri-
sión correccional que cumplirá en la Cárcel Pública de 
Ciudad Trujillo, y al pago de una multa de Veinticin-
co Pesos Oro Dominicano, por el hecho de conducir la gua-
gua placa No. 4115 llevando exceso de pasajeros; se dispo-
ne que en caso de insolvencia la multa sea compensada 
con prisión a razón de un día por cada peso. SEGUNDO: 
que debe condenar y condena al referido inculpado al pa-
go de las costas del procedimiento"; SEGUNDO: Que debe 
Confirmar, y al efecto Confirma, en todas sus partes la 
sentencia recurrida, por haber hecho el Juez a quo una 
buena apreciación de los hechos y una correcta aplicación 
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tas” ;  na, al apelante Juan Antonio García, al pago de las cos-
del derecho; TERCERO: Que debe Condenar, como Conde- 

Considerando que al declarar los jueces del fondo al 
prevenido Juan Antonio García culpable del delito de 
transportar en la guagua placa 4115 un número de pasaje-
ros mayor al indicado por su matrícula, se fundaron en el 
acta comprobatoria 'de la infracción, levantáda el quince 
de enero de mil novecientos cincuenta y uno, por el agen- 
te de la Policía de Carreteras, P. N., Porfirio Lara, acta 
que hace fe hasta inscripción en falsedad, de los hechos 
materiales constitutivos de la infracción, comprobados per-

' sonalmente por el redactor de la misma; 

Considerando que el juez a quo ha admitido correcta-
, mente que los hechos así comprobados, caracterizan el de- 
•

lito puesto a cargo del recurrente, y al declararlo culpable 
del referido delito, y. condenarlo, consecuentemente, a las 
penas ya indicadas, le impuso una sanción ajustada al ar- 
tículo 170 de la antes mencionada ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos no contiene vicio alguno que justij 
fique su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Juan Ar....;onio García, contra sen-
tencia correccional dictada por la Segunda Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo, de. fecha 6 de diciembre de 1951, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y SE-
GUNDO: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmado): H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— Raf. 
Castro Rivera. —Juan A. Morel.— G. A. Díaz.-- A. 

Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar. 
— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 

la 
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cuatro (4) pasajeros, en fe de lo cual levanto la present e 
 acta comprobatoria en presencia del infractor... y le he 

entregado una copia para los fines de Ley. Doy fe, Po/1i_ 
rio Lara, Miembro Carretera, P. N."; 2) Que apoderado 
del hecho el Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción 
del Distrito de Santo Domingo, dictó sentencia en fecha 28 
de marzo de 1951, condenando al prevenido a la pena de 
diez días de prisión correccional y veinticinco pesos de 
multa, por el delito de transportar en la guagua placa 4115 
un número de pasajeros mayor al indicado por su matrí-
cula, previsto por el artículo 8 de la Ley Sobre Tránsito 
de Vehículos; 3) Que sobre apelación interpuesta por el 
prevenido, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri- 

• mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
pronunció la sentencia ahora impugnada, la cual contiene 
el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
Declarar, y al efecto Declara, bueno y válido, en cuanto 
a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el nom-
brado Juan Antonio García, de generales expresadas, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscrip-
ción del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha vein-
tiocho del mes de marzo del año mil novecientos cincuen-
ta y uno, cuyo dispositivo dice así: PRIMERO: que debe 
condenar y condena al nombrado Juan Antonio García, de 
generales anotadas, a sufrir la pena de Diez días de Pri-
sión correccional que cumplirá en la Cárcel Pública de 
Ciudad Trujillo, y al pago de una multa de Veinticin-
co Pesos Oro Dominicano, por el hecho de conducir la gua-
gua placa No. 4115 llevando exceso de pasajeros; se dispo-
ne que en caso de insolvencia la multa sea compensada 
con prisión a razón de un día por cada peso. SEGUNDO: 
que debe condenar y condena al referido inculpado al pa-
go de las costas del procedimiento"; SEGUNDO: Que debe 
Confirmar, y al efecto Confirma, en todas sus partes la 
sentencia recurrida, por haber hecho el Juez a quo una 
buena apreciación de los hechos y una correcta aplicación 

del derecho; TERCERO: Que debe Condenar, como Conde- na
, al apelante Juan Antonio García, al pago de las cos-

tas"; 

Considerando que al declarar los jueces del fondo al 
prevenido Juan Antonio García culpable del delito de 
transportar en la guagua placa 4115 un número de pasaje-
ros mayor al indicado por su matrícula, se fundaron en el 
acta comprobatoria de la infracción, levantada el quince 
de enero de mil novecientos cincuenta y uno, por el agen-
te de la Policía de Carreteras, P. N., Porfirio Lara, acta 
que hace fe hasta inscripción en falsedad, de los hechos 
materiales constitutivos de la infracción, comprobados per-
sonalmente por el redactor de la misma; 

Considerando que el juez a quo ha admitido correcta-
mente que los hechos así comprobados, caracterizan el de-
lito puesto a cargo del recurrente, y al declararlo culpable 
del referido delito, y condenarlo, consecuentemente, a las 
penas ya indicadas, le impuso una sanción ajustada al ar-
tículo 170 de la antes mencionada ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada en 
sus demás aspectos no contiene vicio alguno que justij 

fique su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Juan Ar.....onio García, contra sen-
tencia correccional dictada por la Segunda Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo, de. fecha 6 de diciembre de 1951, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y SE-
GUNDO: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmado): H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Raf. Castro Rivera. —Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar. 
— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, 

en la 
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

r
a  el año 1951, contra sentencia correccional dictada por 
i juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

Puerto Plata, de fecha diez de enero de mil novecientos 
c i ncuenta y dos; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en el 
Juzgado a quo en fecha diecisiete de enero de mil nove-
cientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 410 del Código Penal, re-
formado por la Ley No. 2526, del 7 de octubre de 1950, 
y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: 
a) que en fecha veinte de Diciembre de mil novecientos 
cincuenta y uno el recurrente fué sometido a la acción 
de la justicia por el Cabo Jefe de Puesto, P. N., en Alta-
mira por el hecho de haber sido sorprendido efectuando 
una rifa de la denominada "aguante", en la sección de la 
Catalina en el comercio del nombrado "Sato"; b) que el 
Juzgado de Paz de la Común de Altamira apoderado del 
caso, dictó sentencia en fecha veintidós de Diciembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: Que debe condenar y al efecto condena 
al nombrado José Abréu Minaya, de generales anotadas, 
a sufrir Un Año de prisión correccional, al pago de Mil 
Pesos Oro de multa y al pago de los costos por su hecho 
de dedicarse al juego de rifa de "aguante" y dispone la 
confiscación de la suma de Dos Pesos Oro (RD$2.00) y 
dos trozos de papel de estraza conteniendo números y nom-
bres de personas como cuerpo de delito"; c) que el preve-
nido interpuso válidamente recurso de apelación, y este 
recurso fué decidido por la sentencia del Juzgado de Pri- 

 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE- ABRIL DE 1952. 

 

 

ir 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
de Puerto Plata, en grado de apelación, de fecha 10 de enero  

de 1952. 

           

 

Materia: Penal. 

         

 

Recurrente: José Abréu Minaya. 

    

 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Disttito de Santo Domingo, hoy día dieciocho 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, años 

1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 229 

 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José 
Abréu Minaya, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en "La Cumbre", sección 
rural de la común de Altamira, portador de la cédula per-

sonal de identidad No. 4670, serie 39, sello No. 539104 pa- 
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE- ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. 41.- 
de Puerto Plata, en grado de apelación, de fecha 10 de enero 

de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Abréu Minaya. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día dieciocho 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 22 9 

 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José 
Abréu Minaya, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en "La Cumbre", sección 
rural de la común de Altamira, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 4670, serie 39, sello No. 539104 pa- 
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ra  el año 1951, contra sentencia correccional dictada por 
el juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
puerto Plata, de fecha diez de enero de mil novecientos 
¡ cuenta y dos; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en el 
juzgado a quo en fecha diecisiete de enero de mil nove-
cientos cincuenta y dos; 

' La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
rado, y vistos los artículos 410 del Código Penal, re-

brmado por la Ley No. 2526, del 7 de octubre de 1950, 
y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: 
al que en fecha veinte de Diciembre de mil novecientos 
cincuenta y uno el recurrente fué sometido a la acción 
'e la justicia por el Cabo Jefe de Puesto, P. N., en Alta-
mira por el hecho de haber sido sorprendido efectuando 
una rifa de la denominada "aguante", en la sección de la 
Catalina en el comercio del nombrado "Sato"; b) que el 
Juzgado de Paz de la Común de Altamira apoderado del 
caso, dictó sentencia en fecha veintidós de Diciembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: Que debe condenar y al efecto condena 
al nombrado José Abréu Minaya, de generales anotadas, 
a sufrir Un Año de prisión correccional, al pago de Mil 
Pesos Oro de multa y al pago cie los costos por su hecho 
de dedicarse al juego de rifa de "aguante" y dispone la 
confiscación de la suma de Dos Pesos Oro (RD$2.00) y 
dos trozos de papel de estraza conteniendo números y nom-
bres de personas como cuerpo de delito"; c) que el preve-
nido interpuso válidamente recurso de apelación, y este 
recurso fué decidido por la sentencia del Juzgado de Pri- 
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
 fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE. ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
de Puerto Plata, en grado de Apelación, de fecha 10 de enero 

de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Abréu Minaya. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día dieciocho 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 22° 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José 
Abréu Minaya, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en "La Cumbre", sección 
rural de la común de Altamira, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 4670, serie 39, sello No. 539104 pa- 
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ra 	año 1951, contra sentencia correccional dictada por 
uzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

puerto Plata, de fecha diez de enero de mil novecientos 
cincuenta y dos; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en el 
Juzgado a quo en fecha diecisiete de enero de mil nove-
cientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 410 del Código Penal, re-
formado por la Ley No. 2526, del 7 de octubre de 1950, 
y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: 
al que en fecha veinte de Diciembre de mil novecientos 
cincuenta y uno el recurrente fué sometido a la acción 
c'e la justicia por el Cabo Jefe de Puesto, P. N., en Alta-
mira por el hecho de haber sido sorprendido efectuando 
una rifa de la denominada "aguante", en la sección de la 
Catalina en el comercio del nombrado "Sato"; b) que el 
Juzgado de Paz de la Común de Altamira apoderado del 
caso, dictó sentencia en fecha veintidós de Diciembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: Que debe condenar y al efecto condena 
al nombrado José Abréu Minaya, de generales anotadas, 
a sufrir Un Año de prisión correccional, al pago de Mil 
Pesos Oro de multa y al pago de los costos por su hecho 
de dedicarse al juego de rifa de "aguante" y dispone la 
confiscación de la suma de Dos Pesos Oro (RD$2.00) y 
dos trozos de papel de estraza conteniendo números y nom-
bres de personas como cuerpo de delito"; c) que el preve-
nido interpuso válidamente recurso de apelación, y este 
recurso fué decidido por la sentencia del Juzgado de Pri- 
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mera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, )1 ) _ 
jeto del presente recurso y cuyo dispositivo es el sigo . 

te: "FALLA: PRIMERO: que debe declarar y declara 1, le_ 

no y válido el recurso de apelación interpuesto por el nom-
brado José Abréu Minaya, de generales anotadas, contra 
sentencia del Juzgado de Paz de la Común de Altamira, d e 

 fecha veinte y dos de Diciembre del año mil novecientos 
cincuenta y uno, que lo condenó a sufrir la pena de un 
año de prisión correccional, al pago de una multa de Mil 
Pesos Oro y al pago de las costas, por el delito de dedi-
carse al juego de rifa de aguante, y dispone la confiscación 

de -la suma de Dos Pesos Oro y dos 'trozos de papel de es-
traza como cuerpo de delito; SEGUNDO: a ue debe con-
firmar y confirma en todas sus partes la expresada sen-
tencia; y TERCERO: que debe condenar y condena al ape-
lante al pago de las costas de esta alzada"; 

Considerando que según consta en el acta redactada 
en la secretaría del Juzgado a quo, el prevenido José Abréu 
Minaya ha recurrido en casación "por no estar conforme 
con la sentencia impugnada y considerar que han sido des-
naturalizado los hechos y violados los -  principios"; por lo 

cual hay que reconocer el carácter general de su recurso; 
Considerando que la sentencia impugnpda da por es-

tablecido después de una instrucción regularmente practi-
cada, lo siguiente: a) que el prevenido, fué sorprendido 
por el Jefe de Puesto de la Policía Nacional, en Altamira, 
Cabo León Padilla Parra, realizando una rifa de dinero 
por el procedimiento denominado "La Bolita", en la sec-

ción de "La Catalina"; b) que al prevenido le fueron en-
contrados dos pedazos de papeles en los cuales constan 
los nombres de varias personas con diferentes números a 
su cargo, entre los cuales están los nombrados Ercilia, con 
los números 66 y 20; Emelinda con los números 94, 30 
y 62; Ana R., con los números 24 y 15; Manuel, con los 
números 98 y 15; Juan Durán, con el núritero 66 y otros 
más; que igualmente le fueron ocupados dos pesos oro en 

electivo, producto de dicha rifa; e) que el prevenido cele-
. braba una rifa de dinero por el procedimiento de "La 
Bolita", porque si se hubiera tratado como él lo ha pre-

• tendido de la rifa de un puerco en la forma por él indi-
cada resultaría imposible que dos personas diferentes tu-
-vieran el mismo número, como se ha comprobado que el 
número 66 lo tenían Juan Durán y la tal Ercilia, lo que 
sí es posible en la rifa de dinero denominada "aguante" o 
"La Bolita"; 

Considerando que, en tales. condiciones, al declarar al 
revenido culpable del delito de celebrar una rifa de las 

denominadas de "agyante", o "La Bolita", no autorizada 
por la ley, y al condenarlo a las penas anteriormente se-
ñaladas, en la sentencia impugnada se ha hecho una co- 

l. rrecta aplicación de lo dispuesto por el artículo 410 del 
Código Penal, reformado por la ley 2526 de 1950, el cual 
castiga "con prisión de tres meses a un año y multa de fi` 

.;/ RDS100.00 a RD$1,000.00 oro" a "los que establecieren 
o celebraren rifas o loterías no autorizadas por la ley, bien 
que actúen como dueños, administradores, encargados, or-

' ganizadores, agentes"; disponiendo, el párrafo 2 que "cuan-
.; . do las rifas envuelvan suma de dinero"; se debe aplicar el 

máximum de las penas; 
L 

Considerando que del examen de la sentencia impug-
nada no resulta como lo pretende el recurrente, que se ha-
van desnaturalizado los hechos, ni violado los principios, ni 
la misma presenta vicio alguno que pueda conducir a su 
anulación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por José Abréu Minaya contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Puerto Plata, de fecha diez de Enero de mil no-
vecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo está copiado en 
otro lugar del presente fallo, y SEGUNDO: condena al re-
currente al pago de las costas. 
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mera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, o 
jeto del presente recurso y cuyo dispositivo es el siguie 
te: "FALLA: PRIMERO: que debe declarar y declara bu 
no y válido el recurso de apelación interpuesto por el no 
brado José Abréu Minaya, de generales anotadas, cont 
sentencia del Juzgado de Paz de la Común de Altamira, 
fecha veinte y dos de Diciembre del año mil novecien 
cincuenta y uno, que lo condenó a sufrir la pena de 
año de prisión 'correccional, al pago de una multa de 
Pesos Oro y al pago de las costas, por el delito de decr 
carse al juego de rifa de aguante, y dispone la confiscación 

de -la suma de Dos Pesos Oro y dos trozos de papel de es-
traza como cuerpo de delito; SEGUNDO: que debe con-
firmar y confirma en todas sus partes la expresada sen-
tencia; y TERCERO: que debe condenar y condena al ape-
lante al pago de las costas de esta alzada"; 

Considerando que según consta en el acta redactad., 
en la secretaría del Juzgado a quo, el prevenido José Abreu 
Minaya ha recurrido en casación "por no estar conforme  

con la sentencia impugnada y considerar que han sido des-
naturalizado los hechos y violados loá principios"; por lo 
cual hay que reconocer el carácter general de su recurso: 

Considerando que la sentencia impugnpda da por es 
tablecido después de una instrucción regularmente practi-
cada, lo siguiente: a) que el prevenido, fué sorprendido 
por el Jefe de Puesto de la Policía Nacional, en Altamira, 
Cabo León Padilla Parra, realizando una rifa de dinero 
por el procedimiento denominado "La Bolita", en la sec-
ción de "La Catalina"; b) que al prevenido le fueron en-
contrados dos pedazos de papeles en los cuales constan 
los nombres de varias personas con diferentes números a 

su cargo, entre los cuales están los nombrados Ercilia, con 
los números 66 y 20; Emelinda con los números 94, 30 
y 62; Ana R., con los números 24 y 15; Manuel, con los 
números 98 y 15; Juan Durán, con el núMero 66 y otros 
más; que igualmente le fueron ocupados dos pesos oro en 

fectivo, producto de dicha rifa; c) que el prevenido cele-
braba una rifa de dinero por el procedimiento de "La 
Bolita", porque si se hubiera trátado como él lo ha pre-
tendido de la rifa de un puerco en la forma por él indi-
cada resultaría imposible que dos personas diferentes tu-
vieran el mismo número, como se ha comprobado que el 
número 66 lo tenían Juan Durán y la tal Ercilia, lo que 
sí es posible en la rifa de dinero denominada "aguante" o 
"La Bolita"; 

Considerando que, en tales. condiciones, al declarar al 
.-prevenido culpable del delito de celebrar una rifa de las 
denominadas de "aguante", o "La Bolita", no autorizada 
por la ley, y al condenarlo a las penas anteriormente se-
ñaladas, en la sentencia impugnada se ha hecho una co- 

i- rrecta aplicación de lo dispuesto por el artículo 410 del 
Código Penal, reformado por la ley 2526 de 1950, el cual 
castiga "con prisión de tres meses a un año y multa de 
RDS100.00 a RD$1,000.00 oro" a "los que establecieren 
o celebraren rifas o loterías no autorizadas por la ley, bien 
que actúen como dueños, admipistradores, encargados, or-

tganizadores, agentes"; disponiendo, el párrafo 2 que "cuan- 
do las rifas envuelvan suma de dinero"; se debe aplicar el 
máximum de las penas; 

' Considerando que del examen de la sentencia impul,- 
nada no resulta como lo pretende el recurrente, que se ha-
yan desnaturalizado los hechos, ni violado los principios, ni 
la misma presenta vicio alguno que pueda conducir a su 
anulación;  

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por José Abréu Minaya contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Puerto Plata, de fecha diez de Enero de mil no-
vecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo está copiado en 
otro lugar del presente fallo, y SEGUNDO: condena al re-
currente al pago de las costas. 
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(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 
— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— 
Néstor Contín Aybar. —Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 

neral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por 

los Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 1. 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmadoi Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de $ 
Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en grado de 

apelación, de fecha 7 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Brito. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-, 
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-

tario General, en -la Sala donde celebra sus 'audiencias, en 

Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día die-
ciocho del mes de abril de mil novecientos cincuenta y 

dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración 

y 229  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-

mo corte de casación, la siguiente sentencia: 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Brito, mayor de edad, dominicano, casado, chófer, domici-
liado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la cédu-
la personal de identidad No. 13261, serie 23, sello No. 
14022, contra sentencia correccional dictada en grado de 
apelación por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
en fecha siete de diciembre Cle mil novecientos cincuenta 
y uno, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del tribunal a quo, en fecha diez de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y uno, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 6, párrafo a), 152, 170 y 171 
de la Ley sobre Tránsito de Vehículos, No. 2556, de 1950; 
154 del Código de Procedimiento Criminal; y 1 y 71 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que en fecha tres de julio de mil nove-
cientos cincuenta y uno, Juan V. Victorino G., miembro 
de la Policía de Carreteras, P. N., levantó un acta compro-
batoria por violación de la Ley sobre Tránsito de Vehícu-
los, que copiada textualmente dice así: "Acta comprobato-
ria por violación a la Ley de Carreteras. En Ciudad Tru-
jillo, Avenida Geffrard, kilómetro 5 a los tres días del 
mes de julio del año 1951. siendo las 9 horas de la maña-
na y 30 minutos. Yo, Juan V. Victorino G., • Miembro de 
la Policía de Carreteras, P. N., he sorprendido a Rafael 
Brito, residente en calle No. 19, casa No. 108, Común del 
D. S. D., cédula No. 13261, serie 23, Licencia No. 28427, 
violando el art. 5 párrafo..., de la Ley No. 1132, de Ca- 

712 
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(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 
— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.--- 
Néstor Contín Aybar. —Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 

neral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por 

los Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 

Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en grado de 

apelación, de fecha 7 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Brito. 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Brito, mayor de edad, dominicano, casado, chófer, domici-
liado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la cédu-
la personal de identidad No. 13261, serie 23, sello No. 
14022, contra sentencia correccional dictada en grado de 
apelación por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
en fecha siete de diciembre lie mil novecientos cincuenta 

<5T uno, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del tribunal a quo, en fecha diez de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y uno, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
. liberado, y vistos los artículos 6, párrafo a), 152, 170 y 171 

de la Ley sobre Tránsito de Vehículos, No. 2556, dg. 1950; 
154 del Código de Procedimiento Criminal; y 1 y; 71 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que en fecha tres de julio de mil nove-
cientos cincuenta y uno, Juan V. Victorino G., miembro 
de la Policía de Carreteras, P. N., levantó un acta compro-
batoria por violación de la Ley sobre Tránsito de Vehícu-
los, que copiada textualmente dice así: "Acta comprobato-
ria por violación a la Ley de Carreteras. En Ciudad Tru-
jillo, Avenida Geffrard, kilómetro 5 a los tres días del 
mes de julio del año 1951, siendo las 9 horas de la maña-
na y 30 minutos. Yo, Juan V. Victorino G., • Miembro de 
la Policía de Carreteras, P. N., he sorprendido a Rafael 
Brito, residente en calle No. 19, casa No. 108, Común del 
D. S. D., cédula No. 13261, serie 23, Licencia No. 28427, 
violando el art. 5 párrafo..., de la Ley No. 1132, de Ca- 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-

tario General, en -la Sala donde celebra sus 'audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día die-
ciocho del mes de abril de mil novecientos cincuenta y 
dos, años 109 de la Independencia, 89 de la Restauración 

y 224  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-

mo corte de casación, la siguiente sentencia: 



(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. . 
— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.—
Néstor Contín Aybar. —Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 

neral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por 

los Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE ABRIL DE 1952. 
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Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en grado de 

apelación, de fecha 7 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Brito. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-

tario General, en -la Sala donde celebra sus 'audiencias, en \ 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día die-
ciocho del mes de abril de mil novecientos cincuenta y 

dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración 

y 229  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Brito, mayor de edad, dominicano, casado, chófer, domici-
liado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la cédu-
la personal de identidad No. 13261, serie 23, sello No. 
14022, contra sentencia correccional dictada en grado de 
apelación por la Segunda Cámará Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
en fecha siete de diciembre le mil novecientos cincuenta 

(y uno, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del tribunal a quo, en fecha diez de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y uno, en la cual no se in- 
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 6, párrafo a), 152, 170 y 171 
de la Ley sobre Tránsito de Vehículos, No. 2556, de 1950; 
154 del Código de Procedimiento Criminal; y 1 y 71 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que en fecha tres de julio de mil nove-
cientos cincuenta y uno, Juan V. Victorino G., miembro 
de la Policía de Carreteras, P. N., levantó un acta compro-
batoria por violación de la Ley sobre Tránsito de Vehícu-
los, que copiada textualmente dice así: "Acta comprobato-
ria por violación a la Ley de Carreteras. En Ciudad Tru-
jillo, Avenida Geffrard, kilómetro 5 a los tres días del 
mes de julio del año 1951, siendo las 9 horas de la maña-
na y 30 minutos. Yo, Juan V. Victorino G., Miembro de 
la Policía de Carreteras, P. N., he sorprendido a Rafael 
Brito, residente en calle No. 19, casa No. 108, Común del 
D. S. D., cédula No. 13261, serie 23, Licencia No. 28427, 
violando el art. 5 párrafo ... , de la Ley No. 1132, de Ca- 
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rreteras, de fecha 15 de marzo de 1946, modificada por 
la Ley No. 2556, mientras transitaba en. Camión, placa 
No. 1279, por el sitio mencionado arriba; y transitar en 
el referido vehículo a 90 kilómetros por hora comprobado 
por el velocímetro del motocicleta placa No. 247 a cargo 1) 

del suscrito, en fe de lo cual levanto la presente acta com-
probatoria en presencia del infractor... y le he entregado 
una copia para los fines de Ley". (Firmado): J. V. Victo-
rino García"; 2) que apoderado del hecho el Juzgado de 
Paz de la Tercera. Circunscripción del Distrito de Santo 
Domingo, dictó sentencia en fecha siete de julio de mil 
novecientos cincuenta y uno, condenando al prevenido a 
las penas de veinticinco días de prisión correccional y 
cuarenta pesos de multa, y pronunciando, además, la can-
celación de su licencia de chófer por el término de un 
año, por el delito de manejar el camión placa 1279, a 
una velocidad superior al límite señalado por el artículo 
6, párrafo a), de la Ley sobre Tránsito de Vehículos; 3i 

que sobre apelación interpuesta por el prevenido, - la Se-

gunda- Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó la sentencia 
ahora impugnada, la cual contiene el dispositivo siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, y al efecto 
declara, regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso 
de apelación interpuesto por el nombrado Rafael Brito 
de generales expresadas, contra sentencia dictada por el 

Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción de este 
Distrito Judicial; en fecha siete del mes d.9 julio del año 
mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo dice 
así: "PRIMERO: Que debe condenar, como al efecto conde-
na, al nombrado Rafael Brito, de generales anotadas, a 
sufrir la pena de veinticinco días de prisión correccional, 
y a pagar cuarenta pesos oro de multa, (RD$40.00), que 
en caso de insolvencia compensará con un día de prisión 
por cada peso que dejare de pagar, por el hecho de con-
ducir el camión placa oficial No. 1279 por la Avenida 

BOLETÍN JUDICIAL 	 715 
( 

Geffrard a exceso de velocidad. SEGUNDO: Que debe or-
denar, como al efecto ordena, la cancelación de su licen-
cia  para manejar vehículos de motor durante un año. 
TERCERO: Que debe condenar y condena, al nombrado 
Rafael Brito, al pago de las costas'; SEGUNDO: Que de-
be declarar, como declara, que el susodicho prevenido Ra-
fael Brito, es culpable del delito de violación a la Ley so-
bre tránsito de vehículos; y, obrando por propia autoridad, 
confirma la sentencia recurrida en cuanto al pago de la 
multa de cuarenta pesos oro (RD$40.00), y la modifica 
en cuanto a la prisión en el sentido de condenarlo a diez 
días de plisión correccional, modificando de igual modo 
la cancelación de la licencia, la cual se establece y or- 

I por el término de tres meses a contar de la fecha 
expiración de la condena impuesta; TERCERO: Que 
condenar, y condena, al susodicho inculpado Rafael 

arito, al pago de las costas"; 
Considerando que al declarar los jueces del fondo al 

prevenido Rafael Brito, culpable del delito de manejar 
1 camión placa 1279, a una velocidad superior al lími 

<e señalado por la ley, se fundaron en el acta comproba-
toria de la infracción levantada el tres de julio de mil 
novecientos cincuenta y uno, por el agente de la Policía 
, !e Carreteras Juan V. Victorino G., P. N., la cual hace 
e hasta inscripción en falsedad, de los hechos materia-

' .s constitutivos de la infracción, comprobados personal-
:lente por el redactor del acta; 

4 Considerando que el juez a quo ha admitido correcta-
mente que los hechos así comprobados, caracterizan el de-
lito puesto a cargo del recurrente, y al declararlo culpa-
le del referido delito, y condenarlo, consecuentemente, 
las penas ya indicadas, le impuso una sanción ajustada a 
s artículos 170 y 171 de la Ley antes mencionada; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
,bus demás aspectos, no contiene ningún vicio que justifi- 
que su casación; 

I 
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rreteras, de fecha 15 de marzo de 1946, modificada por 
la Ley No. 2556, mientras transitaba en, Camión, placa 
No.' 1279; por el sitio mencionado arriba; y transitar en 
el referido vehículo a 90 kilómetros por hora comprobado 
por el velocímetro del motocicleta placa No. 247 a cargo 
del suscrito, en fe de lo cual levanto la presente acta com-
probatoria en presencia del infractor... y le he entregado 
una copia para los fines de Ley". (Firmado): J. V. Victo-
rino García"; 2) que apoderado del hecho el Juzgado de 
Paz de la Tercera- Circunscripción del Distrito de Santo 
Domingo, dictó sentencia en fecha siete de julio de mil 
novecientos cincuenta y uno, condenando al prevenido a 
las penas de veinticinco días de prisión correccional y 
cuarenta pesos de multa, y pronunciando, además, la can-
celación de su licencia de chófer por el término de un 
año, por el delito de manejar el camión placa 1279, a 
una velocidad superior al límite señalado por el artículo 
6, párrafo a), de la Ley sobre TránSito de Vehículos; 3) 
que sobre apelación interpuesta por el prevenido, - la' Se-
gunda- Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó la sentencia 
ahora impugnada, la cual ~tiene el dispositivo siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, y al efecto 
declara, regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso 
de apelación Interpuesto por el nombrado Rafael Brito 
de generales expresadas, contra sentencia dictada por el 

Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción de este. 
Distrito Judicinl,. en fecha siete del mes de julio del año 
mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo dice 
así: "PRIMERO: Que debe condenar, como al efecto conde-
na, al nombrado Rafael Brito, de generales anotadas, a 
sufrir la pena de veinticinco días de prisión correccional. 
y a pagar cuarenta pesos oro de multa, (RD$40.00), que 
en caso de -insolvencia compensará con un día de prisión 
por cada peso que dejare de pagar, por el hecho de con-
ducir el camión placa oficial No. 1279 por la Avenida 

Geffrard a exceso de velocidad. SEGUNDO: Que debe or- 
denar, como al efecto ordena, la cancelación de su licen- 
cia  para manejar vehículos de motor durante un año. 

' TERCERO: Que debe condenar y condena, al nombrado 
Rafael Brito, al pago de las costas'; SEGUNDO: Que de-
be declarar, como declara, que el susodicho prevenido Ra-
fael Brito, es culpable del delito de violación a la Ley so-
bre tránsito de vehículos; y, obrando por propia autoridad, 
confirma la sentencia recurrida en cuanto al pago de la 

alta de cuarenta pesos oro (RD$40.00), y la modifica 
n cuanto a la prisión en el sentido de condenarlo a diez 
'as de prisión correccional, modificando de igual modo 

cancelación de la licencia, la cual se establece y or-
na por el término de tres meses a contar de la fecha 
la expiración de la condena impuesta; TERCERO: Que 

ebe condenar, y condena, al susodicho inculpado Rafael 
rito, al pago de las costas"; 

Considerando que al declarar los jueces del fondo al 
prevenido Rafael Brito, culpable del delito de manejar 

1 camión placa 1279, a una velocidad superior al lími 
te señalado por la ley, se fundaron en eI acta comproba-
toria de la infracción levantada el tres de julio de mil 
:ovecientos cincuenta y uno, por el agente de la Policía 

de Carreteras' Juan V. Victorino G., P. N., la cual hace 
:(‘ hasta inscripción en falsedad, de los hechos materia-
':'s constitutivos de la infracción, comprobados personal-
mente por el redactor del acta; 

Considerando que el juez a quo ha admitido correcta-
mente que los hechos así comprobados, caracterizan el de-
ito puesto a cargo del recurrente, y al declararlo culpa-
le del referido delito, y condenarlo, consecuentemente, 
las penas ya indicadas, le impuso una sanción ajustada a 
s artículos 170 y 171 de la Ley antes mencionada; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; 
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Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso d e 

 casación interpuesto por Rafael Brito contra sentencia dic_ 
tada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prim e _ 

ra Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fe-
cha siete de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, 
y SEGUNDO: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio B e_ 

ras.— Rafael Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A . 

 Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General, 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

 

bar, Damián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au- 
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día dieciocho del mes de abril de mil novecientos 
cincuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9  de 
la Restauración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en aiS- 
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto nor Servio 
Gómez Lamarche, dominicano, mayor de edad, soltero, es-
tudiante, domiciliado y residente en San Cristóbal, porta- 
dor de la cédula personal de identidad No. 50270, serie 
lra., contra sentencia dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, de fecha die- 
cinueve de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral 'de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en el 
Juzgado a quo en fecha diez y nueve de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 410 del Código Penal, re- 
formado por la Ley No. 2526, del 7 de octubre de 1950, y 
1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: 
a) que el recurrente fué sometido a la acción de la jus- 
ticia inculpado de haber cometido el delito de celebrar 
rifas de aguante; b) que el Juzgado de Paz de la común 
de San Cristóbal por sentencia del cinco de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, condenó al inculpado a 
las penas de un año de prisión y RD$1,000.00 de multa, 
así como al pago de las costas; e) que en la misma fecha 
de su condenación interpuso el prevenido recurso de ape-
lación; d) que esta apelación fué decidida por la senten- 

    

    

    

    

    

   

SENTENCIA DE FECHA .  18 DE ABRIL DE 1952. 

 

    

   

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 

de Trujillo, en grado de apelación, de fecha 19 de diciembre 

de 1951 

 

    

    

            

            

   

Materia: Penal. 

        

            

   

Recurrente: Servio Gómez Lamarche. 

     

            

   

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen -

ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera. 

Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay- 

 

                   

                   

                   



Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso d e 
 casación interpuesto por Rafael Brito contra sentencia dic -

tada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prir n.: 
ra Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fe. 
cha siete de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo' 
y SEGUNDO: condena al recurrente al pago de las costas 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio B e: 
ras.— Rafael Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A . 

 Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA' 18 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J . 

de Trujillo, en grado de apelación, de fecha 19 de diciembre 

de 1951 

Materia: Penal. 

Recurrente: Servio Gómez Lamarche. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

'16 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen -

ciados H. Herrera Billini, Presiderite; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay- 
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bar, Damián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día dieciocho del mes de abril de mil novecientos 
cincuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9  de 
la Restauración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto nor Servio 
Gómez Lamarche, dominicano, mayor de edad, soltero, es-
tudiante, domiciliado y residente en San Cristóbal, porta-
dor de la cédula personal de identidad No. 50270, serie 
lra., contra sentencia dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, de fecha die-
cinueve de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en el 

Juzgado a quo en fecha diez y nueve de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 410 del Código Penal, re-
formado por la Ley No. 2526, del 7 de octubre de 1950, y 
1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: 
a) que el recurrente fué sometido a la acción de la jus-
ticia inculpado de haber cometido el delito de celebrar 
rifas de aguante; b) que el Juzgado de Paz de la común 
de San Cristóbal por sentencia del cinco de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, condenó al inculpado a 
las penas de un año de prisión y RD$1,000.00 de multa, 
así como al pago de las costas; c) que en la misma fecha 
de su condenación interpuso el prevenido recurso de ape-
lación; d) que esta apelación fué decidida por la senten- 



Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso d i, 
casación interpuesto por Rafael Brito contra sentencia dic-
tada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri me: 
ra Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en f e_ 
cha siete de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo' 
y SEGUNDO: condena al recurrente al pago de las costas 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio B e: 
ras.— Rafael Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A.  
Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA' 18 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 

de Trujillo, en grado de apelación, de fecha 19 de diciembre 

de 1951 

Materia: Penal. 

Recurrente: Servio Gómez Lamarche. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen -

ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras. 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 

Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay- 

bar, Damián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día dieciocho del mes de abril de mil novecientos 
cincuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9  de 
la Restauración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en aii-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto nor Servio 
Gómez Lamarche, dominicano, mayor de edad, soltero, es-
tudiante, domiciliado y residente en San Cristóbal, porta-
dor de la cédula personal de identidad No. 50270, serie 
lra., contra sentencia dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, de fecha die-
cinueve de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en el 

Juzgado a quo en fecha diez y nueve de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 410 del Código Penal, re-
formado por la Ley No. 2526, del 7 de octubre de 1950, y 
1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: 
a) que el recurrente fué sometido a la acción de la jus-
ticia inculpado de haber cometido el delito de celebrar 
rifas de aguante; b) que el Juzgado de Paz de la común 
de San Cristóbal por sentencia del cinco de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, condenó al inculpado a 
las penas de un año de prisión y RD$1,000.00 de multa, 
así como al pago de las costas; c) que en la misma fecha 
de su condenación interpuso el prevenido recurso de ape-
lación; d) que esta apelación fué decidida por la senten- 
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cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial - 
de Trujillo, objeto del presente recurso y cuyo dispositi-
vo es el siguiente: "PRIMERO: Declara regular en la for-
ma el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Confir-
ma en todas sus partes la sentencia objeto de dicho re-

curso, cuy.° dispositivo ha sido transcrito en el cuerpo del 
presente fallo; y, TERCERO: Condena al recurrente, se-
flor Servio Gómez Lamarche, al pago de las costas del 
presente recurso de apelación"; 

Considerando que la sentencia impugnada da por es-
tablecido después de una instrucción regularmente practi-
cada, lo siguiente: a) que el inculpado Servio Gómez La-
marche celebraba en la ciudad de San Cristóbal una rifa 
de. las denominadas de "aguante"; que para el sorteo de 
la Lotería Nacional que debía celebrarse el domingo ,dos 
de diciembre de 1951, el señor Felipe de Jesús pagó al in-
culpado Gómez Lamarche la suma de treinta centavos, mo-
neda nacional (RD$0.30) para ser apuntado en el número 
53 de dicha rifa; que al terminar en ese número el premio 
mayor de ese sorteo de la Lotería Nacional, el señor Fe-
lipe de Jesús alegó haber ganado la suma de dieciocho 
pesos oro, (RD$18.00), la cual cobró al prevenido y éste 
se negó a pagarla, lo que motivó entre ambos una acalo-
rada discusión, en la que promedió a fin de conciliarlos 
el señor Mario Medina.; b) que, también se ha compro-
bado que el inculpado Gómez Lamarche mantenía desde 
hacía algún tiempo esta clase de rifa, y en otras ocasio-
nes el señor Felipe de Jesús había anotado números en 

ella; 
Considerando que, al declarar al prevenido culpable 

del delito de celebrar una rifa de "aguante" no autoriza-
da por la ley, y condenarlo, consecuentemente, a las pe-
nas anteriormente señaladas, en la sentencia impugnada se 
ha hecho una correcta aplicación de lo dispuesto en el ar-
tículo 410 del Código Penal, reformado por la Ley 2526 
de 1950, el cual castiga "con prisión de tres meses a un  

año  y multa de RD$100.00 a RD$1,000.00 oro" a "los que 
tablecieren o celebraren... loterías no autorizadas por la 

bien que actúen como dueños, administradores, encar-
dos, organizadores, agentes"; disponiendo el párrafo, 2 
e "cuando las rifas o loterías envuelvan sumas de di-

ero", se debe aplicar el máximum de las penas; 

Considerando que, examinada en sus demás aspectos, 
sentencia impugnada no presenta vicio alguno que pue-
conducir a su anulación. 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
ción interpuesto por Servio Gómez Lamarche contra 

tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- 
wird de Trujillo, de fecha diecinueve de diciembre de 

novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo está co-
i,- , en otro lugar del presente fallo, y SEGUNDO: con-

a al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
-,lpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 

- G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— 
\ estor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- e , , cal. 

t La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

:.zú firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
e certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. ii 

is 
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cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Trujillo, objeto del presente recurso y cuyo dispositi-
vo es el siguiente: "PRIMERO: Declara regular en la for-
ma el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Confir-
ma en todas sus partes la sentencia objeto de dicho re-
curso, cuyo dispositivo ha sido transcrito en el cuerpo del 
presente fallo; y, TERCERO: Condena al recurrente, se-
ñor Servio Gómez Lamarche, al pago de las costas del 
'presente recurso de apelación"; 

Considerando que la sentencia impugnada da por es- 
tablecido después de una instrucción regularmente practi- 
cada, lo siguiente: a) que el inculpado Servio Gómez La- 
marche celebraba en la ciudad de San Cristóbal una rifa 
de. las denominadas de "aguante"; que para el sorteo de 
la Lotería Nacional que debía celebrarse el domingo 4dos 
de diciembre de 1951, el señor Felipe de Jesús pagó al in-
culpado Gómez Lamarche la suma de treinta centavos, mo-
neda nacional (RD$0.30) para ser apuntado en el número 
53 de dicha rifa; que al terminar en ese número el premio 
mayor de ese sorteo de la Lotería Nacional, el señor Fe-
lipe de Jesús alegó haber ganado la suma de dieciocho 
pesos oro, (RD$18.00), la cual cobró al prevenido y éste 
se negó a pagarla, lo que motivó entre ambos una acalo-
rada discusión, en la que promedió a fin de conciliarlos 
el señor Mario Medina; b) que, también se ha compro-
bado que el inculpado Gómez Lamarche mantenía desde 
hacía algún tielmpo esta clase de rifa, y en otras ocasio-
nes el señor Felipe de Jesús había anotado números en 
ella; 

Considerando que, al declarar al prevenido culpable 

n del delito de celebrar una rifa de "aguante" no autoriza-
da por la ley, y condenarlo, consecuentemente, a las pe-
nas anteriormente señaladas, en la sentencia impugnada se 
ha hecho una correcta aplicación de lo dispuesto en el ar-
tículo 410 del Código Penal, reformado por la Ley 2526 
de 1950, el cual castiga "con prisión de tres meses a un 
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año  y multa de RD$100.00 a RD$1,000.00 oro" a "los que 
establecieren o celebraren... loterías no autorizadas por la 
ley, bien que actúen como dueños, administradores, encar-
gados, organizadores, agentes"; disponiendo el párrafo, 2 
que  "cuando las rifas o loterías envuelvan sumas de di-
nero", se debe aplicar el máximum de las penas; 

Considerando que, examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no presenta vicio alguno que pue-
da conducir a su anulación. 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Servio Gómez Lamarche contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Trujillo, de fecha diecinueve de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo está co-
piado en otro lugar del presente fallo, y SEGUNDO: con-
dena al recurrente al pago de las costas. 

3k (Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
T', ,i. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 

G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— 
li  

 
:estor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 

e leral. 

4 

• 

y 	ada por los La presente sentencia ha sido dada firm 
e-  ñores Jueces que figuran en su encabezamiento,. en la 
,diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
e firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1952.. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Truj 

de fecha 21 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Marino Arvelo González. Abogado: Lic. J. Ag 
Gautier. 

Interviniente: Bienvenido Santiago. Abogado: Dr. Pedro L. 

Fanduiz Guzmán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rive-
ra, Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala ;  donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo 
hoy día veintiuno del mes de abril de mil novecientos cin-
cuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9  de la 
Restauración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente senten-
cia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marino 
Arvelo González, dominicano, mayor de edad, casado, co-
merciante, domiciliado y residente en esta ciudad, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 223573, se-
rie 1, sello número 51, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo de fecha 21 de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se 
indica más adelante; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el licenciado J. Agustín Gautier, portador de la 
ula personal de identidad número 17669, serie 1, abo-
o del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Pedro L. Fanauiz Guzmán, portador de la 
ula personal de identidad número 19672, serie 26, se-
número 1676, abogado de la parte interviniente, en la 
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Visto el memorial de casación presentado por el Li ar. 
J. Agustín Gautier, abogado del recurrente, en el cual 
se alegan las violaciones de la ley que luego se indican; 

Visto el escrito de intervención presentado por el Dr. 
Pedro L. Fanduiz Guzmán, abogado de Bienvenido Santia-
go, dominicano, mayor de edad, negociante, de este domi-
cilio y residencia, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 29866, serie 1, sello número 8974, parte ci-
vil interviniente; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha veintidós de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1382 y 1383 del Código Ci-
vil; 133 del Código de Procedimiento Civil, y 1, 66 y 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha veintiséis de junio de mil novecientos 
cincuenta y uno, la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, dictó una sentencia cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, como al efecto 
declara, al nombrado Marino Arvelo González, de generales 
anotadas, no culpable del delito de incendio involuntario en 
perjuicio de Bienvenido Santiago, y en consecuencia lo 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
de fecha 21 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

4111 
Recurrente: Marino Arvelo González. Abogado: Lic. J. Agustí n  

Gautier. 

Interviniente: Bienvenido Santiago. Abogado: Dr. Pedro L. 
 Fanduiz Guzmán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

44' 
En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
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Aybar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos 
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hoy día veintiuno del mes de abril de mil novecientos cin-
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Restauración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia, pública, como corte de casación, la siguiente senten-
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Marino 
Arvelo González, dominicano, mayor de edad, casado, co-
merciante, domiciliado y residente en esta ciudad, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 223573, se-
rie 1, sello número 51, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo de fecha 21 de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se 
indica más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el licenciado J. Agustín Gautier, portador de la 

cédula personal de identidad número 17669, serie 1, abo-
gado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Pedro L. Fanáuiz Guzmán, portador de la 
cédula personal de identidad número 19672, serie 26, se-
llo número 1676, abogado de la parte interviniente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado por el Lic. 
J. Agustín Gautier, abogado del recurrente, en el cual 
se alegan las violaciones de la ley que luego se indican; 

*, Visto el escrito de intervención presentado por el Dr. 
Pedro L. Fanduiz Guzmán, abogado de Bienvenido Santia-
go, dominicano, mayor de edad, negociante, de este domi-
cilio y residencia, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 29866, serie 1, sello número 8974, parte ci-
vil interviniente; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha veintidós de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1382 y 1383 del Código Ci-
vil; 133 del Código de Procedimiento Civil, y 1, 66 y 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha veintiséis de junio de mil novecientos 
cincuenta y uno, la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, dictó una sentencia cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, como al efecto 
declara, al nombrado Marino Arvelo González, de generales 
anotadas, no culpable del delito de incendio involuntario en 
perjuicio de Bienvenido Santiago, y en consecuencia lo 
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descarga por no haberlo cometido; SEGUNDO: Que debe 
rechazar, como al efecto rechaza, las conclusiones de la 
parte civil constituída, señor Bienvenido Santiago, por im-
procedentes y mal fundadas; TERCERO: Que debe dar, co-
mo al efecto da, acta al Magistrado Procurador Fiscal d 
la 1 ra. Cámara Penal, para perseguir al inculpado Ma-
rino Arvelo González, por supuesta violación al artículo 
471 en su Drdinal segundo del Código Penal; Cuarto: Qua 
debe condenar, como al efecto condena, a la parte civil 
constituida señor Bienvenido Santiago al pago de las cos-

tas civiles; QUINTO: Que debe declarar, como al efecto de-
clara, las costas penales causadas de oficio"; b) que contra 
este fallo interpuso recurso de apelación la parte civil cons-
tituida, Bienvenido Santiago, en tiempo oportuno; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA : 

PRIMERO: Declara- regular y válido, en cuanto a la forma 
el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Revoca la 

sentencia apelada, en cuanto al aspecto civil se refiere, 
la cual fué dictada en fecha veintiséis de junio del ario 
en curso, mil novecientos cincuenta' y uno, por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, cuyo dispositivo apare- - 

 ce copiado en otro lugar del presente fallo, y obrando por 
propia autoridad, declara que el nombrado Marino Arve-
lo González es responsable del incendio involuntario del 

establecimiento comercial que para la venta al detalle de 

fuegos de artificio, tenía establecido el señor Bienvenido 
Santiago en el callejón La Noria, de esta ciudad, frente al 

establecimiento denominado La Troya, y en consecuencia 
de esa declaración condena al referido 'Marino Arvelo Gon-
zález, a pagar a la parte civil, Bienvenido Santiago, a) 
la suma de cien pesos oro a títulos de daños y perjuicios mo-
rales; y b) a la suma a que asciendan los daños materia-
les a justificar por estado; TERCERO: Compensa las cos-
tas de ambas instancias en la proporción de la mitad"; 
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Considerando que al formular su recurso de casación 
-Marino Arvelo González declaró que interponía dicho re-
curso "por no estar conforme con la antes mencionada sen-
tencia, por los motivos que serían expuestos en el memo-
rial que será depositado oportunamente en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia"; y en el memorial envia-
do al efecto, suscrito por su abogado constituido, Lic. J. 
Agustín Gautier, alega que la sentencia átacada ha viola-
do los artículos 1382 y 1383 del Código Civil y carece 
-de base legal; 

Considerando que en el desarrollo de su medio de 
casación el recurrente expresa, en primer término, aue la 
Corte a qua para establecer los hechos de la causa se ha 
fundado "en las declaraciones de los testigos David de 
la Cruz Cambero y Elías de Castro, compañeros del se-
ñor Bienvenido Santiago en el mismo negocio, ya que son 
vendedores ambulantes como él de fuegos artificiales en 
la Avenida Mella" y ha desestimado las declaraciones de 
los testigos idóneos Manuel F. Núñez, y Francisco Alva-
rez, quienes declararon, el primero, que "el tránsito por 
la Avenida Mella era constante y contínuo" que "en ese 
momento el entusiasmo estaba en su clímax" y que "ha-
bía gran cantidad de tráfico y de carros", y el segundo 
que "he trabajado durante años en ese callejón; que en 
años anteriores mi pequeño negocio ha estado a punto de 
sucumbir bajo las llamas de una vela de bengala; preci-
samente yo tuve cuidado de irme de allí para evitar que 
me pasara algo"; y en segundo término, que la sentencia 
intervenida carece de base legal, porque "ella no con-
tiene los elementos necesarios que permitan a la Supre-
ma Corte de Justicia verificar si los textos legales indi-
cados referentes a la responsabilidad delictual o cuasi de-
lictual, aplicados por dicha Corte, han sido bien o mal 
aplicados"; • 

Considerando que la Corte a qua, mediante las prue -
bas regularmente sometidas al debate en la instrucción 

bt 
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descarga por no haberlo cometido; SEGUNDO: Que deba 
rechazar, como al efecto rechaza, las conclusiones de la 
parte civil constituída, señor Bienvenido Santiago, por im-
procedentes y mal fundadas; TERCERO: Que debe dar, co-
mo al efecto da, acta al Magistrado Procurador Fiscal d 
la lra. Cámara Penal, para perseguir al inculpado Ma-
rino Arvelo González, por supuesta violación al artículo 
471 en su ordinal segundo del Código Penal; Cuarto: Qua 
debe condenar, como al efecto condena, a la parte civil 
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Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
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 ce copiado en otro lugar del presente fallo, y obrando por 
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fuegos de artificio, tenía establecido el señor Bienvenido 
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curso "por no estar conforme con la antes mencionada sen-
tencia, por los motivos que serían expuestos en el memo-
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la Avenida Mella era constante y contínuo" que "en ese 
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me pasara algo"; y en segundo término, que la sentencia 
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Pública de la causa, ha establecido los siguientes hechos: 
"que la noche del veinticuatro de diciembre del año mil 
novecientos cincuenta, mientras el señor Marino Arvelo 
González disparaba o ayudaba a un hijo de él a disparar 
velas romanas hacia el frente de su casa, el puesto para 
la venta al detalle de fuegos de artificios que tenía en la 
esquina que forman el callejón de La Noria y la aveni-
da Mella, de esta ciudad, el señor Bienvenido Santiago, 
se incendió quedando destruido por completo; y que por 
más de una ocasión el señor Santiago llamó la atención 
al señor Arvelo González en el sentido de que debía diri-
gir las descargas de las velas romanas hacia otro lado por-
que de lo contrario podía incendiarse su pequeño comer-
cio"; ... "que el pequeño negocio de Santiago no pudo 
ser destruído por fuegos de artificios que dispararan de 
otro sitio que no fueran los que disparaba el señor Arvelo 
González; que si el testigo David de la Cruz Cambero no 
hubiera retirado su pequeño negocio de fuegos de artifi-
cio que tenía al lado del de Bienvenido Santiago porque 
veía la posibilidad de que se incendiara con las velas ro-
manas que lanzaba el señor Arvelo se hubiera quemado 
también; que el negocio de Santiago era más grande que 
el de Cambero, sin aue se pudiera establecer el valor de uno 
ni otro; y que una de las velas romanas disparada por Ar-
velo fué la que incendió el negocio de Santiago y produjo 
la quemadura a la joven que estaba cerca del mismo ne-

gocio"; 
Considerando que los jueces del fondo aprecian sobe -

ranamente el resultado de las pruebas sometidas al deba-
te, siempre que no incurran, como no han incurrido en 
la especie, en la desnaturalización de los hechos de la cau-

sa; 
Considerando que en los hechos así comprobados y 

que fueron los mismos que sirvieron de fundamento a la 
•acción penal que culminó con el descargo en el primer gra-
do de jurisdicción, está caracterizada una falta a cargo 

de Arvelo González, puesto que éste, como lo dice la sen-
tencia impugnada "cometió una imprudencia al seguir dis-
parando las velas romanas hacia el lugar que lo hacía, ha-
bida cuenta del negocio que existía y de las advertencias 
que se le hicieron"; que habiendo establecido la Corte a 
qua, por otra parte, que entre la falta cometida por Arve-
lo y el perjuicio sufrido por la parte civil constituida hay 
una relación de causalidad, es evidente que dicha Corte 
no ha violado como se pretende, los artículos 1382 y 1383 
del Código Civil, al declarar a su autor civilmente respon-
sable del daño, sino que al contrario ha realizado una co-
rrecta aplicación de esos textos legales; 

Considerando que lo expuesto precedentemente pone 
de manifiesto que la Corte a qua no ha incurrido tam-
poco en el vicio de falta de base legal, porque su fallo con-
tiene los elementos de hecho que le han permitido a la 
Suprema Corte de Justicia ejercer debidamente su poder 
de verificación; 

Por tales motivos, PRIMERO: admite como parte in-
terviniente en la presente instancia, a Bienvenido Santia-
go, parte civil constituída en la sentencia impugnada; SE-
GUNDO: rechaza el recurso de casación interpuesto por 
Marino Arvelo González contra sentencia de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo de fecha veintiuno de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo, y TERCERO: 
condena al recurrente al pago de las costas, distrayéndo-
las en provecho del abogado de la parte interviniente, 
Dr. Pedro L. Fanduiz Guzmán, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 



'; 24 	 BOLETÍN JUDICIAL 

pública de la causa, ha establecido los siguientes hechos: 
"que la noche del veinticuatro de diciembre del año mil 
novecientos cincuenta, mientras el señor Marino Arvelo 
González disparaba o ayudaba a un hijo de él a disparar 
velas romanas hacia el frente de su casa, el puesto para 
la venta al detalle de fuegos de artificios que tenía en la 
esquina que forman el callejón de La Noria y la aveni-
da Mella, de esta ciudad, el señor Bienvenido Santiago, 
se incendió quedando destruido por completo; y que por 
más de una ocasión el señor Santiago llamó la atención 
al señor Arvelo González en el sentido de que debía diri-
gir las descargas de las velas romanas hacia otro lado por-
que de lo contrario podía incendiarse su pequeño comer-
cio"; ... "que el pequeño negocio de Santiago no pudo 
ser destruído por fuegos de artificios que dispararan de 
otro sitio que no fueran los que disparaba el señor Arvelo 
González; que si el testigo David de la Cruz Cambero no 
hubiera retirado su pequeño negocio de fuegos de artifi-
cio que tenía al lado del de Bienvenido Santiago porque 
veía la posibilidad de que se incendiara con las velas ro-
manas que lanzaba el señor Arvelo se hubiera quemado 
también; que el negocio de Santiago era más grande que 
el de Cambero, sin que se nudiera establecer el valor de uno 
ni otro; y que una de las velas romanas disparada por Ar-
velo fué la que incendió el negocio de Santiago y produjo 
la quemadura a la joven que estaba cerca del mismo ne-

gocio"; 
Considerando que los jueces del fondo aprecian sobe-

ranamente el resultado de las pruebas sometidas al deba-
te, siempre que no incurran, como no han incurrido en 
la especie, en la desnaturalización de los hechos de la cau-

sa; 
Considerando que en los hechos así comprobados y 

que fueron los mismos que sirvieron de fundamento a la 
°acción penal que culminó con el descargo en el primer gra-
do de jurisdicción, está caracterizada una falta a cargo 

BOLETÍN JUDICIAL 	 725 

de Arvelo González, puesto que éste, como lo dice la sen-
tencia impugnada "cometió una imprudencia al seguir dis-
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bida cuenta del negocio que existía y de las advertencias 
que se le hicieron"; que habiendo establecido la Corte a 
qua, por otra pqrte, que entre la falta cometida por Arve-
lo y el perjuicio sufrido por la parte civil constituida hay 
una relación de causalidad, es evidente que dicha Corte 
no ha violado como se pretende, los artículos 1382 y 1383 
del Código Civil, al declarar a su autor civilmente respon-
sable del daño, sino que al contrario ha realizado una co-
rrecta aplicación de esos textos legales; 

Considerando que lo expuesto precedentemente pone 
de manifiesto que la Corte a qua no ha incurrido tam-
poco en el vicio de falta de base legal, porque su fallo con-
tiene los elementos de hecho que le han permitido a la 
Suprema Corte de Justicia ejercer debidamente su poder 
de verificación; 

Por tales motivos, PRIMERO: admite como parte in-
terviniente en la presente instancia, a Bienvenido Santia-
go, parte civil constituida en la sentencia impugnada; SE-
GUNDO: rechaza el recurso de casación interpuesto por 
Marino Arvelo González contra sentencia de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo de fecha veintiuno de diciem-
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se copia en otro lugar del presente fallo, y TERCERO: 
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las en provecho del abogado de la parte interviniente, 
Dr. Pedro L. Fanduiz Guzmán, quien afirma haberlas 
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La presente sent 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 3 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Daniel Matos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay-
bar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día veintiuno del mes de abril de mil novecientos cin-
cuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9  de la 

Restauración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente senten-

cia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Daniel 

Matos, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-
miciliado y residente en la sección de Guanito, de la co-
mún de San Juan de la Maguana, portador de la cédula 
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personal de identidad número 8988, serie 12, sello núme-
ro 50994, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
san Cristóbal de fecha tres de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más acielan-
te; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

I. • 	Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría de la Corte a qua en fecha dieciocho de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 y 3 de la Ley 1051, y 
19 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
1) que en fecha veinticinco de julio de mil novecientos 
cincuenta, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Benefactor, dictó una sentencia mediante la cual 
condenó a Daniel Matos a la pena de dos años 'de .prisión 
correccional y al pago de las costas, por el delito de vio-
lación de la Ley 2402, en perjuicio de dos menores que 
tiene procreados con Eduviges Tejeda y fijó en la cantidad 
de seis pesos oro la pensión mensual que el referido incul-
pado debía pasar a la madre querellante para el sosteni-
miento de los mencionados menores; 2) que sobre sl recur-
so de apelación interpuesto por el inculpado, la Corte de 
Apelación de San Juan de la Maguana, apoderada del re-
curso, lo decidió por su sentencia del veintiséis de octu-
bre del indicado año mil novecientos cincuenta, disponien-
do lo siguiente: a) declaró válido el recurso en cuanto a 
la forma; b) revocó, parcialmente, la sentencia apelada en 
cuanto juzgó al prevenido "conforme a las nuevas dispo-
siciones de la Ley 2402, sustitutiva de la No. 1051, sobre 
paternidad"; c) declaró al inculpado culpable del delito 
de violación de la Ley No. 1051, por haber faltado a sus 
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Senteueta impug.nada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
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Materia: Penal. 

Recurrente: Daniel Matos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
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Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera. 
Juan A. More(, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay-
bar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día veintiuno del mes de abril de mil novecientos cin-
cuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9  de la 

Restauración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente senten-
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Daniel 

Matos, dominicano, mayor de edad, casado. agricultor, do-
miciliado y residente en la sección de Guanito, de la co-
mún de San Juan de la Maguana, portador de la cédula  

personal de identidad número 8988, serie 12, sello núme-
ro  50994, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal de fecha tres de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más adelan-

te; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 

1111 `• 	Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

' 11'• ' Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría de la Corte a qua en fecha dieciocho de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 y 3 de la Ley 1051, y 
1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
1) que en fecha veinticinco de julio de mil novecientos 
cincuenta, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Benefactor, dictó una sentencia mediante la cual 
condenó a Daniel Matos a la pena de dos años 'cle prisión 
correccional y al pago de las costas, por el delito de vio-
lación de la Ley 2402, en perjuicio de dos menores que 
tiene procreados con Eduviges Tejeda y fijó en la cantidad 
de seis pesos oro la pensión mensual que el referido incul-
pado debía pasar a la madre querellante para el sosteni-
miento de los mencionados menores; 2) que sobre sl recur-
so de apelación interpuesto por el inculpado, la Corte de 
Apelación de San Juan de la Maguana, apoderada del re-
curso, lo decidió por su sentencia del veintiséis de octu-
bre del indicado año mil novecientos cincuenta, disponien-
do lo siguiente: a) declaró válido el recurso en cuanto a 
la forma; b) revocó, parcialmente, la sentencia apelada en 
cuanto juzgó al prevenido "conforme a las nuevas dispo-
siciones de la Ley 2402, sustitutiva de la No. 1051, sobre 
paternidad"; c) declaró al inculpado culpable del delito 
de violación de la Ley No. 1051, por haber faltado a sus 
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w' La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRÍ', DE 1952. 
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Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 

día veintiuno del mes de abril de mil novecientos cin-
cuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9  de la 

Restauración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente senten-

cia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Daniel 

Matos, dominicano, mayor de edad, casado. agricultor, do-
miciliado y residente en la sección de Guanito, de la co-
mún de San Juan de la Maguana, portador de la cédula 
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obligaciones de padre con respecto de los menores pro- 
creados con la madre querellante y, en consecuencia, lo  

condenó a la pena de un año de prisión correccional y al 

pago de las costas de ambas instancias; d) confirmó el or-
dinal segundo de la sentencia apelada en lo que se refiere 
a la pensión asignada y e) declaró que la Corte era "in-
competente como lo era el Juzgado a quo para estatuir 

acerca del pedimento de guarda de los menores hecho por 
el prevenido"; 3) que sobre el recurso de casación inter-
puesto contra esta sentencia por el Magistrado Procurador 
General de la Corte de San Juan de la Maguana y el in-
culpado, la Suprema Corte de Justicia casó dicha senten-
cia en cuanto se declaró incompetente para conocer de la 
guarda de los menores y en cuanto a la pensión y envió 
el asunto a la Corte de Apelación de San Cristóbal; 

Considerando que la sentencia dictada por la Corte 
de envío y que ha sido objeto del presente recurso de ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-

MERO: Rechaza las conclusiones del prevenido Daniel Ma-
tos, cuyas generales constan, tendentes a que se le acuer-
de la guarda de sus hijos menores Manuel de Jesús y Luis 
Bolívar, de ocho (8) y siete (7) años de edad, respectiva- 
mente, procreados con la señora Eduviges Tejeda (a) Brí- 
gida; SEGUNDO: Fija en la cantidad de seis pesos oro 
1RD$6.00) la pensión mensual que deberá pasar dicho pre- 
venido Matos a Eduviges Tejeda (a) Brígida, para subve- 
nir a las necesidades de los referidos menores; y TER- 
CERO: Condena a Daniel Matos al pago de las costas 

de la presente instancia"; 
Considerando que según consta en el acta levantada 

con motivo del presente recurso de casación, la doctora 
Mélida Frómeta Pereyra, a nombre del Dr. Vetilio Valen-
zuela, abogado del inculpado Daniel Matos, no expuso 
ningún medio determinado y prometió que el abogado del 
recurrente depositaría un memorial en tiempo oportuno, 

lo cual no ha sido realizado; 
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Considerando que la Corte a qua, en virtud del apo-
deramiento restringido de que fué objeto por la Suprema 
Corte de Justicia, se limitó solamente a conocer de la pe-
tición de guarda de los menores Manuel de Jesús y Luis 
Bolívar hecha por su padre Daniel Matos, y de lo relati-
vo a la pensión; 

Considerando que la Corte a qua, fundándose en los 
hechos que fueron establecidos mediante la ponderación 
de las pruebas sometidas regularmente al debate, en re-
lación con los elementos de la guarda, estimó que los men-
cionados menores, deben permanecer bajo el amparo y cui-
dado de la madre por ser lo más conveniente para el in-
terés de los mismos menores; que, en este aspecto la sen-
tencia impugnada aplicó correctamente los principios que 
rigen la atribución de la guarda y de los cuales hace una 
aplicación particular para los hijos naturales el artículo 
3 de la Ley No. 1051, que rigió el caso; 

Considerando que, para fijar en seis pesos oro el mon-
to de la pensión alimenticia que le fué impuesta al padre, 
la Corte a qua, valiéndose de los mismos medios de prue-
ba, ha tenido en cuenta las necesidades de los referidos 
menores y los medios de que dicho padre puede disponer, 
en acatamiento a las disposiciones del artículo 1 9  de la 
Ley 1051, que han sido reproducidos por la nueva Ley 
2402; que, por tanto, en este otro aspecto la sentencia es-
tá legalmente justificada; 

Considerando que examinada la sentencia impugna- 
da en los demás aspectos, no contiene ningún vicio que 
la haga anulable; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Daniel Matos contra sentencia 
de la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha tres 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyó 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y 
SEGUNDO: condena a dicho recurrente al pago de las cos-
tas. 
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pago de las costas de ambas instancias; d) confirmó el or-
dinal segundo de la sentencia apelada en lo que se refiere 
a la pensión asignada y e) declaró que la Corte era "in-
competente como lo era el Juzgado a quo para estatuir 
acerca del pedimento de guarda de los menores hecho p or 
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puesto contra esta sentencia por el Magistrado Procurador 
General de la Corte de San Juan de la Maguana y el in-
culpado, la Suprema Corte de Justicia casó dicha senten-
cia en cuanto se declaró incompetente para conocer de la 
guarda de los menores y en cuanto a la pensión y envió 
el asunto a la Corte de Apelación de San Cristóbal; 

Considerando que la sentencia dictada por la Corte 
de envío y que ha sido objeto del presente recurso de ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Rechaza las conclusiones del prevenido Daniel Ma-
tos, cuyas generales constan, tendentes a que se le acuer-
de la guarda de sus hijos menores Manuel de Jesús y Luis 
Bolívar, de ocho (8) y siete (7) años de edad, respectiva-
mente, procreados con la señora Eduviges Tejeda (a) Brí-
gida; SEGUNDO: Fija en la cantidad de seis pesos oro 
(RD$6.00) la pensión mensual que deberá pasar dicho pre-
venido Matos a Eduviges Tejeda (a) Brígida, para subve-
nir a las necesidades de los referidos menores; y TER-
CERO: Condena a Daniel Matos al pago de las costas 

de la presente instancia"; 
Considerando que según consta en el acta levantada 

con motivo del presente recurso de casación, la doctora 
Mélida Frómeta Pereyra, a nombre del Dr. Vetilio Valen-
zuela, abogado del inculpado Daniel Matos, no expuso 
ningún medio determinado y prometió que el abogado del 
recurrente depositaría un memorial en tiempo oportuno, 

ld cual no ha sido realizado; 

Considerando que la Corte a qua, en virtud del apo-
deramiento restringido de que fué objeto por la Suprema 
Corte de Justicia, se limitó solamente a conocer de la pe-
tición de guarda de los menores Manuel de Jesús y Luis 
Bolívar hecha por su padre Daniel Matos, y de lo relati-
vo a la pensión; 

Considerando que la Corte a qua, fundándose en los 
hechos que fueron establecidos mediante la ponderación 
de las pruebas sometidas regularmente al debate, en re-
lación con los elementos de la guarda, estimó que los men-
cionados menores, deben permanecer bajo el amparo y cui-
dado de la madre por ser lo más conveniente para el in-
terés de los mismos menores; que, en este aspecto la sen-
tencia impugnada aplicó correctamente los principios que 
rigen la atribución de la guarda y de los cuales hace una 
aplicación particular para los hijos naturales el artículo 
3 de la Ley No. 1051, que rigió el caso; 

Considerando que, para fijar en seis pesos oro el mon-
to de la pensión alimenticia que le fué impuesta al padre, 
la Corte a qua, valiéndose de los mismos medios de prue-
ba, ha tenido en cuenta las necesidades de los referidos 
menores y los medios de que dicho padre puede disponer, 
en acatamiento a las disposiciones del artículo 1 9  de la 
Ley 1051, que han sido reproducidos por la nueva Ley 
2402; que, por tanto, en este otro aspecto la sentencia es-
tá legalmente justificada; 

Considerando que examinada la sentencia impugna- 
da en los demás aspectos, no contiene ningún vicio que 
la haga anulable; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Daniel Matos contra sentencia 
de la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha tres 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y 
SEGUNDO: condena a dicho recurrente al pago de las cos-
tas. 
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Recurrente: Andrés María Mejía. Abogado: Lic. Fredy Presto]. 

Castilo. 

Intimado: María del Rosario Castillo. Abogado: Dr. Ramón Pina 

Acevedo y Martínez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da- , 1 

 mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,  

en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinticinco del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restaura-
ción y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación intentado por Andrés 
María Mejía, dominicano, casado, zapatero, domiciliado en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, portador de 
la cédula personal de identidad número 715, serle 1 0, re-
novada para el año 1951 en aue fué incoado el recurso, 
con el sello de R. L No. 3431, contra sentencia del Tribu-
nal Superior de Tierras de fecha ocho de agosto de mil 
novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia des-
pués; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Lic. Fredy Prestol Castillo, portador de la 
cédula personal número 8401, renovada con el sello No. 
1780, abogado del demandante, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Visto el memorial de casación presentado, el diez de 
octubre de mil novecientos cincuenta y uno, por el Lic. 
Fredy Prestol Castillo, abogado del recurrente; 

Visto el memorial de defensa presentado, el veinti-
séis de noviembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
por el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, portador de 
la cédula personal número 43139, serie 1 1, renovada en 
la fecha de dicho memorial con el sello No. 9336, aboga-
do de la parte recurrida, María del Rosario Castillo, do-
minicana, mayor de edad, soltera, ocupada en los queha-
ceres de su hogar, domiciliada y residente en Ciudad Tru-
jillo, Distrito de Santo Domingo, Portadora de la cédula 
número 19916, serie 11, renovada con el sello No. 467928; 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía._ 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo.— Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 25 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 

8 de agosto de 1951. 

Materia: Tierras. 
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(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía__ 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo.— Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 25 DE ABRIL DE 1952. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de f 
8 de agosto de 1951. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Andrés María Mejía. Abogado: Lic. Fredy Prestol 
Castilo. 

.r• 

Intimado: María del Rosario Castillo. Abogado: Dr. Ramón Pina 

Acevedo y Martínez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licencia -

dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-

gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias ,  

en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinticinco del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 1099  de la Independencia, 899  de la Restaura-
ción y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación intentado por Andrés 
María Mejía, dominicano, casado, zapatero, domiciliado en 
Ciudad Trujillo, Distrito de 'Santo Domingo, portador de 
la cédula personal de identidad número 715, serie 1*, re-
novada para el año 1951 en que fué incoado el recurso, 
con el sello de R. I. No. 3431, contra sentencia del Tribu-
nal Superior de Tierras de fecha ocho de agosto de mil 
novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia des-
pués; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

r- 	Oído el Lic. Fredy Prestol Castillo, portador de la 
cédula personal número 8401, renovada con el sello No. 
1780, abogado del demandante, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Visto el memorial de casación presentado, el diez de 
octubre de mil novecientos cincuenta y uno, por el Lic. 
Fredy Prestol Castillo, abogado del recurrente; 

Visto el memorial de defensa presentado, el veinti-
séis de noviembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
por el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, portador de 
la cédula personal número 43139, serie 1 1, renovada en 
la fecha de dicho memorial con el sello No. 9336, aboga-
do de la parte recurrida, María del Rosario Castillo, do-
minicana, mayor de edad, soltera, ocupada en los queha-
ceres de su hogar, domiciliada y residente en Ciudad Tru-
jillo, Distrito de Santo Domingo, portadora de la cédula 
número 19916, serie 11, renovada con el sello No. 467928; 

■ 
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(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro. Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B, 
— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo.— Secre-

tario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 25 DE ABRIL DE 1952. 

z 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 

8 de agosto de 1951. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Andrés María Mejía. Abogado: Lic. Fredy Prestcl 
Castilo. 

Intimado: Maria del Rosario Castillo. Abogado: Dr. Ramón Pina 

Acevedo y Martínez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licencia- 
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri- 
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se- 
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da- 
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre- 
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias ,  
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en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinticinco del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 1099  de la Independencia, 899  de la Restaura-
ción y 229  de la Era de Trujillo, dieta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación intentado por Andrés 
María Mejía, dominicano, casado, zapatero, domiciliado en 
Ciudad Trujillo; Distrito de Santo Domingo, portador de 
la cédula personal de identidad número 715, serie 1/, re-
novada para el año 1951 en que fué incoado el recurso, 
con el sello de R. I. No. 3431, contra sentencia del Tribu-
nal Superior de Tierras de fecha ocho de agosto de mil 
novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia des-
pués; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

- 	Oído el Lic. Fredy Prestol Castillo, portador de la 
cédula personal número 8401, renovada con el sello No. 
1780, abogado del demandante, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Visto el memorial de casación presentado, el diez de 
octubre de mil novecientos cincuenta y uno, por el Lic. 
Fredy Prestol Castillo, abogado del recurrente; 

Visto el memorial de defensa presentado, el veinti-
séis de noviembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
por el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, portador de 
la cédula personal número 43139, serie 1 1, renovada en 
la fecha de dicho memorial con el sello No. 9336, aboga-
do de la parte recurrida, María del Rosario Castillo, do-
minicana, mayor de edad, soltera, ocupada en los queha-
ceres de su hogar, domiciliada y residente en Ciudad Tru-
jillo, Distrito de Santo Domingo, portadora de la cédula 
número 19916, serie la, renovada con el sello No. 467928; 
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• La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- * 
liberado, y vistos los artículos 118, 119 y 134 de la Ley 
de Registro de Tierras; 1033 del Código de Procedimien-
to Civil; 1 9, 5, 71, 72 y 73 de la Ley sobre Procedimiento 

- de Casación; 
Considerando que el dispositivo de la sentencia  im- 

pugñada es el siguiente: "FALLA: 1 9  Se rechaza, por im-
procede ►te e infundada, la demanda en revisión por cau-
la-de' fraude que ha intentado el Lic. Manuel de Jesús 

'Pellerano Castro, a nombre del señor Andrés María Me-
jía, en fecha 6 de abril del 1951; 2 4  Se mantiene, en to-
da' su fuerza y vigor, el Cestificado de Título No. 15068, 
de fecha 2 de enero del 1947, así como la Decisión No. 1 
de este Tribunal Superior, de fecha 27 de enero del 1951, 
que resolvió entre las partes la litis sobre terrenos regis-
trados que entre ellas existía, en relación con el solar 
No. 8 de la Manzana No. 598, Distrito Catastral No. 1 del 
Distrito de Santo Domingo"; 

Considerando que por disposiciones combinadas de los 

artículos 118, 119 y 134 de la Ley de Registro de Tie-
rras y del 59  de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 
el recurso de este género contra una sentencia del Tri-
bUnal Superior de Tierras "se deducirá pot medio de un 
memorial depositado en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia en los dos meses de la notificación de la 
sentencia", notificación que se reputa realizada en la fe-
.cha de la fijación que, de la copia del fallo, efectúa el 
Secretario del Tribunal de Tierras en la puerta de este 

tribunal; que la copia de la sentencia impugnada que fi-
gura en el expediente, tiene una nota del Secretario del 
Tribunal de Tierras en que éste certifica aue otra copia 
igual fué fijada, por él, en "la puerta principal del edi-
ficio que ocupa el Tribunal de Tierras en la Ciudad Tru-
jillo, Distrito de Santo Domingo", el ocho de agosto de 
mnil•novecientos cincuenta y uno; que los plazos de meses 

'4 

r, 

Procedimiento Civil, en cuanto no se debe computar en 

fiados por las leyes se cuentan de fecha a fecha, con lo 
cual es respetada la regla del artículo 1033 del Código de 

el plazo "el día de la notificación"; que por ello, al re-
putarse notificada la sentencia el ocho de agosto de mil 
novecientos cincuenta y uno, de acuerdo con lo estableci-
do arriba y al ser francos todos los plazos en materia de 
casación, el recurso debía interponerse, a más tardar, el 
nueve de agosto de mil novecientos cincuenta' y uno; que 
al haberse efectuado ello un día después, o sea el diez de 
agosto de dicho año, el presente recurso fué intentado tar-. 
díamente, tal como lo alega la parte demandada; 

Por tales motivos, PRIMERO: declara inadmisible el 
recurso de casación intentado por. Andrés María Mejía / 

 contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras del ocho 
de agosto de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo' dis-
positivo se encuentra copiado en otro lugar del presente 
fallo; SEGUNDO: condena al recurrente al pago de las 
costas, con distracción de éstas, en favor del Dr. Ramón 
Pina Acevedo Martínez, abogado de la parte demandada 
que ha afirmado, en el memorial de defensa, haberlas 
avanzado en su totalidad. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel. —G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
--Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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• La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 118, 119 y 134 de la Ley 
de Registro de Tierras; 1033 del Código de Procedimien-
to Civil; 1 9, 5, 71, 72 y 73 de la Ley sobre Procedimiento 

- de Casación; 
Considerando que el dispositivo de la sentencia im- 

pugñada es el siguiente: "FALLA: 1 9  Se rechaza, por im-
procedente e infundada, la demanda en revisión por cau- 

'.- 'su-de - fraude que ha intentado el Lic. Manuel de Jesús 
-Pellerano Castro, a nombre del señor Andrés María Me-
jía, en fecha 6 de abril del 1951; 29  Se mantiene, en to-
da' sú fuerza y vigor, el Cestificado de Título No. 15068, 
de fecha 2 de enero del 1947, así como la Decisión No. 1 
de este Tribunal Superior, de fecha 27 de enero del 1951, 
que resolvió entre las partes la litis sobre terrenos regis-
trados que entre ellas existía, en relación con el solar 
No. 8 de la Manzana No. 598, Distrito Catastral No. 1 del 
Distrito de Santo Domingo"; 

Considerando que por disposiciones combinadas de los 
artículos 118, 119 y 134 de la Ley de Registro de Tie-
tras y del 59  de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 
el recurso de este género contra una sentencia del Tri-
bimal Superior de Tierras "se deducirá pot medio de un 
memorial depositado en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia en los dos meses de la notificación de la 
•sentencia", notificación que se reputa realizada en la fe-
.cha de la fijación que, de la copia del fallo, efectúa el 
Secretario del Tribunal de Tierras en la puerta de este 
tribunal; que la copia de la sentencia impugnada que fi-
gura en el expediente, tiene una nota del Secretario del 
Tribunal de Tierras en que éste certifica aue otra copia 
igual fué fijada, por él, en "la puerta principal del edi-
ficio que ocupa el Tribunal de Tierras en la Ciudad Tru-
jillo, Distrito de Santo Domingo", el ocho de agosto de 
inil 'novecientos cincuenta y uno; que los plazos de meses 

fijados por las leyes se cuentan de fecha a fecha, con lo 
.cual es respetada la regla del artículo 1033 del Código de 

rocedimiento Civil, en cuanto no se debe computar en 
el plazo "el día de la notificación"; que por ello, al re-
putarse notificada la sentencia el ocho de agosto de mil 
novecientos cincuenta y uno, de acuerdo con lo estableci-
do arriba y al ser francos todos los plazos en materia de 
casación, el recurso debía interponerse, a más tardar, el 
nueve de agosto de mil novecientos cincuenta y uno; que 
al haberse efectuado ello un día después, o sea el diez de 
agosto de dicho año, el presente recurso fué intentado tar-
díamente, tal como lo alega la parte demandada; 

Por tales motivos, PRIMERO: declara inadmisible el 
recurso de casación intentado por. Andrés María Mejía : 

 contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras del ocho 
de agosto de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dis-
positivo se encuentra copiado en otro lugar del presente 
fallo; SEGUNDO: condena al recurrente al pago de las 
costas, con distracción de éstas, en favor del Dr. Ramón 
Pina Acevedo Martínez, abogado de la parte demandada 
que ha afirmado, en el memorial de defensa, haberlas 
avanzado en su totalidad. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
ral. —G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
- -Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Materia: Penal. 

Recurrente: Márcelino Piña. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de,  

Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo en grado de 
apelación, de fecra 27 de abril de 1951. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
justicia, regularmente constituida por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día veinticinco del mes de abril de mil novecientos cin-
cuenta y dos, años 109° de la Independencia, 89 9  de la 

Restauración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marceli-
no Piña, dominicano, mayor de edad, negociante, domici-
liado y residente en esta ciudad, portador de la cédula 
personal de identidad No. 5242, serie 10, contra senten-
cia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
de fecha veintisiete de abril de mil novecientos cincuenta 
y uno; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

BOLETÍN JUDICIAL 	 735 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
el Juzgado a quo en fecha veintisiete de abril de mil no-
vecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 135 y siguientes, y 410 del 
Código Penal, reformado por la Ley No. 2526, del 7 de octubre de 1950, 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: a) 
que el primero de enero del año mil novecientos cincuen- 
ta el Capitán Augusto María Ferrando, Policía Nacional, 
acompañado de otros agentes del orden público, sorpren-
dió un juego de aguante o bolita, en la casa del nombra-
do Marcelino Piña, en la calle "Benito González casi es-
quina Santomé"; que allí fueron ocupados por los agen-
tes de la autoridad algunas listas con números y la suma 
de RD$18.86 (Dieciocho Pesos Oro con ochenta y seis centa-
vos); b) que el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscrip-
ción de este Distrito Judicial apoderado del caso, dictó sen-
tencia el diez de enero de mil novecientos cincuenta, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: Declarar, como al 
efecto declara, culpable al nombrado Marcelino Piña, de 
generales anotadas, del delito de dedicarse a rifas de las 
denominadas bolitas o aguante; SEGUNDO: Condenar, co-
mo al efecto condena, al referido Marcelino Piña, a sufrir 
un año de prisión correccional en la Cárcel Pública de 
Ciudad Trujillo; al pago de una multa de mil pesos oro, 
moneda de curso legal; al pago de las costas y a la confis-
cación de la suma de diez y ocho pesos con ochenta y seis 
centavos y una lista contentiva de números, ocupados co-
mo cuerpo del delito, disponiendo que tanto la multa co-
mo las costas sean perseguidas por la vía del apremio cor-
poral, la multa a razón de un día de prisión por cada peso 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
el Juzgado a quo en fecha veintisiete de abril de mil no-
vecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-liberado, 
y vistos los artículos 135 y siguientes, y 410 del 

Código Penal, reformado por la Ley No. 2526, del 7 de 
octubre de 1950, 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo que §igue: a) 
que el primero de enero del año mil novecientos cincuen-
ta el Capitán Augusto María Ferrando, Policía Nacional, 
acompañado de otros agentes del orden público, sorpren-
dió un juego de aguante o bolita, en la casa del nombra-
do Marcelino Piña, en la calle "Benito González casi es-
quina Santomé"; que allí fueron ocupados por los agen-
tes de la autoridad algunas listas con números y la suma 
de RD$18.86 (Dieciocho Pesos Oro con ochenta y seis centa-
vos); b) que el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscrip-
ción de este Distrito Judicial apoderado del caso, dictó sen-
tencia el diez de enero de mil 

novecientos cincuenta, cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: Declarar, como al 
efecto declara, culpable al nombrado Marcelino Piña, de 
generales anotadas, del delito de dedicarse a rifas de las 
denominadas bolitas o aguante; SEGUNDO: Condenar, co-
mo al efecto condena, al referido Marcelino Piña, a sufrir 
un año de prisión correccional en la Cárcel Pública de 
Ciudad Trujillo; al pago de una multa de mil pesos oro, 
moneda de curso legal; al pago de las costas y a la confis-
cación de la suma de diez y ocho pesos con ochenta y seis 
centavos y una lista contentiva de números, ocupados co-
mo cuerpo del delito, disponiendo que tanto la multa co-
mo las costas sean perseguidas por la vía del apremio cor-
poral, la multa a razón de un día de prisión por cada peso 
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dejado de pagar y las costas un día de prisión por cada dos 
pesos dejados de pagar"; c) que el prevenido interpuso vá-
lidamente recurso de apelación, y este recurso fué decidi-
do por la sentencia de la Primera Cámara Penal del Juz-

gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, el veinte y siete de abril de mil novecientos cin-
cuenta y uno, y cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar, como al efecto declara, re-
gular y válido el recurso de apelación interpuesto por el 
nombrado Marcelino Piña, contra sentencia del Juzgado 
de Paz de la Segunda Circunscripción de fecha diez de ene-
ro de mil novecientos cincuenta y uno, que lo condenó a 
sufrir la pena de un año de prisión correccional, al pago de 
una multa de Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00); a la con-
fiscación de la suma de Dieciocho Pesos Oro con Ochenta 
y seis centavos (RD$18.86) y una lista contentiva de núme-
ros y costas, por el delito de dedicarse a rifas de las deno-
minadas bolitas o aguante, por haberse intentado en tiem-
po hábil y forma legal; SEGUNDO: Que debe confirmar, 
como al efecto confirma, en todas sus partes la mencionada 
sentencia; TERCERO; Que debe condenar, como al efecto 
condena, al mencionado Marcelino Piña al pago de las cos- 

tas"; 
Considerando que al interponer su recurso de casación 

el recurrente alegó que se han violado los artículos 135 y 
siguientes del Código de Procedimiento Criminal, el 410, 
reformado del Código Penal, y que la sentencia carece de 

base legal; 
Considerando que los artículos 135 y siguientes del 

Código de Procedimiento Criminal tratan "De las deli-
beraciones de la Cámara de Calificación, y del Jurado de 
Oposición", y por ser dichos textos completamente age-
nos al caso del recurreente, no han podido ser violados, ni 
lo fueron por la decisión impugnada; que en tal virtud, la 
alegada violación de esas disposiciones legales carece de 

fundamento; 

Considerando en cuanto a los medios fundados en la 
violación del artículo 410 reformado del Código Penal, y 
en la falta de base legal, que del examen de la sentencia 
ahora impugnada, resulta que el Juzgado a quo, basándose 
en medios de pruebas admitidos por la ley y regularmente 
administrados, dió por comprobado, que el primero de Ene- 
ro de mil novecientos cincuenta, Marcelino Piña fué sor-
prendido por miembros de la Policía Nacional efectuando 
una rifa de las denominadas de aguante o la bolita, habién-
dosele ocupado por las autoridades policiales algunas lis- 
tas contentivas de números y nombres de personas, así co- 
mo la suma de RD$18.86 (Diez y Ocho Pesos Oro con 
Ochenta y Seis Centavos); que, en tales condiciones, al 
declarar el Juzgado a quo al prevenido Marcelino Piña 
culpable del delito de celebrar una rifa de "aguante" o la 
"bolita", no autorizada por la ley, y al condenarlo a las 
penas expresadas en la sentencia impugnada, que está le- 
galmente justificada, no se ha incurrido en la violación 
del artículo 410 del Código Penal, el cual fué correcta-
mente aplicado; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Marcelino Piña contra sentencia 
de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins- 
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha 
veintisiete de abril de mil novecientos cincuenta y uno, 
cuyo dispositivo está copiado en otro lugar del presente 
fallo, y SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo- 
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 



         

         

    

736 
	

BOLETÍN JUDICIAL 

  

BOLETÍN JUDICIAL 	 737 

        

    

dejado de pagar y las costas un día de prisión por cada dos 
pesos dejados de pagar"; c) que el prevenido interpuso vá-
lidamente recurso de apelación, y este recurso fué decidi-
do por la sentencia de la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, el veinte y siete de abril de mil novecientos cin-
cuenta y uno, y cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar, como al efecto declara, re-
gular y válido el recurso de apelación interpuesto por el 
nombrado Marcelino Piña, contra sentencia del Juzgado 
de Paz de la Segunda Circunscripción de fecha diez de ene-
ro de mil novecientos cincuenta y uno, que lo condenó a 
sufrir la pena de un año de prisión correccional, al pago de 
una multa de Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00); a la con-
fiscación de la suma de Dieciocho Pesos Oro con Ochenta 
y seis centavos (RD$18.86) y una lista contentiva de núme-
ros y costas, por el delito de dedicarse a rifas de las deno-
minadas bolitas o aguante, por haberse intentado en tiem-
po hábil y forma legal; SEGUNDO: Que debe confirmar, 
como al efecto confirma, en todas sus partes la mencionada 
sentencia; TERCERO; Que debe condenar, como al efecto 
condena, al mencionado Marcelino Piña al pago de las cos- 

tas"; 
Considerando que al interponer su recurso de casación 

el recurrente alegó que se han violado los artículos 135 y 
siguientes del Código de Procedimiento Criminal, el 410, 
reformado del Código Penal, y que la sentencia carece de 

base legal; 
Considerando que los artículos 135 y siguientes del 

Código de Procedimiento Criminal tratan "De las deli-
beraciones de la Cámara de Calificación, y del Jurado de 
Oposición", y por ser dichos textos completamente age-
nos al caso del recurreente, no han podido ser violados, ni 
lo fueron por la decisión impugnada; que en tal virtud, la 
alegada violación de esas disposiciones legales carece de 

fundamento; 

Considerando en cuanto a los medios fundados en la 
violación del artículo 410 reformado del Código Penal, y 
en la falta de base legal, que del examen de la sentencia 
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audiencia pública del día, mes y año expresados, y fué fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 25 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en grado de 

Apelación, de fecha 17 de diciembre de 1951 

Materia: Penal 

Recurrente: Rogelio E. Morbán Díaz. Abogado: Dr: Diógenes del 
Castillo M. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por 1Ps Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Jan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 1 

Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
ticinco del mes de Abril de mil novecientos cincuenta y 
dos, años 109' de la Independencia, 89' de la Restauración 
-
y 22' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rogelio 
E. Morbán Díaz, dominicano, mayor de edad, casado, ma-
rino, domiciliado y residente en esta ciudad, portador de 
la cédula personal de identidad No. 15130, serie lra., con- 
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sentencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
era Instancia del Distrito Judicial de Santo Domin-

de fecha diecisiete de diciembre de mil novecientos 
cuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Doctor Diógenes del Castillo M. portador de 

la cédula de identidad No. 2026, serie 18, sello No. 367, 
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Procurador General de la Repú-
blica; 

Vista epacta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha veintidós de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y uno; 

Visto el memorial de casación presentado por el Doc-
tor Diógenes del Castillo M., abogado del recurrente, en 
el cual se alegan las violaciones de la Ley que luego se in-
dican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado , y vistos los artículo 184; 185, 186 y 410 del Có- 
digo Penal, reformado este último por la Ley No. 2526, 
del 7 de octubre de 1950, y lro. y 71 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella ,se refiere consta lo que sigue: a) que 
en fecha treinta de noviembre de mil novecientos cincuen- 
ta y uno, fueron sometidos a la acción de la justicia los 
nombrados Rogelio E. Morbán Díaz, Hugo Silverio Fran-
cisco, Agustín Martínez y Pedro Linares por haber sido 
sorprendidos jugando dados en un salón del Gremio de 
Marinos de esta ciudad; b) que apoderado del caso el Juz- 
gado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Ju- 
dicial de Santo Domingo, lo decidió por su sentencia de 
fecha primero de diciembre de mil novecientos cincuenta 
Y uno, de la cual es el dispósitivo siguiente: "FALLA: Que 
debe declarar y declara a los nombrados Rogelio E. Mor- 
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audiencia pública del día, mes y año expresados, y fué fir-
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y 22' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rogelio 
E. Morbán Díaz, dominicano, mayor de edad, casado, ma-
rino, domiciliado y residente en esta ciudad, portador de 
la cédula personal de identidad No. 15130, serie lra., con- 

tra sentencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domin-
go, de fecha diecisiete de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Doctor Diógenes del Castillo M. portador de 

la cédula de identidad No. 2026, serie 18, sello No. 367, 
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Procurador General de la Repú-
ca; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
retaría del Tribunal a quo, en fecha veintidós de di- ° 

ciembre de mil novecientos cincuenta y uno; 
Visto el memorial de casación presentado por el Doc-

tor Diógenes del Castillo M., abogado del recurrente, en 
el cual se alegan las violaciones de la Ley que luego se in-
dican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículo 184, 185, 186 y 410 del Có- 
digo Penal, reformado este último por la Ley No. 2526, 
del 7 de octubre de 1950, y 1ro. y 71 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella pe refiere consta lo que sigue: a) que 
en fecha treinta de noviembre de mil novecientos cincuen- 
ta y uno, fueron sometidos a la acción de la justicia los 
nombrados Rogelio E. Morbán Díaz, Hugo Silverio Fran-
cisco, Agustín Martínez y Pedro Linares por haber sido 
sorprendidos jugando dados en un salón del Gremio de 
Marinos de esta ciudad; b) que apoderado del caso el Juz- 
gado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Ju- 
dicial de Santo Domingo, lo decidió por su sentencia de 
fecha primero de diciembre de mil novecientos cincuenta 
Y uno, de la cual es el dispositivo siguiente: "FALLA: Que 
debe declarar y declara a los nombrados Rogelio E. Mor- 
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audiencia pública del día, mes y año expresados, y fué fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 25 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en grado de 

Apelación, de fecha 17 de diciembre de 1951 

Materia: Penal 

Recurrente: Rogelio E. Morbán Díaz. Abogado: Dr: Diógenes del 
Castillo M. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
ticinco del mes de Abril de mil novecientos cincuenta y 
'dos, años 109' de la Independencia, 89' de la Restauración 
y 22' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rogelio 
E. Morbán Díaz, dominicano, mayor de edad, casado, l'ha-
rino, domiciliado y residente en esta ciudad, portador de 
la cédula personal de identidad No. 15130, serie lra., con- 
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tra sentencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domin-
go, de fecha diecisiete de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
41  Oído el Doctor Diógenes del Castillo M. portador de 

la cédula de identidad No. 2026, serie 18, sello No. 367, 
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Procurador General de la Repú-
blica; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha veintidós de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y uno; 

Visto el memorial de casación presentado por el Doc-
tor Diógenes del Castillo M., abogado del recurrente, en 
el cual se alegan las violaciones de la Ley que luego se in-
dican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículo 184, 185, 186 y 410 del Có-
digo Penal, reformado este último por la Ley No. 2526, 
del 7 de octubre de 1950, y lro. y 71 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella ,se refiere consta lo que sigue: a) que 
en fecha treinta de noviembre de mil novecientos cincuen- 
td y uno, fueron sometidos a la acción de la justicia los 
nombrados Rogelio E. Morbán Díaz, Hugo Silverio Fran-
cisco, Agustín Martínez y Pedro Linares por haber sido 
sorprendidos jugando dados en un salón del Gremio de 
Marinos de esta ciudad; b) que apoderado del caso el Juz- 
gado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Ju- 
dicial de Santo Domingo, lo decidió por su sentencia de 
fecha primero de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y. uno, de la cual es el dispositivo siguiente: "PALLA: Que 
debe declarar y declara a los nombrados Rogelio E. Mor- 
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bán Díaz, Hugo Silverio Francisco, Agustín Martínez y 
Pedro Linares, de generales anotadas, convictos del hecho 
de juego de azar (dados), y en consecuencia condena al 
nombrado Rogelio E. Morbán Díaz, a sufrir (6) seis meses 
de prisión correccional y a pagar una multa de RD$100.00 
Oro (Cien Pesos Oro); y a los nombrados Hugo Silverio 
Francisco, Agustín Martínez y Pedro Linares, a sufrir (3) 
tres meses de prisión correccional y a pagar una multa de 
RD$50.00 Oro (Cincuenta Pesos Oro) cada uno y en caso 
de insolvencia a sufrir un día de prisión por cada peso de 
multa que dejen de pagar. Por esta misma sentencia se 

, ordena la confiscación del cuerpo del delito (RD$1.48) un 
peso con cuarenta y ocho centavos oro en efectivo y dos 
pares y medio de dados;" c) que el prevenido Rogelio E. 
Morbán Díaz por mediación de su abogado Dr. Diógenes 
del Castillo Medina, interpuso válidamente recurso de 
apelación, y este recurso fué decidido por la sentencia de 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo del diecisiete 
de diciembre, de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo 
dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: aue debe 
declarar, como al efecto declara regular y válido el recur-
so de apelación interpuesto por el nombrado Rogelio E. 
Morbán Díaz, de generales anotadas, contra sentencia dic-
tada por el e  Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
en fecha primero del mes de diciembre del año mil nove-
cientos cincuenta y uno, la cual lo condenó a seis meses de 
prisión correccional; al pago de una multa de cien pesos 
oro (RD$100.0) se ordenó la confiscación de la suma de un 
peso oro con cuarenta y ocho centavos (RD$1.48) y pago 
de las costas, por el delito de haberse dedicado al juego 
de azar (dados), por haberse intentado en tiempo hábil y 
en forma legal; SEGUNDO: que debe confirmar, como al 
efecto confirma, en todas sus partes la mencionada sen-
tencia; TERCERO: que debe condenar, como al efecto 
condena, al mencionado prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que al interponer su recurso de casa-
ción Rogelio E. Morbán Díaz no expresó ningún medio de-
terminado; y en el memorial presentado en su nombre por 
el Dr. Diógenes del Castillo Medina. alega la violación del 
derecho de defensa, y la de los artículos 184, 185 y 186 del 
Código Penal; la del principio in dubio pro reo, y falta de 
base legal; 

Considerando que el examen de la sentencia ahora 
impugnada, y el del acta de audiencia correspondiente, re-
velan que el Juzgado a quo observó en la instrucción de 
la causa todas y cada una de las formalidades prescritas 
por los artículos 189 y 190 del Código de Procedimiento 
Criminal, y que, además, no se violó el derecho de defensa 
del recurrente, quien no ha indicado, por otra parte, en qué 
consiste dicha violación; 

Considerando que los artículos 184, 185 y. 186 del Có-
digo Penal, tratan, el primero de esos textos de la viola-
ción de domicilio, el segundo de la denegacíón de justicia, 
y el tercero del empleo de la violencia sin motivo legítimo 
por los funcionarios y autoridades contra, las personas, dis-
posiciones éstas que no tiene relación con este caso y por 
'ser completamente agenas el mismo no han podido ser vio-
ladas, ni lo fueron por la decisión impugnada; que, en tal 
virtud, procede el rechazamiento de ese medio; 

Considerando en cuanto al medio relativo a la viola-
ción del principio In dubio por reo, así como a la falta de 
base legal, que en el presente caso la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, basándose en medios de pruebas admi-
tidos por la ley y regularmente administrados, dió por 
comprobado "que Rogelio E. Morbán Díaz fué sorprendi-
do por una patrulla del Ejército Nacional, jugando dados 
en el salón del Gremio de Marinos de esta ciudad, en com-
pañía de los nombrados Hugo Silverio Francisco, Agustín 
Martínez y Pedro Linares; que le ocuparon a los jugado-
res dos pares y medio de dados y la suma de RD$1.48 que 
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bán Díaz, Hugo Silverio Francisco, Agustín Martínez y 
Pedro Linares, de generales anotadas, convictos del hecho 
de juego de azar (dados), y en consecuencia condena al 
nombrado Rogelio E. Morbán Díaz, a sufrir (6) seis meses 
de prisión correccional y a pagar una multa de RD$100.00 
Oro (Cien Pesos Oro); y a los nombrados Hugo Silverio 
Francisco, Agustín Martínez y Pedro Linares, a sufrir (3) 
tres meses de prisión correccional y a pagar una multa de 
RD$50.00 Oro (Cincuenta Pesos Oro) cada uno y en caso 
de insolvencia a sufrir un día de prisión por cada peso de 
multa que dejen de pagar. Por esta misma sentencia se 

, ordena la confiscación del cuerpo del delito (RD$1.48) un 
peso con cuarenta y ocho centavos oro en efectivo y dos 
pares y medio de dados;" e) que el prevenido Rogelio E. 
Morbán Díaz por medición de su abogado Dr. Diógenes 
del Castillo Medina, interpuso válidamente recurso de 
apelación, y este recurso fué decidido por la sentencia de 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo del diecisiete 
de diciembre, de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo 
dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: que debe 
declarar, como al efecto declara regular y válido el recur-
so de apelación interpuesto por el nombrado Rogelio E. 
Morbán Díaz, de generales anotadas, contra sentencia dic-
tada por el 1  Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
en fecha primero del mes de diciembre del año mil nove-
cientos cincuenta y uno, la cual lo condenó a seis meses de 
prisión correccional; al pago de una multa de cien pesos 
oro (RD$100.0) se ordenó la confiscación de la suma de un 
peso oro con cuarenta y ocho centavos (RD$1.48) y pago 
de las costas, por el delito de haberse dedicado al juego 
de azar (dados), por haberse intentado en tiempo hábil y 
en forma legal; SEGUNDO: que debe confirmar, como al 
efecto confirma, en todas sus partes la mencionada sen-
tencia; TERCERO: que debe condenar, como al efecto 
condena, al mencionado prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que al interponer su recurso de casa-

ción Rogelio E. Morbán Díaz no expresó ningún medio de-

terminado; y en el memorial presentado en su nombre por 
el Dr. Diógenes del Castillo Medina, alega la violación del 
derecho de defensa, y la de los artículos 184, 185 y 186 del 
Código Penal; la del principio in dubio pro reo, y falta de 
base legal; 

Considerando que el examen de la sentencia ahora 
impugnada, y el del acta de audiencia correspondiente, re-
velan que el Juzgado a quo observó en la instrucción de 
la causa todas y cada una de las formalidades prescritas 
por los artículos 189 y 190 del Código de Procedimiento 
Criminal, y que, además, no se violó el derecho de defensa 
del recurrente, quien no ha indicado, por otra parte, en qué 
consiste dicha violación; 

Considerando que los artículos 184, 185 y. 186 del Có- 
digo Penal, tratan, el primero de esos textos de la viola- 
(ón de domicilio, el segundo de la denegación de justicia, 

immay el tercero del empleo de la violencia sin motivo legítimo 
Ilwrpor los funcionarios y autoridades contra las personas, dis-

posiciones éstas que no tiene relación con este caso y por 
'ser completamente agenas el mismo no han podido ser vio-
ladas, ni lo fueron por la decisión impugnada; que, en tal 
virtud, procede el rechazamiento de ese medio; 

Considerando en cuanto al medio relativo a la viola-
ción del principio In dubio por reo, así como a la falta de 
base legal, que en el presente caso la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, basándose en medios de pruebas admi-
tidos por la ley y regularmente administrados, dió por 
comprobado "que Rogelio E. Morbán Díaz fué sorprendi-
do por una patrulla del Ejército Nacional, jugando dados 
en el salón del Gremio de Marinos de esta ciudad, en com-
pañía de los nombrados Hugo Silverio Francisco, Agustín 
Martínez y Pedro Linares; que le ocuparon a los jugado-
res dos pares y medio de dados y la suma de RD$1.48 que 
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tenían sobre la mesa de juego; que aún cuando el preve-
nido Morbán Díaz niega haber cometido el delito que se 
le imputa, las declaraciones de los testigos, el acta de so-
Metimiento y el asentimiento a la sentencia del juzgado 
de Paz hecho por los nombrados Hugo Silverio, Agustín 
Martínez y Pedro Linares, llevan al ánimo del Juez la cer-
tidumbre de que el inculpado Morbán cometió el hecho 
que se le imputa"; que, estas comprobaciones realizadas 
por el Tribunal a quo, no revelan la invocada violación del 
principio In dubio pro reo; que, además, la apreciación que 
los jueces del fondo hacen acerca de si los elementos de 
prueba que contiene el proceso son o no suficientes para 
formarse su íntima convicción, es soberana y escapa al 
control de la Suprema Corte de Justicia; que, por otra 
parte, esas mismas comprobaciones son reveladoras de que 
la sentencia impugnada no carece de base legal y está su-
ficientemente motivada, por lo cual, los medios de casa-
ción que acaban de ser examinados carecen de fundamen-
to y deben ser rechazados; 

Considerando, finalmente, que al declarar la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo a Rogelio E. Morbán 
Díaz culpable de haber cometido el delito de juego de azar, 
y al condenarlo a la pena ya dicha, hizo una correcta apli-
cación de la ley; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
todos sus demás aspectos, se evidencia Que en el mismo no 
se ha cometido ninguna violación de forma o de fondo que 
justifique su casación; 

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casacióri interpuesto por Rogelio E. Morbán Díaz, contra 
sentencia de la Primera Cámara Penal de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha die-
cisiete de diciembre del mil novecientos cincuenta y uno, 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se- 
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cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, 
y SEGUNDO: Condena a dicho recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.--- Juan Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Rafael Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez &— 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él eXpresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 

de fecha 30 de Junio de 1951 

Materia: Civil 

Recurrente: LA HANOVER FIRE INSURANCE COMPANY. 
Abogado: Lic: Miguel E. Noboa Recio 

Intimado: Sociedad de Comercio Antonio P. Haché, C. por A. 

Abogado: Lic. J. Arce Medina 
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tenían sobre la mesa de juego; que aún cuando el preve-
nido Morbán Díaz niega haber cometido el delito que se 
le imputa, las declaraciones de los testigos, el acta de so. 
Metimiento y el asentimiento a la sentencia del Juzgado 
de Paz hecho por los nombrados Hugo Silverio, Agustín 
Martínez y Pedro Linares, llevan al ánimo del Juez la cer-
tidumbre de que el inculpado Morbán cometió el hecho 
que se le imputa"; que, estas comprobaciones realizadas 
por el Tribunal a quo, no revelan la invocada violación del 
principio In dubio pro reo; que, además, la apreciación que 
los jueces del fondo hacen acerca de si los elementos de 
prueba que contiene el proceso son o no suficientes para 
formarse su íntima convicción, es soberana y escapa al 
control de la Suprema Corte de Justicia; que, por otra 
parte, esas mismas comprobaciones son reveladoras de que 
la sentencia impugnada no carece de base legal y está su-
ficientemente motivada, por lo cual, los medios de casa-
ción que acaban de ser examinados carecen de fundamen-
to y deben ser rechazados; 

Considerando, finalmente, que al declarar la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo á Rogelio E. Morbán 
Díaz culpable de haber cometido el delito de juego de azar, 
y al condenarlo a la pena ya dicha, hizo una correcta apli-
cación de la ley; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
todos sus demás aspectos, se evidencia que en el mismo no 
se ha cometido ninguna violación de forma o de fondo que 
justifique su casación; 

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casacióri interpuesto por Rogelio E. Morbán Díaz, contra 
sentencia de la Primera Cámara Penal de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha die-
cisiete de diciembre del mil novecientos cincuenta y uno,  

cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, 
y SEGUNDO: Condena a dicho recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.-- Juan Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Rafael Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
udiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
ué firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, 

que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DE 1952 

, entencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 

de fecha. 30 de Junio de 1951 

Materia: Civil 

Recurrente: LA HANOVER FIRE INSURANCE COMPANY. 
Abogado: Lic: Miguel E. Noboa ReCio 

Intimado: Sociedad de Comercio Antonio P. Haché, C. por A. 

Abogado: Lic. J. Arce Medina 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se- 
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tenían sobre la mesa de juego; que aún cuando el preve-
nido Morbán Díaz niega haber cometido el delito que sé 
le imputa, las declaraciones de los testigos, el acta de so-
metimiento y el asentimiento a la sentencia del Juzgado 
de Paz hecho por los nombrados Hugo Silverio, Agustín 
Martínez y Pedro Linares, llevan al ánimo del Juez la cer-
tidumbre de que el inculpado Morbán cometió el hecho 
que se le imputa"; que, estas comprobaciones realizadas 
por el Tribunal a quo, no revelan la invocada violación del 
principio In dubio pro reo; que, además, la apreciación que 
los jueces del fondo hacen acerca de si los elementos de 
prueba que contiene el proceso son o no suficientes para 
formarse su íntima convicción, es soberana y escapa al 
control de la Suprema Corte de Justicia; que, por otra 
parte, esas mismas comprobaciones son reveladoras de que , 
la sentencia impugnada no carece de base legal y está su- 1, 
ficientemente motivada, por lo cual, los medios de casa- 1 

 ción que acaban de ser examinados carecen de fundamen-
to y deben ser rechazados; 

Considerando, finalmente, que al declarar la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 

Distrito Judicial de Santo Domingo a Rogelio E. Morbán 
Díaz culpable de haber cometido el delito de juego de azar, 
y al condenarlo a la pena ya dicha, hizo una correcta apli-

eación de la ley; 

' Considerando que examinado el fallo impugnado en 
todos sus demás aspectos, se evidencia aue en el mismo no 
se ha cometido ninguna violación de forma o de fondo que 

justifique su casación; 

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de 

casación' interpuesto por Rogelio E. Morbán Díaz, contra 
sentencia de la Primera Cámara Penal de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha die -
cisiete de diciembre del mil novecientos cincuenta y uno . 

Eccurrente: LA HANOVER FIRE INSURANCE COMPANY. 

Abogado: Lic: Miguel E. Noboa Recio 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciadós 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se- 

Intimado: Sociedad de Comercio Antonio P. Haché, C. por A 
Abogado: Lic. J. Arce Medina 

Materia: Civil 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 

de fecha 30 de Junio de 1951 

cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, 
y SEGUNDO: Condena a dicho recurrente aI pago de las 
costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.--- Juan Tomás Mejía.— 
Feo. Elpidio Beras.— Rafael Castro Rivera.— Juan A. Mo- 
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él e*presados, y 
ué firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, 

que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DE 1952 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 
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cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veintiocho del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 109' de la Independencia, 89' de la Restaura-
ción y 22' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Ha-
nover Fire Insurance Company, compañía de Segúros or-
ganizada de conformidad con las leyes del Estado de New 
York, Estados Unidos de Norte América, domiciliada en 
111 John Street de aquella ciudad y la que tiene domicilio 
en la Oficina de sus Agentes en la República Dominicana, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, señores B. 
Preetzmann-Aggerholm, C. por A., domiciliada en la casa 
No. 48 de la calle Colón, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo de fecha treinta de junio de 
mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se indi-

ca más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Lic. Miguel E. Noboa Recio, portador de la 
cédula personal de identidad número 1491, serie 1, sello 
número 50, abogado de la parte recurrente, en la lectura 

de sus conclusiones; 

Oído el Lic. J. Arce Medina, portador de la cédula 
personal de identidad número 12854, serie 1, sello número 
110, abogado de la parte recurrida, en la lectura de sus 

conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación presentado por el licen-
ciado Miguel E. Noboa Recio, abogado de la intimante, en 
el cual se alegan las violaciones de la ley que luego se in -

dican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el Lic. 
J. Arce Medina, abogado de la parte intimada, la Sociedad 
de Comercio Antonio P. Haché, C. por A., domiciliada en 
la ciudad de Santiago de los Caballeros; 

Visto el memorial de ampliación de la parte intimante; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 1153, 1189, 1190 y 1351 del 
Código Civil; 133 del Código de Procedimiento Civil, y lo. 
24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que con motivo de la demanda en ejecución de contra-
to de seguro, intentada en fecha diecisiete de noviembre 
de mil novecientos cuarenta y siete, por la sociedad Co-
mercial Antonio P. Haché, C. por A., contra la B. Preetz-
mann Aggerholm. C. por A., The Hanover Fire Insurance 
Company of New York v Commercial Casualty Insurance 
Company, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domin-
go dictó en fecha diecisiete de abril de mil novecientos cua-
renta y ocho una sentencia cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: que debe pronunciar como al 
efecto pronuncia, el defecto contra B. Preetzman-Agge-
holm, C. por A., co-demandada, por no haber comparecido; 
SEGUNDO: que debe condenar, como al efecto condena, 
a la dicha B. Preetzmann-Aggerholm, C. por A., y a The 
Hanover Fire Insurance Company y a la Commercial Ca-
sualty Insurance Company, solidariamente, a pagar a la 
Antonio P. Haché, C. por A., parte demandante, la canti-
dad de dos mil ochocientos pesos oro (RDS2.800.00) a títu-
lo de indemnización por el daño sufrido nor el automóvil 
objeto del contrato de seguro de cuya ejecución se trata, o 
si lo prefieren dichas companías demandadas, a reparar 
inmediatamente por su cuenta, el mencionado vehículo a 
satisfacción de la demandante o a reemplazarlo, de 
acuerdo con la condición alternativa de las obligaciones 
establecidas en el mencionado contrato de seguro; TER- 
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en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
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Visto el memorial de defensa presentado por el Lic. 
J. Arce Medina, abogado de la parte intimada, la Sociedad 
de Comercio Antonio P. Haché, C. por A., domiciliada en 
la ciudad de Santiago de los Caballeros; 

Visto el memorial de ampliación de la parte intimante; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 1153, 1189, 1190 y 1351 del 
Código Civil; 133 del Código de Procedimiento Civil, y lo. 
24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que con motivo de la demanda en ejecución de contra-
to de seguro, intentada en fecha diecisiete de noviembre 
de mil novecientos cuarenta y siete, por la sociedad Co-
mercial Antonio P. Haché, C. por A., contra la B. Preetz-
mann Adgerholm. C. por A., The Hanover Fire Insurance 
Company of New York v Commercial Casualty Insurance 
Company, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domin-
go dictó en fecha diecisiete de abril de mil novecientos cua-
renta v ocho una sentencia cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: que debe pronunciar como al 
efecto pronuncia, el defecto contra B. Preetzman-Agge-
holm, C. por A., co-demandada, por no haber comparecido; 
SEGUNDO: que debe condenar, como al efecto condena, 
a la dicha B. Preetzmann-Aggerholm, C. por A., y a The 
Hanover Fire Insurance Company y a la Commercial Ca-
sualty Insurance Company, solidariamente. a pagar a la 
Antonio P. Haché, C. por A., parte demandante, la canti-
dad de dos mil ochocientos pesos oro (RDS2.800.00) a títu-
lo de indemnización por el daño sufrido por el automóvil 
objeto del contrato de seguro de cuya ejecución se trata, o 
si lo prefieren dichas companías demandadas, a reparar 
inmediatamente por su cuenta, el mencionado vehículo a 
satisfacción de la demandante o a reemplazarlo, de 
acuerdo con la condición alternativa de las obligaciones 
establecidas en el mencionado contrato de seguro; TER- 
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CERO: que debe condenar, como al efecto condena, asi-
mismo, solidariamente, a dichas compañías demandadas, a 
pagar a la dicha Antonio P. Haché, C. por A., las sumas 
que hayan sido invertidas por ésta en la conservación o 
guarda del vehículo ya citado, así comó el perjuicio que 
ha ocasionado a dicha parte demandante el incumplimien-
to hasta la fecha del mencionado contrato de seguro, todo 
lo cual habrá de ser justificado por estado; CUARTO: que 
debe condenar, finalmente, como al efectivo condena a la 
parte demandada, The Hanover Fire Insurance Company, la 
Comercial Casualty Insurance Company, B. PreetzMann-
Aggerholm, al pago de todas las costas, distraídas en pro-
vecho del Licenciado J. Arce Medina, quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte"; b) que sobre la apela-
ción de las compañías demandadas, la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo dictó una sentencia el catorce de diciem-
bre de mil novecientos cuarenta y ocho, que tiene el 
dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lares y válidos los recursos de apelación interpuestos por 
los Sres. B. Preetzmann-Aggerholm, C. por A., la Com-
mercial Casualty Insurance Company y la Hanover Fire 
Insurance Company, en contra , de la sentencia dictada en 
sus atribuciones comerciales, en fecha diez y siete de abril 
d9.1,  año 1948, por la Cámara de lo Civil y Comercial del 
'Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo, cuya parte dispositiva ha sido copiada en otro 
lugar de la presente sentencia; SEGUNDO: Revoca la pre-
indicada sentencia, en lo que se refiere a la B. Preetzmann-
Aggerholm, C. por A., a la Commercial Casualty Insurance 
Company, y acogiendo las conclusiones de esta parte inti-
mante, por ser justas y reposar en pruebas legales, declara 
irrecibibles, con todas sus consecuencias legales, 'en cuan-
to respecta a dichas partes, la demanda incoada por la An-
tonio P. Haché, C. por A., en contra de ellas, condena, a es-
ta intimada, al pago de las costas de ambas instancias, las 
cuales se declaran distraídas en provecho del Lic. Miguel 

. 

Noboa Recio, abogado patrocinante, por declarar ha- 
berlas avanzado en su mayor parte; TERCERO: Confirma 
en todas sus partes, la sentencia apelada, en cuanto se re- 
fiere a la Hanover Fire Insurance Company, parte inti- 
mante, sucumbiente en sus pretensiones en esta instancia; 
y CUARTO: Condena a esta parte, al pago de las costas, las 
cuales se declaran distraídas en provecho del Lic. J. Arce 
Medina, abogado de la parte gananciosa, por haberlas avan-
zado, según su declaración"; c) que sobre la demanda en 
revisión civil intentada por la Antonio P. Haché, C. por A., 
contra The Hanover Fire Insurance Company, acerca 
del ordinal tercero de la antes mencionada sentencia, la 
Corte dió un fallo en fecha veinticinco de agosto de mil no-
vecientos cuarenta y nueve con el siguiente dispositivo: 
"PRIMERO: que debe declarar y declara regular y válido 
en la forma, la presente demanda en revisión civil inter-
puesta por la Antonio P. Haché, C. por A., contra The Ha-
nover Fire Insurance Company, conforme, acto de empla-
zamiento de fecha veintinuno de marzo del año en curso 
mil novecientos cuarenta y nueve. SEGUNDO: que debe 
retractar y retracta el ordinal tercero de la sentencia de 
esa Carte de fecha catorce de diciembre de' mil novecien-
tos cuarenta y ocho, en lo que se refiere al pedimento de 
condenación al pago de los intereses legales causados con 
posterioridad a la sentencia de primera instancia, pedimen-
to que fué formulado por la Antonio P. Haché, C. por A., 
en su escrito de conclusiones del doce de agosto de ese mis-
mo año, por haberse omitido estatuir sobre ese pedimen-
to. TERCERO: que debe reponer y repone a las partes en 
el estado en que ellas se encontraban antes de que fuese 
pronunciado dicho ordinal tercero solo en el aspecto en 
que este ha sido retractado; y CUARTO: que debe decla-
rar y declara compensada, pura y simplemente, entre la 
Antonio P. Haché, C. por A., parte demandante, y The Ha-
nover Fire Insurance Company, parte demandada, las cos-
tas causadas en la presente instancia"; d) "que en fecha 
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CERO: que debe condenar, como al efecto condena, asi-
mismo, solidariamente, a dichas compañías demandadas, a 
pagar a la dicha Antonio P. Haché, C. por A., las sumas 
que hayan sido invertidas por ésta en la conservación o 
guarda del vehículo ya citado, así como el perjuicio que 
ha ocasionado a dicha parte demandante el incumplimien-
to hasta la fecha del mencionado contrato de seguro, todo 
lo cual habrá de ser justificado por estado; CUARTO: que 
debe condenar, finalmente, como al efectivo condena a la 
parte demandada, The Hanover Fire Insurance Company, la 
Comercial Casualty Insurance Company, B. PreetzMann-
Aggerholm, al pago de todas las costas, distraídas en pro-
vecho del Licenciado J. Arce Medina, quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte"; b) que sobre la apela-
ción de las compañías demandadas, la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo dictó una sentencia el catorce de diciem-
bre de mil novecientos cuarenta y ocho, que tiene el 
dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lares y válidos los recursos de apelación interpuestos por 
los Sres. B. Preetzmann-Aggerholm, C. por A., la Com-
mercial Casualty Insurance Company y la Hanover Fire 
Insurance Company, en contra lde la sentencia dictada en 
sus atribuciones comerciales, en fecha diez y siete de abril 

4.1,  año 1948, por la Cámara de lo Civil y Comercial del 
'Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo, cuya parte dispositiva ha sido copiada en otro 
lugar de la presente sentencia; SEGUNDO: Revoca la pre-
indicada sentencia, en lo que se refiere a la B. Preetzmann-
Aggerholm, C. por A., a la Commercial Casualty Insurance 
Company, y acogiendo las conclusiones de esta parte inti-
mante, por ser justas y reposar en pruebas legales, declara 
irrecibibles, con todas sus consecuencias legales, en cuan-
to respecta a dichas partes, la demanda incoada por la An-
tonio P. Haché, C. por A., en contra de ellas, condena, a es-
ta intimada, al pago de las costas de ambas instancias, las 
cuales se declaran distraídas en provecho del Lic. Miguel 
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Noboa Recio, abogado patrocinante, por declarar ha-

berlas avanzado en su mayor parte; TERCERO: Confirma 
en todas sus partes, la sentencia apelada, en cuanto se re-
fiere a la Hanover Fire Insurance Company, parte inti-
mante, sucumbiente en sus pretensiones en esta instancia; 
y CUARTO: Condena a esta parte, al pago de las costas, las 
cuales se declaran distraídas en provecho del Lic. J. Arce 
Medina, abogado de la parte gananciosa, por haberlas avan-
zado, según su declaración"; e) que sobre la demanda en 
revisión civil intentada por la Antonio P. Haché, C. por A., 
contra The Hanover Fire Insurance Company, acerca 
del ordinal tercero de la antes mencionada sentencia, la 
Corte dió un fallo en fecha veinticinco de agosto de mil no-
vecientos cuarenta y nueve con el siguiente dispositivo: 
"PRIMERO: que debe declarar y declara regular y válido 
en la forma, la presente demanda en revisión civil inter-
puesta por la Antonio P. Haché, C. por A., contra The Ha-
nover Fire Insurance Company, conforme, acto de empla-
zamiento de fecha veintinuno de marzo del año en curso 
mil novecientos cuarenta y nueve. SEGUNDO: que debe 
retractar y retracta el ordinal tercero de la sentencia de 
esa Carte de fecha catorce de diciembre de' mil novecien-
tos cuarenta y ocho, en lo que se refiere al pedimento de 
condenación al pago de los intereses legales causados con 
posterioridad a la sentencia de primera instancia, pedimen-
to que fué formulado por la Antonio P. Haché, C. por A., 
en su escrito de conclusiones del doce de agosto de ese mis-
mo año, por haberse omitido estatuir sobre ese pedimen-
to. TERCERO: que debe reponer y repone a las partes en 
el estado en que ellas se encontraban antes de que fuese 
pronunciado dicho ordinal tercero solo en el aspecto en 
que este ha sido retractado; y CUARTO: que debe decla-
rar y declara compensada, pura y simplemente, entre la 
Antonio P. Haché, C. por A., parte demandante, y The Ha-
nover Fire Insurance Company, parte demandada, las cos-
tas causadas en la presente instancia"; d) "que en fecha 

CÍ 
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dos de mayo de mil novecientos cuarenta y .  nueve, The Ha. 

nover Fire Insurance, por acto de alguacil le hizo oferta 
real a Antonio P. Haché, C. por A., de pagarle la suma de 
RD$4,129.00, por los siguientes conceptos: a) RD$2,800.00. 
crédito principal de la indemnización; b) RD$50.00, trans-
porte de vehículo a los talleres de la Atlas Commercial 

Company; e) ItD$490.00, intereses legales de la indemniza-
ción de la fecha de la demanda, a la del acto de ofrecimien-
to; d) RDS189.00, por conservación y guarda del vehículo 
durante veintitún meses; e) RD$600.00 por las costas apro-
ximadamente; que a esa oferta de pago contestó la parte 
intimada, no aceptarla"; e) que en fecha veintiocho de ju-
lio de mil novecientos cincuenta la Antonio P. Haché C. 
por A., citó a The Hanover Fire Insurance el día cinco de 
agosto siguiente para que se oyera condenar por la Cáma-
ra Civil y Comercial ya citada, al pago de la suma de 
RD$6,720.00 en que fijó el monto de los daños y perjui-
cios; f) que en fecha veintitrés de octubre de mil nove-
cientos cincuenta, dicha Cámara Civil y Comercial dictó 
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Aprueba el estado de gastos, daños y perjui-
cios, intereses legales, presentado por la parte demandan-
te Antonio P. Haché, C. por A., de acuerdo con las senten-
cias dictadas por esta Cámara y por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, según han sido indicadas en el cuerpo 
de esta sentencia, por la suma de RDS3.273.00, oro domi-
minicano; SEGUNDO: No condena, por no ser justo, a la 
parte demandada, al pago de los intereses legales de la su-
ma global que aparece liquidada en el anterior ordinal; 
TERCERO: Compensa las costas entre las partes en cau-
sa"; g) que contra esta sentencia interpuso recurso de ape-
lación The Hanover Fire Insurance Company, por acto de 
alguacil de fecha veinticinco de noviembre de mil nove-

cientos cincuenta; que a su vez, la Antonio P. Haché, C. 

por A., interpuso apelación incidental contra la misma sen- 
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F tencia por acto de alguacil del once de diciembre del mis-
mo año mil novecientos cincuenta; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el dispositivo que se copia a continua-
ción: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, 
en cuanto a la forma, los recursos de apelación interpues-
tos por The Hanover Fire Insurance Company y la Anto-
nio P. Haché C. por A., contra la sentencia dictada en fe-
cha veintitrés (23) de octubre del año mil novecientos cin-
cuenta (1950) por la Cámara de lo Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo, en sus atribuciones comerciales, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; SE-
GUNDO: Rechaza, en cuanto al fondo, por improcedente y 
mal fundado, el recurso de apelación de The Hanover Fire 
Insurace Company; TERCERO: Acoge, la apelación inci-
dental de la Antonio P. Haché C. por A., y, en consecuen-
cia: a) Aprueba el Estado de gastos, daños y perjuicios e 
intereses legales presentado por ésta, de acuerdo con las 
sentencias indicadas más arriba, por la suma de cinco mil 
setecientos treinta y seis pesos (RD$5,736.00), modifican-
do, en este aspecto, la sentencia apelada; y b) Condena a 
The Hanover Fire Insurance Company, parte que sucum-
be, al pago de las costas de esta alzada, distrayéndolas en 
provecho del Lic. J. Arce Medina, abogado de la Antonio 
P. Haché C. por A., quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; 

Considerando ou le compañía recurrente invoca en 
su memorial introductivo los siguientes medios contra el 
fallo impugnado: "Primer Medio: Errada interpretación de 
las sentencias de fecha diecisiete de abril de mil novecien-
tos cuarenta y ocho, pronunciada por la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo; de fecha catorce de diciembre 
de mil novecientos cuarenta y ocho, pronunciada por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; de fecha veinti- 
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Company; c) RD$490.00, intereses legales de la indemniza-
ción de la fecha de la demanda, a la del acto de ofrecimien-
to; d) RD$189.00, por conservación y guarda del vehículo 
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cientos cincuenta, dicha Cámara Civil y Comercial dictó 
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cios, intereses legales, presentado por la parte demandan-
te Antonio P. Haché, C. por A., de acuerdo con las senten-
cias dictadas por esta Cámara y por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, según han sido indicadas en el cuerpo 
de esta sentencia, por la suma de RDS3,273.00, oro domi-
minicano; SEGUNDO: No condena, por no ser justo, a la 
parte demandada, al pago de los intereses legales de la su-
ma global que aparece liquidada en el anterior ordinal; 
TERCERO: Compensa las costas entre las partes en cau-
sa"; g) que contra esta sentencia interpuso recurso de ape-
lación The Hanover Fire Insurance Company, por acto de 
alguacil de fecha veinticinco de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta; que a su vez, la Antonio P. Haché, C. 
por A., interpuso apelación incidental contra la misma sen- 

tencia por acto de alguacil del once de diciembre del mis-
mo año mil novecientos cincuenta; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el dispositivo que se copia a continua-
ción: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, 
en cuanto a la forma, los recursos de apelación interpues-
tos por The Hanover Fire Insurance Company y la Anto-
nio P. Haché C. por A., contra la sentencia dictada en fe-
cha veintitrés (23) de octlibre del año mil novecientos cin-
cuenta (1950) por la Cámara de lo Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo, en sus atribuciones comerciales, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; SE-
GUNDO: Rechaza, en cuanto al fondo, por improcedente y 
mal fundado, el recurso de apelación de The Hanover Fire 
Insurace Company; TERCERO: Acoge, la apelación inci-
dental de la Antonio P. Haché C. por A., y, en consecuen-
cia: a) Aprueba el Estado de gastos, daños y perjuicios e 
intereses legales presentado por ésta, de acuerdo con las 
sentencias indicadas más arriba, por la suma de cinco mil 
setecientos treinta y seis pesos (RD$5,736.00), modifican-
do, en este aspecto, la sentencia apelada; y b) Condena a 
The Hanover Fire Insurance Company, parte que sucum-
be, al pago de las costas de esta alzada, distrayéndolas en 
provecho del Lic. J. Arce Medina, abogado de la Antonio 
P. Haché C. por A., quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; 

Considerando ou le compañía recurrente invoca en 
su memorial introductivo los siguientes medios contra el 
fallo impugnado: "Primer Medio: Errada interpretación de 
las sentencias de fecha diecisiete de abril de mil novecien-
tos cuarenta y ocho, pronunciada por la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo; de fecha catorce de diciembre 
de mil novecientos cuarenta y ocho, pronunciada por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; de fecha veinti- 
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cinco de agosto de mil novecientos cuarenta y nueve, pro-
nunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo y 
de fecha quince de marzo de mil novecientos cincuenta, 
pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo. 
Desconocimiento del carácter condicional de la sentencia 
del diecisiete de abril de mil novecientos cuarenta y ocho 
preseñalada y de sus efectos legales. Desconocimiento de 
los principios que rigen las obli;aciones alternativas (ar-
tículos 1180, 1190 del Código Civil) y de los efectos que 
producen dichas obligaciones. Violación de los artículos 
1134, 1135, 1142, 1153 y 1351 del Código Civil"; "Segundo 
Medio: ausencia de motivos. Desnaturalización de los he-
chos. Falta de base legal", medios que serán reunidos para 
su examen por la estrecha relación que tienen entre sí; 

Considerando que la parte intimada ha propuesto un 
medio de inadmisión, sobre el fundamento de que la sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-
cha catorce de diciembre de mil novecientos cuarenta y 
ocho, tenía el carácter irrevocable de la cosa juzgada; pe-
ro que tal medio debe ser rechazado, por los mismos mo-
tivos que se exponen en el examen de los medios del re-
curso con los cuales está íntimamente ligada su solución; 

Considerando que en desarrollo del memorial de ca-
sación se sostiene que la Corte a qua ha desnaturalizado el 
sentido de la sentencia del diecisiete de abril de mil no-
vecientos cuarenta y ocho, del Juzgado de Primera Instan-
cia, y el de la sentencia de la Corte de Apelación, de fecha 
catorce de diciembre de mil novecientos cuarenta y ocho, 
que confirmó aquélla, al declarar que estas sentencias ha-
bían puesto a cargo de la compañía aseguradora daños y 
perjuicios compensatorios; que la precitada sentencia del 
diecisiete de abril condena a dicha compañía a pagar una 
suma de dinero o a reparar el vehículo o a reemplazarlo 
por otro, de acuerdo con las obligaciones alternativas del 
contrato de seguro; que habiendo ella optado por la ejecu-
ción de la primera de esas obligaciones, es decir, la de pa- 

gari  una suma de dinero, los únicos daños y perjuicios que 
pueden ser puestos a cargo de la compañía son los daños y 
perjuicios moratorios que son prefijados por el artículo 
1153 del Código Civil, por lo cual la Corte a qua no podía 
incluir en la liquidación, como lo hizo, daños y perjuicios 
compensatorios, toda vez que por el efecto retroactivo de 
la opción ejercida, la compañía aseguradora debe ser con-
siderada, desde su origen, como condenada al pago de una 

de  mil novecientos cuarenta y siete condenó a las compa-
surnaCodnesiddi  

en re ar no d
;o que la sentencia del diecisiete de abril 

compa-
ñías entonces demandadas, entre las cuales se encontraba 
ja compañía recurrente, al pago solidario en provecho de 
la Antonio P. Haché C. por A., de los siguientes valores: 
lro. RD$2,800.00, a título de indemnización por el daño 
sufrido por el autómóvil objeto del contrato de seguro, o 
si lo prefiere, a la reparación por su cuenta del menciona-
do vehículo a satisfacción de la demandante, o a reempla-
zarlo, de acuerdo con las obligaciones álternativas estable-
cidas en el contrato de seguro; 2do. a la suma que haya 
invertido la Antonio P. Haché C. por A. en la guarda y 
conservación del vehículo ya citado, así como a la repara-
ción del perjuicio que ha ocasiondo a dicha parte deman-
dante el incumplimiento hasta esa fecha del mencionado 
contrato de seguro, a justificar por estado; 

Considerando que la sentencia de la Corte de Apela- 

1 
encionada, en lo que respecta sólamente a la Hanover 

Apela- 
n de Ciudad Trujillo, del catorce de diciembre de mil 

yecientos cuarenta y ocho, confirmó la sentencia antes 

Pire Insurance Company, y declaró en uno de sus conside- 
randos, al precisar el sentido y el alcance de las condena- 
dones impuestas por el juez del primer grado, "que lo que 
el juez a quo ha tratado de reparar, no ha sido el lucro ce- 

.--Ite o cualquiera otra pérdida consiguiente, sino el re- 
do en el cumplimiento de una obligación de hacer, la 
ti se resuelve, cuando existe y ha sido probada, como en . 
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cinco de agosto de mil novecientos cuarenta y nueve, pro-
nunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo y 
de fecha quince de marzo de mil novecientos cincuenta, 
pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo. 
Desconocimiento del carácter condicional de la sentencia 
del diecisiete de abril de mil novecientos cuarenta y ocho 
preseñalada y de sus efectos legales. Desconocimiento de 
los principios que rigen las obligaciones alternativas (ar-

tículos 1180, 1190 del Código Civil) y de los efectos que 
producen dichas obligaciones. Violación de los artículos 
1134, 1135, 1142, 1153 y 1351 del Código Civil"; "Segundo 
Medio: ausencia de motivos. Desnaturalización de los he-
chos. Falta de base legal", medios que serán reunidos para 
su examen por la estrecha relación que tienen entre sí; 

Considerando que la parte intimada ha propuesto un 
medio de inadmisión, sobre el fundamento de que la sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-
cha catorce de diciembre de mil novecientos cuarenta y 
ocho, tenía el carácter irrevocable de la cosa juzgada; pe-
ro que tal medio debe ser rechazado, por los mismos mo-
tivos que se exponen en el examen de los medios del re-
curso con los cuales está íntimamente ligada su solución; 

Considerando que en desarrollo del memorial de ca-
sación se sostiene que la Corte a qua ha desnaturalizado el 
sentido de la sentencia del diecisiete de abril de mil no-
vecientos cuarenta y ocho, del Juzgado de Primera Instan-
cia, y el de la sentencia de la Corte de Apelación, de fecha 
catorce de diciembre de mil novecientos cuarenta y ocho, 
que confirmó aquélla, al declarar que estas sentencias ha-
bían puesto a cargo de la compañía aseguradora daños y 
perjuicios compensatorios; que la precitada sentencia del 
diecisiete de abril condena a dicha compañía a pagar una 
suma de dinero o a reparar el vehículo o a reemplazarlo 
por otro, de acuerdo con las obligaciones alternativas del 
contrato de seguro; que habiendo ella optado por la ejecu-
ción de la primera de esas obligaciones, es decir, la de pa- 

 

gar una suma de dinero, los únicos daños y perjuicios que 
rueden ser puestos a cargo de la compañía son los daños y 
perjuicios moratorios que son prefijados por el artículo 
1153 del Código Civil, por lo cual la Corte a qua no podía 
incluir en la liquidación, como lo hizo, daños y perjuicios 
compensatorios, toda vez que por el efecto retroactivo de 
la opción ejercida, la compañía aseguradora debe ser con-
siderada, desde su origen, como condenada al pago de una 
suma de,  dinero; 
'L Considerando que la sentencia del diecisiete de abril 
de mil novecientos cuarenta y siete condenó a las compa-
ñías entonces demandadas, entre las cuales se encontraba 
la compañía recurrente, al pago solidario en provecho de 
la Antonio P. Haché C. por A., de los siguientes valores: 
lro. RD$2,800.00, a título de indemnización por el daño 
sufrido por el autómóvil objeto del contrato de seguro, o 
si lo prefiere, a la reparación por su cuenta del menciona-
do vehículo a satisfacción de la demandante, o a reempla-
zarlo, de acuerdo con las obligaciones áltérnativas estable-
cidas en el contrato de seguro; 2do. a la suma que haya 
invertido la Antonio P. Haché C. por A. en la guarda y 
conservacii del vehículo ya citado, así como a la repara-
ción del perjuicio que ha ocasionado a dicha parte deman-
dante el incumplimiento hasta esa fecha del mencionado 
contrato de seguro, a justificar por estado; 

Considerando que la sentencia de la Corte de Apela-
ción de Ciudad Trujillo, del catorce de diciembre de mil 
tovecientos cuarenta y ocho, confirmó la sentencia antes 
leracionada, en lo que respecta sólamente a la Hanover 
Fire Insurance Company, y declaró en uno de sus conside-
randos, al precisar el sentido y el alcance de las condena-
diones impuestas por el juez del primer grado, "que lo que 
el juez a quo ha tratado de reparar, no ha sido el lucro ce-
sante o cualquiera otra pérdida consiguiente, sino el re-
tardo en el cumplimiento de una obligación de hacer, la 
cual se resuelve, cuando existe y ha sido probada, como en . 
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el presente caso, por la circunstancia de discutir el d ere.. 

 cho del asegurado, en la condenación a la parte recalcitran-
te, a daños y perjuicios que puedan justificarse por esta-

do"; 
Considerando que la sentencia intervenida con motivo 

del recurso de revisión civil, del quince de. marzo de mil 
novecientos cincuenta, la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, acogió las conclusiones de la Antonio P. Haché 
C. por A.. sólo en lo que se refiere a los gastos de guarda 
y conservación del vehículo asegurado; y condenó a la 
compañía aseguradora al pago de los intereses legales, a 
título compensatorio, a partir de la sentencia de primera 
instancia, sobre la suma a que asciende la liquidación de 
esos gastos; 

Considerando que la sentencia de la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, del veintitrés de octubre de 
mil novecientos cincuenta, la cual liquidó los daños y per-
juicios reclamadós por la Antonio P. Haché C. por A., apro-
bó el estado de gastos formulado por la parte demandante 
en la forma que se indica a continuación: "RD$50.00 oro 
dominicano, según el artículo 1ro, por transporte del auto-
móvil; RD$80.00, oro dominicano, por garage y resguardo 
desde agosto hasta diciembre del año 1947, de acuerdo con 
el art. 2do.; RD$80.00 oro dominicano, por otros cuatro 
meses de garage y resguardo hasta la fecha de la sentencia 
de esta Cámara, en lugar de los RD$560.00 oro dominica-
no, que figuran en el artículo 3ro.; RD$63.00 oro dominica-
no, de intereses legales de las anteriores partidas ( que as-
cienden a RD$210.00 I por 30 meses de intereses en lugar 
de RDS116.00 oro dominicano aue figuran en los artículos 
Oto. v 5to.; v RDS3,000.00, oro dominicano, por concepto 
del perjuicio que el Tribunal estima aue ha sufrido el de-
mandante, en el retardo del demandado en la ejecución del 
contrato, en lugar de RD$5,916,00 oro dominicano que fi-
guran en el artículo 6to. del ya referido estado de gastos;  

que no procede la condenación a más intereses que los ya 
mencionados, sino aquello a que pretende en sus conclusio-
nes la parte demandante"; que en dicho fallo se expresa 
que esa liquidación ha sido hecha de acuerdo con la sen-
tencia del diecisiete de abril de mil novecientos cuarenta 
y ocho, y con la del catorce de diciembre del mismo año, 
dictadas respectivamente por esa misma Cámara Civil y 
por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; 

Considerando que el fallo ahora impugnado, para apro-
bar por la suma global de RD$5,736.00, el estado de gastos 
presentados por la Antonio P. Haché C. por A., se funda 
en las sentencias precitadas del diecisiete de abril de mil 
novecientos cuarenta y ocho; catorce de diciembre del mis-
mo año, y quince de marzo de mil novecientos cincuenta; 
pero, 

Considerando que las mencionadas sentencias del die-
cisiete de abril y catorce de diciembre de mil novecientos 
cuarenta y ocho, a la cual se incorporó la condenación im-
puesta por la sentencia sobre revisión civil del quince de 
marzo de mil novecientos cincuenta, son sentencias que 
condenaron a la compañía aseguradora, conforme a las es-
tipulaciones del contrato de seguro, al cumplimiento de 
las obligaciones alternativas de pagar una suma de dine-
ro, o de reparar el vehículo, o de reemplazarlo; que habien-
do la compañía aseguradora optado por la primera de esas 
obligaciones, la de pagar una suma de dinero, preciso es 
reconocer, en virtud del efecto retroactivo inherente a esa 
opción, que las precitadas sentencias son condicionales, y 
que la opción ejercida, al extinguir las otras obligaciones, 
ha tenido como consecuencia fijar el carácter de la con-
denación en una suma de dinero que sólo puede dar lugar 
a daños y perjuicios moratorios, a los términos del artículo 
1153 del Código Civil; 

Considerando, por otra parte, que si es cierto que la 
sentencia intervenida en la revisión civil ha expresado, al 
interpretar la de la Cámara Civil y Comercial del diecisie- 
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el presente caso, por la circunstancia de discutir el dere.. 
cho del asegurado, en la condenación a la parte recalcitran. 
te, a daños y perjuicios que puedan justificarse por esta. 

do"; 
Considerando que la sentencia intervenida con motivo 

del recurso de revisión civil, del quince de• marzo de mil 
novecientos cincuenta, la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, acogió las conclusiones de la Antonio P. Haché 
C. por A.. sólo en lo que se refiere a los gastos de guarda 
y conservación del vehículo asegurado; y condenó a la 
compañía aseguradora al pago de los intereses legales, a 
título compensatorio, a partir de la sentencia de primera 
instancia, sobre la suma a que asciende la liquidación de 

esos gastos; 
Considerando que la sentencia de la Cámara Civil y 

Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, del veintitrés de octubre de 
mil novecientos cincuenta, la cual liquidó los daños y per-
juicios reclamadas por la Antonio P. Haché C. por A., apro-
bó el estado de gastos formulado por la parte demandante 
en la forma que se indica a continuación: "RD$50.00 oro 
dominicano, según el artículo lro, por transporte del auto-
móvil; RD$80.00, oro dominicano, por garage y resguardo 
desde agosto hasta diciembre del año 1947. de acuerdo con 
el art. 2do.; RD$80.00 oro dominicano, por otros cuatro 
meses de garage y resguardo hasta la fecha de la sentencia 
de esta Cámara, en lugar de los RD$560.00 oro dominica-
no, que figuran en el artículo 3ro.; RD$63.00 oro dominica-
no, de intereses legales de las anteriores partidas (que as-
cienden a RD$210.00 ) por 30 meses de intereses en lugar 
de RD$116.00 oro dominicano aue figuran en los artículos 
Oto. y 5to.; v RD$3,000.00, oro dominicano, por concepto 
del perjuicio que el Tribunal estima aue ha sufrido el de-
mandante, en el retardo del demandado en la ejecución del 
contrato, en lugar de RDS5,916,00 oro dominicano que fi-
guran en el artículo 6to. del ya referido estado de gastos;  

que no procede la condenación a más intereses que los ya 
mencionados, sino aquello a que pretende en sus conclusio-
nes la parte demandante"; que en dicho fallo se expresa 
que esa liquidación ha sido hecha de acuerdo con la sen-
tencia del diecisiete de abril de mil novecientos cuarenta 
y ocho, y con la del catorce de diciembre del mismo año, 
dictadas respectivamente por esa misma Cámara Civil y 
por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; 

Considerando que el fallo ahora impugnado, para apro-
bar por la suma global de RD$5,736.00, el estado de gastos 
presentados por la Antonio P. Haché C. por A., se funda 
en las sentencias precitadas del diecisiete de abril de mil 
novecientos cuarenta y ocho; catorce de diciembre del mis-
mo año, y quince de marzo de mil novecientos cincuenta; 
pero, 

Considerando que las mencionadas sentencias del die-
cisiete de abril y catorce de diciembre de mil novecientos 
cuarenta y ocho, a la cual se incorporó la condenación im-
puesta por la sentencia sobre revisión civil del quince de 
marzo de mil novecientos cincuenta, son sentencias que 
condenaron a la compañía aseguradora, conforme a las es-
tipulaciones del contrato de seguro, al cumplimiento de 
las obligaciones alternativas de pagar una suma de dine-
ro, o de reparar el vehículo, o de reemplazarlo; que habien-
do la compañía aseguradora optado por la primera de esas 
obligaciones, la de pagar una suma de dinero, preciso es 
reconocer, en virtud del efecto retroactivo inherente a esa 
opción, que las precitadas sentencias son condicionales, y 
que la opción ejercida, al extinguir las otras obligaciones, 
ha tenido como consecuencia fijar el carácter de la con-
denación en una suma de dinero que sólo puede dar lugar 
a daños y perjuicios moratorios, a los términos del artículo 
1153 del Código Civil; 

Considerando, por otra parte, que si es cierto que la 
sentencia intervenida en la revisión civil ha expresado, al 
interpretar la de la Cámara Civil y Comercial del diecisie- 
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te d.: abril de mil novecientos cuarenta y siete, que la ca n. 

denación de la compañía aseguradora al pago de las suma s 

 invertidas en la guarda y conservación del vehículo, tiene 
su fundamento en el artículo 1382 del Código Civil, nada 
indica, sin embargo, en el examen de aquel fallo, que tal 
haya sido el fundamento de esa condenación; que dicha 
sentencia se limita a declarar al respecto en sus motivos 
que la' compañía aseguradora está obligada "a indemnizar 
a la Compañía demandante, conforme a las cláusulas de la 
•convención"; que, por tanto, la naturaleza de esta -conde-
nación ha sido desconocida en el fallo de la revisión civil; 
que, en este orden de ideas, no teniendo este fallo la auto-
ridad irrevocable de la cosa juzgada, puesto que lo decidi-
do acerca de la omisión de estatuir debía ser incorporado 
en definitiva a la condenación condicional de la sentencia 
del diecisiete de abril de mil novecientos cuarenta y ocho, 
es claro que la Corte a qua ha desconocido consecuente-
mente, en el fallo ahora impugnado, la naturaleza de la 
condenación _originaria impuesta por la Cámara Civil, al 
no tener en cuenta tal situación jurídica y declarar en cam-
bio que los daños y perjuicios que en ella se imponen en 
relación con la guarda del vehículo tienen un carácter de-
lictuoso, que hacían inoperante la opción ejercida por la 
compañía aseguradora, por ser dicha condenación inde-
pendiente de los daños y perjuicios moratorios; 

Considerando que todo lo expuesto precedentemente 
pone de manifiesto que la Corte a qua, al condenar en el 
fallo ahora impugnado a la compañía aseguradora al pago 

de daños y perjuicios compensatorios, no obstante la op-
ción que ésta hiciera, ha desconocido el carácter condicio-
nal de las sentencias que condenan al cumplimiento de las 
obligaciones alternativas, ha desconocido la naturaleza de 
la condenación de la sentencia del diecisiete de abril de 

mil novecientos cuarenta y ocho, y ha violado, finalmente, 
el artículo 1153 del Código Civil; 

BOLETÍN JUDICIAL 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el medio de in-
admisión propuesto por la parte intimada; SEGNDO: ca-
sa la sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo de fecha treinta de junio de mil novecientos cincuenta 
y uno, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo, y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, y TERCERO: condena a ha parte intima-
da, al pago de las costas, distrayéndolas en provecho del 
Lic. Miguel E. Noboa Recio, abogado de la parte intiman-
te, quien afirma haberlas avanzado. 

(Firmados: H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras, 
Rafael Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay • 
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sidó dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DE 1952 

'Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 

Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en grado 
de anelación, de fecha 27 de Octubre de 1951. 

Materia: Penal 

Recurrente: Miguel Lahoz y Santiago Pool. Abagado. Dra Mélida 
del Castillo Morales. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
.Juan Tomás Mejía, Primer Sustituto en funciones de Presi- 
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te 	abril de mil novecientos cuarenta y siete, que la con_ 
denación de la compañía aseguradora al pago de las suma s

-invertidas en la guarda y conservación del vehículo, tien 
su fundamento en el artículo 1382 del Código Civil, nada 
indica, sin embargo, en el examen de aquel fallo, que tal 
haya sido el fundamento de esa condenación; que dicha 
sentencia se limita a declarar al respecto en sus motivos 
que la' compañía aseguradora está obligada "a indemnizar 
a la Compañía demandante, conforme a las cláusulas de la 
-córivención";' que, por tanto, la naturaleza de esta -conde-
nación ha sido desconocida en el fallo de la revisión civil; 
que, en este orden de ideas, no teniendo este fallo la auto-
ridad irrevocable de la cosa juzgada, puesto que lo decidi-
do acerca de la omisión de estatuir debía ser incorporado 
en definitiva a la condenación condicional de la sentencia 
del diecisiete de abril de mil novecientos cuarenta y ocho, 
es claro que la Corte a qua ha desconocido consecuente-
mente, en el fallo ahora impugnado, la naturaleza de la 
condenación _originaria impuesta por la Cámara Civil, al 
no tener en cuenta tal situación jurídica y declarar en cam-
bio que los daños y perjuicios que en ella se imponen en 
relación con la guarda del vehículo tienen un carácter de-
lictuoso, que hacían inoperante la opción ejercida por la 
compañía aseguradora, por ser dicha condenación inde-
pendiente de los daños y perjuicios moratorios; 

Considerando que todo lo expuesto precedentemente 
pone de manifiesto que la Corte a qua, al condenar en el 
fallo ahora impugnado a la compañía aseguradora al pago 
de daños y perjuicios compensatorios, no obstante la op -

ción que ésta hiciera, ha desconocido el carácter condicio-
nal de las sentencias que condenan al cumplimiento de las 
obligaciones alternativas, ha desconocido la naturaleza de 
la condenación de la sentencia del diecisiete de abril de 
mil novecientos cuarenta y ocho, y ha violado, finalmente, 
-el artículo 1153 del Código Civil; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el medio de in-
admisión propuesto por la parte intimada; SEGNDO: ca-
sa la sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo de fecha treinta de junio de mil novecientos cincuenta 
y uno, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo, y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, y TERCERO: condena a la parte intima-
da, al pago de las costas, distrayéndolas en provecho del 
Lic. Miguel E. Noboa Recio, abogado de la parte intiman-
te, quien afirma haberlas avanzado. 

(Firmados: H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Rafael Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay • 
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sid6 dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DE 1952 

'Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en grado 
de apelación, de fecha 27 de Octubre de 1951. 

Materia: Penal 

Recurrente: Miguel Lahoz y Santiago Pool. Abagado. Dra Mélida 
del Castillo Morales. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Primer Sustituto en funciones de Presi- 
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, Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 

Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en grado 

de apelación, de fecha 27 de Octubre de 1951. 

Materia: Penal 

Recurrente: Miguel Lahoz y Santiago Pool. Abagado. Dra Mélida 
del Castillo Morales. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Primer Sustituto en funciones de Presi- 
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Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el medio de in-
admisión propuesto por la parte intimada; SEGNDO: ca-
sa la sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo de fecha treinta de junio de mil novecientos cincuenta 
N' uno, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo, y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, y TERCERO: condena a 11 parte intima-
da, al pago de las costas, distrayéndolas en provecho del 
Lic. Miguel E. Noboa Recio, abogado de la parte intiman-
te, quien afirma haberlas avanzado. 

(Firmados: H. Herrera Billini.— Fco. Elpidío Beras.— 
Rafael Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay • 
bar.— Ernesto Curiel hiio, Secretario General. 

La presente sentencia ha sida dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel 

te cié abril de mil novecientos cuarenta y siete, que la CO.n. 
 deflación de la compañía aseguradora al pago de las sumas 

 invertidas en la guarda y conservación del vehículo, tiene 

 su fundamento en el artículo 1382 del Código Civil, nada  
indica, sin embargo, en el examen de aquel fallo, que tal 
haya sido el fundamento de esa condenación; que dicha 
sentencia se limita a declarar al respecto en sus motivos 
que la' compañía aseguradora está obligada "a indemniza r 

 a la Compañía demandante, conforme a las cláusulas de la 

.cbrivención"; .  que, por tanto, la naturaleza de esta -conde-
nación ha sido desconocida en el fallo de la revisión civil; 
que, en este orden de ideas, no teniendo este fallo la auto-
ridad irrevocable de la cosa juzgada, puesto que lo decidi-
do acerca de la omisión de estatuir debía ser incorporado 
en definitiva a la condenación condicional de la sentencia 
del diecisiete de abril de mil novecientos cuarenta y ocho, 

es claro qué la Corte a qua ha desconocido consecuente-
mente, en el fallo ahora impugnado, la naturaleza de la 
condenación _originaria impuesta por la Cámara Civil, al 
no tener en cuenta tal situación jurídica y declarar en cam-
bio que los daños y perjuicios que en ella se imponen en 
relación con la guarda del vehículo tienen un carácter de-
lictuoso, que hacían inoperante la opción ejercida por la 
compañía aseguradora, por ser dicha condenación inde-

pendiente de los daños y perjuicios moratorios; 

Considerando que todo lo expuesto precedentemente 
pone de manifiesto que la Corte a qua, al condenar en el 
fallo ahora impugnado a la compañía aseguradora al pago 
de daños y perjuicios compensatorios, no obstante la op-
ción que ésta hiciera, ha desconocido el carácter condicio-
nal de las sentencias que condenan al cumplimiento de las 

obligaciones alternativas, ha desconocido la naturaleza de 
la condenación de la sentencia del diecisiete de abril de 

mil novecientos cuarenta y ocho, y ha violado, finalmente, 
el artículo 1153 del Código Civil; 
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dente; Francisco Elpidio Beras, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. More!, Gustavo 
A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día veintiocho del mes de 
abril de mil novecientos cincuenta y dos, años 109' de la 
Independencia, 89' de la Restauración y 22' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-

ción, ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
Lahoz, dominicano, mayor de edad, soltero, marino, natu-
ral de Puerto Plata, domiciliado y residente en Ciudad 
dad Trujillo, portador de la cédula personal de identidad 
número 2429, serie 65, con sello número 780002, y Santia-
go Pool, dominicano, mayor de edad, marino, soltero, na-
tural de Samaná, del domicilio y residencia de esta ciu-
dad, quien carece de cédula personal de identidad, contra 
sentencia de fecha veintisiete de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y uno, dictada por la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo, y cuyo dispositivo se copiará más adelan-

te; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el abogado de los recurrentes, doctora Dolores 
Mélida del Castillo Morales, portadora de la cédula perso -

nal de identidad número 42774, serie la., sello número 
790129, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría del Tribunal a quo, en fecha dos de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 3, 5 y 11 de la Ley No. 
1197, del 31 de octubre de 1936; 60 y 463, del Código Pe-
nal; lro. de la Ley No. 674, del 21 de abril de 1934, y 1ro. 
y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 1ot 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)'que 
en fecha once de septiembre de mil novecientos cincuenta 
y uno, el Interventor de Aduanas de Ciudad Trujillo, puso 
a disposición del Oficial Fiscalizador del Juzgado de Paz 
de la Primera Circunscripción, a los nombrado Miguel La-
hoz y Santiago Pool, a quienes se les imputaba haber 'tra-
tado de introducir un contrabando de mercaderías extran-
jeras por el puerto de Ciudad Trujillo; b) aue con este mo-, 
tivo el Juzgado de Paz arriba citado pronunció en fecha 
trece de septiembre del año ya dicho, una sentencia que 
en sus ordinales segundo, tercero y cuarto dice así: "SE-
GUNDO: Declarar como al efecto declara al nombrado 
Santiago Pool, de generales anotadas, culpable del hecho 
de tratar de introducir de contrabando en el territorio de 
la República, de procedencia extranjera, (250) doscientos 
cincuenta cartones de 10 cajetillas de 20 cigarrillos cada 
uno y 4 cajetillas de 20 cigarrillos cada una, marca "Ches-
terfield", sin estampillas; (18) dieciocho bloomers de ra-
yón p. m., para señora; (2) dos bloomers de rayón, p. m., 
para niña; (2) dos pares de medias de algodón, bordadas, 
para niña y (3) tres metros de tejido de rayón de más de 

. 50 gramos, con 1 metro de ancho, y kilo neto de 0.400, con 
el deliberado propósito de eludir el pago de los derechos 
e impuestos los cuales ascienden a la cantidad de (RD$- 
1,247.84 oro) mil doscientos cuarentisiete pesos con ochen-
ticuatro centavos oro; TERCERO: Declarar como al efecto 
declara al nombrado Miguel Lahoz, de generales anotadas, 
culpable de complicidad en el mismo hecho aue se le impu-
ta al susodicho Santiago Pool, y en consecuencia, acogien-
do circunstancias atenuantes en favor de ambos preveni- 

1 
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dente; Francisco Elpidio Beras, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Morel, Gustavo 
A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día veintiocho del mes de 
abril de mil novecientos cincuenta y dos, años 109' de la 
Independencia, 89' de la Restauración y 22' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-

ción, ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
Lahoz, dominicano, mayor de edad, soltero, marino, natu-
ral de Puerto Plata, domiciliado y residente en Ciudad 
dad Trujillo, portador de la cédula personal de identidad 
número 2429, serie 65, con sello número 780002, y Santia-
go Pool, dominicano, mayor de edad, marino, soltero, na-
tural de Samaná, del domicilio y residencia de esta ciu-
dad, quien carece de cédula personal de identidad, contra 
sentencia de fecha veintisiete de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y uno, dictada por la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo, y cuyo dispositivo se copiará más adelan-

te; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el abogado de los recurrentes, doctora Dolores 
Mélida del Castillo Morales, portadora de la cédula perso -

nal de identidad número 42774, serie la., sello número 
790129, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría del Tribunal a quo, en fecha dos de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y uno; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 3, 5 y 11 de la Ley No. 
1197, del 31 de octubre de 1936; 60 y 463, del Código Pe-
nal; lro. de la Ley No. 674, del 21 de abril de 1934, y ira. 
y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lois 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)'que 
en fecha once de septiembre de mil novecientos cincuenta 
y uno, el Interventor de Aduanas de Ciudad Trujillo, puso 
a disposición del Oficial Fiscalizador del Juzgado de Paz 
de la Primera Circunscripción, a los nombrado Miguel La-
hoz y Santiago Pool, a quienes se les imputaba haber 'tra-
tado de introducir un contrabando de mercaderías extran-
jeras por el puerto de Ciudad Trujillo; b) que con este mo-, 
tivo el Juzgado de Paz arriba citado pronunció en fecha 
trece de septiembre del año ya dicho, una sentencia que 
en sus ordinales segundo, tercero y cuarto dice así: "SE-
GUNDO: Declarar como al efecto declara al nombrado 
Santiago Pool, de generales anotadas, culpable del hecho 
de tratar de introducir de contrabando en el territorio de 
la República, de procedencia extranjera, (250) doscientos 
cincuenta cartones de 10 cajetillas de 20 cigarrillos cada 
uno y 4 cajetillas de 20 cigarrillos cada una, marca "Ches-

, terfield", sin estampillas; (18) dieciocho bloomers de ra-
yón p. m., para señora; (2) dos bloomers de rayón, p. m., 

Í para niña; (2) dos pares de medias de algodón, bordadas, 
para niña y (3) tres metros de tejido de rayón de más de 
50 gramos, con 1 metro de ancho, y kilo neto de 0.400, con 
el deliberado propósito de eludir el pago de los derechos 

, e impuestos los cuales ascienden a la cantidad de (FtD$- 
1,247.84 oro) mil doscientos cuarentisiete pesos con ochen-
ticuatro centavos oro; TERCERO: Declarar como al efecto 
declara al nombrado Miguel Lahoz, de generales anotadas, 
culpable de complicidad en el mismo hecho que se le impu-
ta al susodicho Santiago Pool, y en consecuencia, acogien-
do circunstancias atenuantes en favor de ambos preveni- 
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ocios, los condena al pago de una multa de RD$2,495.68 (dos 
mil cuatrocientos noventicinco pesos con sesentiocho cen-
tavos oro), duplo de los derechos e impuestos tratados de 
eludir y en caso de insolvencia a sufrir un día de prisión 

/ por cada peso o fracción de peso de multa que dejen de 
;- pagar; CUARTO: Ordenar como al efecto ordena el comi-
so de los objetos (cuerpo del delito)"; c) que contra esta 

.sentencia recurrieron en apelación los prevenidos, y la Pri-
:mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, apoderada de la alza-
da, dictó en fecha veintisiete de octubre del año ya expre-
sado, la sentencia ahora in-pugnada, de la aue es el siguien-
te dispositivo: FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, co-
mo al efecto declara, regulares y válidos los recursos de 
apelación interpuestos por los nombrados Santiago Pool y 
Miguel A. Lahoz, de generales anotadas, contra la senten-
cia de fecha 13 de septiembre del año 1951, dictada por el 
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de este Dis-
trito Judicial, que 'declaró a Santiago Pool, culpable del 
hecho de tratar de introducir de contrabando en el terri-
torio de la República, de procedencia extranjera, (250) dos-
cientos cincuenta cartones de 10 cajetillas de 20 cigarrillos 
cada .una y 4 cajetillas de 20 cigarrillos cada una, marca 
`Chesterfield', sin estampillas; (18) dieciocho bloomers de 
rayón p.m., para señora; (2) dos bloomers de rayón, p.m., 
para niña; (2) dos pares de medias de algodón, bordadas, 
para niña y (3) tres metros de tejidos de rayón de más 
de . 50 gramos, con 1 metro de ancho y kilo neto de 0.400, 
con el deliberado propósito de eludir el pago de los 
derechos e impuestos los cuales ascienden a la cantidad de 
RD$1,247.84, mil doscientos cuarentisiete pesos con ochen-
ta y cuatro centavos oro; a Miguel A. Lahoz, culpable de 
complicidad en el mismo hecho que se le imputa al susodi-
cho Santiago Pool, y en consecuencia, acogiendo circuns-
tancias atenuantes en favor de ambos prevenidos, los con-
dena al pago de una multa de RD$2,495.68 oro (dos mil 

cuatrocientos noventicinco pesos con sesentiocho centavos 
oro), duplo de los derechos e impuestos tratados de eludir 
y en caso de insolvencia a sufrir un día de prisión por ca-
da peso o fracción de multa que dejen de pagar; que orde-
na el comiso de los objetos (cuerpos del delito), por haber 
sido interpuesto dentro del tiempo legal; SEGUNDO: Que 
debe confirmar, como al efecto confirma, en todas sus par-
tes la anterior sentencia; TERCERO: Que debe condenar, 
como al efecto condena, a los prevenidos al pago solidario 
de las costas en esta alzada"; 

Considerando que en el acta de declaración de su re-
curso los intimantes declararon que lo interponían "por 
no estar conformes con la sentencia"; que, posteriormente, 
han alegado en el memorial presentado por su abogada "la 
violación de los artículos 2 del Código Penal, 1 y 4 de la 
Ley No. 1197, del año 1936, y falta de base legal en la sen-
tencia recurrida", sobre el fundamento de que el oculta-
miento de los efectos en el buque no constituye un prin-
cipio de ejecución del delito, por no haberse realizado "una 
actividad tendiente al desembarco de los efectos para elu- 
dir el pago de derechos"; 

Considerando que el tribunal a quo ha comprobado 
mediante pruebas regularmente administradas en la ins-
trucción de la causa que en la noche del nueve de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, procedente de 
Aruba, Antillas Holandesas, atracó a los muelles de Ciu-
dad Trujillo, la goleta dominicana Margarita, de la que 
eran Capitán y Contramaestre, respectivamente, los nom-
brados Miguel Lahoz y Santiago Pool; que la misma noche 
de su llegada, el Capitán Lahoz declaró a las autoridades 
aduaneras que no traía carga, entregándoles la lista de tri-
pulantes y la lista de bultos a mano; que en la tarde del 
día siguiente, las autoridades arriba citadas, a requeri-
miento del Capitán Lahoz, procedieron a practicar la requi-
sición de rigor del buque, habiendo encontrado ocultos 
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'dos, los condena al pago de una multa de RD$2,495.68 (d es 
 mil cuatrocientos noventicinco pesos con sesentiocho cen-

tavos oro), duplo de los derechos e impuestos tratados de 
eludir y en caso de insolvencia a sufrir un día de prisión 

/ por cada peso o fracción de peso de multa que dejen de 
; , pagar; CUARTO: Ordenar como al efecto ordena el comi-
so de los objetos (cuerpo del delito)"; c) que contra esta 

:sentencia recurrieron en apelación los prevenidos, y la Pri-
4nera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, apoderada de la alza-
da, dictó en fecha veintisiete de octubre del año ya expre-
sado, la sentencia ahora izrpugnada, de la aue es el siguien-
te dispositivo: FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, co-
mo al efecto declara, regulares y válidos los recursos de 
apelación interpuestos por los nombrados Santiago Pool y 
Miguel A. Lahoz, de generales anotadas, contra la senten-
cia de fecha 13 de septiembre del año 1951, dictada por el 
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de este Dis-
trito Judicial, que declaró a Santiago Pool, culpable del 
hecho de tratar de introducir de contrabando en el terri-
torio de la República, de procedencia extranjera, (250) dos-
cientos cincuenta cartones de 10 cajetillas de 20 cigarrillos 
cada .una y 4 cajetillas de 20 cigarrillos cada una, marca 
`Chesterfield', sin estampillas; (18) dieciocho bloomers de 
rayón p.m., para señora; (2) dos bloomers de rayón, p.m., 
para niña; (2) dos pares de medias de algodón, bordadas, 
para niña y ( 3) tres metros de tejidos de rayón de más 
de 50 gramos, con 1 metro de ancho y kilo neto de 0.400. 
con el deliberado propósito de eludir el pago de los 
derechos e impuestos los cuales ascienden a la cantidad de 
RD$1,247.84, mil doscientos cuarentisiete pesos con ochen-
ta y cuatro centavos oro; a Miguel A. Lahoz, culpable de 
complicidad en el mismo hecho que se le imputa al susodi-
cho Santiago Pool, y en consecuencia, acogiendo circuns-
tancias atenuantes en favor de ambos prevenidos, los con-
dena al pago de una multa de RD$2,495.68 oro (dos mil 

cuatrocientos noventicinco pesos con sesentiocho centavos 
oro), duplo de los derechos e impuestos tratados de eludir 
y en caso de insolvencia a sufrir un día de prisión por ca-
da peáo o fracción de multa que dejen de pagar; que orde-
na el comiso de los objetos (cuerpos del delito), por haber 
sido interpuesto dentro del tiempo legal; SEGUNDO: Que 
debe confirmar, como al efecto confirma, en todas sus par-
tes la anterior sentencia; TERCERO: Que debe condenar, 
como al efecto condena, a los prevenidos al pago solidario 
de las costas en esta alzada"; 

Considerando que en el acta de declaración de su re-
curso los intimantes declararon que lo interponían "por 
no estar conformes con la sentencia"; que, posteriormente, 
han alegado en el memorial presentado por su abogada "la 
violación de los artículos 2 del Código Penal, 1 y 4 de la 
Ley No. 1197, del año 1936, y falta de base legal en la sen-
tencia recurrida", sobre el fundamento de que el oculta-
miento de los efectos en el buque no constituye un prin-
cipio de ejecución del delito, por no haberse realizado "una 
actividad tendiente al desembarco de los efectos para elu-
dir el pago de derechos"; .-  

Considerando que el tribunal a quo ha comprobado 
mediante pruebas regularmente administradas en la ins-
trucción de la causa que en la noche del nueve de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, procedente de 
Aruba, Antillas Holandesas, atracó a los muelles de Ciu-
dad Trujillo, la goleta dominicana Margarita, de la que 
eran Capitán y Contramaestre, respectivamente, los nom-
brados Miguel Lahoz y Santiago Pool; que la misma noche 
de su llegada, el Capitán Lahoz declaró a las autoridades 
aduaneras que no traía carga, entregándoles la lista de tri-
pulantes y la lista de bultos a mano; que en la tarde del 
día siguiente, las autoridades arriba citadas, a requerí-
miento del Capitán Lahoz, procedieron a practicar la requi-
,sición de rigor del buque, habiendo encontrado ocultos 
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dentro del forro interior de la cámara de la citada nave, 
forro que hubo de ser arrancado, los efectos de proceden-
cia extranjera más arriba expresados, propiedad del con-
tramaestre Pool; que después de haber sido localizados y-
extraídos de su escondite los efectos dichos, el capitán de 
la goleta hizo presentar al Interventor de Aduanas, allí 
presente, señor Teófilo Regús, una lista adicional de bul-
tos a mano, en la que se hacían figurar las mercaderías 
ocultas que acababan de ser ocupadas y las que fueron co-
locadas en su escondite por su propietario, según propia 
confesión, y con conocimiento del Capitán Lahoz; que es-
tos efectos cuyo valor ascendía a la suma de RD$388.60 
debían pagar de derechos e impuestos la suma de un mil 
doscientos cuarenta y siete pesos con ochenticuatro cen-
tavos (RD$1,247.84), pago que se trataba de eludir con su 
introducción clandestina, según resulta de la misma sen-
tencia impugnada; 

Considerando que al establecer los hechos en la forma 
en que ha sido señalada, mediante la ponderación de los 
elementos de prueba que le fueron suministrados, el tri-
bunal a quo, hizo uso de las facultades soberanas de que 
gozan los jueces del fondo, sin que se revele que haya in-
currido en desnaturalización alguna; que en tales hechos, 
que contienen todos los elementos necesarios para que la 
Suprema Corte de Justicia pueda ejercer sus poderes de 
verificación, se encuentra legalmente caracterizado el de-
lito de contrabando y no el de tentativa del mismo, sancio-
nados ambos de igual modo por la ley; que, en efecto, cons-
tituyendo éste delito "la introducción clandestina de ob-
jetos, productos, géneros o mercaderías de procedencia ex-
tranjera en el territorio de la República, ya sea con el pro-
pósito de eludir el pago de impuestos, o ya con el de infrin-
gir disposiciones prohibitivas de la ley", forzoso es admi-
tir que al ser traídos desde el exterior ocultamente en la 
goleta Margarita, hasta el muello del puerto de Ciudad 
Trujillo, con la comprobada intención de eludir el pago de  

impuestos y derechos, los efectos que fueron ocupados, y 
al haberse dado en la aduana una declaración en que se les 
omitía, se consumó, inequívocamente, el delito de contra-
bando previsto por el artículo 1 de la Ley No. 1197, del 31 
de octubre de 1937; que igualmente se encuentra carac-
terizado en los hechos comprobados soberanamente por el 
tribunal a quo, el delito de complicidad por cuya comisión 
fvé condenado, el prevenido Lahoz, previsto por los artícu-
los 5 de la Ley No. 1197, ya citada y el artículo 60 del Có-
digo Penal, delito castigado con igual pena que la infrac-
ción principal, toda vez que al permitir Lahoz la oculta-
ción de los objetos confiscados en la cámara del buque que 
mandaba y transportarlos hasta Ciudad Trujillo, con co-
nacimiento de los fines que con ello se perseguían "facili-
tó los medios que sirvieron para ejecutar la acción"; 

Considerando que las penas que cumulativamente les 
fueron impuestas a los prevenidos, después de haberse 
apreciado circunstancias atenuantes en su favor, se en-
cuentran dentro de los límites fijados por la ley, y que 
examinada la sentencia impugnada en sus otros aspectos 
no presenta vicio alguno que pueda conducir a su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Miguel Lahoz y Santiago Pool, 
contra sentencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, de fecha veintisiete de octubre de mil novecientos 
cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo, y SEGUNDO: condena a los recurrentes 
al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— Fco. Elpidio Beras.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Al-
varez Aybar.-- Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

1 
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dentro del forro interior de la cámara de la citada nave, 
forro que hubo de ser arrancado, los efectos de proceden-
cia extranjera más arriba expresados, propiedad del con 
tramaestre Pool; que después de haber sido localizados y 
extraídos de su escondite los efectos dichos, el capitán de 
la goleta hizo presentar al Interventor de Aduanas, allí 
presente, señor Teófilo Regús, una lista adicional de bul-
tos a mano, en la que se hacían figurar las mercaderías 
ocultas que acababan de ser ocupadas y las que fueron co-
locadas en su escondite por su propietario, según propia 
confesión, y con conocimiento del Capitán Lahoz; que es-
tos efectos cuyo valor ascendía a la suma de RDS388.60 
debían pagar de derechos e impuestos la suma de un mil 
doscientos cuarenta y siete pesos con ochenticuatro cen-
tavos RD$1,247.84), pago que se trataba de eludir con su 
introducción clandestina, según resulta de la misma sen-
tencia impugnada; 

Considerando que al establecer los hechos en la forma 
en que ha sido señalada, mediante la ponderación de los 
elementos de prueba que le fueron suministrados, el tri-

bunal a quo, hizo uso de las facultades soberanas de que 
gozan los jueces del fondo, sin que se revele que haya in-
currido en desnaturalización alguna; que en tales hechos, 
que contienen todos los elementos necesarios para que la 
Suprema Corte de Justicia pueda ejercer sus poderes de 
verificación, se encuentra legalmente caracterizado el de-
lito de contrabando y no el de tentativa del mismo, sancio-
nados ambos de igual modo por la ley; que, en efecto, cons-
tituyendo éste delito "la introducción clandestina de ob-
jetos, productos, géneros o mercaderías de procedencia ex-
tranjera en el territorio de la República, ya sea con el pro-
pósito de eludir el pago de impuestos, o ya con el de infrin-
gir disposiciones prohibitivas de la ley", forzoso es admi-
tir que al ser traídos desde el exterior ocultamente en la 
goleta Margarita, hasta el muelo del puerto de Ciudad 
Trujillo, con la comprobada intención de eludir el pago de  

impuestos y derechos, los efectos que fueron ocupados, y 
al haberse dado en la aduana una declaración en que se les 
omitía, se consumó, inequívocamente, el delito de contra-
bando previsto por el artículo 1 de la Ley No. 1197, del 31 
de octubre de 1937; que igualmente se encuentra carac-
terizado en los hechos comprobados soberanamente por el 
tribunal a quo, el delito de complicidad por cuya comisión 
fyé condenado, el prevenido Lahoz, previsto por los artícu-
los 5 de la Ley No. 1197, ya citada y el artículo 60 del Có-
digo Penal, delito castigado con igual pena que la infrac-
ción principal, toda vez que al permitir Lahoz la oculta-
ción de los objetos confiscados en la cámara del buque que 
mandaba y transportarlos hasta Ciudad Trujillo, con co-
nacimiento de los fines que con ello se perseguían "facili-
tó los medios que sirvieron para ejecutar la acción"; 

Considerando que las penas que cumulativamente les 
fueron impuestas a los prevenidos, después de haberse 
apreciado circunstancias atenuantes en su favor, se en-
cuentran dentro de los límites fijados por la ley, y que 
examinada la sentencia impugnada en sus otros aspectos 
no presenta vicio alguno que pueda conducir a su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Miguel Lahoz y Santiago Pool, 
contra sentencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, de fecha veintisiete de octubre de mil novecientos 
cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo, y SEGUNDO: condena a los recurrentes 
al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— Fco. Elpidio Beras.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Al-
varez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 

de Benefactor, en grado de apelación, de fecha 13 de 

septiembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Octaviano Oviedo Herrera. Abogado Lic. Angel S. 

Canó Pelletier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciado 1-1. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primei Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la. Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
treinta del mes de abril de mil novecientos cincuenta y 
dos, años 109' de la Independencia, 89' de la Restauración 
y 22' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Octavia -

no Oviedo Herrera, dominicano, casado, agricultor, domi-
ciliado y residente en la Sección de "Hato de Padre", Co-
mún de San Juan de la Maguana, Próvincia Benefactor, 
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portador de la cédula personal de identidad número 1996, 
serie 12, renovada con sello número 504339, contra sen-
tencia correccional del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Benefactor, de fecha trece de septiem-
bre del año mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

WI 	Oído el Magistrado Juez Relator; 
- 	Oído el abogado del recurrente Lic. Angel S. Canó Pe- 

. 

lletier, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta levantada en fecha quince de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y uno contentiva de la de-
claración del Lic. Angel S. Canó Pelletier, hecha a nombre 
y representación de Octaviano Oviedo Herrera, mediante 
la cual se interpone el recurso de casación; 

Visto el memorial de la parte recurrente, suscrito por 
el Lic. Angel S. Canó Pélletier, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 334, serie 10, renovada con se-
llo número 890; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 13 y 20 de la Ley No. 1841, 
de fecha 9 de noviembre de 1948, y 1, 24 y 71 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: a) 
que en fecha dos de mayo de mil novecientos cincuenta y 
uno fué celebrado un contrato entre Octaviano Oviedo He-
rrera y el Banco de Crédito Agrícola e Industrial de la Re-
pública, representado por Héctor René Alvarez, acto' re-
dactado ante el Juez de Paz de' San Juan de la Maguana, 
y mediante el cual el citado Banco se comprometió a pres-
tar a Oviedo Herrera la suma de mil ciento sesenta y cin-
co pesos oro, para trabajos agrícolas arroceros y con ven-
cimiento el quince de enero de mil novecientos cincuenta 
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
de Benefactor, en grado de apelación, de fecha 13 de 
septiembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Octaviano Oviedo Herrera. Abogado Lic. Angel S. 

Canó Pelletier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen-
ciado H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primá Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la. Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
treinta del mes de abril de mil novecientos cincuenta y 
dos, años 109' de la Independencia, 89' de la Restauración 
y 22' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Octavia-
no Oviedo Herrera, dominicano, casado, agricultor, domi-
ciliado y residente en la Sección de "Hato de Padre", Co-
mún de San Juan de la Maguana, Piovincia Benefactor, 

portador de la cédula personal de identidad número 1996, 
serie 12, renovada con sello número 504339, contra sen-
tencia correccional del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Benefactor, de fecha trece de septiem-
bre del año mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el abogado del recurrente Lic. Angel S. Canó Pe-

lletier, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

f Vista el acta levantada en fecha quince de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y uno contentiva de la de-

lf, claración del Lic. Angel S. Canó Pelletier, hecha a nombre 
y representación de Octaviano Oviedo Herrera, mediante 
la cual se interpone el recurso de casación; 

Visto el memorial de la parte recurrente, suscrito por 
el Lic. Angel S. Canó PélIetier, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 334, serie 10, renovada con se-
llo número 890; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 13 y 20 de la Ley No. 1841, 
de fecha 9 de noviembre de 1948, y 1, 24 y 71 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: a) 
que en fecha dos de mayo de mil novecientos cincuenta y 
uno fué celebrado un contrato entre Octaviano Oviedo He-
rrera y el Banco de Crédito Agrícola e Industrial de la Re-
pública, representado por Héctor René Alvarez, acto re-
dactado ante el Juez de Paz de' San Juan de la Maguana, 
y mediante el cual el citado Banco se comprometió a pres-
tar a Oviedo Herrera la suma de mil ciento sesenta y cin-
co pesos oro, para trabajos agrícolas arroceros y con ven-
cimiento el quince de enero de mil novecientos cincuenta 
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

  

portador de la cédula personal de identidad número 1996, 
serie 12, renovada con sello número 504339, contra sen-
tencia correccional del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Benefactor, de fecha trece de septiem-
bre del año mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el abogado del recurrente Lic. Angel S. Canó Pe-

lletier, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta levantada en fecha quince de septiembre 

de mil novecientos cincuenta y uno contentiva de la de-
claración del Lic. Angel S. Canó Pelletier, hecha a nombre 
y representación de Octaviano Oviedo Herrera, mediante 
la cual se interpone el recurso de casación; 

Visto el memorial de la parte recurrente, suscrito por 
Lic. Angel S. Canó Pélletier, portador de la cédula per-

sonal de identidad número 334, serie 10, renovada con se-
llo número 890; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 13 y 20 de la Ley No. 1841, 
de fecha 9 de noviembre de 1948, y 1, 24 y 71 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo aue sigue: a) 
que en fecha dos de mayo de mil novecientos cincuenta y 

* uno fué celebrado un contrato entre Octaviano Oviedo He- 
rrera y el Banco de Crédito Agrícola e Industrial de la Re- 
pública, representado por Héctor René Alvarez, acta re- 
dactado ante el Juez de Paz de San Juan de la Maguana, • 
y mediante el cual el citado Banco se comprometió a pres-
tar a Oviedo Herrera la suma de mil ciento sesenta y cin-
co pesos oro, para trabajos agrícolas arroceros y con ven-
cimiento el quince de enero de mil novecientos cincuenta 

          

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1952 

  

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
de Benefactor, en grado de apelación, de fecha 13 de 
septiembre de 1951. 

 

Materia: Penal. 

         

Recurrente: Octaviano Oviedo Herrera. Abogado Lic. Angel S. 
Canó Pelletier. 

 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen-
ciado H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primeé Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la. Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
treinta del mes de abril de mil novecientos cincuenta y 

dos, años 109' de la Independencia, 89' de la Restauración 
y 22' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Octavia-
no Oviedo Herrera, dominicano, casado, agricultor, domi-
ciliado y residente en la Sección de "Hato de Padre", Co-
mún de San Juan de la Maguana, Próvincia Benefactor, 
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y dos, suma garantizada, en virtud de la Ley 1841 sobre 
Prést~s con Prenda sin Desapoderamiento, con los si-
guientes efectos muebles: 1) seis cabezas de ganado criollo, 
en buenas condiciones, y libres de parásitos, valorados en 
doscientos treinta pesos oro; 2) implementos agrícolas, con-
sistentes en un arado y una cadena de tiro, valorados am-
bos en veintiséis pesos oro, y 3) cuatrocientos quintales 
de arroz Búffalo, de su próxima cosecha que sembraría el 
prestatario en trescientas tareas de terreno propiedad de 
Gloria Montes de Oca de Rodríguez, ubicadas en el paraje 

–
"Santomé", de Hato Viejo, valorados en tres mil doscien-
tos pesos oro, haciendo todos estos efectos un total de tres , 
mil cuatrocientos cincuenta y seis pesos oro; b) que entre 
el dos de mayo y el veintidós de junio de mil novecientos 
cincuenta y uno el Banco hizo a Oviedo Herrera seis avan-
ces por un total de seiscientos sesenta y cinco pesos oro; 
c) que en fecha veintiuno de julio de mil novecientos cin-
cuenta y uno Héctor René Alvarez, a nombre del Banco, 
se dirigió al Juez de Paz de San Juan de la Maguana, en 
los siguientes términos: "Señor Magistrado: Anexo a la 
presente estamos remitiéndole el formulario 'F-30' corres-
pondiente al contrato No. 319 de fecha 2-5-51, suscrito a 
nuestro favor por el Sr. Octaviano Oviedo H. por la suma 
de RD$1,165:00 (un mil ciento sesenticinco pesos oro) y 
vencimiento al 15-1-52 para fines de inmediata ejecución, 
por haber violado dicho señor el párrafo tercero, artículo 
trece de la Ley No. 1841. Para los fines de lugar le infor-
mamos, que del crédito concedido le quedan a dicho señor 
Oviedo H., la suma de RD$500.00 en depósito con restric-
ciones. Aprovechamos la oportunidad para saludarles, muy 
atentamente, (Fdo.) H. R. Alvarez—Banco de Crédito Agrí- 
cola e Industrial Sucursal de San Juan"; d) que por noti- 
ficación del alguacil de fecha treinta de julio de mil nove- 
cientos cincuenta y uno, el citado Juez de Paz requirió de 
Octaviano Oviedo Herrera la entrega, en el plazo de tres 
días. de los efectos dados en garantía, antes descritos, z ,  

fin de ser puestos en pública subasta por dicho Juzgado, 
de conformidad con lo que dispone la mencionada Ley 
1841; e) que en fecha trece de agosto de mil novecientos 
cincuenta y uno el Juzgado de Paz de San Juan de la Ma- 
guana sin haber citado el Banco de Crédito Agrícola e In- 
dustrial de la República, dictó una sentencia, cuyo dispo- 
sitivo dice: "PRIMERO: Que debe descargar como al efec- 
to descarga, al nombrado Octaviano Oviedo Herrera, de 
generales anotadas, del hecho que se le atribuye, o sea de 
violar el artículo 13 del párrafo 3ro. de la Ley 1841, sobre 
préstamos con prenda sin desapoderamiento, en perjuicio 
del Banco de Crédito Agrícola e Industrial de la Repúbli-
ca Dominicana, en esta ciudad, por no haberlo cometido. 
SEGUNDO: Se declaran de oficio las costas"; f) que en fe-
cha diez y siete de agosto de mil novecientos cincuenta y 
uno el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Benefactor, compareció a la Secretaría del Juzgado de 
Paz de San Juan de la Maguana e interpuso recurso de 
apelación contra la citada sentencia del trece de agosto de 
mil novecientos cincuenta y uno dictada por dicho Juzga-
do de Paz; g) que el trece de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y uno, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Benefactor dictó la sentencia ahora 
impugnada, de la cual es el dispositivo que sigue: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso de 
apelación interpuesto por el Magistrado Procurador Fis-
cal de este Distrito Judicial, contra la sentencia No. 1198, 
de fecha 13 de agosto de 1951, dictada por el Juzgado de 
Paz de esta común, mediante la cual fué descargado el 
nombrado Octaviano Oviedo Herrera, del delito de viola-
ción a la Ley No. 1841, de Préstamos con Prenda sin Des-
apoderamiento, en perjuicio del Banco de Crédito Agrí-
cola e Industrial de la República Dominicana; SEGUNDO: 
Pronuncia el defecto contra el prevenido Octaviano Herre-
ra, por no haber comparecido a esta audiencia para la cual 
fué debidamente citado; TERCERO: Revoca la sentencia 
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y dos, suma garantizada, en virtud de la Ley 1841 sobre 
~tamos con Prenda sin Desapoderamiento, con los si-
guientes efectos muebles: 1) seis cabezas de ganado criollo, 
en buenas condiciones, y libres de parásitos, valorados en 
doscientos treinta pesos oro; 2) implementos agrícolas, con-
sistentes en un arado y una cadena de tiro, valorados am-
bos en veintiséis pesos oro, y 3) cuatrocientos quintales 
de arroz Búffalo, de su próxima cosecha que sembraría el 
prestatario en trescientas tareas de terreno propiedad de 
Gloria Montes de Oca de Rodríguez, ubicadas en el paraje 

`"Santomé", de Hato Viejo, valorados en tres mil doscien-
tos pesos oro, haciendo todos estos efectos un total de tres , 
mil cuatrocientos cincuenta y seis pesos oro; b) que entre 
el dos de mayo y el veintidós de junio de mil novecientos 
cincuenta y uno el Banco hizo a Oviedo Herrera seis avan-
ces por un total de seiscientos sesenta y cinco pesos oro; 
c) que en fecha veintiuno de julio de mil novecientos cin-
cuenta y uno Héctor René Alvarez, a nombre del Banco, 
se dirigió al Juez de Paz de San Juan de la Maguana, en 
los siguientes términos: "Señor Magistrado: Anexo a la 
presente estarnos remitiéndole el formulario 'F-30' corres-
pondiente al contrato No. 319 de fecha 2-5-51, suscrito a 
nuestro favor por el Sr. Octaviano Oviedo H. por la suma 
de RD$1,165:00 (un mil ciento sesenticinco pesos oro) y 
vencimiento al 15-1-52 para fines de inmediata ejecución, 
por haber violado dicho señor el párrafo tercero, artículo 
trece de la Ley No. 1841. Para los fines de lugar le infor-
mamos, que del crédito concedido le quedan a dicho señor 
Oviedo H., la suma de RD$500.00 en depósito con restric-
ciones. Aprovechamos la oportunidad para saludarles, muy 
atentamente, (Fdo.) H. R. Alvarez—Banco de Crédito Agrí- 
cola e Industrial Sucursal de San Juan"; d) que por noti- 
ficación del alguacil de fecha treinta de julio de mil nove- 
cientos cincuenta y uno, el citado Juez de Paz requirió de 
Octaviano Oviedo Herrera la entrega, en el plazo de tres 
días, de los efectos dados en garantía, antes descritos, a 
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fin de ser puestos en pública subasta por dicho Juzgado, 
de conformidad con lo que dispone la mencionada Ley 
1841; e) que en fecha trece de agosto de mil novecientos 
cincuenta y uno el Juzgado de Paz de San Juan de la Ma- 
guana sin haber citado el Banco de Crédito Agrícola e In- 
dustrial de la República, dictó una sentencia, cuyo dispo- 
sitivo dice: "PRIMERO: Que debe descargar como al efec- 
to descarga, al nombrado Octaviano Oviedo Herrera, de 
generales anotadas, del hecho que se le atribuye, o sea de 
violar el artículo 13 del párrafo 3ro. de la Ley 1841, sobre 
préstamos con prenda sin desapoderamiento, en perjuicio 
del Banco de Crédito Agrícola e Industrial de la Repúbli- 
ca Dominicana, en esta ciudad, por no haberlo cometido. 
SEGUNDO: Se declaran de oficio las costas"; f) que en fe- 
cha diez y siete de agosto de mil novecientos cincuenta y 
uno el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Benefactor, compareció a la Secretaría del Juzgado de 
Paz de San Juan de la Maguana e interpuso recurso de 
apelación contra la citada sentencia del trece de agosto de 
mil novecientos cincuenta y uno dictada por dicho Juzga-
do de Paz; g) que el trece de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y uno, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Benefactor dictó la sentencia ahora 
impugnada, de la cual es el dispositivo que sigue: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso de 
apelación interpuesto por el Magistrado Procurador Fis-
cal de este Distrito Judicial, contra la sentencia No. 1198, 
de fecha 13 de agosto de 1951. dictada por el Juzgado de 
Paz de esta común, mediante la cual fué descargado el 
nombrado Octaviano Oviedo Herrera, del delito de viola-
ción a la Ley No. 1841, de Préstamos con Prenda sin Des-
apoderamiento, en perjuicio del Banco de Crédito Agrí-
cola e Industrial de la República Dominicana; SEGUNDO: 
Pronuncia el defecto contra el prevenido Octaviano Herre-
ra, por no haber comparecido a esta audiencia para la cual 
fué debidamente citado; TERCERO: Revoca la sentencia 
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apelada y obrando por contrario imperio, declara al preve-
nido Octaviano Oviedo Herrera, culpable del delito de Per-
jurio en perjuicio del Banco de Crédito Agrícola e Indus-
trial de la República Dominicana, de acuerdo con el pá-
rrafo tercero del artículo 13 de la Ley No. 1841, ya que se 
comprobó que dicho inculpado sin el consentimiento de su 
acreedor, dispuso de más del 257( del capital dado en prés-
tamo, dedicándolo a fines diferentes de los indicados en el 
contrato de préstamos, y en consecuencia condena a dicho 
inculpado a sufrir dos meses de prisión correccional, a pa-
gar una multa de RD$600.00 (seiscientos pesos oro), com-
pensable en caso de insolvencia con prisión a razón de un 
día por cada peso dejado de pagar, así como al pago de las 
costas del procedimiento; CUARTO: Condena además a 
dicho prevenido a pagarle al Banco de Crédito Agrícola 
e Industrial de la República Dominicana la suma de RD$- 
1,165.00 (mil ciento sesenticinco pesos oro), cantidad a que 
asciende la suma adeudada al Banco, más los intereses 
correspondientes a dicha suma"; 

Considerando .que el presente recurso ha sido limita-
do exclusivamente por el memorial del recurrente a la 
violación del artículo 13 de la Ley 1841 sobre Préstamos 
con Prenda sin Desapoderamiento, en dos aspectos; a) en 
el sentido de que era irrecibible el recurso de apelación 
del Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de 
Benefactor contra la sentencia del Juzgado de Paz de la 
Común de San Juan de la Maguana; y b) en el sentido de 
que dicho artículo no establece sanciones en los casos de 
exigibilidad de los préstamos; 

Considerando que el hecho de que el deudor de un 
préstamo consentido de conformidad con la Ley 1841, de 
1948, destine más del 25% del capital o bienes dados en 
préstamos a fines diferentes a los indicados en el contrato, 
no constituye una infracción penal de las que sanciona el 
artículo 20 de la indicada ley, sino que tal conducta del 

deudor sólo permite hacer exigible el crédito concedido, 
después que la circunstancia prevista en el apartado ter-
cero del artículo 13 haya sido establecida en forma suma-
ria ante el Juez de Paz que formalizó el contrato, o ante el 
Juez de Paz de la jurisdicción en donde se encuentren los 
bienes dados en prenda; que solamente después de ser exi-
gible el crédito en la forma precedentemente indicada, es 
cuando se aplica el procedimiento subsiguiente para la 
realización de la prenda, así como para la imposición de 
las penas previstas en el artículo 20, si a ello hay lugar; 

Considerando que, en la especie, el Banco de Crédito 
Agrícola e Industrial de la República solicitó del Juez de 
Paz de la común de San Juan de la Maguana que proce-
diera de acuerdo con las disposiciones del artículo 13, para 
hacer exigible el crédito de Octaviano Oviedo Herrera; 
que después de ser descargado por dicha jurisdicción, el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Be-

. nefactor, sobre la apelación interpuesta por el Magistra-
do Procurador Fiscal de ese mismo tribunal, condenó a 
Octaviano Oviedo Herrera a las penas de dos meses de 
prisión correccional y seiscientos pesos de multa, por el 
delito de perjurio a que se refiere el artículo 13 de la Ley 
1841, por "haber dedicado más del 25e; del capital dado 
en préstamo a fines diferentes de los indicados en el con-
trato de préstamo"; que al proceder así el mencionado 
Juzgado y aplicar las sanciones previstas en el artículo 20 
de la citada Ley 1841, hizo una falsa aplicación de esta 
última disposición legal, ya que sus previsiones no san-
cionan los casos de exigibilidad de los préstamos a aue se 
refiere el artículo 13; que, en consecuencia, se ha conde-
nado a Oviedo Herrera por un hecho que no es castigado 
penalmente por la ley; 

Considerando que el Juzgado a quo también condenó, 
por su misma decisión, a Octaviano Oviedo Herrera a pa-
gar al Banco de Crédito Agrícola e Industrial de la Repú-
blica, la suma de mil ciento sesenticinco pesos oro, canti- 
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apelada y obrando por contrario imperio, declara al preve-
nido Octaviano Oviedo Herrera, culpable del delito de Per-
jurio en perjuicio del Banco de Crédito Agrícola e Indus-
trial de la República Dominicana, de acuerdo con el pá-
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día por cada peso dejado de pagar, así como al pago de las 
costas del procedimiento; CUARTO: Condena además a 
dicho prevenido a pagarle al Banco de Crédito Agrícola 
e Industrial de la República Dominicana la suma de RD$- 
1,165.00 (mil ciento sesenticinco pesos oro), cantidad a que 
asciende la suma adeudada al Banco, más los intereses 
correspondientes a dicha suma"; 

Considerando .que el presente recurso ha sido limita-
do exclusivamente por el memorial del recurrente a la 
violación del artículo 13 de la Ley 1841 sobre Préstamos 
con Prenda sin Desapoderamiento, en dos aspectos; a) en 
el sentido de que era irrecibible el recurso de apelación 
del Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de 
Benefactor contra la sentencia del Juzgado de Paz de la 
Común de San Juan de la Maguana; y b) en el sentido de 
que dicho artículo no establece sanciones en los casos de 
exigibilidad de los préstamos; 

Considerando que el hecho de que el deudor de un 
préstamo consentido de conformidad con la Ley 1841, de 
1948, destine más del 25% del capital o bienes dados en 
préstamos a fines diferentes a los indicados en el contrato, 
no constituye una infracción penal de las que sanciona el 
artículo 20 de la indicada ley, sino que tal conducta del 
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deudor sólo permite hacer exigible el crédito concedido, 
después que la circunstancia prevista en el apartado ter- 
cero del artículo 13 haya sido establecida en forma suma- 
ria ante el Juez de Paz que formalizó el contrato, o ante el 
Juez de Paz de la jurisdicción en donde se encuentren los 
bienes dados en prenda; que solamente después de ser exi-
gible el crédito en la forma precedentemente indicada, es 
cuando se aplica el procedimiento subsiguiente para la 
realización de la prenda, así como para la imposición de 
las penas previstas en el artículo 20, si a ello hay lugar; 

Considerando que, en la especie, el Banco de Crédito 
Agrícola e Industrial de la República solicitó del Juez de 
Paz de la común de San Juan de la Maguana que proce-
diera de acuerdo con las disposiciones del artículo 13, para 
hacer exigible el crédito de Octaviano Oviedo Herrera; 
que después de ser descargado por dicha jurisdicción, el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Be-

. nefactor, sobre la apelación interpuesta por el Magistra-
do Procurador Fiscal de ese mismo tribunal, condenó a 
Octaviano Oviedo Herrera a las penas de dos meses de 
prisión correccional y seiscientos pesos de multa, por el 
delito de perjurio a que se refiere el artículo 13 de la Ley 
1841, por "haber dedicado más del 25% del capital dado 
en préstamo a fines diferentes de los indicados en el con-
trato de préstamo"; que al proceder así el mencionado 
Juzgado y aplicar las sanciones previstas en el artículo 20 
de la citada Ley 1841, hizo una falsa aplicación de esta 
última disposición legal, ya que sus previsiones no san-
cionan los casos de exigibilidad de los préstamos a aue se 
refiere el artículo 13; que, en consecuencia, se ha conde-
nado a Oviedo Herrera por un hecho que no es castigado 
penalmente por la ley; 

Considerando que el Juzgado a Quo también condenó, 
por su misma decisión, a Octaviano Oviedo Herrera a pa-
gar al Banco de Crédito Agrícola e Industrial de la Repú-
blica, la suma de mil ciento sesenticinco pesos oro, canti- 
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dad adeudada al Banco, más los intereses correspondien-
tes, para lo cual previamente determinó la exigibilidad del 
crédito, sin tener competencia para ello; que en este as-
pecto la sentencia impugnada tambiég ha violado la Ley 
1841, en cuanto dispone en la parte in fine del referido 
artículo, que las cuestiones relativas a la exigibilidad de 
los créditos, cuando no se trate del vencimiento de plazo 
fijado en el contrato, serán decididas, en primera y última 
instancia, por los jueces de Paz que formalizaron el con-
trato o por aquellos de la jurisdicción donde se encuentren 
los bienes dados en prenda; que, en consecuencia, al cono-
cer y decidir sobre este aspecto, determinando la exigi-
lidad del crédito de Octaviano Oviedo Herrera, exigibili-
dad que no fué establecida por el Juez de Paz de San Juan 
de la Maguana, el Juzgado a quo cometió un exceso de po-
der; • 

Por tales motivos, PRIMERO: casa, sin envío, la sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Benefactor, de fecha trece de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo, y SEGUNDO: se declaran de 
oficio las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.—
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 

Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en grado 

de Apelación, de fecha 10 de Septiembre de 1951. 

Materia: Penal 

Recurrente: Pedro Brito. Abogado: Dr. Antonio Záiter Pérez 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo Sustituto de 
Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Morel, Gustavo 
A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día treinta del mes de abril 
de mil novecientos cincuenta y dos, años 109' de la Inde-
pendencia, 89' de la Restauración y 22', de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Brito, dominicano, mayor de edad, casado, marino, del do-
micilio y residencia de Ciudad Trujillo, portador de la cé-
dula personal de identidad número 12833, serie 26, con se-
llo de R. I. número 12112, para el año 1951, contra senten-
cia dictada en atribuciones correccionales, por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, de fecha diez de septiem-
bre del año mil novecientos cincuenta 'y uno, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 

1 
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dad adeudada al Banco, más los intereses correspondiera. 
tes, para lo cual previamente determinó la exigibilidad del 
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pecto la sentencia impugnada también ha violado la Ley 
1841, en cuanto dispone en la parte in fine del referido 
artículo, que las cuestiones relativas a la exigibilidad de 
los créditos, cuando no se trate del vencimiento de plazo 
fijado en el contrato, serán decididas, en primera y última 
instancia, por los jueces de Paz que formalizaron el con-
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lidad del crédito de Octaviano Oviedo Herrera, exigibili-
dad que no fué establecida por el Juez de Paz de San Juan 
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rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.—
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  
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Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en grado 
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Materia: Penal 

Recurrente: Pedro Brito. Abogado: Dr. Antonio Záiter Pérez 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo Sustituto de 
Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Morel, Gustavo 
A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día treinta del mes de abril 
de mil novecientos cincuenta y dos, años 109' de la Inde-
pendencia, 89' de la Restauración y 22', de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Brito, dominicano, mayor de edad, casado, marino, del do-
micilio y residencia de Ciudad Trujillo, portador de la cé-
dula personal de identidad número 12833, serie 26, con se-
llo de R. I. número 12112, para el año 1951, contra senten-
cia dictada en atribuciones correccionales, por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, de fecha diez de septiem-
bre del año mil novecientos cincuenta 'y uno, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oída la doctora Dolores Mélida del Castillo Morales, 

de cédula No. 42774, serie lra. con sello No. 790, en repre-
sentación del abogado del recurrente, Dr. Antonio Záiter 
Pérez, portador de la cédula personal de identidad número 
32244, serie lra., sello de R. I. número 1213, para el año 
1951, en la lectura de sus conclusiones. 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, en fecha diez de octubre de 

mil novecientos cincuenta y uno; 
Visto el memorial de casación Presentado en la Secre-

taría de la Suprema Corte de Justicia, por el abogado del 
recurrente, en fecha catorce de marzo de mil novecientos 
cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 3, 4, 5, y 11 de la Ley No. 
1197, del 31 de octubre de.1936; 60 y 463, del Código Pe-
nal; lo. de la Ley No. 674, del 21 de abril de 1934, y lo. y 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha once de agosto de mil novecintos cincunta y uno. 
el Interventor de Aduanas de Ciudad Trujilo, puso a dis-
posición del Representante del Ministerio Público por ante 
el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Dis-
trito de Santo Domingo, al nombrado Pedro Brito y otras 
personas más, prevenidos de haber intentado introducir 
un contrabando de mercaderías de procedencia extranje-
ra por el Puerto de Ciudad Trujillo; b) que con este moti-
vo, en fecha once de agosto del año más arriba expresado.  

el Juzgado de Paz también mencionado, dictó una senten-
cia con el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Que debe de 
clarar y declara a los nombrados: Juan Sandoval, Pedro 
Brito, Rafael López, Alberto Robinson, Angel Eduardo. 

Alfonso Espinal, Arquímedes Amparo, Emilio Ulloa, Luis 
Ciprián, Julio Jazmín, de generales anotadas, convictos del 
hecho de tratar de introducir de contrabando en el terri-
torio de la República, de procedencia extranjera (50) cin-
cuenta bloomers de seda artificial, punto de media, con el 
deliberado propósito de eludir el pago de los derechos e 
impuestos los cuales ascienden a la suma de RD$52.04 oro, 
(cincuentidós pesos con cuatro centavos oro). Y en conse-
cuencia acogiendo circunstancias atenuantes en favor de 
los acusados los condena al pago solidario de una multa 
de RD$104.08, oro (ciento cuatro pesos con ocho centavos 
oro) duplo de los derechos e impuestos tratados de aludir 
por los acusados, y en caso de insolvencia a sufrir un día 
de prisión por cada peso o fracción de peso de multa que 
dejen de pagar. SEGUNDO: Que debe ordener y ordena 
el comiso de los objetos (cuerpo del delito) que los acusa-
dos trataron de introducir de contrabando"; c) que contra 
esta sentencia recurrieron en apelación todos los preveni-
dos, y la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, apode-
rada de la alzada, dictó en fecha diez de septiembre del 
mismo año, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositi-
vo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar, como al efecto declara, regular y válido el recurso de 
apelación interpuesto por los nombrados Juan Sandoval 
o Juan Santos Báez, Pedro Brito, Rafael López, Alfonso 
Espinal, Alberto Robinson, Angel Eduardo, Arquímedes 
Amparo, Emilio Ulloa, Luis Ciprián y Julio Jazmín, de 
generales anotadas, contra sentencia del Juzgado de Paz 
de la Primera Circunscripción de este Distrito Judicial, 
dictada en fecha 11 del mes de agosto del año 1951, que 
los condenó al pago solidario de una multa de RD$104.08, 
acogiendo en favor de todos circunstancias atenuantes, por 
el delito de tratar de introducir de contrabando en el terri-
torio de la República, de procedencia extranjera, cincuen-
ta (50) bloomers de seda artificial, con el deliberado pro- 
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los acusados los condena al pago solidario de una multa 
de RD$104.08, oro (ciento cuatro pesos con ocho centavos 
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pósito de eludir el pago de los derechos e impuestos corres-
pondientes, los cuales ascienden a la suma de RD$52.04; 
y ordenó el comiso de los objetos cuerpo del delito, por 
haberse intentado en-tiempo hábil, y forma legal; SEGUN-
DO: Que debe revocar, como al efecto revoca, la sentencia 
recurrida, y obrando por propia autoridad, descarga a los 
nombrados Juan Sandoval o Juan Santos Báez, Rafael Ló-
pez, Alfonso Espinal, Alberto Robinson, Angel Eduardo, 
Arquímedes Amparo, Emilio Ulloa, Luis Ciprián y Julio 
Jazmín, por insuficiencia de pruebas; TERCERO: Que de-
be declarar, como al efecto declara, al nombrado Pedro 
Brito, culpable del delito de contrabando ya mencionado 
y en consecuencia lo condena acogiendo circunstancias ate-
nuantes en su favor al pago de una multa de ciento cuatro 
pesos oro con ocho centavos (RDS104.08), o sea el duplo 
de los derechos e impuestos dejados de pagar, y en caso 
de insolvencia lo condena a sufrir un día de prisión por 
cada peso dejado de pagar o fracción de peso de multa que 
deje de pagar; CUARTO: Que debe condenar, como al efec-
to condena, al comiso de los objetos (cuerpo del delito) que 
el prevenido trató de introducir de contrabando; QUIN-
TO: Que debe condenar, como al efecto condena, al pre- 
venido Pedro Brito, al pago de las costas de la presente 

instancia"; 
Considerando que al declarar el Presente recurso el 

Dr. Antonio Záiter Pérez, auien actuaba a nombre de su 
representante Pedro Brito, declaró que lo interponía "por 
no estar conforme con la referida sentencia"; que, poste-
riormente, en el memorial presentado por el mismo abo-
gado, se han alegado como medios de casación los siguien- • 
tes: "Violación de los artículos 1 y siguientes de la ley de 
contrabando, combinado con el artículo 2 del Código Pe-
nal y 3 del mismo código, y asimismo el artículo 190 y 
siguientes del Código de Procedimiento Criminal relativo 

a la prueba en materia , 
correccional", sobre el fundamento 

esencial de que la ocultación de las mercaderías de que se 

incautaron las autoridades aduaneras en el buque, consti-
pósito de eludir el pago de los derechos e impuestos corres-
tuye, a lo sumo, un acto preparatorio y no de ejecución 
del contrabando,  y de que, además, al dar el juez a quo 
por probado que el prevenido Brito era el propietario de 
los efectos, lo hizo basándose en la declaración de sus co-
inculpados "siendo constante en doctrina y jurispruden-
cia, que la declaración de un coinculpado no debe servir 
de sostén a una sentencia penal, a no ser que esté corro-
borada por otras circunstancias o pruebas del proceso"; 

Considerando que según consta en autos, a) en fecha 
diez de agosto de mil novecientos cincuenta y uno, atracó 
a los muelles del puerto de Ciudad Trujillo, procedente 
de San Juan de Puerto Rico, la goleta dominicana Dica-
yagua; b) que mientras las autoridades aduaneras proce-
dían a practicar la requisición de rigor de dicha nave "en-
contraron escondidos detrás del cuarto de máquinas, 36 
bloomers de seda artificial, punto de media, y 14 bloomers 
de seda artificial, punto de medias, escondidos dentro de 
la cocina del buque", mercaderías de procedencia extran-
jera valoradas en la suma de RDS21.30 y sujetas al pago 
de RD$52.04, por derechos e impuestos; c) que estos efec-
tos "no figuraron ni fueron declarados en ningún docu-
mento de la mencionada goleta ni a las autoridades adua-
nueras en el momento de la inspección"; d) que estos ob-
jetos eran propiedad del Contramaestre Pedro Brito, 
"quien intentó introducirlos de contrabando en el territo-
rio de la República con el deliberado propósito de eludir 
el pago de los derechos e impuestos correspondientes"; 

Considerando que al establecer los hechos en la for-
ma en que ha sido señalada, mediante la ponderación de 
los elementos de prueba que le fueron suministrados, el 
tribunal a quo hizo uso de las facultades soberanas de que 
gozan los jueces del fondo, sin que se revele que haya in-
currido en desnaturalización alguna que en tales hechos, 
que contienen todos los elementos necesarios para que la 
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pósito de eludir el pago de los derechos e impuestos corres-
pondientes, los cuales ascienden a la suma de RD$52.04; 
y ordenó el comiso de los objetos cuerpo del delito, por 
haberse intentado en tiempo hábil, y forma legal; SEGUN-
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pez, Alfonso Espinal, Alberto Robinson, Angel Eduardo, 
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nuantes en su favor al pago de una multa de ciento cuatro 
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de los derechos e impuestos dejados de pagar, y en caso 
de insolvencia lo condena a sufrir un día de prisión por 
cada peso dejado de pagar o fracción de peso de multa que 
deje de pagar; CUARTO: Que debe condenar, como al efec-
to condena, al comiso de los objetos (cuerpo del delito) que 
el prevenido trató de introducir de contrabando; QUIN- 
TO: Que debe condenar, como al efecto condena, al pre- 
venido Pedro Brito, al pago de las costas de la presente 

instancia"; 
Considerando que al declarar el Presente recurso el 

Dr. Antonio Záiter Pérez, auien actuaba a nombre de su 
representante Pedro Brito, declaró que lo interponía "por 
no estar conforme con la referida sentencia"; que, poste-
riormente, en el memorial presentado por el mismo abo-
gado, se han alegado como medios de casación los siguien-
tes: "Violación de los artículos 1 y siguientes de la ley de 
contrabando, combinado con el artículo 2 del Código Pe-
nal y 3 del mismo código, y asimismo el artículo 190 y 
siguientes del Código de Procedimiento Criminal relativo 
a la prueba en materia correccional", sobre el fundamento 
esencial de que la ocultación de las mercaderías de que se 
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incautaron las autoridades aduaneras en el buque, consti-
pósito de eludir el pago de los derechos e impuestos corres-
tuye, a lo sumo, un acto preparatorio y no de ejecución 
del contrabando, y de que, además, al dar el juez a quo 
por probado que el prevenido Brito era el propietario de 
los efectos, lo hizo basándose en la declaración de sus co-
inculpados "siendo constante en doctrina y jurispruden-
cia, que la declaración de un coinculpado no debe servir 
de sostén a una sentencia penal, a no ser que esté corro-
borada por otras circunstancias o pruebas del proceso"; 

Considerando que según consta en autos, a) en fecha 
diez de agosto de mil novecientos cincuenta y uno, atracó 
a los muelles del puerto de Ciudad Trujillo, procedente 
de San Juan de Puerto Rico, la goleta dominicana Dica-
yagua; b) que mientras las autoridades aduaneras proce-
dían a practicar la requisición de rigor de dicha nave "en-
contraron escondidos detrás del cuarto de máquinas, 36 
bloomers de seda artificial, punto de media, y 14 bloomers 
de seda artificial, punto de medias, escondidos dentro de 
la cocina del buque", mercaderías de procedencia extran-
jera valoradas en la suma de RD$21.30 y sujetas al pago 
de RD$52.04, por derechos e impuestos; c) que estos efec-
tos "no figuraron ni fueron declarados en ningún docu-
mento de la mencionada goleta ni a las autoridades adua-
nueras en el momento de la inspección"; d) que estos ob-
jetos eran propiedad del Contramaestre Pedro Brito, 
"quien intentó introducirlos de contrabando en el territo-
rio de la República con el deliberado propósito de eludir 
el pago de los derechos e impuestos correspondientes"; 

Considerando que al establecer los hechos en la for-
ma en que ha sido señalada, mediante la ponderación de 
los elementos de prueba que le fueron suministrados, el 
tribunal a quo hizo uso de las facultades soberanas de que 
gozan los jueces del fondo, sin que se revele que haya in-
currido en desnaturalización alguna que en tales hechos, 
que contienen todos los elementos necesarios para que la 
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,:Suprema Corte de Justicia pueda ejercer sus poderes de 
verificación, se encuentra legalmente caracterizado el de-
lito de contrabando y no el de tentativa del mismo, san-
cionados ambos de igual modo por la ley; que, en efecto, 
constituyendo este delito "la introducción clandestina de 
objetos, productos, géneros o mercaderías de procedencia 
extranjera, ya sea con el propósito de eludir el pago de 
impuestos, o ya con el de infringir disposiciones prohibi-
tivas de la ley", forzoso es admitir aue al ser traídos desde 
el exterior ocultamente en la goleta Dicayagua, hasta los 
muelles del puerto de Ciudad Trujillo, con la comproba-
da intención de eludir el pago de impuestos y derechos, 
los efectos que fueron ocupados, y que hasta el momento 
mismo de la requisición no figuraron ní fueron declarados 
en ningún documento de la goleta ni a las autoridades 
aduaneras, se consumó, inequívocamente, el delito de con-
trabando previsto por el artículo 1 de la Ley No, 1197, del 

31 de octubre de 1937; 
Considerando que si ciertamente al poner a cargo del 

prevenido Brito la comisión del delito el tribunal a quo 

pondero las declaraciones de sus demás coinculpados, tam-
bién apreció, para formar su convicción en este orden, el 
estado psicológico del prevenido durante todo el curso de 
la instrucción de la causa, especialmente al ser interrogado; 
que al proceder de este modo el tribunal a quo hizo un 

correcto uso de los poderes que para hacer la ponderación 
de las pruebas le han sido reconocidos, no habiendo incu-
rrido así en violación alguna de la ley; 

Considerando que las penas que le fueron impuestas 

al prevenido, después de haberse apreciado circunstancias 
atenuantes en su favor, se encuentran dentro de los lími -

tes fijados, por la ley; y que examinada la sentencia im-
pugnada en sus otros aspectos, no presenta vicio alguno 
que pueda conducir a su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Pedro Bríto, contra sentencia de  

la  Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha diez 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y SE-
GUNDO: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— Feo. Elpidio Beras.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo.— Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

• SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
de El Seybo, en funciones de Tribunal de Trabajo de 

segundo grado, de fecha 11 de abril de 1951 

Materia: Trabajo 

Recurrente: 
Julio César Morales Carbuccia. Abogado: Dr. Rafael 

Richiez Acevedo. 

Intimado: 
Julio Lluveres. Abogado: Dr. Primitivo Santana Hirujo 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

I En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciado H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
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Suprema Corte de Justicia pueda ejercer sus poderes d e 

 verificación, se encuentra legalmente caracterizado el de-
lito de contrabando y no el de tentativa del mismo, san-
cionados ambos de igual modo por la ley; que, en efecto, 

 constituyendo este delito "la introducción clandestina de 
objetos, productos, géneros o mercaderías de procedencia 
extranjera, ya sea con el propósito de eludir el pago de 
impuestos, o ya con el de infringir disposiciones prohibi-
tivas de la ley", forzoso es admitir que al ser traídos desde 
el exterior ocultamente en la goleta Dicayagua, hasta los 
muelles del puerto de Ciudad Trujillo, con la comproba-
da intención de eludir el pago de impuestos y derechos, 
los efectos que fueron ocupados, y que hasta el momento 
mismo de la requisición no figuraron ni fueron declarados 
en ningún documento de la goleta ni a las autoridades 
aduaneras, se consumó, inequívocamente, el delito de con-
trabando previsto por el artículo 1 de la Ley No. 1197, del 
31 de octubre de 1937; 

Considerando que si ciertamente al poner a cargo del 
prevenido Brito la comisión del delito el tribunal a quo 
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estado psicológico del prevenido durante todo el curso de 
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que al proceder de este modo el tribunal a quo hizo un 

correcto uso de los poderes que para hacer la ponderación 
de las pruebas le han sido reconocidos, no habiendo incu-
rrido así en violación alguna de la ley; 
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tes fijados, por la ley; y que examinada la sentencia im-
pugnada en sus otros aspectos. no presenta vicio alguno 
que pueda conducir a su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
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que certifico. (Firmado 1: Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 

de El Seybo, en funciones de Tribunal de Trabajo de 

segundo grado, de fecha 11 de abril de 1951 

Materia: Trabajo 

Recurrente: Julio César Morales Carbuccia. Abogado: Dr. Rafael 
Richiez Acevedo. 

iatimado: Julio Lluveres. Abogado: Dr. Primitivo Santana Hirujo 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciado H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente: Rafael Castro Rivera, 

11 
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Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay. 
bar, Damián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos d el 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien. 
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy  
día treinta del mes de abril de mil novecientos cincuenta 

 y dos, años 109' de la Independencia, 89' de la Restaura-
ción y 22' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio Cé-
sar Morales Carbuccia, dominicano, mayor de edad, casa-
do ,empleado particular, domiciliado y residente en San 
Pedro de Macorís casa No. 35 de la calle "Erciná Cheva-
lier", portador de la cédula personal de identidad No. 
4668, serie 23, sello No. 101066, contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El Sey-
bo, de fecha once de abril de mil novecientos cincuenta y 
uno, dictada en funciones de Tribunal de Trabajo de se-
gundo grado, cuyo dispositivo se copia más adelante; Ah 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Primitivo Santana Hirujo, portador de la 

cédula personal de identidad No. 35916, serie 1, sello No. 
705, abogado de la parte intimada Julio Lluveres, domini-
cano, mayor de edad, agricultor, casado, domiciliado y re-
sidente en Hato Mayor, portador de la cédula personal de 
identidad No. 313, serie 27, sello No. 144296, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado en fecha 
quince de octubre de 1951, por el Dr. Rafael Richiez Ace-
vedo, en el cual se alegan los medios que se indican des-
pués; 

Visto el memorial de defensa suscrito el diecinueve 
de febrero del corriente año, por el Dr. Primitivo Santana 
Hirujo, el cual fué notificado al abogado del recurrente , 

 el día veintidós del mismo mes y año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 3 y 36 de la Ley No. 637, 
de 1944, Sobre Contratos de Trabajo; 1 de la Ley Orgáni-
ca de Enseñanza Pública, No. 2909, del año 1951; 72, 73, 
133 y 1033 del Código de Procedimiento Civil; 1, 7 y 71 de 
la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: 1) que con motivo de la demanda en pago de pre-
aviso, aúxilio de cesantía y otros fines, interpuesta por Ju-
lio César Morales Carbuccia contra Julio Lluveres, el Juz-
gado de Paz de la común de Hato Mayor, en funciones de 
Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó en fecha 18 de 
Noviembre de 1950 una sentencia con el dispositivo si-
guiente: "PRIMERO: Que debe acoger como por medio 
de la presente acoge el pedimento de la parte demandante, 
por ser justa y basadas en derecho; SEGUNDO: Que debe 
declarar como por medio de la presente declara contradic-
toria la presente sentencia; TERCERO: Que debe conde-
nar como por medio de la presente condena, al señor Ju-
lio Lluveres, parte demandada, al pago de un mes de pre- 

9,›  aviso, un mes de cesantía y por concepto de daños y per-
juicios, los salarios dejados de percibir a partir del día dos 
del mes de Octubre, 1950 a esta fecha 18 de Noviembre, 
1950, o sea a razón de Tres Pesos Oro diarios, salario que 
percibía el señor Julio César Morales Carbuccia al momen-
to de su despido, como Director, Secretario y profesor de 
la Escuela Normal Particular de Hato Mayor; y, CUARTO: 
que debe condenar como por medio de la presente conde-
na al señor Julio Lluveres, al pago de las costas hasta la 
completa ejecución de la presente sentencia"; y 2) Que so-
bre apelación interpuesta por Julio Lluveres, el Juzgado 
de Primera Instancia del D. J. de El Seybo, dictó la sen-
tencia ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "PRIMERO: que debe Declarar, como al efecto 
Declara nula la sentencia dictada por el Juzgado de Paz 
de la Común de Hato Mayor, en sus atribuciones de Tri- 
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Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay. 
bar, Damián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, ho y 

 día treinta del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 109' de la Independencia, 89' de la Restaura-
ción y 22' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio Cé-
sar Morales Carbuccia, dominicano, mayor de edad, casa-
do ,empleado particular, domiciliado y residente en San 
Pedro de Macorís casa No. 35 de la calle "Erciná Cheva-
lier", portador de la cédula personal de identidad No. 
4668, serie 23, sello No. 101066, contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El Sey-
bo, de fecha once de abril de mil novecientos cincuenta y 
uno, dictada en funciones de Tribunal de Trabajo de se-
gundo grado, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Primitivo Santana Hirujo, portador de la 

cédula personal de identidad No. 35916, serie 1, sello No. 
705, abogado de, la parte intimada Julio Lluveres, domini-
cano, mayor de edad, agricultor, casado, domiciliado y re-
sidente en Hato Mayor, portador de la cédula personal de 
identidad No. 313, serie 27, sello No. 144296, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado en fecha 
quince de octubre de 1951, por el Dr. Rafael Richiez Ace-
vedo, en el cual se alegan los medios que se indican des-
pués; 

Visto el memorial de defensa suscrito el diecinueve 
de febrero del corriente año, por el Dr. Primitivo Santana 
Hirujo, el cual fué notificado al abogado del recurrente , 

 el día veintidós del mismo mes y año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 3 y 36 de la Ley No. 637, 
de 1944, Sobre Contratos de Trabajo; 1 de la Ley Orgáni-
ca de Enseñanza Pública, No. 2909, del año 1951; 72, 73, 
133 y 1033 del Código de Procedimiento Civil; 1, 7 y 71 de 
la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: 1) que con motivo de la demanda en pago de pre-
aviso, aúxilio de cesantía y otros fines, interpuesta por Ju-
lio César Morales Carbuccia contra Julio Lluveres, el Juz-
gado de Paz de la común de Hato Mayor, en funciones de 
Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó en fecha 18 de 
Noviembre de 1950 una sentencia con el dispositivo si-
guiente: "PRIMERO: Que debe acoger como por medio 
de la presente acoge el pedimento de la parte demandante, 
por ser justa y basadas en derecho; SEGUNDO: Que debe 
declarar como por medio de la presente declara contradic-
toria la presente sentencia; TERCERO: Que debe conde-
nar como por medio de la presente condena, al señor  Ju-
üo Lluveres, parte demandada, al pago de un mes de pre-
aviso, un mes de cesantía y por concepto de daños y per-
juicios, los salarios dejados de percibir a partir del día dos 
del mes de Octubre, 1950 a esta fecha 18 de Noviembre, 
1950, o sea a razón de Tres Pesos Oro diarios, salario que 
percibía el señor Julio César Morales Carbuccia al momen-
to de su despido, como Director, Secretario y profesor de 
la Escuela Normal Particular de Hato Mayor; y, CUARTO: 
que debe condenar como por medio de la presente conde-
na al señor Julio Lluveres, al pago de las costas hasta la 
completa ejecución de la presente sentencia"; y 2) Que so-
bre apelación interpuesta por Julio Lluveres, el Juzgado 
de Primera Instancia del D. J. de El Seybo, dictó la sen-
tencia ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "PRIMERO: que debe Declarar, como al efecto 
Declara nula la sentencia dictada por el Juzgado de Paz 
de la Común de Hato Mayor, en sus atribuciones de Tri- 
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tunal de Trabajo, en fecha Diez y Ocho del mes de No-
viembre del año mil novecientos cincuenta, por ser mai 
fundadas las pretensiones del señor Julio César Morales 
Carbuccia, quedando el señor Julio Lluveres liberado de 
las condenaciones pronunciadas contra él por la dicha sen-
tencia. SEGUNDO: que debe condenar y al efecto condena 
a la parte que sucumbe al pago de las costas de ambas ins-
tancias"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "Primer Medio: Desnaturalización de 
los hechos y violación al Art. 1ro. de la Ley 637 sobre con-
tratos de trabajo"; Segundo Medio: Violación del Art. 3 de 
la 637 y al Art. lro. de la ley orgánica de Enseñanza Pú-
blica"; "Tercer Medio: Violación al Art. 36 de la Ley No. 
637"; "Cuarto Medio: Motivos Contradictorios"; 

Considerando, en cuanto a la caducidad del recurso, 
propuesta por el Magistrado Procurador General de la Re-
pública, que el plazo de treinta días fijado por el artículo 
7 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación es franco, 
al tenor de lo dispuesto por el artículo 72 de dicha ley, y 
se aumenta, además, en razón de la distancia; que, en la 
especie, el auto de admisión del recurso fué dictado el día 
veinticinco de octubre de mil novecientos cincuenta y uno, 
y el emplazamiento fué notificado el día veintisiete de no-
viembre del mismo año; que, estando domiciliado el re-
currente Julio César Morales Carbuccia en la ciudad de 
San Pedro de Macorís, tenía, de conformidad con los ar-
tículos 73 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación y 
1033 del Código de Procedimiento Civil, un plazo adicio-
nal de dos días para emplazar a Julio Lluveres; que, en 
consecuencia, dicho emplazamiento fué notificado en tiem-
po útil; 

Considerando, en cuanto a la violación de los artícu-
los 1, 3 y 36 de la Ley No. 637, Sobre Contratos de Traba-
jo, invocada en los medios primero, segundo y tercero, que 
el recurrente sostiene esencialmente que Julio Lluveres,  

actuando en su calidad de presidente de la Junta Protec-
tora de la Escuela Normal semioficial de Hato Mayor, de-
signó a Julio César Morales Carbuccia como Director, Pro-
fesor y Secretario de dicho plantel, y que la Junta, a soli-
citud del señor Lluveres, decidió separarlo de su cargo, 
y concluye en el sentido de que "esta facultad de nombrar 
y despedir empleados de la dependencia permanente y la 
dirección inmediata exigida por el artículo 1", de la Ley 
Sobre Contratos de Trabajo; pero 

Considerando que las circunstancias invocadas por el 
actual recurrente no bastan por sí solas para dejar carac-
terizado el contrato de trabajo; que, en efecto, el artículo 
primero de la referida ley reputa contrato de trabajo "to-
da convención en virtud de la cual una persona se obliga 
a prestar a otra sus servicios o a ejecutarle una obra, bajo 
la dependencia permanente y dirección inmediata o dele-
gada de ésta y por una retribución de cualquier clase o for-
ma"; que, en este orden de ideas, para que haya contrato 
de trabajo es necesario la subordinación jurídica del tra-
bajador al patrono, la cual se caracteriza cuando el patro-
no tiene la facultad de dirigir la actividad personal del 
trabajador, dictando normas, instrucciones y órdenes para 
todo lo concerniente a la ejecución de su trabajo; 

Considerando que en los hechos comprobados sobera-
namente por el juez a quo no se revela que el actual recu-
rrente estuviese bajo la dependencia permanente y la di-
rección inmediata o delegada de Julio Lluveres; que, en 
tal virtud, entre las partes en causa no pudieron existir las 
relaciones jurídicas del contrato de trabajo; que al procla-
marlo y admitirlo así, el Tribunal a quo, no ha hecho más 
que aplicarle correctamente a los hechos de la causa los 
artículos 1 y 3 de la Ley No. 637, Sobre Contratos de Tra-
bajo, entonces vigente, sin que se íncurríese en la viola-
ción del artículo 36 de la misma ley, el cual no pudo ser 
aplicado en la especie, en razón de que no se estaba en 
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bunal de Trabajo, en fecha Diez y Ocho del mes de No-
viembre del año mil novecientos cincuenta, por ser mal 
fundadas las pretensiones del señor Julio César Morales 
Carbuccia, quedando el señor Julio Lluveres liberado de 
las condenaciones pronunciadas contra él por la dicha sen-
tencia. SEGUNDO: que debe condenar y al efecto condena 
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la 637 y al Art. lro. de la ley orgánica de Enseñanza Pú-
blica"; "Tercer Medio: Violación al Art. 36 de la Ley No. 
637"; "Cuarto Medio: Motivos Contradictorios"; 

Considerando, en cuanto a la caducidad del recurso, 
propuesta por el Magistrado Procurador General de la Re-
pública, que el plazo de treinta días fijado por el artículo 
7 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación es franco, 
al tenor de lo dispuesto por el artículo 72 de dicha ley, y 
se aumenta, además, en razón de la distancia; que, en la 
especie, el auto de admisión del recurso fué dictado el día 
veinticinco de octubre de mil novecientos cincuenta y uno, 
y el emplazamiento fué notificado el día veintisiete de no-
viembre del mismo año; que, estando domiciliado el re-
currente Julio César Morales Carbuccia en la ciudad de 
San Pedro de Macorís, tenía, de conformidad con los ar-
tículos 73 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación y 
1033 del Código de Procedimiento Civil, un plazo adicio-
nal de dos días para emplazar a Julio Lluveres; que, en 
consecuencia, dicho emplazamiento fué notificado en tiem-
po útil; 

Considerando, en cuanto a la violación de los artícu -
los 1, 3 y 36 de la Ley No. 637, Sobre Contratos de Traba-
jo, invocada en los medios primero, segundo y tercero, que 
el recurrente sostiene esencialmente que Julio Lluveres, 
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actuando en su calidad de presidente de la Junta Protec-
tora de la Escuela Normal semioficial de Hato Mayor, de-
signó a Julio César Morales Carbuccia como Director, Pro-
fesor y Secretario de dicho plantel, y que la Junta, .a soli-
citud del señor Lluveres, decidió separarlo de su .cargo, 
y concluye en el sentido de que "esta facultad de nombrar 
y despedir empleados de la dependencia permanente y la 
dirección inmediata exigida por el artículo 1", de la Ley 
Sobre Contratos de Trabajo; pero 

Considerando que las circunstancias invocadas por el 
actual recurrente no bastan por sí solas para dejar carac-
terizado el contrato de trabajo; que, en efecto, el artículo 
primero de la referida ley reputa contrato de trabajo "to-
da convención en virtud de la cual una persona se obliga 
a prestar a otra sus servicios o a ejecutarle una obra, bajo 
la dependencia permanente y dirección inmediata o dele-
gada de ésta y por una retribución de cualquier clase o for-
ma"; que, en este orden de ideas, para que haya contrato 
de trabajo es necesario la subordinación jurídica del tra-
bajador al patrono, la cual se caracteriza cuando el patro-
no tiene la facultad de dirigir la actividad personal del 
trabajador, dictando normas, instrucciones y órdenes para 
todo lo concerniente a la ejecución de su trabajo; 

Considerando que en los hechos comprobados sobera-
namente por el juez a quo no se revela que el actual recu-
rrente estuviese bajo la dependencia permanente y la di-
rección inmediata o delegada de Julio Lluveres; que, en 
tal virtud, entre las partes en causa no pudieron existir las 
relaciones jurídicas del contrato de trabajo; que al procla-
marlo y admitirlo así, el Tribunal a quo, no ha hecho más 
que aplicarle correctamente a los hechos de la causa los 
artículos 1 y 3 de la Ley No. 637, Sobre Contratos de Tra-
bajo, entonces vigente, sin que se incurriese en la viola-
ción del artículo 36 de la misma Iey, el cual no pudo ser 
aplicado en la especie, en razón de que no se estaba en 
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presencia de uno de los contratos regidos por dicho cánon 
.lgal; • 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 1 
' de la Ley Orgánica de Enseñanza Pública, invocada en el 

segundo medio, que el recurrente pretende que "al asegu-
rar él Juez a quo que es el Departamento de Educación 
quién da el carácter de Oficial o Semi Oficial a las escue-
las, está desconociendo dicha disposición legal"; pero 

'Considerando que el proclamar el juez a quo en la sen-
tencia, impugnada que "la Escuela Normal de Hato Mayor 
ha adquirido el carácter de Semi-oficial, porque así lo ha 
dispuesto el Departamento de Educación", no ha podido 
incurrir en la violación del artículo 1 de la Ley Orgánica 
de Enseñanza Pública, pues dicho texto legal lo que hace 
es clasificar la enseñanza y determinar que ésta se reputa 
semioficial cuando se sostiene en parte con fondos públi-
cos, y sí, como se expresa en el fallo impugnado, el De-
partamento de Educación le ha atribuído ese carácter, ha 
sido necesariamente por la circunstancia de que dicho plan- 

, tel está subvencionado por el Estado; que, además, esta 
circunstancia no puede influir en la decisión del caso, pues 
para rechazar la demanda de Julio César Morales Carbuc-
cia bastaba, como lo hizo el juez a quo, en dejar bien es-
tablecido en su sentencia que no existían en la especie los 
lazos de subordinación que caracterizan el contrato de tra-
bajo; 

Considerando, en cuanto a la desnaturalización de los 
.hechos y a la contradicción de motivos, invocadas en el 
pfimero y cuarto medios del recurso, que el examen de la 
sentencia impugnada, que está legalmente justificada, no 
revela la desnaturalización de los hechos y circunstancias 
de la causa, ni tampoco la contradicción de motivos alega-
da por el recurrente; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el medio de 
inadmisión propuesto por el Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; SEGUNDO: Rechaza el recurso de ca- 

ión interpuesto por Julio César Morales Carbuccia, con- 
tra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de El Seybo de fecha once de abril de 1951, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y TERCERO: Condena al recurrente al pago de las costas 
cuya distracción se ordena en provecho +del Dr. Primitivo 
Santaría Hirujo, abogado del intimado, quien afirma ha- 
berlas avanzado. 

(Firmados) H. Herrera Billini. J. Tomás Mejía.— Fco. 
Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.-- 
G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Nés-
tor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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rar el Juez a quo que es el Departamento de Educación 
quien da el carácter de Oficial o Semi Oficial a las escue- 

- -•las, está desconociendo dicha disposición legal"; pero 
'Considerando que el proclamar el juez a quo en la sen-

tencia, impugnada que "la Escuela Normal de Hato Mayor 
ha adquirido el carácter de Semi-oficial, porque así lo ha 
dispuesto el Departamento de Educación", no ha podido 
incurrir en la violación del artículo 1 de la Ley Orgánica 
de Enseñanza Pública, pues dicho texto legal lo que hace 
es clasificar la enseñanza y determinar que ésta se reputa 
semioficial cuando se sostiene en parte con fondos públi-
cos, y sí, como se expresa en el fallo impugnado, el De-
partamento de Educación le ha atribuído ese carácter, ha 
sido necesariamente por la circunstancia de que dicho plan- 

, tel está subvencionado por el Estado; que, además, esta 
circunstancia no puede influir en la decisión del caso, pues 
para rechazar la demanda de Julio César Morales Carbuc-
cia bastaba, como lo hizo el juez a quo, en dejar bien es-
tablecido en su sentencia que no existían en la especie los 
lazos de subordinación que caracterizan eI contrato de tra-
bajo; 

Considerando, en cuanto a la desnaturalización de los 
.hechos y a la contradicción de motivos, invocadas en el 
primero y cuarto medios del recurso, que el examen de la 
sentencia impugnada, que está legalmente justificada, no 
revela la desnaturalización de los hechos y circunstancias 
de la causa, ni tampoco la contradicción de motivos alega-
da: por el recurrente; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el medio de 
inadmisión propuesto por el Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; SEGUNDO: Rechaza el recurso de ca- 

s ición interpuesto por Julio César Morales Carbuccia, con-
tra sentencia del Juzgado de Primeri Instancia del Distri-
to Judicial de El Seybo de fecha once de abril de 1951, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y TERCERO: Condena al recurrente al pago de las costas 
cuya distracción se ordena en provecho -del Dr. Primitivo 
Santaria Hirujo, abogado del intimado, quien afirma ha-
berlas avanzado. 

(Firmados) H. Herrera Billini. J. Tomás Mejía.— Feo. 
Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.-- 
G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Nés-
tor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral. 

111, 	La presente sentencia ha sido dada s firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. de Santiago, en grado de 

apelación, de fecha 2 de Junio de 1950 

Materia: Civil 

Recurrente: Juan Agustín Vargas. Abogado: Lic. José Miguel 

Pereyra Goico. 

Intimado: José de la Cruz Madera Durán. Abogado: Lic. Lorenzo 

Casanova hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Primer Sustituto de Presidente, en 
funciones de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de ,Santo Domingo, hoy día trein-
ta del mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, 

años 109' de la Independencia, 89' de la Restauración y 22' 
de la Era de Trujillo dicta en audiencia pública, .como cor-
te de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan 

Agustín Vargas, dominicano, mayor de edad, agricultor, 
domiciliado y residente en el poblado de Mao, portador de 
la cédula personal de identidad número 1125, serie 23, se-
llo número 23552, contra sentencia de la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de  Santiago, de fecha dos de junio de mil nove-
cientos cincuenta, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Doctor Narciso Abréu Pagán, portador de la 

cédula personal de identidad número 28556, serie 1, sello 
número 1030, en representación del Lic. Lorenzo Casano-
va hijo, cédula personal de identidad número 2673, serie 
1, sello número 1371, abogado de la parte intimada, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Procurador General de la Repú-
blica; 

Visto el memorial de casación presentado por el Lic. 
José Miguel Pereyra Goico, portador de la cédula personal 
de identidad número 2958, serie 31, sello número 260818, 
abogado de la parte recurrente, en el cual se alegan las 
violaciones de la Ley que luego se indican; 

Visto el Memorial de defensa presentado por el Lic. 
Lorenzo Casanova hijo, abogado de la parte recurrida, Jo-
sé de la Cruz Madera Durán, dominicano, mayor de edad, 
soltero, agricultor, domiciliado y residente en Amina, de 
la común de Valverde, Provincia de Santiago, portador de 
la cédula personal de identidad número 428, serie 34, sello 
húmero 156241; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil, 1325 y 1715 del Código Civil, y 1 y 71 de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha 26 de octubre del año mil nivecientos cua-
renta y nueve, José de la Cruz Madera, citó por ministerio 
de alguacil a Juan Agustín Vargas, para comparecer por 
ante el Juzgado de Paz de la Común de Valverde, a fin de 
que oyera pronunciar la resolución de un contrato de 
arrendamiento, con todas sus consecuencias, de un predio 
de terreno de unas 300 tareas dentro del D. C. No. 4 del 
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sitio de Amina, común de Valverde, provincia de Santiago 
con los. linderos siguientes: al Norte una parcela propiedad 
del arrendador; al Este terreno que ocupa Julio Nova; al 
Sur y al Oeste, río Amina; b) que esta acción se fundaba 
en el incumplimiento por parte del arrendatario en cuan-
to al pago del precio, que se convino fuera pagado el día 
primero dé cada año, con la entrega de 200 quintales de 
arroz, descascarado, blanco y ensacado,, libres de todo cos-
to; mas 20 (veinte) qúintales de afrecho al mismo tiempo 
que la entrega del arroz; c) que en la audiencia fijada para 
el conocimiento de la demanda, el deniandado opuso, prin-

cipalmente, 1ro. la  nulidad del emplazamiento por no in-
dicar éste la persona a quien se entregó la copia del mis-

mo; 2do. la  inexistencia del contrato escrito de arrenda-
miento, por no haber sido firmada ni hecha en doble origi-
nal, y 3ro. que se rechazara la demanda en resolución, pa-
go del precio y desalojo inmediato, por improcedente y mal 
fundada; d) que esta demanda fué resuelta por sentencia 
de fecha diez y seis de diciembre del mil novecientos cua-
renta y nueve, cuyo dispositivo figura transcrito en la sen-
tencia impugnada; 

Considerando que contra esta sentencia interpuso re-
curso de apelación Juan Agustín Vargas, y la Cámara de 
lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, apoderada de este recurso, 

'la falló por la sentencia ahora atacada, con el dispositivo 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y de-
clara bueno y válido en cuanto a la forma el presente re-
curso de apelación; SEGUNDO: Que debe declarar y de-
clara el defecto contra el señor José de la Cruz Durán, por 
no haber comparecido a la audiencia su abogado constituí-
do, Lic. Lorenzo Casanova hijo; TERCERO: Que por las 
razones expuestas debe rechazar y rechaza los alegatos de 
la parte intimante señor Juan Agustín Vargas, en el sen -

tido que se declare nulo y sin ningún valor ni efecto el 
acto de emplazamiento de fecha veintiséis de octubre de 
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rail novecientos cuarentinueve, notificado por el Ministe- 
rial Manuel M. Jerez; que en consecuencia, procede con- 
firmar en todas sus partes la sentencia dictada por el Juz- 

k gado de Paz de Valverde en fecha dieciséis de diciembre 
de mil novecientos cuarenta y nueve, cuyo dispositivo re- 
za así: 'FALLA: PRIMERO: Que debe rechazar y rechaza 
por improcedente y mal fundado el incidente relativo a la 
nulidad del emplazamiento de fecha veinte y seis del mes 
de octubre del año mil novecientos cuarenta y nueve, pro-

; puesto por el demandado, señor Juan Agustín Vargas: SE- 
GUNDO: Que debe declarar y declara aue el contrato de 
arrendamiento de fecha cuatro de marzo de mil novecien-
tos cuarenta y ocho, no es inexistente como invoca el de-
mandado Juan Agustín Vargas, sino regular y oponible a 
su respecto; TERCERO: Que debe declarar y declara res-
cindido por falta de pago del precio de los arrendamientos 

Lel mencionado contrato de fecha cuatro de marzo del año 
mil novecientos cuarenta y ocho; Ordenando, en conse- 
cuencia, el desalojo inmediato del predio arrendado a car- 
go del arrendatario en falta señor Juan Agustín Vargas, 
y condenando a éste al pago inmediato a favor del arren- 
dador señor José de la Cruz Madera Durán, del precio del 
arrendamiento no pagado, en naturaleza o en su equiva- 
lente en dinero según los precios en el mercado en relación 
con la época en que -dicho arrendatario debió hacer las 
entregas de arroz y afrecho; así como al pago de los inte- 
reses legales a partir de la fecha de la demanda; CUARTO: 
Que debe ordenar y ordena la ejecución provisional y sin. 
fianza de esta sentencia, no obstante cualquier recurso le- 
gal contra la misma; QUINTO: que debe condenar y con 
dena, al señor Juan Agustin Vargas, quien sucumbe, al pa- 
go de las costas de este procedimiento", y SEXTO: Que de- 
be condenar y condena al señor Juan Agustín Vargas, aI 
pago de las costas"; 

Considerando que contra este fallo el recurrente ale-
ga: PRIMERO: violación del artículo 1325 del Código Ci- 
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vil; SEGUNDO: violación del artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil, por falta de base legal al acojer con-
clusiones no presentadas por el apelante; y TERCERO: vio-
lación del artículo 1715 del Código Civil; 

Considerando en cuanto al primer medio, por el cual 
se alega que al no saber firmar el arrendador, quien sólo 
puso sus impresiones digitales, en el acta no se cumplió 
con lo dispuesto por el artículo 1325, del Código Civil, que 
exije el doble original para las convenciones sinalagmáti- 

cas; 
Considerando que en la especie es cierto que el arren-

dador no suscribió el contrato a que se ha hecho referen-
cia, por no saber firmar, pero sí lo suscribió el arrendata-
rio, quien además entró en posesión del predio arrendado, 
cultivándolo y recogiendo las cosechas; que al haber sido 
ejecutado por su parte el contrato, el recurrente no puede 
oponer ese vicio de forma, según lo dispone la parte final 
del mencionado artículo, como lo comprobó el Juez del 

fondo; 

Considerando que por el tercer medio se alega la vio- 
• lación del artículo 1715 del Código Civil en razón de que 

siendo inexistente el contrato por falta de la firma del 
arrendador, no se puede admitir ningún medio de prueba 
para llegar al establecimiento del contrato; 

Considerando que el artículo cuya violación se invo-
ca, dispone que si el arrendamiento verbal no ha recibido 
ninguna ejecución y una de las partes lo niega no se reci-
birá prueba por testigos por muy módico que sea el 
precio, aunque se alegue haber dado señal; que en la hi-
pótesis de que este contrato se considerare verbal, la pre-
tensión del recurrente no podría ser acogida en razón de 
que él mismo dió ejecución al contrato en la forma en que 
se ha dicho en el considerando anterior; que, además de 
ser redactado y firmado por él, sirve de prueba por escrito 

contra el mismo; 

Considerando que por el segundo medio, se alega la 
violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci- 
vil por falta de base legal al acoger conclusiones no pre- 
sentadas por el apelante en razón de que en apelación él 
se limitó a "pedir fuera declarado nulo el emplazamiento 
introductivo de instancia, y el tribunal no solamente re- 
chazó este medio, sino que además estatuyó al fondo, con- 
firmando la sentencia apelada que estatuía al fondo"; 

Considerando que el artículo 141 invocado como vio-
lado se limita a exigir entre otras formalidades que deben 
cumplirse en la redacción de las sentencias, la consigna-
ción de las conclusiones de las partes, la exposición suma-
ria de los puntos de hecho y de derecho, los fundamentos 
y el dispositivo; que tales formalidades han sido cumpli-
das; pero como también se afirma, sin indicar las disposi-
ciones de la ley, que al fallar como se ha dicho, el Juez se 
excedió en su "poder de juzgamiento" para concederle al 
intimado cosas que el apelante en ningún momento tuvo 
agravios de ellas, ni las mencionó en su querella contra 
la sentencia del Juez del primer grado"; que tal confesión 
demuestra que los puntos de la sentencia apelada que fue-
ron confirmados como consecuencia del rechazamiento de 
la excepción de nulidad que ya se ha dicho, no justifican 
el interés del recurrente para atacarlos, pues pudo haber 
concluido de modo subsidiario en la apelación, en cuanto 
al fondo; que al no hacerlo así queda evidenciado que si 
la excepción hubiera sido acogida, la sentencia apelada hu-
biese quedado anulada, con lo cual se satisfacía el interés 
del apelante; pero al ser, como lo fué, bien rechazada, no 
tenía el recurrente otro medio que impugnar principal-
mente la sentencia, objeto de este recurso, por violación 
del artículo 61 del Código de Procedimiento Civil, lo que 
no hizo ante el Juez de la apelación; 

Considerando: que declarado válido el emplazamien-
to y al no concurrir el intimado a la audiencia, lo proce-
dente era confirmar el fallo apelado, a pesar del defecto 
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to y al no concurrir el intimado a la audiencia, lo proce-
dente era confirmar el fallo apelado, a pesar del defecto 
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hecho por el intimado, porque de, otro modo, aunque deci-
dido solamente lo que concernía a la excepción, la senten-
cia habría quedado firme sobre el fondo, ya que como 
ha expresado, el apelante no presentó agravios contra 
resuelto respecto al fondo en primera instancia; 

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Juan Agustín Vargas, contra sen-
tencia de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha 
dos de junio de mil novecientos cincuenta, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo, y SEGUNDO: 
condena a dicho recurrente al pago de las costas, distra-
yéndolas en favor del Lic. Lorenzo Casanova hijo, quien 
afirma estarlas avanzando en su mayor parte"; 

(Firmados) Juan Tomás Mejía.— Feo. Elpidio Be- 

ras.— Rafael Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. 
Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto ,Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 11 

 fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1952 
• 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
9 de noviembre- de 1950. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Pablo Bruzaud Yumar. Abogado: Lic. R. A. Jorge 
Rivas. 

Intimado: Dr. Armando Houellemont y Lidia Candelario de Houe-
llemott. Abogado: Dr. J. M. González M. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

- En Nombre 0.  la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 

jillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día treinta del 
es de abril de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9 

 de la Independencia, 899 de la Restauración y 229 de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pablo 
Bruzaud Yumar, mayor de edad, casado, industrial, norte-
americano, portador de la cédula personal de identidad No. 
391, serie 31, sello No. 157366, domiciliado y residente en 
la ciudad de Santiago -de los Caballeros, contra sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha 
nueve de noviembre de mil novecientos cincuenta, cuyo 
dispositivo se copia después; 
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hecho por el intimado, porque de otro modo, aunque deci.. 
dido solamente lo que concernía a la excepción, la sen 
cia habría quedado firme sobre el fondo, ya que como se 
ha expresado, el apelante no presentó agravios contra lo 
resuelto respecto al fondo en primera instancia; 

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Juan Agustín Vargas, contra sen-
tencia de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha 
dos de junio de mil novecientos cincuenta, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo, y SEGUNDO: 
condena a dicho recurrente al pago de las costas, distra-
yéndolas en favor del Lic. Lorenzo Casanova hijo, quien 
afirma estarlas avanzando en su mayor parte"; 

(Firmados) Juan Tomás Mejía.— Fco. Elpidio Be-
ras.— Rafael Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. 
Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto ,Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1952 

entencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
9 de noviembre- de 1950. 	• 

Materia: Civil. 

currente: Pablo Bruzaud Yumar. Abogado: Lic. R. A. Jorge 
Rivas. 

Intimado: Dr. Armando Houellemont y Lidia Candelario de Houe-
Ilemo•t. Abogado: Dr. J. M. González M. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre cte la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
'Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día treinta del 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9 

 de la Independencia, 899  de la Restauración y 229 de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pablo 
Bruzaud Yumar, mayor de edad, casado, industrial, norte-
americano, portador de la cédula personal de identidad No. 
391, serie 31, sello No. 157366, domiciliado y residente en 
la ciudad de Santiago -de los Caballeros, contra sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha 
nueve de noviembre de mil novecientos cincuenta, cuyo 
dispositivo se copia después; 
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Visto 

dula personal de identidad No. 2158, serie 31, sello 
. No. 

 el memorial de casación suscrito por el Lic. 1-1.. A 
Jorge Rivas, abogado del recurrente, en fecha siete de fe-
brero de mil novecientos cincuenta y uno, en el cual se 

vocan los medios que luego se indican; 
Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. José 

 

María González M., abogado de la parte intimada, en fecha 
veintitres de noviembre de mil novecientos cincuenta 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- uno; 

berado y vistos los artículos 1384 y 2271, párrafo único, del 
Código Civil, modificado por la Ley No. 585, de 1941; 14 
dela No. 385, de 1932; 133 del Código de Procedimien

-

to C 
Ley 

 ivil; y 1 y 71 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-

sación; Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente 1) Que con motivo de la demanda intentada en 
fecha seis de mayo de mil novecientos cuarentinueve, por 

los esposos Armando Pablo Bruzaud Yumar, la Cámara Ci- 

4136, en representación del Lic. R. A. Jorge Rivas, porta- 
dor de la cédula personal de identidad No. 4291, serie 31, 
sello No. 134983, abogado del recurrente, en la lectura de 

sus conclusiones; 
Oído el Dr:. Froilán J. R. Tavares, portador de la ce- 

dula personal de identidad No. 45881, serie lra., sello No. 
317, en representación del Dr. J. M. González M., portador 
de la cédula personal de identidad No. 43262, serie 1, sello 
No. 296, abogado de la parte intimada Dr. Armando Houe- 
llemont y Lidia Candelario de Houellemont, portadores de 
las cédulas personales de identidad Nos. 1532, serie 31; y 
1524, serie 31, respectivamente, en la lectura de sus con- 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General clusiones; 

de la República; 

vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, dictó en fecha veintinueve de 
noviembre.  de 1949, una sentencia con el siguiente dispositi-
vo "PRIMERO: Que por las razones expuestas, debe decla-
rar y declara buena y válida la demanda en reclamación 
de daños y perjuicios intentada por los esposos Dr. Arman- 
do Houellemont y Lidia C. de Houellemont contra el señor 
Pablo Bruzaud Yumar, en ocasión de una colisión de dos 
vehículos propiedad respectivamente de ambas partes en 
litis; SEGUNDO: que debe condenar y condena al señor 
Pablo Bruzaud Yumar al pago de la suma de Doscientos 
Pesos Oro (RD$200.00) como justa reparación por los daños 
ocasionados por la guagua Ford número 3552 al automóvil 
placa número 1651 propiedad de los demandantes en ocasión 
de la colisión entre ambos vehículos ocurrida el día treinta 
y uno de octubre de mil novecientos cuarenta y ocho; 
TERCERO: que debe condenar y condena al señor Pablo 
Bruzaud Yumar al pago de las costas, las cuales se declaran 
distraídas en provecho del Dr. José María González M., 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 2) Que 
para conocer de la apelación interpuesta por Pablo Bruzaud 
Yumar, la Corte de Apelación de Santiago, apoderada del 
recurso, ordenó la comparecencia personal de las par-
tes, y después de realizada esta medida de instrucción, se 
celebró la audiencia del 16 de septiembre de 1950, en la 
cual el abogado del apelante concluyó, de modo principal, 
pidiendo que "se declare inadmisible, por encontrarse pres-
crita al tiempo de ser introducida, la acción en responsabi-
lidad de que se trata"; y 3) Que, posteriormente, la Corte 
a qua dictó la sentencia ahora impugnada en casión, la 
cual contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
que debe declarar y declara, regular y válido en cuanto a 
la forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: en 
cuanto al fondo, que debe rechazar y rechaza, dicho recur-
so, por improcedente y mal fundado; Tercero: que debe con-
firmar, como confirma en todas sus partes, la sentencia 
pronunciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. Juan Tomás Lithow portador de la cé- 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. Juan Tomás Lithgow, portador de la

.  cé-

dula personal de identidad No. 2158, serie Rivas , 
31, 

 sellporta 
o No. 

4136, en representación del Lic. R. A. Jorge 
dor de la cédula personal de identidad No. 4291, serie 31, 
sello No. 134983, abogado del recurrente, en la lectura de 

sus conclusiones; 
Oído el Dr:. Froilán J. R. Tavares, portador de la ce. 

dula personal de identidad No. 45881, serie lra., sello No. 

317, en representación del D 43262, serie 1,
r. J. M. González M., portador ( 

de la cédula personal de identidad No. sello 
No. 296, abogado de la parte intimada Dr. Armando Houe-
llemont y Lidia Candelario de Houellemont, po de 
las cédulas personales de identidad Nos. 1532, serie 31; y 
1524, serie 31, respectivamente, en la lectura de sus con-

clusiones;  el dictamen del Magistrado Procurador General clusiones; 

de la República; Visto el memorial de casación suscrito por el Lic. R. A 
Jorge Rivas, abogado del recurrente, en fecha siete de fe-
brero de mil novecientos cincuenta y uno, en el cual se 

inl 

vocan los medios que luego se indican; 
Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. José 

María González M., abogado de la parte intimada, en fecha 
veintitres de noviembre de mil novecientos cincuenta y 

La Suprema Corte de Justicia, después de ab e 
hr e- uno; 

e 	
y vistos los artículos 1384 y 2271, párrafo único, de 

Código Civil, modificado por la Ley No. 585, de 1941; 14 
de la Ley No. 385, de 1932; 133 del Código de Procedde imiCa- 

en- 

to Civil; y 1 y 71 de la Ley Sobre Procedimiento 

Considerando que en la sentencia impugnada consta sación; 

lo siguiente 1) Que con motivo de la demanda intentada 
en 

fecha seis de mayo de mil novecientos cuarentinueve, por 
los esposos Armando Houellemont y Lidia Candelario 

dc 

Houellemont, contra Pablo Bruzaud Yumar, la Cámara C1- 

vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, dictó en fecha veintinueve de 
noviembre.  de 1949, una sentencia con el siguiente dispositi-
vo "PRIMERO: Que por las razones expuestas, debe decla-
rar y declara buena y válida la demanda en reclamación 
de daños y perjuicios intentada por los esposos Dr. Arman-
do Houellemont y Lidia C. de Houellemont contra el señor 
Pablo Bruzaud Yumar, en ocasión de una colisión de dos 
vehículos propiedad respectivamente de ambas partes en 
litis; SEGUNDO: que debe condenar y condena al señor 
Pablo Bruzaud Yumar al pago de la suma de Doscientos 
Pesos Oro (RD$200.00) como justa reparación por los daños 
ocasionados por la guagua Ford número 3552 al automóvil 
placa número 1651 propiedad de los demandantes en ocasión 
de la colisión entre ambos vehículos ocurrida el día treinta 
y uno de octubre de mil novecientos cuarenta y ocho; 
TERCERO: que debe condenar y condena al señor Pablo 
Bruzaud Yumar al pago de las costas, las cuales se declaran 
distraídas en provecho del Dr. José María González M., 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 2) Que 
para conocer de la apelación interpuesta por Pablo Bruzaud 
Yumar, la Corte de Apelación de Santiago, apoderada del 
recurso, ordenó la comparecencia personal de las par-
tes, y después de realizada esta medida de instrucción, se 
celebró la audiencia del 16 de septiembre de 1950, en la 
cual el abogado del apelante concluyó, de modo principal, 
pidiendo que "se declare inadmisible, por encontrarse pres-
crita al tiempo de ser introducida, la acción en responsabi-
lidad de que se trata"; y 3) Que, posteriormente, la Corte 
a qua dictó la sentencia ahora impugnada en casión, la 
cual contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
que debe declarar y declara, regular y válido en cuanto a 
la forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: en 
cuanto al fondo, que debe rechazar y rechaza, dicho recur-
so, por improcedente y mal fundado; Tercero: que debe con-
firmar, como confirma en todas sus partes, la sentencia 
pronunciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
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de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en 
atribuciones comerciales, en fecha veinte y nueve de no-
viembre del año mil novecientos cuarenta y nueve, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: que por las ra-
zones expuestas, debe declarar y declara buena y válida la 
demanda en reclamación de daños y perjuicios intentada 
por los esposos Dr. Armando Houellemont y Lidia C. de 
Houellemont contra el señor Pablo Bruzau Yumar, en oca-
sión de una colisióñ de dos vehículos propiedad respectiva-
mente de ambas partes en litis; SEGUNDO: que debe con-
denar y condena al señor Pablo Bruzaud Yumar al pago 
de la suma de Doscientos Pesos Oro (RD$200.00) como jus-
ta reparación por los daños ocasionados por su guagua Ford 
Número 3552 al automóvil placa Número 1651 propiedad 
de los demandantes en ocasión dé la colisión entre ambos 
vehículos ocurrida el día treinta y uno de octubre de mil 
novecientos cuarenta y ocho; TERCERO: que debe conde-
nar y condena al señor Pablo Bruzaud Yumar al pago de 
las costas, las cuales se declaran distraídas en provecho del 
Dr. José María González M., quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad". CUARTO: que debe condenar, como 
condena, al intimante, señor Pablo Bruzaud Yumar, al pago 
de las costas, distrayéndolas en beneficio del Dr. José Ma-
ría González Machado, quien afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "a) Violación de los arts. 2271 y 2272 
del Código Civil e inclusive violación por mala interpreta-
ción y aplicación del art. 14 de la Ley Núm. 385"; "b) Vio-
lación del sagrado derecho de la defensa, y falta de base 

legal"; 
Considerando, en cuanto al primer medio, que las com-

probaciones realizadas por los jueces del fondo ponen de 
manifiesto lo siguiente: 1) Que en fecha treinta y uno de 
octubre de mil novecientos cuarenta y ocho, chocaron en 
el kilómetro . 

55 de la carretera "Duarte", la guagua placa 
No. 3552, propiedad de Pablo Bruzaud Yumar, y el auto- 

móvil placa- No. 1651, propiedad de los esposos Houelle-
mont; 2) Que a consecuencia de dicho accidente el mencio-
nado automóvil sufrió daños de alguna consideración; 3) 
Que con tal motivo, los esposos Huellemont demandaron 
en daños y perjuicios a Pablo Bruzaud Yumar, en fecha seis 
de mayo de mil novecientos cuarenta y nueve, en su cali-
dad de guardián de la cosa inanimada que causó el daño; y 
4) Que el hecho perjudicial que le sirve de fundamento 
esencial a dicha demanda en daños y perjuicios, constituye 
un cuasi delito civil; 

Considerando que el párrafo único del artículo 2271 
del Código Civil dispone que "la acción en responsabilidad 
civil cuasi delictual cuya prescripción no hubiere sido fija-
da por la ley, expresamente, en un período más extenso", 
prescribe a los seis meses; que, habiendo quedado estableci-
do en el fallo impugnado que la colisión de los vehículos 
ocurrió el treinta y uno de octubre de mil novecientos cua-
renta y ocho y que el actual recurrente fué demandado en 
fecha seis de mayo de mil novecientos cuarenta y nueve; 
es evidente que cuando dicha acción fué intentada ya esta- 
ba extinguida por la prescripción de seis meses, establecida 
por el texto legal antes mencionado; 

Considerando que, en tales condiciones, al rechazar la 
Corte a qua la excepción de prescripción opuesta por el ac-
tual recurrente, sobre el fundamento de que la prescripción 
de la acción de que se trata estaba regida por el artículo 14 
de la Ley No. 385, de 1932, sobre accidentes de trabajo, 
hizo una falsa aplicación de esta ley, y desconoció, al mis-
mo tiempo, el repetido artículo 2271 del Código Civil, re-
formado por la Ley No. 585, de 1941, ya que, en la especie, 
no se está en presencia de un daño causado como conse-
cuencia de un accidente de trabajo; 

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de Santiago, del nueve de noviembre 
de mil novecientos cincuenta, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo, y envía el asunto ante la Corte 
de Apelación de La Vega; y SEGUNDO: Condena a la par- 
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de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en 
atribuciones comerciales, en fecha veinte y nueve de no-
viembre del año mil novecientos cuarenta y nueve, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: que por las ra-
zones expuestas, debe declarar y declara buena y válida la 
demanda en reclamación de daños y perjuicios intentada 
por los esposos Dr. Armando Houellemont y Lidia C. de 
Houellemont contra el señor Pablo Bruzau Yumar, en oca-
sión de una colisióñ de dos vehículos propiedad respectiva-
mente de ambas partes en litis; SEGUNDO: que debe con-
denar y condena al señor Pablo Bruzaud Yumar al pago 
de la suma de Doscientos Pesos Oro (RD$200.00) como jus-
ta reparación por los daños ocasionados por su guagua Ford 
Número 3552 al automóvil placa Número 1651 propiedad 
de los demandantes en ocasión de la colisión entre ambos 
vehículos ocurrida el día treinta y uno de octubre de mil 
novecientos cuarenta y ocho; TERCERO: que debe conde-
nar y condena al señor Pablo Bruzaud Yumar al pago de 
las costas, las cuales se declaran distraídas en provecho del 
Dr. José María González M., quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad". CUARTO: que debe condenar, como 
condena, al intimante, señor Pablo Bruzaud Yumar, al pago 
de las costas, distrayéndolas en beneficio del Dr. José Ma-
ría González Machado, quien afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte"; 

. Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "a) Violación de los arts. 2271 y 2272 
del Código Civil e inclusive violación por mala interpreta-
ción y aplicación del art. 14 de la Ley Núm. 385"; "b) Vio-
lación del sagrado derecho de la defensa, y falta de base 

legal"; 
Considerando, en cuanto al primer medio, que las com-

probaciones realizadas por los jueces del fondo ponen de 
manifiesto lo siguiente: 1) Que en fecha treinta y uno de 
octubre de mil novecientos cuarenta y ocho, chocaron en 
el kilómetro . 

55 de la carretera "Duarte", la guagua placa 
No. 3552, propiedad de Pablo Bruzaud Yumar, y el auto- 
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móvil placa. No. 1651, propiedad de los esposos Houelle-
mont; 2) Que a consecuencia de dicho accidente el mencio-
nado automóvil sufrió daños de alguna consideración; 3) 
Que con tal motivo, los esposos Huellemont demandaron 
en daños y perjuicios a Pablo Bruzaud Yumar, en fecha seis 
de mayo de mil novecientos cuarenta y nueve, en su cali-
dad de guardián de la cosa inanimada que causó el daño; y 
4) Que el hecho perjudicial que le sirve de fundamento 
esencial a dicha demanda en daños y perjuicios, constituye 
un cuasi delito civil;. 

Considerando que el párrafo único del artículo 2271 
del Código Civil dispone que "la acción en responsabilidad 
civil cuasi delictual cuya prescripción no hubiere sido fija-
da por la ley, expresamente, en un período más extenso", 
prescribe a los seis meses; que, habiendo quedado estableci-
do en el fallo impugnado que la colisión de los vehículos 
ocurrió el treinta y uno de octubre de mil novecientos cua-
renta y ocho y que el actual recurrente fué demandado en 
fecha seis de mayo de mil novecientos cuarenta y nueve; 
es evidente que cuando dicha acción fué intentada ya esta- 
ba extinguida por la prescripción de seis meses, establecida 
por el texto legal antes mencionado; 

• Considerando que, en tales condiciones, al rechazar la 
Corte a qua la excepción de prescripción opuesta por el ac-
tual recurrente, sobre el fundamento de que la prescripción 
de la acción de que se trata estaba regida por el artículo 14 
de la Ley No. 385, de 1932, sobre accidentes de trabajo, 
hizo una falsa aplicación de esta ley, y desconoció, al mis-
mo tiempo, el repetido artículo 2271 del Código Civil, re-
formado por la Ley No. 585, de 1941, ya que, en la especie, 
no se está en presencia de un daño causado como conse-
cuencia de un accidente de trabajo; 

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de Santiago, del nueve de noviembre 
de mil novecientos cincuenta, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo, y envía el asunto ante la Corte 
de Apelación de La Vega; y SEGUNDO: Condena a la par- 
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te intimada al pago de las costas, cuya distracción se orde-
na en provecho del Lic. R. A. Jorge Rivas, quien afirma 
haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-

neral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él'expresados, y fué 
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1952 

Materia: Trabajo. 

áz.] 
Recurrente: Juan Eustaquio Alcántara. Abogado: Dr. Rafael 

Duarte Pepín. 

Intimado: Ozama Sugar Company Limited. Abogado: Dr. Luis 

R. del Castillo M. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo  
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Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y Néstor 
Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día treinta del mes de abril de mil 
novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 899 de la Restauración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan 
Eustaquio Alcántara, dominicano, mayor de edad, soltero, 
obrero, domiciliado y residente en la sección de Cansino, 
del Distrito de Santo Domingo, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 37711, serie lra., con sello de 
renovación número 583746, contra sentencia de la Cámara 
de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha veintitrés 
de junio` de mil novecientos cincuenta; 

Sentencia impugnada: Cámara de lo Civil y Comercial del Juzga-

do de Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en 
funciones de Tribunal de Trabajo en segundo grado, de 

fecha 23 de junio de 1950. 

BOLETÍN JUDICIAL 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el abogado del recurrente, Doctor Rafael Duarte 
Pepín, portador de la cédula personal de identidad número 
24776, serie 31, con sello de renovación número 1311, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Augusto Luis Sánchez S. portador de la 
cédula personal de identidad número 44218, serie lra., con 
sello número 730, en representación del Dr. Luis R. del Cas-
tillo M., portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 40583, serie lra., con sello de renovación número 640, 
abogado de la parte intimada, la Ozama Sugar Company, 
Limited, compañía comercial, con domicilio social en el Ba-
tey principal del Central Ozama, San Luis, Distrito de 
Santo Domingo, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Doctor 
Rafael Duarte Pepín, abogado del recurrente; 
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1. 

te intimada al pago de las costas, cuya distracción se orde-
na en provecho del Lic. R. A. Jorge Rivas, quien afirma 
haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo_ 
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él'expresados, y fue 
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Cámara cíe lo Civil y Comercial del Juzga-
do de Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en 
funciones de Tribunal de Trabajo en segundo grado, de 
fecha 23 de junio de 1950. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Juan Eustaquio Alcántara. Abogado: Dr. Rafa , 
 Duarte Pepín. 

Intimado: Ozama Sugar Company Limited. Abogado: Dr. Luis 
R. del Castillo M. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 

Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Moret, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y Néstor 
Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día treinta del mes de abril de mil 
novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 
899 de la Restauración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan 
Eustaquio Alcántara, dominicano, mayor de edad, soltero, 
obrero, domiciliado y residente en la sección de Cansino, 
del Distrito de Santo Domingo, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 37711, serie Ira., con sello de 
renovación número 583746, contra sentencia de la Cámara 
de lo Civil y Comercial del Juzgado de'Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha veintitrés 
de junio' de mil novecientos cincuenta; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el abogado del recurrente, Doctor Rafael Duarte 
pín, portador de la cédula personal de identidad número 

, 776, serie 31, con sello de renovación número 1311, en 
I.. lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Augusto Luis Sánchez S. portador de la 
cédula personal de identidad número 44218, serie lra., con 
sello número 730, en representación del Dr. Luis R. del Cas-
tillo M., portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 40583, serie ira., con sello de renovación número 640, 
abogado de la parte intimada, la Ozama Sugar Company, 
Limited, compañía comercial, con domicilio social en el Ba-
tey principal del Central Ozama, San Luis, Distrito de 
Santo Domingo, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Doctor 
Rafael Duarte Pepín, abogado del recurrente; 
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te intimada al pago de las costas, cuya distracción se orde-
na en provecho del Lic. R. A. Jorge Rivas, quien afirma; 
haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. M o. 
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.-- 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gt 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él'expresados, y fué 
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Cámara de lo Civil y Comercial del Juzga-
do de Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, en 
funciones de Tribunal de Trabajo en segundo grado, de 
fecha 23 de junio de 1950. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Juan Eustaquio Alcántara. Abogado: Dr. Rafael 
Duarte Pepín. 

Intimado: Ozama Sugar Company Limited. Abogado: Dr. 
R. del Castillo M. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 

Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
More', Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y Néstor 
Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día treinta del mes de abril de mil 
novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 
89° de la Restauración y 22 9  de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan 
Eustaquio Alcántara, dominicano, mayor de edad, soltero, 
obrero, domiciliado y residente en la sección de Cansino. 
del Distrito de Santo Domingo, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 37711, serie lra., con sello de 
renovación número 583746, contra sentencia de la Cámara 
de lo Civil y Comercial del Juzgado de'Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha veintitrés 
de junio' de mil novecientos cincuenta; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el abogado del recurrente, Doctor Rafael Duarte 
.1._,Pepín, portador de la cédula personal de identidad número 

24776, serie 31, con sello de renovación número 1311, en 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Augusto Luis Sánchez S. portador de la 
cédula personal de identidad número 44218, serie lra., con 
sello número 730, en representación del Dr. Luis R. del Cas-
tillo M., portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 40583, serie lra., con sello de renovación número 640, 
abogado de la parte intimada, la Ozama Sugar Company, 
Limited, compañía comercial, con domicilio social en el Ba-
tey principal del Central Ozama, San Luis, Distrito de 
Santo Domingo, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Doctor 
Rafael Duarte Pepín, abogado del recurrente; 
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Visto el memorial de defensa depositado por el Doctor 
Luis H. del Castillo M., abogado de la intimada; 

Visto el memorial de ampliación presentado por el abo- 

gado del recurrente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículo 51 de la Ley No. 637, del año 
1944, sobre Contratos de Trabajo, 87, 133, 141, 403, 405 
y 443 del Código de Procedimiento Civil; 17 de la Ley de 
Organización Judicial; 1 y 2 de la Ley No. 427, del año 
1941, sobre vacaciones; y 1, 24 y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: a) "que, en ocasión de la demanda" en pago 
de pre-aviso, auxilio de cesantía e indemnización" intenta-
da por el señor Juan Eustaquio Alcántara, contra la Ozama 
Sugar Company Limited, el Juzgado de Paz de la Cuarta 
Circunscripción de este Distrito Judicial de Santo Domingo,' 
apoderado de la misma, por su sentencia u ordenanza de 
fecha dos del mes de diciembre del año mil novecientos 
cuarenta y nueve, Falló: PRIMERO: que debe condenar y 
efectivamente condena a la Ozama Sugar Company, Ltd. a 
pagarle al señor Juan Eustaquio Alcántara, parte deman-
dante, los salarios que éste percibiría durante un mes, de 
estar vigente el contrato o sea la suma de Treinta y Nueve 
Pesos Oro Dominicano, (RD$39.00) como preaviso. SEGUN-
DO: que debe condenar y efectivamente condena a la mis-
ma Compañía Ozama Sugar Company, pagarle al señor 

Juan Eustaquio , Alcántara, la suma de Setenta y Ocho Pe-
sos Oro Dominicano, (RD$78.00) por concepto de dos meses 
de auxilio de cesantía.— TERCERO: que debe Condenar y 
efectivamente Condena a la Ozama Sugar Company a pa-
garle al señor Juan Eustaquio a título de daños y perjuicios 
la suma de Ciento Diez y Siete Pesos (RD$117.00) equiva-
lente de tres meses de salario. CUARTO: que debe con-
denar y condena a la Compañía Ozama Sugar Company a 
pagarle al señor Juan Eustaquio Alcántara la suma de 
Treinta y Nueve Pesos (RD$39.00) como indemnización por  

haberle negado el disfrute de las vacaciones anuales corres-
pondientes al último año de vigencia del contrato. QUIN-
TO: que debe Condenar y efectivamente Condena a la Oza-
ma Sugar Company, al pago de las costas causadas y por 
causarse hasta la completa ejecución de la sentencia que 
intervenga"; b) "que, por acto de fecha nueve del mes de 
febrero del presente año mil novecientos cincuenta, instru-
mentado por el ministerial Miguel Angel Rodrigo, Alguacil 
de Estrados de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
Juan Eustaquio Alcántara, teniendo como apoderado espe-
cial y abogado constituido al Dr. Rafeal Duarte Pepín, noti-
ficó la sentencia antes mencionada y en cabeza de ese acto 
a la Ózama Sugar Company Limited, notificándole además, 
que "interpone formal recurso de apelación contra la prein-
dicada sentencia, la cual, como se ha dicho antes, se le no-
tifica a mi requeriente por este mismo acto; 3o.— Que mi 
requeriente, señor Juan Eustaquio Alcántara, le cita y em-
plaza para, que comparezca a la audiencia pública que cele-
brará a las nueve (9) horas de la mañana del día veinte 
(20) del mes de marzo del año mil novecientos cincuenta 
(1950), la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
en funciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, en 
su local, sito en un apartamiento de la segunda planta del 
Palacio de Justicia, el cual está ubicado en esta ciudad en 
la manzana comprendida por las calles Benefactor, Arzobis-
po Portes, Francisco J. Peynado y Beller; a fin de que: Aten-
dido: a las razones que hará valer oportunamente mi reque-
riente; Oiga a mi requeriente pedir y al tribunal fallar: 
PRIMERO: Declarar bueno y válido el presente recurso de 
apelación por ser regular en la forma y justo en el fondo; 
SEGUNDO: Reformar la sentencia impugnada por medio 
del presente recurso de apelación y fallar por propia auto-
ridad; a) Condenar a la Ozama Sugar Co., Ltd. a pagarle 
al señor Juan Eustaquio Alcántara la suma principal de 
treinta y nueve pesos (RD$39.00), por concepto de un mes 
de pre-aviso, más los intereses legales de esa cantidad a 
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Visto el memorial de defensa depositado por el Doctor 
Luis H. del Castillo M., abogado de la intimada; 

 

Visto el memorial de ampliación presentado por el abo-

gado del recurrente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículo 51 de la Ley No. 637, del año 
1944, sobre Contratos de Trabajo, 87, 133, 141, 403, 405 
y 443 del Código de Procedimiento Civil; 17 de la Ley de 
Organización Judicial; 1 y 2 de la Ley No. 427, del año 
1941, sobre vacaciones; y 1, 24 y 71 de la Ley sobre Pro-

cedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo que sigue: a) "que, en ocasión de la demanda" en pago 
de pre-aviso, auxilio de cesantía e indemnización" intenta-
da por el señor Juan Eustaquio Alcántara, contra la Ozama 
Sugar Company Limited, el Juzgado de Paz de la Cuarta 
Circunscripción de este Distrito Judicial de Santo Domingo, 
apoderado de la misma, por su sentencia u ordenanza de 
fecha dos del mes de diciembre del año mil novecientos 
cuarenta y nueve, Falló: PRIMERO: que debe condenar y 
efectivamente condena a la Ozama Sugar Company, Ltd. a 
pagarle al señor Juan Eustaquio Alcántara, parte deman-
dante, los salarios que éste percibiría durante un mes, de 
estar vigente el contrato o sea la suma de Treinta y Nueve 
Pesos Oro Dominicano, (RD$39.00) como preaviso. SEGUN-
DO: que debe condenar y efectivamente condena a la mis-
ma Compañía Ozama Sugar Company, pagarle al señor 
Juan Eustaquio Alcántara, la suma de Setenta y Ocho Pe-
sos Oro Dominicano, (RD$78.00) por concepto de dos meses 
de auxilio de cesantía.— TERCERO: que debe Condenar y 
efectivamente Condena a la Ozama Sugar Company a pa-
garle al señor Juan Eustaquio a título de daños y perjuicios 
la suma de Ciento Diez y Siete Pesos (RD$117.00) equiva-
lente de tres meses de salario. CUARTO: que debe con-
denar y condena a la Compañía Ozama Sugar Company a 
pagarle al señor Juan Eustaquio Alcántara la suma de 
Treinta y Nueve Pesos (RD$39.00) como indemnización por  

haberle negado el disfrute de las vacaciones anuales corres- 
pondientes al último año de vigencia del contrato. QUIN- 
TO: que debe Condenar y efectivamente Condena a la Oza- 
ma Sugar Company, al pago de las costas causadas y por 
causarse hasta la completa ejecución de la sentencia que 
intervenga"; b) "que, por acto de fecha nueve del mes de 
febrero del presente año mil novecientos cincuenta, instru-
mentado por el ministerial Miguel Angel Rodrigo, Alguacil 
de Estrados de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
Juan Eustaquio Alcántara, teniendo como apoderado espe-
cial y abogado constituido al Dr. Rafeal Duarte Pepín, noti-
ficó la sentencia antes mencionada y en cabeza de ese acto 
a la ()zaina Sugar Company Limited, notificándole además, 
que "interpone formal recurso de apelación contra la prein-
dicada sentencia, la cual, como se ha dicho antes, se le no-
tifica a mi requeriente por este mismo acto; 3o.— Que mi 
requeriente, señor Juan Eustaquio Alcántara, le cita y em-
plaza para, que comparezca a la audiencia pública que cele-
brará a las nueve (9) horas de la mañana del día veinte 
(20) del mes de marzo del año mil novecientos cincuenta 
(1950), la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
en funciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, en 
su local, sito en un apartamiento de la segunda planta del 
Palacio de Justicia, el cual está ubicado en esta ciudad en 
la manzana comprendida por las calles Benefactor, Arzobis-
po Portes, Francisco J. Peynado y Beller; a fin de que: Aten-
dido: a las razones que hará valer oportunamente mi reque-
riente; Oiga a mi requeriente pedir y al tribunal fallar: 
PRIMERO: Declarar bueno y válido el presente recurso de 
apelación por ser regular en la forma y justo en el fondo; 
SEGUNDO: Reformar la sentencia impugnada por medio 
del presente recurso de apelación y fallar por propia auto-
ridad; a) Condenar a la Ozama Sugar Co., Ltd. a pagarle 
al señor Juan Eustaquio Alcántara la suma principal de 
treinta y nueve pesos (RD$39.00), por concepto de un mes 
de pre-aviso, más los intereses legales de esa cantidad a 
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partir del día 16 de julio de 1949, fecha en que demandó 
judicialmente en cobro de la misma; b) Condenar a la Oza-
ma Sugar Co., Ltd. a pagarle al señor Juan Eustaquio Al-
cántara la suma principal de setenta y ocho pesos (RD$78.- 

00) por concepto de dos meses de auxilio de cesantía, más 
la suma accesoria de los intereses legales de esa cantidad 
a partir del día 16 de julio de 1949, fecha en que demandó 
judicialmente en cobro de la misma; c) Condenar a la Oza-
ma Sugar Co. Ltd., a pagarle al señor Juan Eustaquio Al-
cántara la suma principal de treinta y nueve pesos (RD$ 
39.00), por concepto de un mes de pre-aviso, más los inte-

reses legales de esa cantidad a partir del día 16 de julio de 
1949, fecha en que demandó judicialmente en cobro de la 
misma, d) Condenar a la Ozama Sugar Co. Ltd., a pagarle 
al señor Juan Eustaquio Alcántara la suma principal de 
setenta y ocho pesos (RD$78.00) por concepto de dos meses 
de auxilio de cesantía, más la suma accesoria de los inte-
reses legales de esa cantidad a partir del día 16 de julio de 

1949, fecha en que demandó judicialmente en cobro de la 
misma; e) Condenar a la Ozama Sugar Co. Ltd., a pagarle 
al señor Juan Eustaquio Alcántara la suma principal de 
ciento diez y siete pesos (RD$117.00) equivalente a tres 
meses de salario, a título de indemnización por concepto 
de daños y perjuicios sufridos, más los intereses legales de 
esa cantidad a partir del día 17 de octubre de 1949, fecha 
en que la misma era exigible; TERCERO: Condenar a la 
Ozama Sugar Co. Ltd., a las costas causadas y por causarse 
en ambas instancias hasta la total ejecución de la sentencia 
que intervenga"; f) "que, por acto instrumentado en fecha 
diecisiete del mes de marzo del presente año mil novecien-
tos cincuenta, por el mismo ministerial Miguel Angel Ro-
drigo, Juan Eustaquio Alcántara teniendo siempre como 

apoderado especial y abogado constituído al Dr. Rafael 
Duarte Pepín notificó a la Ozama Sugar Co. Ltd., que: PRI- 

MERO: Desiste formalmente del recurso de apelación inter- 
puesto por él, en fecha nueve (9) de febrero de mil nove- 
cientos cincuenta (1950), por acto No. 85, instrumentado 

por el infrascrito Alguacil, contra la sentencia dictada en -
fecha dos (2) de diciembre de mil novecientos cuarenta y 
nueve (1949), por el Juzgado de Paz de la Cuarta Circuns-
cripción del Distrito Judicial de Santo Domingo, en funcio-
nes de Tribunal de Trabajo de Primer Grado, la cual le no-
tificó mi requeriente, a mi requerida, por el acto pre-indi-
cado, "SEGUNDO: Dá adquiescencia a la sentencia antes 
indicada, y, en consecuencia, renuncia formalmente a im- 
pugnarla por cualquier vía de recurso etc."; d) "que, según 
el acta de no conciliación levantada el día 13 del mes de 
junio del pasado año mil novecientos cuarenta y nueve, 
por el Jefe de las Secciones de Conciliación de la Secretaría 
de Estado del Trabajo, las partes en causa dijeron, respec-
tivamente: Juan Eustaquio Alcántara: que reitera su de-
claración de fecha treinta y uno del próximo pasado mes, 
la cual dice así: 'Que después de tener tres años trabajan-
do, como jardinero en los diferentes chalets del Central 
Ozama Sugar, C. por A., radicado en la sección de San Luis 
del Distrito de Santo Domingo, con salario de RD$1.30 por 
día, ha sido obligado a prestar servicio en el sector de cul-
tivos que es temporero y que al alegar que ese es un traba-
jo distinto al que realizaba ha sido despedido, por lo cual 
reclama por esta vía las prestaciones que le otorga la Ley 
No. 637, sobre contratos de Trabajo; además reclama sus 
vacaciones vencidas el 24 de junio del año 1948.— Lic. 
Eduardo Matos Díaz: "Que la Ozama Sugar Company Lid., 
no ha despedido al obrero reclamante, por tanto puede re-
tornar a su trabajo de cultivo"; 

Considerando que, en fecha veintitrés de junio del año 
mil novecientos cincuenta, la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, pronunció la sentencia ahora impugna-
da, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara admisible, regular y válido el recurso 
de apelación incidental interpuesto por la Ozama Sugar 
Company Limited contra la sentencia del Juzgado de Paz 
de la Cuarta Circunscripción del Distrito Judicial de Santo 
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partir del día 16 de julio de 1949, fecha en que demandó 
judicialmente en cobro de la misma; b) Condenar a la Oza-
ma Sugar Co., Ltd. a pagarle al señor Juan Eustaquio Al-
cántara la suma principal de setenta y ocho pesos (RD$78.- 
00) por concepto de dos meses de auxilio de cesantía, más 
la suma accesoria de los intereses legales de esa cantidad 
a partir del día 16 de julio de 1949, fecha en que demandó 
judicialmente en cobro de la misma; c) Condenar a la Oza-
ma Sugar Co. Ltd., a pagarle al señor Juan Eustaquio Al-
cántara la suma principal de treinta y nueve pesos (RD$ 
39.00), por concepto de un mes de pre-aviso, más los inte-
reses legales de esa cantidad a partir del día 16 de julio de 
1949, fecha en que demandó judicialmente en cobro de la • 
misma, d) Condenar a la Ozama Sugar Co. Ltd., a pagarle 
al señor Juan Eustaquio Alcántara la suma principal de 
setenta y ocho pesos (RD$78.00) por concepto de dos meses 
de auxilio de cesantía, más la suma accesoria de los inte-
reses legales de esa cantidad a partir del día 16 de julio de 
1949, fecha en que demandó judicialmente en cobro de la 
misma; e) Condenar a la Ozama Sugar Co. Ltd., a pagarle 
al señor Juan Eustaquio Alcántara la suma principal de 
ciento diez y siete pesos (RD$117.00) equivalente a tres 
meses de salario, a título de indemnización por concepto 
de daños y perjuicios sufridos, más los intereses legales de 
esa cantidad a partir del día 17 de octubre de 1949, fecha 
en que la misma era exigible; TERCERO: Condenar a la 
Ozama Sugar Co. Ltd., a las costas causadas y por causarse 
en ambas instancias hasta la total ejecución de la sentencia 
que intervenga"; f) "que, por acto instrumentado en fecha 
diecisiete del mes de marzo del presente año mil novecien-
tos cincuenta, por el mismo ministerial Miguel Angel Ro-
drigo, Juan Eustaquio Alcántara teniendo siempre como 
apoderado especial y abogado constituido al Dr. Rafael 
Duarte Pepín notificó a la Ozama Sugar Co. Ltd., que: PRI-
MERO: Desiste formalmente del recurso de apelación inter-
puesto por él, en fecha nueve (9) de febrero de mil nove-
cientos cincuenta (1950), por acto No.. 85, instrumentado 
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por el infrascrito Alguacil, contra la sentencia dictada en 
fecha dos (2) de diciembre de mil novecientos cuarenta y 
nueve (1949), por el Juzgado de Paz de la Cuarta Circuns-
cripción del Distrito Judicial de Santo Domingo, en funcio-
nes de Tribunal de Trabajo de Primer Grado, la cual le no-
tificó mi requeriente, a mi requerida, por el acto pre-indi-
cado, "SEGUNDO: Dá adquiescencia a la sentencia antes 
indicada, y, en consecuencia, renuncia formalmente a im- 
pugnarla por cualquier vía de recurso etc."; d) "que, según 
el acta de no conciliación levantada el día 13 del mes de 
junio del pasado año mil novecientos cuarenta y nueve, 
por el Jefe de las Secciones de Conciliación de la Secretaría 
de Estado del Trabajo, las partes en causa dijeron, respec-
tivamente: Juan Eustaquio Alcántara: que reitera su de-
claración de fecha treinta y uno del próximo pasado mes, 
la cual dice así: 'Que después de tener tres años trabajan-
do, como jardinero en los diferentes chalets del Central 
Ozama Sugar, C. por A., radicado en la sección de San Luis 
del Distrito de Santo Domingo, con salario de RD$1.30 por 
día, ha sido obligado a prestar servicio en el sector de cul-
tivos que es temporero y que al alegar que ese es un traba-
jo distinto al que realizaba ha sido despedido, por lo cual 
reclama por esta vía las prestaciones que le otorga la Ley 
No. 637, sobre contratos de Trabajo; además reclama sus 
vacaciones vencidas el 24 de junio del año 1948.--- Lic. 
Eduardo Matos Díaz: "Que la Ozama Sugar Company Lid., 
no ha despedido al obrero reclamante, por tanto puede re-
tornar a su trabajo de cultivo"; 

Considerando que, en fecha veintitrés de junio del año 
mil novecientos cincuenta, la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, pronunció la sentencia ahora impugna-
da, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara admisible, regular y válido el recurso 
de apelación incidental interpuesto por la Ozama Sugar 
Company Limited contra la sentencia del Juzgado de Paz 
de la Cuarta Circunscripción del Distrito Judicial de Santo 
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Domingo, dictada en fecha dos de diciembre del año mil 
novecientos cuarenta y nueve entre dicha parte y el de-
mandante Juan Eustaquio Alcántara; SEGUNDO: Rechaza 
por infundadas las conclusiones de Juan Eustaquio Alcán-
tara; TERCERO: Revoca en todas sus partes la supradicha 
sentencia apelada; CUARTO: Condena a Juan Eustaquio 
Alcántara al pago de las costas de esta instancia distrayén-
dolas en favor del Lic. Eduardo Matos Díaz, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad; 

Considerando que en apoyo del presente recurso '•:(e 
presentan los medios siguiente: "PRIMER MEDIO: Viola- ' 1, 
ción de las disposiciones combinadas de los artículos 51 de : 
la Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo y 405 del Código j 
de Procedimiento Civil, y, violación del principio de la pu-
blicidad del proceso judicial consagrado por los artículos 
87 del Código de Procedimiento Civil y 17 de la Ley de Or-
ganización Judicial, o, falta de base legal; "SEGUNDO ME- .., 
DIO: Violación por falsa aplicación de los artículos 443 y . 
403 del Código de Procedimiento Civil"; "TERCER ME-
DIO: 

.. 
 Violación del artículo 141 del Código de Procedimien-

to Civil, (Falta de motivos por desconocimiento de los do- . 
cumentos de la causa)"; "CUARTO MEDIO: Violación de 
los artículos 1 y 2 de la Ley No. 437 del 17 de marzo de i 

 1941 sobre Vacaciones y violación del artículo 141 del Có- 1 
digo de Procedimiento Civil, por falta de motivos"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el cual 
se alega la violación de las disposiciones combinadas de tos 
artículos 51 de la Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo 
y 405 del Código de Procedimiento Civil, y la de los artícu-
lbs 87 del Código de Procedimiento Civil y 17 de la Ley 
de Organización Judicial, o falta de base legal, porque "en 
-ninguna parte de la sentencia recurrida consta que el Tri-
bunal a quo celebrase audiencia para conocer del recurso 
de apelación resuelto por dicha sentencia", y porque ésta 
"crea la imposibilidad de comprobar si las disposiciones de 
estos textos fueron cumplidas; y que, "al hacer imposibles  

-sas comprobaciones la sentencia impugnada "carece de ba-
se legal"; pero 

Considerando que en la sentencia de la cal se trata 
expresa que el actual recurrente citó y emplazó a la 

Ozama Sugar Company para que esta compareciera a la au-
diencia pública que sé debía celebrar el día 20 de marzo 
de 1950; que se oyó al alguacil de Estrados en la lectura del 
rol; que los abogados de las partes, incluso el propio recu-
rrente, fueron oídos en la lectura de sus conclusiones; que, 
en esas condiciones, nada hace presumir que la audiencia 
en que se realizó todo lo dicho no hubiese sido pública, y 
antes al contrario, debe entenderse que lo fué, a falta de 
prueba en contra; que al permitir 'el examen de la senten-
cia impugnada determinar con precisión que la audiencia 
en que se conoció de la demanda fué pública, no se incurrió 
en el vicio de falta legal, ni en las demás violaciones alega-
das en el medio que acaba de ser examinado; 

Considerando, en lo que respecta al segundo medio, en 
el cual se aduce que el Juzgado a quo "violó por falsa apli-
cación los artículos 443 y 403 del Código de Procedimiento 
Civil porque "cuando la Ozama Sugar Company Limited 
interpuso el recurso de apelación incidental resuelto por 
la sentencia del Tribunal a quo, ya el pleito no existía, por-
que la instancia estaba extinguida a causa del desistimiento 
puro y simple que de la apelación principal había hecho el 
señor Juan Eustaquio Alcántara"; pero 

Considerando que si bien es cierto que el actual recu-
rrente había desistido de su recurso de apelación contra la 
sentencia dictada, en fecha dos de diciembre de mil nove-
cientos cuarenta y nueve, por el Juzgado de Paz de la 
Cuarta Circunscripción del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, en funciones de Tribunal de Trabajo de Primer Gra-
do, como fué establecido por el Juzgado a quo y a lo que se 
ha hecho referencia en anterior considerando de esta misma 
sentencia, no es menos cierto que también fué establecido 
que tal desistimiento no fué aceptado por la Ozama Sugar 
Company Limited, como resulta de la relación de los hecho 
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Domingo, dictada en fecha dos de diciembre del año mil 
novecientos cuarenta y nueve entre dicha parte y el de-
mandante Juan Eustaquio Alcántara; SEGUNDO: Rechaza 
por infundadas las conclusiones de Juan Eustaquio Alcán-
tara; TERCERO: Revoca en todas sus partes la supradicha 
sentencia apelada; CUARTO: Condena a Juan Eustaquio 
Alcántara al pago de las costas de esta instancia distrayén-
dolas en favor del Lic. Eduardo Matos Díaz, quien afirma 1, 
haberlas avanzado en su totalidad; 

Considerando que en apoyo del presente recurso '..3e 
presentan los medios siguiente: "PRIMER MEDIO: Viola-
ción de las disposiciones combinadas de los artículos 51 de 
la Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo y 405 del Código 
de Procedimiento Civil, y, violación del principio de la pu-
blicidad del proceso judicial consagrado por los artículos 
87 del Código de Procedimiento Civil y 17 de la Ley de Or-
ganización Juditial, o, falta de base legal; "SEGUNDO ME-
DIO: Violación por falsa aplicación de los artículos 443 y 
403 del Código de Procedimiento Civil"; "TERCER ME-
DIO: Violación del artículo 141 del Código de Procedimien-
to Civil, (Falta de motivos por desconocimiento de los do-
cumentos de la causa)"; "CUARTO MEDIO: Violación de 
los artículos 1 y 2 de la Ley No. 437 del 17 de marzo de 
1941 sobre Vacaciones y violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil, por falta de motivos"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el cual 
se alega la violación de las disposiciones combinadas de los 
artículos 51 de la Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo 
y 405 del Código de Procedimiento Civil, y la de los artícu-
lbs 87 del Código de Procedimiento Civil y 17 de la Ley 
de Organización Judicial, o falta de base legal, porque -en 
«ninguna parte de la sentencia recurrida consta que el Tri-
bunal a quo celebrase audiencia para conocer del recurso 
de apelación resuelto por dicha sentencia", y porque ésta 
"crea la imposibilidad de comprobar si las disposiciones de 
estos textos fueron cumplidas; y que, "al hacer imposibles 

sas comprobaciones la sentencia impugnada "carece de ba-
se legal"; pero 

Considerando que en la sentencia de la cual se trata 
se expresa que el actual recurrente citó y emplazó a la 
Ozama Sugar Company para que esta compareciera a la au-
diencia pública que se debía celebrar el día 20 de marzo 
de 1950; que se oyó al alguacil de Estrados en la lectura del 
rol; que los abogOos de las partes, incluso el propio recu-
rrente, fueron oídos en la lectura de sus conclusiones; que, 
en esas condiciones, nada hace presumir que la audiencia 
en que se realizó todo lo dicho no hubiese sido pública, y 
antes al contrario, debe entenderse que lo fué, a falta de 
prueba en contra; que al permitir el examen de la senten-
cia impugnada determinar con precisión que la audiencia 
en que se conoció de la demanda fué pública, no se incurrió 
en el vicio de falta legal, ni en las demás violaciones alega-
das en el medio que acaba de ser examinado; 

Considerando, en lo que respecta al segundo medio, en 
el cual se aduce que el Juzgado a quo "violó por falsa apli-
cación los artículos 443 y 403 del Código de Procedimiento 
Civil porque "cuando la Ozama Sugar Company Limited 
interpuso el recurso de apelación incidental resuelto por 
la sentencia del Tribunal a quo, ya el pleito no existía, por-
que la instancia estaba extinguida a causa del desistimiento 
puro y simple que de la apelación principal había hecho el 
señor Juan Eustaquio Alcántara"; pero 

Considerando que si bien es cierto que el actual recu-
rrente había desistido de su recurso de apelación contra la 
sentencia dictada, en fecha dos de diciembre de mil nove-
cientos cuarenta y nueve, por el Juzgado de Paz de la 
Cuarta Circunscripción del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, en funciones de Tribunal de Trabajo de Primer Gra-
do, como fué establecido por el Juzgado a quo y a lo que se 
ha hecho referencia en anterior considerando de esta misma 
sentenda, no es menos cierto que también fué establecido 
que tal desistimiento no fué aceptado por la Ozama Sugar 
Company Limited, como resulta de la relación de los hechoá- 
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de ir. causa contenida en la sentencia impugnada; que, en 
tales condiciones, es necesario, proclamar que no quedaba 
suprimido para el demandado el derecho a interponer ape-
lación incidental y que aún podía hacerlo en todo estado 
de causa, como en realidad lo hizo, sin que al admitirla co-
mo apelante y "declarar admisible, regular y válido su re-
curso", por su sentencia impugnada, violara en ella, la Cá-
mara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, los artículos 
443 y 403 del Código de Procedimiento Civil, como lo pre-
tende el recurrente en casación; 

Considerando, en cuanto al tercer medio, por el cual 
se alega que la sentencia impugnada "contiene el vicio de 
violación al artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, al incurrir en falta de motivos por desconocimiento de 
los documentos de la causa". por entender que la Ozama 
Sugar Company Limited, ante el Juez de Primer Grado, 
"confesó tanto el hecho de haber cambiado el género de 
ocupación que en virtud del contrato de trabajo tenía el 
señor Juan Eustaquio Alcántara, como que este cambio 
constituía una alteración sustancial a las primitivas labores 
que él desempeñaba", lo cual constituía, "una prueba so-
metida al Juez a quo, pues ella está contenida en la senten-
cia del Tribunal de Primer Grado", y cuyo valor no fué 
ponderado por aquél; pero 

Considerando que el Juez a quo en la sentencia impug-
nada dió motivos suficientes para considerar que era impro-
cedente la demanda de Juan Eustaquio Alcántara en lo que 
a pre-aviso, auxilio de cesantía e indemnizaciones por des-
pido injustificado se refiere; que para hacerlo tuvo en 
cuenta que no se le había suministrado la prueba de que el 
trabajador había sido cambiado de un lugar a otro y que 
"el nuevo trabajo está, por su carácter, fuera de las previ-
siones de su contrato de trabajo", así como que "en la espe-
cie, el trabajador alega que su trabajo era jardinería y fué 
trasladado a la sección de cultivo, debiendo entonces, pro-
bar ese género de trabajo de jardinero que alega y que el  

nuevo trabajo, el de cultivo, implicaba una modificación 
sustancial a su primitiva ocupación cubierta por el contrato 
de trabajo de referencia, ya que si es cierto que un cambio 
de trabajo puede constituír, a veces, una especie de despido 
indirecto, también es cierto que el patrono puede transfe-
rir a su trabajador de una ocupación a otra en trabajos 
simplemente materiales del mismo carácter"; que, es 
absurdo pretender que el Juez a quo no ponderara una de-
claración contenida en la sentencia dictada por el Juez de 
Primer Grado, dada por la Ozama Sugar Company Limited, 

' y que el recurrente califica de confesión, ya que, necesa-
riamente, tuvo que examinarla íntegramente, para revo-
carla en todas sus partes, como lo hizo por su sentencia 
ahora impugnada; que, como consecuencia de todo lo ex-
puesto, este tercer medio del recurso carece, también de 
fundamento; 

Considerando, en cuanto al cuarto y último medio, por 
el cual se invoca "violación de los artículos 1 y 2 de la Ley 
No. 427 del 17 de marzo de 1941 sobre Vacaciones y viola-
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, por 

- falta de motivos"; 

Considerando que, al tenor de los artículos 1 y 2 de la 
Ley No. 427, del, 17 de marzo de 1941, sobre Vacaciones 
Anuales: "Los empleados de los establecimientos comercia-
ciales y de las empresas de todas clases establecidas en la 
República tendrán derecho cada año a un período de vaca-
ciones de dos semanas con disfrute de sueldo". "El derecho 
a las vacaciones previstas en el artículo anterior sólo corres-
ponde a los empleados que tengan más de un año en servicio 
ininterrumpido en el establecimiento o empresa en que tra-
bajen, que estén asignados a labores fijas en las oficinas, 
establecimientos o talleres, y que gocen de sueldos pagados 
por semanas, quincenas, meses o períodos fijos"; 

Considerando que, al expresar la sentencia impugnada 
que en la especie "no se ha comprobado tampoco que el 
trabajador tuviera derecho a vacaciones, ya que de a ,cer-
do con la economía de la Ley No. 427; sobre vacaciones, se 



de 	causa contenida en la sentencia impugnada; que, en 
tales condiciones, es necesario, proclamar que no quedaba 
suprimido para el demandado el derecho a interponer ape-
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de causa, como en realidad lo hizo, sin que al admitirla co-
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443 y 403 del Código de Procedimiento Civil, como lo pre-
tende el recurrente en casación; 

Considerando, en cuanto al tercer medio, por el cual 
se alega que la sentencia impugnada "contiene el vicio de 
violación al artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, al incurrir en falta de motivos por desconocimiento de 
los documentos de la causa". por entender que la Ozama 
Sugar Company Limited, ante el Juez de Primer Grado, 
"confesó tanto el hecho de haber cambiado el género de 
ocupación que en virtud del contrato de trabajo tenía el 
señor Juan Eustaquio Alcántara, como que este cambio 
constituía una alteración sustancial a las primitivas labores 
que él desempeñaba", lo cual constituía, "una prueba so-
metida al Juez a quo, pues ella está contenida en la senten-
cia del Tribunal de Primer Grado", y cuyo valor no fué 
ponderado por aquél; pero 

Considerando que el Juez a quo en la sentencia impug-
nada dió motivos suficientes para considerar que era impro-
cedente la demanda de Juan Eustaquio Alcántara en lo que 
a pre-aviso, auxilio de cesantía e indemnizaciones por des-
pido injustificado se refiere; que para hacerlo tuvo en 
cuenta que no se le había suministrado la prueba de que el 
trabajador había sido cambiado de un lúgar a otro y que 
"el nuevo trabajo está, por su carácter, fuera de las previ-
siones de su contrato de trabajo", así como que "en la espe-
cie, el trabajador alega que su trabajo era jardinería y fué 
trasladado a la sección de cultivo, debiendo entonces, pro-
bar ese género de trabajo, de jardinero que alega y que el 
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nuevo trabajo, el de cultivo, implicaba una modificación 
sustancial a su primitiva ocupación cubierta por el contrato 
de trabajo de referencia, ya que si es cierto que un cambio 
de trabajo puede constituír, a veces, una especie de despido 
indirecto, también es cierto que el patrono puede transfe-
rir a su trabajador de una ocupación a otra en trabajos 
simplemente materiales del mismo carácter"; que, es 
absurdo pretender que el Juez a quo no ponderara una de-
claración contenida en la sentencia dictada por el Juez de 
Primer Grado, dada por la Ozama Sugar Company Limited, 
y que el recurrente califica de confesión, ya que, necesa-
riamente, tuvo que examinarla íntegramente, para revo-
carla en todas sus partes, como lo hizo por su sentencia 
ahora impugnada; que, como consecuencia de todo lo ex-
puesto, este tercer medio del recurso carece, también de 
fundamento; 

Considerando, en cuanto al cuarto y último medio, por 
el cual se invoca "violación de los artículos 1 y 2 de la Ley 
No. 427 del 17 de marzo de 1941 sobre Vacaciones y viola-
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, por 
falta de motivos"; 

Considerando que, al tenor de los artículos 1 y 2 de la 
Ley No. 427, del, 17 de marzo de 1941, sobre Vacaciones 
Anuales: "Los empleados de los establecimientos comercia-
ciales y de las empresas de todas clases establecidas en la 
República tendrán derecho cada año a un período de vaca-
ciones de dos semanas con disfrute de sueldo". "El derecho 
a las vacaciones previstas en el artículo anterior sólo corres-
ponde a los empleados que tengan más de un año en servicio 
ininterrumpido en el establecimiento o empresa en que tra-
bajen, que estén asignados a labores fijas en las oficinas, 
establecimientos o talleres, y que gocen de sueldos pagados 

, por semanas, quincenas, meses o períodos fijos"; 

Considerando que, al expresar la sentencia impugnada 
que en la especie "no se ha comprobado tampoco que el 
trabajador tuviera derecho a vacaciones, ya que de a mer-
do con la economía de la Ley No. 427; sobre vacaciones, se 
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refiere exclusivamente a empleados sin incluir dentro de 
esta categoría a: los trabajadores u obreros que perciben 
salarios por día", ha violado los textos transcritos en el an-
terior considerando, toda vez que la denominación emplea-
dos contenida en ellos incluye, necesariamente, a los indi-
viduos de todo establecimiento o empresa comercial, de ex-
plotación, industria, oficio, etc., que obtengan una remune-
ración por sus servicios, en cuya remuneración están com-
prendidos los trabajadores u obreros, que reúnan las con-
diciones requeridas en el referido Art. 2; y, asimismo, por-
que es preciso considerar incluido el día, entre los "perío-
dos fijos" a que se refiere este texto, por todo lo cual, sin 
que sea necesario examinar el otro aspecto de este cuarto 
medio, referente a falta de motivos por no haber indicado 
el Juez a quo "la prueba en que se fundó para llegar a la 
conclusión de que este salario era pagado por días", proce-
de casar la sentencia impugnada, en cuanto a este punto se 

refiere; 
Por tales motivos:.PRIMERO: Casa la sentencia de la 

Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha veinti-
trés de junio de mil novecientos cincuenta, en cuanto revo-
ca el ordinal CUARTO de la sentencia del Juzgado de Paz 
de la Cuarta Circunscripción del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, por el cual se "condena a la Compañía Ozama 
Sugar Company a pagarle ;1, señor Juan Eustaquio Alcán-
tara la suma de Treinta y Nueve Pesos (RD$39.00) como 
indemnización por haberle negado el disfrute de las vaca-
ciones anuales correspondiente al último año de vigencia 
del contrato", y envía el asunto. así delimitado, al Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, re-
chazando el recurso en sus demás aspectos; SEGUNDO: 
Compensa, pura y simplemente, entre las partes en causa, 

las costas del presente rectirso. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— Fcó. 

Elpidio Beras.— Rafael Castro Rivera.— Juan A. Morel. 

A. Alvarez Aybár.-- Damián Báez B.— Néstor Confin Ay-bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firMada .hoi. los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresadOS, y fijé 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genetal, que 
certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1952.  
• 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera-  Instancia del D. J. de 
Trujillo, en grado de apelación, de fecha 3 de noViembre de 1948. 

Materia: Revisión Penal. 

Recurrente: Antonio Montás. Abogado: Dr. Manuel Castillo Cor-
porán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 

Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras; Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera; Juan A. Mo-

- rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
" Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día treinta del 
mes de abril del mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 899  de la Restauración y 229 de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, la siguiente senten-
cia: 
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refiere exclusivamente a empleados sin incluir dentro de 
esta categoría a; los trabajadores u obreros que perciben 
salarios por día", ha violado los textos transcritos en el an-
terior considerando, toda vez que la denominación emplea-
dos contenida en ellos incluye, necesariamente, a los indi-
viduos de todo establecimiento o empresa comercial, de ex-
plotación, industria, oficio, etc., que obtengan una remune-
ración por sus servicios, en cuya remuneración están com-
prendidos los trabajadores u obreros, que reúnan las con-
diciones requeridas en el referido Art. 2; y, asimismo, por-
que es preciso considerar incluido el día, entre los "perío-
dos fijos" a que se refiere este texto, por todo lo cual, sin 
que sea necesario examinar el otro aspecto de este cuarto 
medio, referente a falta de motivos por no haber indicado 
el Juez a quo "la prueba en que se fundó para llegar a la 
conclusión de que este salario era pagado por días", proce-
de casar la sentencia impugnada, en cuanto a este punto se 

refiere; 
Por tales motivos:. PRIMERO: Casa la sentencia de la 

Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha veinti-
trés de junio de mil novecientos cincuenta, en cuanto revo-
ca el ordinal CUARTO de la sentencia del Juzgado de Paz 
de la Cuarta Circunscripción del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, por el cual se "condena a la Compañía Ozama 
Sugar Company a pagarle ál señor Juan Eustaquio Alcán-
tara la suma de Treinta y Nueve Pesos (RD$39.00) como 
indemnización por haberle negado el disfrute de las vaca-
ciones anuales correspondiente al último año de vigencia 
del contrato", y envía el asunto. así delimitado, al Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, re-
chazando el recurso en sus demás aspectos; SEGUNDO: 
Compensa, pura y simplemente, entre las partes en causa, 

las costas del presente rectirso. 

(Firmados) H. Herrera 	J. Tomás Mejía.— Feo. 

Elpidio Beras.— Rafael Castro Rivera.— Juan A. Morel.— 

A. Alvarez Aybar.--- Damián Báez B.— Néstor Confín Ay-bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firrriada Por lós 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento; en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresació'á, y fné 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera" Instancia del D. J. de 
Trujillo, en grado de apelación, de fecha 3 de no'viémbre 
de 1948. 

Materia: Revisión Penal. 

Recurrente: Antonio Montás. Abogado: Dr. Manuel Castillo eor-
porán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras; Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera; Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 

"Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día treinta del 
mes de abril del mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 229 de la Era de 

Trujillo, dicta en audiencia pública, la siguiente senten-
cia: 
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refiere exclusivamente a empleados sin incluir dentro de 
esta categoría a: los trabajadores u obreros que perciben 
salarios por día", ha violado los textos transcritos en el an-
terior considerando, toda vez que la denominación emplea-
dos contenida en ellos incluye, necesariamente, a los indi-
viduos de todo establecimiento o empresa comercial, de ex-
plotación, industria, oficio, etc., que obtengan una remune-
ración por sus servicios, en cuya remuneración están com-
prendidos los trabajadores u obreros, que reúnan las con-
diciones requeridas en el referido Art. 2; y, asimismo, por-
que es preciso considerar incluido el día, entre los "perío-
dos fijos" a que se refiere este texto, por todo lo cual, sin 
que sea necesario examinar el otro aspecto de este cuarto 
medio, referente a falta de motivos por no haber indicado 
el Juez a quo "la prueba en que se fundó para llegar a la 
conclusión de que este salario era pagado por días", proce-
de casar la sentencia impugnada, en cuanto a este punto se 
refiere; 

Por tales motivos:. PRIMERO: Casa la sentencia de la 
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha veinti-
trés de junio de mil novecientos cincuenta, en cuanto revo-
ca el ordinal CUARTO de la sentencia del Juzgado de Paz 
de la Cuarta Circunscripción del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, por el cual se "condena a la Compañía Ozama 
Sugar Company a pagarle ál señor Juan Eustaquio Alcán-
tara la suma de Treinta y Nueve Pesos (RD$39.00) como 
indemnización por haberle negado el disfrute de las vaca-
ciones anuales correspondiente al último año de vigencia 
del contrato", y envía el asunto. así delimitado, al Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, re-
chazando el recurso en sus demás aspectos; SEGUNDO: 
Compensa, pura y simplemente, entre las partes en causa, 
las costas del presente recurso. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— Feo-
Elpidio Beras.— Rafael Castro Rivera.— Juan A. Morel.— 

Materia: Revisión Penal. 

Recurrente: 
Antonio Montás. Abogado: Dr. Manuel Castillo Cor-

porán. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras; Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera; Juan A. Mo-

• rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del S« cretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día treinta del 
mes de abril del mil novecientos cincuenta y dos, años 109

9 
 de la Independencia, 899 de la Restauración y 229 de la Era 

cia: de Trujillo, dicta en audiencia pública, la siguiente senten-cia: 
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A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada Pof los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, 

én la 
audiencia pública del día, Mes y año en él expresadOS, y fúé 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genexjal, que 
certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 	 • 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1952 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera-  Instancia del D. J. de 
Trujillo, en grado de apelación, de fecha 3 de 

noViembre de 1948. 
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r Sobre el recurso de revisión interpuesto por Antonio 
Montás, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
portador de la cédula personal de identidad No. 16296, serie 

2da., sello No. 819949, contra sentencia correccional dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Trujillo, en fecha tres de noviembre de mil novecientos 
cuarenta y ocho, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Condena al nombrado Antonio Mon-

-

tás, de generales conocidas, a sufrir un año de prisión co-
rreccional, por el delito de violación a la ley 1051 en per-
juicio de un menor procreado con la señora Mercedes Ra-
mírez; SEGUNDO: Fija en un peso con cincuenta centavos 
oro (RD$1.50) la pensión que el prevenido estará obligado 
a pasar todos los meses a la querellante para atender a las 
necesidades del menor ya referido; y, TERCERO; Lo con-
dena además al pago de las costas"; 

Vista la instancia presentada a la Suprema Corte de 
Justicia, en fecha veintisiete de marzo del corriente año, 
por el Dr. Manuel Castillo Corporán, a nombre y en repre-
sentación de Antonio Montás, la cual copiada textualmente 
dice así: "Al Presidente y demás Jueces que integran la Su-
prema Corte de Justicia, Ciudad Trujillo, D. S. D.; Honora-
bles Magistrados:— El señor Antonio Montás, dominicano, 
mayor de edad, soltero, agricultor, provisto de la cédula 
personal de identidad No. 16296, serie 2da, con sello de 
Rentas Internas para el año 1951 No. 819949, domiciliado y 
residente en la Sección de Cambita Sterling, de la común 
de San Cristóbal, por mediación del infrascrito, Dr. Manuel 
Castillo Corporán, dominicano, mayor de edad, casado, abo-
gado, portador de la cédula personal de identidad No. 11804, 
serie ira., renovada para el cursante año 1952 con sello 
de Rentas Internas No. 2235, con estudio abierto en la casa 
No. 102 de la calle "General Cabral" de esta Benemérita 
Ciudad de San Cristóbal, tiene a honor exponeros las si-
guientes consideraciones: POR CUANTO: en fecha 4 del 
mes de octubre del año mil novecientos cuarenta y ocho 
(1948), la señora Mercedes Ramírez, domiciliada y residen- 
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te en la Sección de Cambíta Sterling de esta jurisdicción, 
presentó querella contra el impetrante por ante la Policía 
Nacional de esta localidad, bajo el alegato de que, el indica-
do señor Antonio Montás, no le ayudaba con la manuten-
ción del niño de un año y dos meses de edad de nombre 
Próspero Ramírez, procreado por ellos, en violación a la 
Ley No. 1051; POR CUANTO: en fecha 16 del citado mes 
de octubre del citado año 1948, fué citado en conciliación 
por ante el Juzgado de Paz de esta comunidad, no llegán-
dose a ningún acuerdo por negar el impetrante la paterni-
dad de dicho menor, según consta en el acta No. 45 levan-
tada por el Juzgado de Paz apoderado del asunto; POR 
CUANTO: en fecha 3 del mes de noviembre del varias ve-
ces indicado año 1948 el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo, por su causa No. 857 conocida 
al efecto condenó al señor Antonio Montás a sufrir un año 
de prisión correccional y le fijó además, una pensión ali-
menticia de un peso oro con cincuenta centavos (RD$1.50) 
mensuales en favor del menor de referencia; POR CUAN-
TO: en el Juzgado de Primera Instancia que lo condenó a 
la pena antes mencionada el impetrante negó como lo había 
hecho en el Juzgado de Paz, la paternidad del menor Prós-
pero Ramírez, para evidenciar lo cual basta ver el expedien-
te de que se trata; POR CUANTO: cuando tuvo lugar la 
causa que culminó con la sentencia condenatoria referida 
más arriba todavía no había sido declarado el menor Prós- 
pero Ramírez, siendo el día 17 del mes de mayo del año 
1949 cuando se hizo la declaración correspondiente, hacien- 
do ésta el verdadero padre del menor y viejo marido de la 
querellante, señor Rosendo Nivar, como puede determinar- 
se por el acta instrumentada por el Oficial del Estado Civil, 
ciudadano Manuel Marcelino Nivar, que se encuentra ins- 
crita en el libro de registro de nacimiento No. 121-B folio 
103 destinado a tales fines, lo cual pone de manifiesto con 
claridad meridiana que la señora Mercedes Ramírez 

y Ro- sendo Nivar, no sólo fueron capaces de engañar a la justi- 
cia en perjuicio del señor Antonio Montás sino que también 
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Sobre el recurso de revisión interpuesto por Antonio 
Montás, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
portador de la cédula personal de identidad No. 16296, serie 
2da., sello No. 819949, contra sentencia correccional dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Trujillo, en fecha tres de noviembre de mil novecientos 
cuarenta y ocho, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Condena al nombrado Antonio Mon-
tás, de generales conocidas, a sufrir un año de prisión co-
rreccional, por el delito de violación a la ley 1051 en per-
juicio de un menor procreado con la señora Mercedes Ra-
mírez; SEGUNDO: Fija en un peso con cincuenta centavos 
oro (RD$1.50) la pensión que el prevenido estará obligado 
a pasar todos los meses a la querellante para atender a las 
necesidades del menor ya referido; y, TERCERO: Lo con-

dena además al pago de las costas"; 

Vista la instancia presentada a la Suprema Corte de 
Justicia, en fecha veintisiete de marzo del corriente año, 
por el Dr. Manuel Castillo Corporán, a nombre y en repre-
sentación de Antonio Montás, la cual copiada textualmente 
dice así: "Al Presidente y demás Jueces que integran la Su-
prema Corte de Justicia, Ciudad Trujillo, D. S. D.; Honora-
bles Magistrados:— El señor Antonio Montás, dominicano, 
mayor de edad, soltero, agricultor, provisto de la cédula 
personal de identidad No. 16296, serie 2da, con sello de 
Rentas Internas para el año 1951 No. 819949, domiciliado y 
residente en la Sección de Cambita Sterling, de la común 
de San Cristóbal, por mediación del infrascrito, Dr. Manuel 
Castillo Corporán, dominicano, mayor de edad, casado, abo-
gado, portador de la cédula personal de identidad No. 11804, 
serie lra., renovada para el cursante año 1952 con sello 
de Rentas Internas No. 2235, con estudio abierto en la casa 
No. 102 de la calle "General Cabral" de esta Benemérita 

Ciudad de San Cristóbal, tiene a honor exponeros las si-

guientes consideraciones: POR CUANTO: en fecha 4 del 
mes de octubre del año mil novecientos cuarenta y ocho 

(1948), la señora Mercedes Ramírez, domiciliada y residen - 
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te en la Sección de Cambíta Sterling de esta jurisdicción, 
presentó querella contra el impetrante por ante la Policía 
Nacional de esta localidad, bajo el alegato de que, el indica- 
do señor Antonio Montás, no le ayudaba con la manuten- 
ción del niño de un año y dos meses de edad de 

nombre Próspero 
Ramírez, procreado por ellos, en violación a la 

Ley No. 1051; POR CUANTO: en fecha 16 del citado mes 
de octubre del citado año 1948, fué citado en conciliación 
por ante el Juzgado de Paz de esta comunidad, no llegán- 
dose a ningún acuerdo por negar el impetrante la paterni- 
dad de dicho menor, según consta en el acta No. 45 levan- 
tada por el Juzgado de Paz apoderado del asunto; POR 
CUANTO: en fecha 3 del mes de noviembre del varias ve- 
ces indicado año 1948 el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo, por su causa No. 857 conocida 
al efecto condenó al señor Antonio Montás a sufrir un año 
de prisión correccional y le fijó además, una pensión ali- 
menticia de un peso oro con cincuenta centavos (RD$1.50) 
mensuales en favor del menor de referencia; 

POR CUAN- TO: 
en el Juzgado de Primera Instancia que lo condenó a 

la pena antes mencionada el impetrante negó como lo había 
hecho en el Juzgado de Paz, la paternidad del menor Prós-
pero Ramírez, para evidenciar lo cual basta ver el expedien-
te de que se trata; POR CUANTO: cuando tuvo 

lugar la 
causa que culminó con la sentencia condenatoria referida 
más arriba todavía no había sido declarado el menor Prós-
pero Ramírez, siendo el día 17 del mes de mayo del año 
1949 cuando se hizo la declaración correspondiente, hacien-
do ésta el verdadero padre del menor y viejo marido de la 
querellante, señor Rosendo Nivar, como puede 

determinar-se 
por el acta instrumentada por el Oficial del Estado Civil, 

ciudadano Manuel Marcelino Nivar, que se encuentra ins-
crita en el libro de registro de nacimiento No. 121-B folio 
103 destinado a tales fines, lo cual pone de manifiesto con 
claridad meridiana que la señora Mercedes Ramírez y 

Ro-sendo Nivar, no sólo fueron capaces de engañar a la justi-
cia en perjuicio del señor Antonio Montás sino que también 
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engañaron fraudulentamente al Oficial del Estado Civil al 
dedada' falsamente como nacido el. día 12 de mayo de 1949, 
:14 niño que, en la fecha en que se hacía la declaración tenía 
un -liño. y nueve meses de nacido y lo declaraba su padre  
como' de cinco días de nacido solamente; POR CUANTO: 
a que la sentencia de que se trata tiene ya la autoridad de 
la cosa juzgada; POR CUANTO: la revisión solicitada por 
el Serió'• Antonio Montás está prevista por los artículos 305 
Par. 4to., 306 par. 2do., 308, 310 y siguientes del Código de 
Procedirniento Criminal; POR CUANTO: a que la quere- 

-\113ante después de haberse comprometido con el impetrante 
a renunciar a la pensión alimenticia que le acordó el Tri-
bunal que conoció del asunto, ha requerido del Magistrado 
Procurador Fiscal de este Distrito Judicial el que ordene 
poner en prisión al señor Montás por falta de cumplimiento 
de la sentencia de que se trata, aludiendo ahora que Ro-
sendo -Nivar declaró como suyo al menor Próspero Ramí-
rez complaciendo a Montás que le solicitó tal cosa; POR 
TANTO: a nombre y representación del varias veces cita-
do señor Antonio Montás, os ruego a esa Superioridad, PRI-
MERO:.ordenar la revisión de la sentencia No. 857 de fecha 
3 de noviembre del año mil novecientos cuarenta y ocho 
(1948);< y SEGUNDO: que ordenéis la suspensión de la eje-
cución de .1a sentencia objeto de la presente instancia. Es 
justicia que se os .

pide desde San Cristóbal, Provincia Tru-
jillo, República Dominicana, a los 27 días del mes de marzo 
del año mil novecientos cincuenta y dos (1952). (Firmado): 
Dr, Manuel Castillo Corporán"; 

VISto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de'la República, que concluye del siguiente modo: "OPINA-
MOS: que declaréis inadmisible el presente recurso, salvo 
vuestro iriá1 ilustrado parecer"; 

'La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 306 y 308 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, y 130 del Código de Procedimiento 
Civil;  
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Considerando que de conformidad con el artículo 306 
del Código de Procedimiento Criminal, el derecho de, pedir 
la revisión  pertenece, concurrentemente, al Procurador Ge-
neral de la República y al condenado, y después de la muer-
te de este último, a su esposa, a sus hijos, a sus padres, a 

;sus legatarios universales o a título universal, y a los que 
para ello hubiesen recibido el encargo del propio condena-
do; que al tenor de las disposiciones del artículo 308 del 
mismo Código, la Suprema Corte de Justicia sólo puede ser 
.apoderada de las demandas en revisión, por el Procurador 
'General de la República, actuando de oficio o en virtud de 
las reclamaciones de las partes; 

Considerando que en el presente caso el recurrente 
.Antonio Montás ha sometido su demanda directamente a la 
Suprema Corte; que dicha demanda le fué comunicada al 
-Procurador General de la República para fines de dictamen, 
<quien concluyó pidiendo que fuera declarada inadmisible; 
,que, en tales condiciones, la Suprema Corte no puede con- 
.siderarse válidamente apoderada del recurso de revisión 
de que se trata; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible en 
•cuanto a la forma, el recurso de revisión intentado por el 
.condenado Antonio Montás, contra sentencia correccional 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Trujillo, de fecha tres de noviembre de mil novecientos 
cuarenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 

-del presente fallo; y SEGUNDO: Condena al recurrente al 
.pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—Fco 
Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. 

.A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo- Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en é.1 expresados, y fué 

- firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
'certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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engañaron fraudulentamente al Oficial del Estado Civil al 
declariar falsamente como nacido el día 12 de mayo de 1949, 
di niño que, en la fecha en que se hacía la declaración tenía 

,
año y nueve meses de nacido y lo declaraba su padre 

como de cinco días de nacido solamente; POR CUANTO: 
a que la sentencia de que se trata tiene ya la autoridad de 
la cosa juzgada; POR CUANTO: la revisión solicitada por 

el señor ,  Antonio Montás está prevista por los artículos 305 
Par. 4to., 306 par. 2do., 308, 310 y siguientes del Código de 
Procedimiento Criminal; POR CUANTO: a que la quere- , 

"Warite después de haberse comprometido con el impetrante 
a renunciar a la pensión alimenticia que le acordó el Tri-
bunal que conoció del asunto, ha requerido del Magistrado 
Procurador Fiscal de este Distrito Judicial el que ordene 
poner en prisión al señor Montás por falta de cumplimiento 
de la sentencia de que se trata, aludiendo ahora que Ro-
sendo Nivar declaró como suyo al menor Próspero Ramí-
rez complaciendo a Montás que le solicitó tal cosa; POR 
TANTO: a nombre y representación del varias veces cita-
do señor Antonio Montás, os ruego a esa Superioridad, PRI-
MERO: ordenar la revisión de la sentencia No. 857 de fecha 
3 de noviembre del año mil novecientos cuarenta y ocho 
(1948);. y SEGUNDO: que ordenéis la suspensión de la eje-
cución de.la sentencia objeto de la presente instancia. Es 
justicia que se os pide desde San Cristóbal, Provincia Tru-
jillo, República Dominicana, a los 27 días del mes de marzo 
del año mil novecientos cincuenta y dos (1952). (Firmado): 
Dr. Manuel Castillo Corporán"; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República, que concluye del siguiente modo: "OPINA-
MOS: que declaréis inadmisible el presente recurso, salvo 
vuestro máS ilustrado parecer"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 306 y 308 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, y 130 del Código de Procedimiento 

Civil; 	•  
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Considerando que de conformidad con el artículo 306 
del Código de Procedimiento Criminal, el derecho de, pedir 
la revisión pertenece, concurrentemente, al Procurador Ge-
neral de la República y al condenado, y después de la muer-
te de este último, a su esposa, a sus hijos, a sus padres, a 
sus legatarios universales o a título universal, y a los que 
para ello hubiesen recibido el encargo del propio condena-
do; que al tenor de las disposiciones del artículo 308 del 
mismo Código, la Suprema Corte de Justicia sólo puede ser 
apoderada de las demandas en revisión, por el Procurador 
General de la República, actuando de oficio o en virtud de 
las reclamaciones de las partes; 

Considerando que en el presente caso el recurrente 
Antonio Montás ha sometido su demanda directamente a la 
Suprema Corte; que dicha demanda le fué comunicada al 
Procurador General de la República para fines de dictamen, 
.quien concluyó pidiendo que fuera declarada inadmisible; 
:que, en tales condiciones, la Suprema Corte no puede con- 
siderarse válidamente apoderada del recurso de revisión 
.de que se trata; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible en 
,cuanto a la forma, el recurso de revisión intentado por el 
:condenado Antonio Montás, contra sentencia correccional 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Trujillo, de fecha tres de noviembre de mil novecientos 
cuarenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 

•del presente fallo; y SEGUNDO: Condena al recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—Fco 
Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. 
A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo- Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en é.1 expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

'certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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